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editorial

Una reforma positiva para todos

que entonces quizás no habría salido nunca por 
falta de consenso y seguiríamos igual otros 20 
años, pero en todo caso lo que nadie puede 
negar –entiendo yo– es que el nuevo ‘Baremo’ 
supone un cambio sustancial con respecto al 
anterior, pues por fin se va a resarcir en España, 
aunque no sea íntegramente, el daño patrimo-
nial o lucro cesante que representa la incapaci-
dad permanente o el fallecimiento de una víc-
tima de accidente de circulación, e igualmente 
vamos a poder disponer de un verdadero cuer-
po normativo desarrollado, lo que nos permiti-
rá evolucionar notablemente en esta materia al 
disponer de un sistema de valoración de daños 
personales muy superior al anterior, en cuanto a 
estructura y vertebración se refiere. 

Sin embargo, hay quien opina que el nuevo 
Baremo será muy beneficioso para las víctimas 
con lesiones mayores, pero no así para las vícti-
mas con lesiones menores, que son la mayoría. Es 
evidente que todas las opiniones son respetables 
y que con el tiempo se verá quien tenía la razón, 
pero hasta entonces opino que dicha afirmación 
parte de conceptos erróneamente entendidos y 
no tiene presente otras circunstancias que a lo 
largo de estos años se han visto muy influyentes, 
más allá del texto del propio Baremo, cual ha sido 
la jurisprudencia y la práctica forense diaria –la 
costumbre es otra fuente del derecho, siempre 
que no sea contraria a la Ley, pero en dicho caso 
la Ley tiene que ser clara y concluyente–. Aun-
que en todo caso, sí quisiera afirmar que al igual 
que prefiero un país garantista de las libertades, 
en el que pueda haber hasta diez culpables libres 
antes que un inocente preso, igualmente prefie-
ro un país protector del verdaderamente necesi-
tado, en el que pueda haber hasta diez víctimas 
leves mal indemnizadas antes que una grave in-
justamente indemnizada, pues la grave sí que va 
a necesitar su indemnización para vivir. 

E
l 10 de abril pasado se aprobó el Proyec-
to de Ley de reforma del Sistema para 
la valoración de los daños y perjuicios 
causados a las personas en accidentes 

de circulación, publicado en el Boletín Oficial del 
Congreso de los Diputados el 17/04/2015 y que 
actualmente se está tramitando en la Comisión 
de Economía y Competitividad, mediante el tipo 
de tramitación de Competencia Legislativa Ple-
na, estando ya en fase de enmiendas. Por el bien 
de todos, víctimas, aseguradoras y abogados  
–tanto de víctimas como de aseguradoras– es-
peremos que no haya contratiempo alguno y 
este Proyecto vea la luz como Ley antes de fi-
nalizar la legislatura, para que pueda entrar en 
vigor el próximo día uno de enero tal y como se 
tiene previsto. Y digo que por el bien de todos, 
pues soy de los que opinan que esta reforma es 
positiva para todos, se mire por donde se mire. 

El Proyecto de Ley aprobado corresponde 
al consenso alcanzado por la mayor parte de 
los afectados (víctimas, aseguradoras, juristas, 
doctrina,...) que entendían absolutamente ne-
cesario reformar el anterior para adecuarlo a 
la realidad social actual. Es cierto, como ya he 
comentado en alguna ocasión, que podría ha-
berse hecho mejor, como todo en la vida, aun-

por Javier López y García de la Serrana
Director
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La reparación íntegra del daño es un con-
cepto utópico, pues desde luego ni todo el oro 
del mundo repararía la pérdida de cualquiera de 
mis dos hijos. Partimos por tanto de una com-
pensación, más que de una reparación del daño, 
al menos en cuanto a daños morales se refiere, 
pues efectivamente los daños materiales o pa-
trimoniales sí que pueden ser reparados ínte-
gramente. Por eso, si mi familia o yo tuviéramos 
un accidente de tráfico, preferiría que estuviera 
vigente el nuevo Baremo, pues estoy seguro de 
que estaríamos MUCHO MEJOR PROTEGIDOS y 
que nuestro daño patrimonial se vería reparado 
en mucha mayor proporción que con el Bare-
mo actual. Esa es la gran virtud del nuevo ba-
remo, como dice José Pérez Tirado, que resuel-
ve mucho mejor los verdaderos problemas. No 
obstante, será una muy buena herramienta para 
quien se moleste en estudiar cómo funciona y 
cómo se aplica, también en los supuestos de le-
siones menores, pues si inciden, aunque sea par-
cialmente, en el desarrollo personal de la vícti-
ma, los perjuicios por pérdida de calidad de vida 
se pueden reclamar mucho más fácilmente que 
ahora con la redacción dada al apartado quinto 
del nuevo artículo 108 de la LRCSCVM: “El per-
juicio leve es aquél en el que el lesionado con 
secuelas de más de seis puntos pierde la posi-
bilidad de llevar a cabo actividades específicas 
que tengan especial trascendencia en su desa-
rrollo personal. El perjuicio moral por la limita-
ción o pérdida parcial de la actividad laboral o 
profesional que se venía ejerciendo se considera 
perjuicio leve con independencia del número de 
puntos que se otorguen a las secuelas”. 

Luego en supuestos de lesiones menores 
a la víctima le corresponde ser resarcida por el 
perjuicio personal básico de los días que se en-
cuentre impedida para sus actividades, por el 
perjuicio patrimonial de ese período (lucro ce-
sante), por los gastos sanitarios –en un centro 
privado si lo desea–, por el perjuicio personal 
básico de las secuelas que le queden si dispo-
ne de un informe médico concluyente, así como 
por el perjuicio personal particular por pérdida 
de calidad de vida leve, pues aunque no supere 
los 6 puntos de secuelas si afecta parcialmen-
te a su actividad profesional puede reclamar de 
1.500 a 15.000 Euros.

Por último, entiendo que no es este el lu-
gar para analizar a fondo la problemática de la 
indemnización por traumatismos menores de la 
columna vertebral, no obstante sí quisiera acla-
rar que en el Proyecto aprobado no figura que 
sea necesaria una prueba médica de un dolor 
para indemnizar estas secuelas cervicales, sino 
que –textualmente dice el nuevo art. 135– “se in-

demniza sólo si un informe médico concluyente 
acredita su existencia tras el período de lesión 
temporal”, informe que no debería ser difícil de 
obtener si la secuela realmente existe y que tal 
y como se expresa permite muchas interpre-
taciones y no todas restrictivas. En todo caso, 
bienvenidas sean las críticas, pues solo se mejo-
ra con la discrepancia y no con el aplauso, aun-
que eso sí, la crítica requiere un estudio y análi-
sis sosegado de todos los aspectos que han de 
tenerse en cuenta para calificar de positiva o 
negativa una reforma, sobre todo teniendo pre-
sente de dónde venimos.

Lo cierto es que, desde la ecuanimidad que 
caracteriza a nuestra Asociación, no queda 
más remedio que señalar que no es de recibo 
afirmar que el nuevo Baremo perjudica a la ma-
yor parte de las víctimas –como si fuera peor 
que el que se va a derogar– y que está con-
cebido para beneficiar y enriquecer más a las 
entidades aseguradoras. Es claro que el Bare-
mo proyectado podría mejorarse, como suce-
de con cualquier producto legislativo. Pero las 
afirmaciones señaladas tergiversan la superior 
protección resarcitoria que ha de proporcionar 
el nuevo Baremo, evitando las flagrantes injus-
ticias resarcitorias que ha venido produciendo 
el todavía vigente.
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Sala de lo Civil, de 5 de febrero de 2015 (STS 
465/2015), ponente Antonio Salas Carceller, 
que resuelve la controversia acerca de la in-
demnización que le corresponde al progenitor 
cuyo hijo, sin más familiares perjudicados, fa-
llece en accidente de circulación a causa del 
otro progenitor. Según la citada sentencia, le 
corresponde el 50% del importe fijado en el 
grupo IV de la Tabla I para los ‘padres’, justifi-
cando dicha decisión en que así “se prevé en 
el proyecto de reforma aprobado por una co-
misión de expertos y puesto a disposición de 
la Dirección General de Seguros”, tal y como 
puede leerse literalmente en la misma que re-
producimos en el apartado de jurisprudencia 
de esta revista –comentada por nuestro pre-
sidente Mariano Medina Crespo–. Por tanto, ya 
no soy el único que lo afirma, junto a Rosendo 
Hernández Rubio, sino que también lo dice el 
Tribunal Supremo, por lo que si la propuesta 
de reforma devenía en un "magnífico elemen-
to orientador para los Tribunales de Justicia", 
con más razón lo será el proyecto de ley que 
ya se encuentra en tramitación parlamentaria 
y que debería entrar en vigor el 1 de enero de 
2016. Como dice Rosendo Hernández, “si no nos 
faltaban motivos para empezar a familiarizar-
nos con el Baremo del futuro aplicándolo en el 
presente; ahora, nos sobran”. 

Pero es más, al establecer el Supremo que 
las dudas interpretativas del Baremo actual 
pueden suplirse con las reglas del futuro Ba-
remo, lo que viene a ser un reconocimiento al 
gran trabajo realizado en el mismo, se puede 
decir que la interpretación que abrió la STS 
de 25.03.2010 sobre lucro cesante en supues-
tos de incapacidad permanente, de la que fue 
ponente Xiol Ríos, puede igualmente verse ex-
trapolada a los supuestos de fallecimiento de 
la víctima, pues igualmente la ‘Propuesta’ de 
nuevo Baremo regula expresamente cómo re-
parar el lucro cesante tanto en los supuestos 
de incapacidad permanente como en los su-
puestos de muerte, por lo que, aun a pesar de 
ser conscientes de que dicha ‘Propuesta’ no re-
sulta aplicable por no haber sido aún tramita-
da legislativamente, si resulta innegable la rea-
lidad que la misma pretende regular, y que si 
bien no está desarrollada de forma expresa en 
la normativa actual, no es debido a otra cosa 
que a una incompleta redacción del legislador 
anterior, y así se ha puesto de manifiesto en la 
práctica jurídica, al haberse ido incorporando 
en la jurisprudencia, dado que se trata de un 
concepto que indudablemente debe ser in-
demnizado de acuerdo al principio de restitu-
ción íntegra, por lo que su aclaración sólo era 
cuestión de tiempo, y así ha sido finalmente. 

Además, para el desarrollo del derecho de 
daños y también, por qué no decirlo, para nues-
tra profesión de abogado, el Proyecto de Bare-
mo aprobado supone una gran oportunidad y 
un gran reto, pues como no me canso de decir, 
cambiamos 2 apartados interpretadores que 
tiene el actual anexo del Baremo por 112 artícu-
los nuevos que se incorporan después del artí-
culo 31 de la actual LRCSCVM que pasa a tener 
143 artículos, de los que 112 están dedicados 
en exclusiva a la determinación de la indemni-
zación del daño corporal. ¡Anda que no van a 
correr ríos de tinta, con sus correspondientes 
interpretaciones judiciales diversas! y por tanto, 
¡anda que no vamos a tener trabajo los aboga-
dos los próximos años!

Por otro lado, no quisiera terminar este 
editorial sin dejar constancia de que el Proyec-
to del nuevo Baremo ha empezado ya a dar 
sus frutos, sin necesidad ni siquiera de llegar 
a ser norma –como ya vaticinaba en el edi-
torial del número 50 de esta revista–, pues el 
Proyecto de Ley del nuevo Sistema de Valo-
ración de los Daños y Perjuicios Causados a 
las Personas en Accidentes de Circulación se 
ha convertido ya en un magnifico elemen-
to orientador para los Tribunales de Justicia, 
como lo pone de manifiesto la sentencia de la 
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De hecho la normativa actual sí recoge la obli-
gación de indemnizar el lucro cesante en su 
inciso séptimo del apartado primero del ane-
xo, cuando dice que “para asegurar la total in-
demnidad de los daños y perjuicios causados, 
se tienen en cuenta, además, las circunstancias 
económicas, incluidas las que afectan a la ca-
pacidad de trabajo y pérdida de ingresos de la 
víctima, las circunstancias familiares y perso-
nales y la posible existencia de circunstancias 
excepcionales”. Asimismo, la Propuesta de re-
forma del Sistema de Valoración que debería 
sustituir al actual ‘Baremo’, viene a cubrir la 
falta de precisión a la hora de cuantificar el lu-
cro cesante, que el anterior Baremo reconocía 
pero que no explicaba cómo hacerlo, pudiendo 
la jurisprudencia, ante dicho vacío normativo, 
usar la actual propuesta de reforma de forma 
orientadora para interpretar el baremo actual, 
siempre que no lo contradiga ni entre a valo-
rar conceptos no incluidos actualmente, para 
determinar los daños y perjuicios patrimonia-
les causados a los perjudicados en accidentes 
de circulación, tal y como actualmente es de 
obligado cumplimiento hacerlo, pero que por 
falta de ‘imaginación’ sólo la Sala Primera del 
TS (Sentencias de 25.03.10, 31.05.10 y posterio-
res) en supuestos de incapacidad permanente 
y la Audiencia Provincial de Álava (Sentencia 
de 12.04.2011), en un supuesto de fallecimiento, 
se han atrevido a hacer.

Pero lo referido hasta ahora se hace más 
patente aún en otros supuestos donde el ‘Bare-
mo’ es solo orientador, por lo que es perfecta-
mente aceptable acoger otras opciones o sis-
temas de valoración del daño corporal diferen-
tes al actual, lo que hace más que conveniente 
ir avanzando en el estudio de la ‘Propuesta 
de sistema de valoración’, ya aprobada por el 
Consejo de Ministros que la ha trasformado en 
un proyecto de Ley, que además supone una 
reforma global de toda la Ley de Responsabi-
lidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehí-
culos a Motor, pues el sistema legal valorativo 
deja de ser un anexo a la Ley, para insertarse 
en su texto y contar a su vez éste con un anexo 
constituido por las tablas. En este sentido, son 
varios los magistrados de la jurisdicción social 
que han mostrado interés por conocer el nue-
vo Baremo, pues dado que las indemnizacio-
nes previstas por lucro cesante en supuestos 
de incapacidad permanente y muerte ya tiene 
descontadas las prestaciones de la seguridad 
social, así como que ya están perfectamente 
definidos y separados los distintos conceptos 
resarcitorios (por daños personales básicos, 
daños personales particulares y daño patrimo-
nial), les sería mucho más fácil de aplicar a las 

indemnizaciones por accidentes laborales, si-
guiendo las directrices de la STS (Sala 4ª) de 
17.07.07 y de la reciente de 23.06.14, pero sin 
tener que descontar prestación alguna –al es-
tar ya estas descontadas en las tablas de lucro 
cesante– y aplicando un baremo mucho más 
actual, completo y vertebrado que el anterior. 
Como muestra basta observar la nueva termi-
nología, donde desaparece el concepto de fac-
tor corrector, al haberse tomado conciencia de 
que los denominados factores de corrección, 
como dice Mariano Medina Crespo, no corrigen 
nada, sino que corresponden, cuando se trata 
de perjuicios personales, a perjuicios concretos 
que son cualitativamente distintos de los per-
sonales básicos. Ello da lugar a regular el resar-
cimiento autónomo de perjuicios particulares 
que, causados por la muerte, se encuentran 
hoy de modo inadecuado dentro de las indem-
nizaciones básicas.

En conclusión, ante la evidente mejoría y 
evolución que supone el nuevo Baremo, cuyo 
Proyecto de Ley ha sido aprobado, el cual vie-
ne por fin a sentar las bases de un sistema ver-
daderamente vertebrado que nos permita re-
clamar y apostar por una reparación más jus-
ta de los daños y perjuicios personales de las 
víctimas de accidentes, y dado el tiempo y el 
trabajo que ha costado conseguir un consenso 
suficiente para poder superar el vigente Bare-
mo, absolutamente desfasado sobre todo en 
reparación patrimonial del daño, sería erróneo 
que nuestros esfuerzos fueran en otra dirección 
distinta al estudio y análisis del mismo al obje-
to de poder comprenderlo y aplicarlo en todas 
sus posibilidades, así como criticarlo en aque-
llo que pudiera ser mejorado una vez puesto 
en marcha, aprovechando para ello la Comisión 
de Seguimiento del Sistema de Valoración pre-
vista en la Disposición adicional primera, con el 
objeto de analizar su puesta en marcha, sus re-
percusiones jurídicas y económicas, sobre todo 
teniendo presente que en la composición de la 
Comisión participarán las asociaciones de víc-
timas y las entidades aseguradoras, con igual 
número de miembros entre ellas. Desde luego 
un punto de partida para la puesta en común 
de cuantas dudas nos surjan en su estudio, pue-
de ser nuestro próximo Congreso Nacional que 
tendrá lugar en Valladolid los próximos días 
12, 13 y 14 de noviembre, donde tendremos la 
oportunidad de dialogar, exponer y escuchar de 
primera mano a algunos de los artífices de esta 
reforma que, vuelvo a decir, supone un gran 
avance para todos, pero sobre todo para quien 
más lo necesita.

Abril 2015



doctrina
Los principios 

institucionales de la 
Valoración del Daño 

en el vigente Baremo 
de tráfico y en el 

propuesto para su 
reforma por el Comité 

de Expertos

Objeto y objetivo de la conferencia1

Me propongo en esta conferencia realizar 
una reflexión general acerca de la proyección de 
los principios institucionales de la valoración del 
daño sobre el vigente Baremo de Tráfico y so-
bre el que el Comité de Expertos ha propuesto 
para su reforma (mayo de 2014), comparando 
así sus fundamentos metodológicos.

1 Texto revisado de las conferencias pronunciadas en Grana-
da, dentro del Máster en Responsabilidad Civil, organizado 
por la Fundación de Estudios y Prácticas Jurídicas –Univer-
sidad de Granada e I. Colegio de Abogados–, en Jornada 
abierta (20-01-2015); en Madrid, en Jornada de Seaida, di-
rigida por Félix Benito Osma (24-02-2015); y en Oviedo, en 
el Congreso sobre Responsabilidad Civil, organizado por la 
Escuela de Práctica Jurídica del Principado de Asturias (27-
02-2015).

Mariano Medina Crespo
Abogado y Doctor en Derecho
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Interés teórico y práctico de la reflexión

Tal reflexión tiene un doble interés, teórico y 
práctico, porque es imprescindible partir de es-
tos principios para analizar el significado efecti-
vo del Baremo propuesto, dado que, al parecer, 
más pronto que tarde, va a convertirse en texto 
legal; y es inequívoco que la forma con que se 
encaran sus directrices origina consecuencias 
bastante relevantes en la realidad del resarci-
miento. Pero, antes de acometer las reflexiones 
anunciadas, creo conveniente realizar dos ad-
vertencias y dejar constancia de un lamento.

Las dos advertencias previas y el lamento

La primera advertencia es que, como miem-
bro del denominado Comité de Expertos que ha 
redactado el texto articulado de la propuesta 
de reforma –y me refiero estrictamente al texto 
articulado y no a sus numerosas tablas–, me so-
lidarizo con su contenido, al igual que un magis-
trado disidente lo hace con la sentencia de un 
Tribunal Colegiado del que forma parte; y doy 
por sentado que los otros miembros del Comité 
expresarán el mismo compromiso, por iguales 
razones, por razones similares o por razones 
por completo divergentes.

Por ello, cualquier estudio que realice de la 
regulación propuesta está vocado a explicitar 
mis votos particulares, sin detrimento de ad-
herirme a los muchísimos extremos acertados 
que contiene. Ello es así porque suscribo las ca-
lidades, pero no lo poco de muchas restringidas 
cantidades.

La segunda advertencia es que, aunque de 
mi exposición puede desprenderse que asumo 
ante la propuesta una postura bastante crítica 
(cítrica, incluso), soy resueltamente partidario 
de que prospere y de que se plasme en un tex-
to legal que sustituya al Baremo actualmente 
vigente. La razón es muy sencilla y vigorosa: 
porque lo malo es mejor que lo peor; o, mejor 
dicho, lo regular es mejor que lo malo.

El lamento es que, después de haberme 
dedicado durante 25 años al estudio de la va-
loración del daño corporal y de sus heterogé-
neas consecuencias perjudiciales, he perdido 
la oportunidad de ver un cuerpo normativo 
que viabilice y garantice la consecución de la 
plena justicia resarcitoria (en lugar de impe-
dirla), sabiendo que no puede alcanzarse sin 
seguridad jurídica, aunque ésta puede alcan-
zarse sin aquélla; y es que, por la edad que 
tengo, sé ya que no veré cumplida mi esforza-
da aspiración.

En junio de 1989, redacté una pequeña nota 
para el V Congreso de Derecho de la Circula-
ción, organizado por Inese, referente a la valo-
ración judicial del daño corporal. Su título era 
La búsqueda de la necesaria e imposible certi-
dumbre. Era el momento en que algunos juris-
tas independientes, junto con los orgánicos del 
sector asegurador, reaccionábamos frente a la 
fragmentación y anarquía de los criterios resar-
citorios a los que se atenía una práctica judicial 
que recuperaba el tiempo perdido y acudía a un 
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justicia resarcitoria, sin que de antemano pueda 
renunciarse a una reparación completa que, con 
frecuencia, se niega por decirse que constituye 
una utopía; meta inalcanzable que, desde luego, 
se mantendría como tal si no existiera el seguro 
de la responsabilidad civil.

Por eso no es de recibo que la seguridad ju-
rídica se invoque como pretexto para brindar un 
texto blindado de reparación deficitaria. Tén-
gase en cuenta que el clamor que ha origina-
do la propuesta de reforma del Baremo vigente 
no nacía de que éste deje de ofrecer seguridad 
jurídica a los sujetos implicados (aseguradores 
y víctimas), pues efectivamente la proporciona, 
sino de que se había comprobado que no viabi-
liza el debido resarcimiento.

Los principios institucionales de la valoración 
del daño

Para abordar el estudio de los Baremos se-
ñalados –el vigente y el por venir–, es necesa-
rio considerar la estructura del daño corporal y 
de sus heteróclitas consecuencias perjudiciales, 
con vistas a una determinación razonable y jus-
ta de las indemnizaciones; y ello conlleva, de 
inicio, prestar una particular atención a los dos 
principios fundamentales de la valoración del 
daño, después de manejar su doble clasificación 
toral, que doy por conocida y aprehendida.

Tales principios son el sustantivo o finalista 
de la reparación íntegra, completa o total, es de-
cir, el de la indemnidad o integridad reparatoria 
(integritas); y el adjetivo, medial o instrumental 
de la vertebración perjudicial o integración re-
paratoria (vertebratio).

Dentro del análisis del principio de la repa-
ración completa, debo referirme, con un criterio 
selectivo, al subprincipio valorista (hodiernitas) 
y al de la computación reductora de las venta-
jas conseguidas (deductio; compensatio lucri 
cum damno), partiendo de que el primero sirve 
para evitar la persistencia del empobrecimien-
to injusto del perjudicado (paupertas, egestas) 
y el segundo, para evitar la generación de un 
injusto enriquecimiento (locupletatio) porque la 
restauración del maleficio es incompatible con 
la obtención de cualquier beneficio.

El principio de la reparación completa y la do-
ble proyección de su contenido

Sabido es que el principio de la integridad 
resarcitoria (restitutio in integrum) consiste en 
que se ha de reparar todo el daño y sólo el daño, 
ni más ni menos, nec plus nec minus (Domingo de 

incremento galopante de unas indemnizaciones 
que, durante decenios, habían sido extremada-
mente héticas, como una manifestación cultural 
más de la insularidad subpirenaica.

Afectado por tal situación, empecé a hacer-
me baremista y, desde luego, partidario de la le-
galidad valorativa. Pero, al tiempo, siempre tuve 
claro que, siendo necesario contar con la certi-
dumbre de la seguridad, el objeto y objetivo de 
la responsabilidad civil está constituido por la 
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Soto). Tan sabido y consabido como pertinaz-
mente incumplido en el Derecho vivo.

Pero es clave asumir que este principio tie-
ne una doble proyección, pues afecta al resarci-
miento de los daños y perjuicios patrimoniales 
(materiales) y también al de los extrapatrimo-
niales o personales (morales, en su más amplio 
sentido), tal como lo afirmara con páginas bri-
llantes el italiano Melchiorre Gioia, en 1821. No es, 
pues, de recibo el generalizado criterio de que 
la reparación íntegra sólo puede predicarse de 
los primeros.

El principio afecta, pues, a la compensación 
perfecta (simétrica), que se dice característica 
del tratamiento resarcitorio de los perjuicios 
patrimoniales, y también a la compensación im-
perfecta (asimétrica), que se dice característica 
del tratamiento resarcitorio de los personales, 
cumpliendo una función restauradora de los pri-
meros (restitutio frente a la destructio) y satis-
factoria de los segundos (consolatio frente a la 
desolatio).

Pero la compensación perfecta de los per-
juicios patrimoniales no es tan perfecta como 
se dice y la imperfecta de los extrapatrimonia-
les no es, a su vez, tan imperfecta como tam-
bién se dice.

No es tan perfecta la compensación per-
fecta de los perjuicios patrimoniales porque es 
sabida la dificultad que existe para una deter-
minación precisa y equilibrada de los lucros ce-
santes futuros ligados, en nuestro caso, al daño 
corporal consistente en las lesiones permanen-
tes y en la muerte; dificultad marcada, además 
por el horror vacui que produce el cálculo pros-
pectivo de apreciar y medir lo por venir, ador-
nado, además, de connotaciones usurarias de 
efecto especulativo.

Tan es así que su supuesta perfección se ha 
casado tradicionalmente sin rubor con su radi-
cal preterición (in operis futuris cessat Aquilia), 
sin que el sentido conservador del Baremo vi-
gente de Tráfico pusiera término a tal situación. 
Antes bien, la revalidó mediante un juego insi-
nuante de reglas confusas llamadas a desorien-
tar con éxito a sus usuarios, tal como ha acon-
tecido en la práctica durante los 20 años de su 
vigencia. De este modo, se dejó de resarcir lo 
que no se resarcía.

Por otra parte, la arduidad señalada y el 
advertido horror condicionante afectan igual-
mente al resarcimiento de los gastos asisten-
ciales futuros, así como al de los gastos de la 

asistencia personal que necesitan determina-
dos lesionados; y es sabido que la aporía ati-
nente al resarcimiento de los primeros fue sal-
vada, de modo infame, en 2007, cortando por 
lo insano, mediante la pura y simple negación 
de su resarcimiento (in sumptibus futuris cessat 
Aquilia), convirtiendo una norma reglamentaria, 
que afectaba al alcance de la cobertura del se-
guro obligatorio, en una norma legal que limita 
el alcance de la responsabilidad civil amparada, 
para así no cubrir lo que queda fuera de ella, ge-
nerando, en mi opinión, un fraude llamativo que 
soslaya el imperio del Derecho Derivado, cuan-
do se imponen restricciones privilegiadas que, 
ajenas a la disciplina común valorativa, afectan 
sólo a la específica de los accidentes circulato-
rios.

Téngase en cuenta que, antes de esa refor-
ma, los gastos asistenciales que no cubría el se-
guro preceptivo, los amparaba el voluntario que 
lo complementa; pero, al sustraerse al resarci-
miento responsabilicio, no los socorre hoy el se-
guro obligatorio, ni tampoco, en consecuencia, 
el voluntario. 

A su vez, la compensación imperfecta de 
los perjuicios personales no es tan imperfecta 
porque, fruto de la dialéctica surgida de con-
frontar la imposibilidad de valorarlos y la nece-
sidad de hacerlo, no hay más fórmula razonable 
que la de que su valor pecuniario lo establezca 
la Ley mediante una convención impuesta que 
se fije de acuerdo con criterios proporcionales 
de inequívoca aceptación social, ajustados a la 
idea de que nec paupertas nec fortuna epulonis, 
porque la indemnización no tiene que ser irri-
soria ni hipertrófica, sin que sea de recibo ni la 
ectomía ni la auxesia resarcitoria.

Por eso soy resueltamente partidario de la 
instauración y manejo de Baremos (incluso vin-
culantes) para valorar los daños corporales y 
sus multiformes consecuencias perjudiciales. 

Considero, además, que la técnica baremis-
ta debe proyectarse sobre el resarcimiento de 
los perjuicios personales, que es criterio ya co-
múnmente aceptado, pero también sobre el de 
los patrimoniales que es criterio comúnmente 
rechazado por la academia.

Pero postulo Baremos resarcitorios de los 
perjuicios personales, siempre que se establez-
can sin cicatería y sin una rigidez secante, po-
niéndolos al servicio de la reparación y no de 
la rasura; y reivindico Baremos resarcitorios de 
los perjuicios patrimoniales, siempre que, bien 
construidos, se configuren como tasaciones 
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presuntivas que admitan la prueba del valor 
superior, evitando, en cualquier caso, la sólita 
ablación resarcitoria. Baremos que sirvan a la 
justa cuantificación de la responsabilidad civil; 
y no Baremos invertidos que funcionen al re-
vés.

Preconizo, pues, baremos al modo del ré-
gimen previsto en la, hasta ahora desatendida, 
disposición final 5ª de la Ley reguladora de la 
jurisdicción social, de 10 de octubre de 2011, que 
contiene el siguiente mandato “En el plazo de 
seis meses a partir de la entrada en vigor de 
esta Ley, el Gobierno adoptará las medidas ne-
cesarias para aprobar un sistema de valoración 
de daños derivados de accidente de trabajo y 
de enfermedades profesionales, mediante un 
sistema específico de baremo de indemniza-
ciones actualizables anualmente, para la com-
pensación objetiva de dichos daños en tanto las 
víctimas o sus beneficiarios no acrediten daños 
superiores”.

Norma que tiene un relevante valor de apli-
cación inmediata, pues implica que, en tanto no 
se establezca el sistema previsto, queda pro-
hibido que, al utilizarse cualquier otro Baremo, 
cual es el del Tráfico, se ignore que sus importes 
han de sobrepasarse cuando se aprecie que el 
importe de los daños es superior al consignado 
en él.

Contrario a la pura judicialidad (iudex agit 
sua sponte), ante la ausencia de baremos more 
italico, suscribo la necesidad de la legalidad va-
lorativa (in servitute legis est iudicis libertas), 
pero puesta al servicio de facilitar y asegurar el 
justo resarcimiento y no al de evitarlo, porque 
creo en la tangibilidad de la reparación comple-
ta, sin desconocer que su efectiva realización es 
bastante díscola.

Pero ya lo dijo Lucio-Anneo Séneca en sus 
Epístolas a Lucilio: no acometemos las cosas 
porque sean difíciles, sino que son difíciles por-
que nos las acometemos. Y no faltan quienes, 
interesadamente, no quieren acometerlas.

El principio de la vertebración perjudicial y su 
factura

El principio de la vertebración o de la taxo-
nomía perjudicial es un principio instrumental 
o adjetivo que facilita y proporciona rango de-
mostrativo al cumplimiento (o a la falta de cum-
plimiento) del principio sustancial de la integri-
dad perjudicial y resarcitoria, que es expresión 
de la conmutatividad ínsita en el instituto de la 
responsabilidad civil.

En su virtud, se proclama y consigue la li-
quidación analítica del daño corporal y de sus 
diversas consecuencias perjudiciales. Frente a 
la opacidad tradicional de las indemnizaciones, 
la activación de este principio las dota de trans-
parencia.

Se trata de un principio que, aunque desco-
nocido por la jurisprudencia a lo largo de más 
de una centuria (incuria, commoditas), respon-
de hoy a una exigencia constitucional: cualquier 
indemnización que no se ajuste a él es una in-
demnización desmotivada y, por tanto, la sen-
tencia que la establezca vulnera el art. 120.3 de 
la Carta Magna. Así lo declaró la STC de 13 de 
junio de 1986 (Leguina Villa). Otra cosa es la 
laxitud con que se convalidan en la práctica las 
insuficiencias y las deficiencias de la motivación 
resarcitoria, a diferencia del rigor con que las 
enfocan, en general, los territorios de nuestro 
entorno más próximo, pudiendo traerse a cola-
ción Italia como país señero al respecto.

Efectivamente, según gusta de decir a la ju-
risprudencia de casación del país cisalpino, son 
censurables in iure las indemnizaciones fijadas 
de modo apodíctico; y son apodícticas las in-
demnizaciones desvertebradas y aquéllas cuyas 
razones conducentes quedan in scrinio cordis.

Como ha escrito, con conocimiento de cau-
sa y sentido autocrítico, el magistrado argentino 
Héctor-Pedro Iribarne, la resistencia a expresar 
los criterios que orientan las decisiones valora-
tivas juega a favor de su inexistencia, porque las 
razones inexpresadas no es necesario concebir-
las y la desmotivación invita a la ligereza.

Este principio de vertebración que, con cri-
terio muy higiénico, gusta a la doctrina francesa 
denominar principio de ventilación, consiste en 
que se han de separar radicalmente, a los efectos 
valorativos y, por tanto, a los efectos resarcitorios, 
los perjuicios personales y los patrimoniales; es 
decir, la perjudicialidad personal y la perjudicia-
lidad patrimonial, bajo el entendimiento de que 
este radical deslinde corresponde a la dimensión 
primaria o proteica de la individualización perju-
dicial, la primera como presupuesto y la segunda 
como meta del resarcimiento. Cualquier valora-
ción tiene que partir de esta secesión.

El cumplimiento de esta cesura se produ-
ce mediante la proscripción de cualquier regla 
valorativa que repare al tiempo perjuicios per-
sonales y perjuicios patrimoniales; y mediante 
la interdicción de cualquier indemnización que 
mezcle el resarcimiento de los perjuicios de una 
y otra índole.
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No caben, pues, las indemnizaciones de-
cretadas per lancen saturam, que es la fórmula 
promiscua con la que, según tradición ancestral, 
se han determinado las indemnizaciones, ocul-
tando con ella la preterición virtual del resarci-
miento de las ganancias frustradas; abdicación 
resarcitoria que, en épocas pasadas, afectó 
también a los gastos de entierro y sepelio, su-
puestamente incluidos dentro de la indemniza-
ción global establecida mortis causa.

La vertebración impide, pues, que el juicio 
resarcitorio constituya un iudicium rusticorum 
con el que el arbitrio funciona como arbitrarie-
dad, bajo la invocación del criterio soberano.

Sentado este hiato radical, la vertebración 
perjudicial se produce dentro de uno y otro ám-
bito mediante la separación de los tres niveles 
distintos y consecutivos de la individualización 
perjudicial.

La consideración de estos tres niveles impli-
can determinar y valorar, primero, los perjuicios 
básicos, generales, ordinarios o comunes; des-
pués, los particulares, especiales o extraordina-
rios; y, finalmente, de haberlos, los singulares, 
exóticos o excepcionales.

Los perjuicios básicos y los perjuicios parti-
culares están sujetos a una tipificación normati-
va (legal o judicial); y los singulares o excepcio-
nales se caracterizan precisamente por su falta 
de tipificación, habiéndose de distinguir la ex-
cepcionalidad extrínseca y la intrínseca, consis-
tente la primera en que hay perjuicios particula-
res que, por su frecuencia, deberían tipificarse, 
aunque se encuentran destipificados, mientras 
que la segunda consiste en que hay perjuicios 
que de suyo, por su falta de frecuencia, es decir, 
por su carácter insólito, no son tipificables.

La distinción de estos tres niveles afecta 
tanto a los perjuicios personales como a los pa-
trimoniales, aunque es de particular relevancia 
plástica en los primeros.

En lo que refiere a la perjudicialidad perso-
nal, el tratamiento resarcitorio de los perjuicios 
básicos o comunes se caracteriza por ajustarse 
a la técnica valorativa de la parificación, mien-
tras que el de los particulares y los excepcio-
nales está sujeto de suyo a la del discrimen o 
discriminación.

La parificación se traduce en tratar igual lo 
que es igual; y la discriminación, en tratar de 
modo desigual lo desigual; isonomía en el pri-
mer caso y disnomía en el segundo. Mediante la 
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combinación de esas dos técnicas, se consigue 
la plena individualización perjudicial y quedan 
sentadas las bases para la consecución de la 
plena personalización resarcitoria.

Con un sentido correlativo, esos tres niveles 
se activan también en el área de la perjudicia-
lidad patrimonial, al distinguirse los perjuicios 
necesarios, los eventualmente necesarios y los 
singulares o excepcionales. Se cumplimenta así 
la teoría del doble trípode de las circunstancias 
dañosas ponderables.

Pero, en ese concreto ámbito, es insosla-
yable atenerse a la distinción de los perjuicios 
emergentes y de los lucros cesantes, para evi-
tar el injusto empobrecimiento que suponen los 
primeros y la falta del justo enriquecimiento que 
suponen los segundos; consistentes, unos, en 
una salida patrimonial y los otros, en una entra-
da que deja de producirse.

De primeras, la valoración de estos per-
juicios se ha de realizar in concreto, de acuer-
do con los hechos conducentes y las pruebas 
practicadas. Empero, la experiencia demuestra 
que tanto los perjuicios patrimoniales básicos 
como los perjuicios patrimoniales futuros, con 
referencia a los emergentes de los gastos asis-
tenciales y a los beneficios frustrados de las ga-
nancias que se dejan de obtener, requieren un 
tratamiento normativo que resuelva, de modo 
sucesivo, la cuestión del an y la cuestión del 
quantum, evitando el destierro de su real exis-
tencia y el desprecio del contenido de su con-
creta consistencia, cortando de raíz la consa-
bida tendencia jurisprudencial a solucionar las 
dificultades de la cuantificación con la repulsa 
de su presencia, con lo que la compensación 
imperfecta se convierte en una compensación 
ausente, aunque se niegue y deje de confesarse.

La fórmula adecuada de su resarcimiento 
radica en acudir a una tasación presuntiva que 
admita la prueba de la inexistencia del perjui-
cio (salvo los casos en que la presunción se 
establezca iuris et de iure, cual sucede con los 
perjuicios moratorios) y que acoja, a su vez, la 
prueba de su valor superior; fórmula a la que no 
se ha atenido en general, como veremos, la pro-
puesta de reforma del Baremo vigente.

Sentado lo que antecede, la importancia 
capital del principio vertebrador radica en que 
podrá no servir para saber si una concreta in-
demnización es completa, pero sí para captar si 
no lo es, dejando cerrado, en buena medida, el 
campo a la discusión y su coartada al pasotis-
mo resarcitorio.
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Recepción de los principios en el baremo 
vigente de tráfico y en el propuesto para su 
reforma

Fijada la consistencia y mecánica funcional 
de estos dos principios, procede reflejar su re-
cepción en los dos sistemas valorativos, en el 
vigente y en el propuesto por la Comisión.

La previsión del principio de la reparación 
íntegra en los dos Baremos se acomoda a la 
fórmula del ‘sí’ pero ‘no’; un ‘sí’ pero ‘no’ que 
es confuso y engañoso en el Baremo vigente, 
pero que, privado de subterfugios y disimulos, 
es bastante claro y muy sincero en el propuesto.

En cambio, el principio de la reparación in-
tegrada o vertebrada se plasma en el Baremo 
vigente con la fórmula del ‘no’ pero ‘sí’, aunque 
también de modo confuso e ilusivo; mientras 
que su proyección en el Baremo propuesto se 
caracteriza (casi-casi de forma absoluta) por el 
‘sí del sí’, por dotar de efectividad a su explíci-
to reconocimiento y quedar así confirmado su 
pregón.

Por tanto, el sentido del sometimiento de 
uno y otro Baremo al principio de la repara-
ción íntegra es sustancialmente coincidente, en 
cuanto que uno y otro lo proclaman para des-
mentirlo (principium non verum; verba, non res), 
con un tosco embozo en uno y con sinceridad 
sonora en el otro.

Concerniente al principio de vertebración, la 
caracterización del Baremo vigente es que, sin 
explicitud, se atiene a él de modo implícito, pero 
lo malversa, mientras que el Baremo propues-
to lo consagra de modo explícito y, además, lo 
materializa de modo consecuente. Se está por 
ello ante un sistema valorativo integrado, pero 
no integral; bien diseñado, pero con un resarci-
miento malogrado.

Con todo, desde la perspectiva estructural, 
no conozco en el ámbito europeo un Baremo ni 
un diseño de indemnizaciones que se aproxime 
a la cabal construcción del que en España se ha 
propuesto. Pero no es de recibo que esa exce-
lente estructura funcione como superestructura 
puesta al servicio estructural de una reparación 
que no se compadece con la plenitud resarci-
toria.

La reparación íntegra en el baremo vigente: el 
‘sí’ pero ‘no’

El Baremo vigente parte de la más amplia 
proclamación del principio de la reparación ín-

tegra en su norma fundante, constituida por el 
art. 1.2 de la LRC y SCVM, donde se establece 
que se endosan al responsable los daños y per-
juicios con la más amplia extensión que el or-
denamiento común establece para el deudor 
contractual doloso o de mala fe. Confróntense, 
al efecto, el referido precepto y el art. 1107 CC.

A su vez, confirma este principio la norma 
del inciso segundo de la regla general 7ª del 
apartado primero del sistema, donde se afirma 
que su finalidad consiste en asegurar la total in-
demnidad de los perjudicados, con mención de 
las circunstancias ponderables, incluidas las de 
signo excepcional.

Pero esa doble proclama ha quedado des-
activada por la jurisprudencia que, pudiendo 
optar por creerse el imperio del principio y por 
aplicarlo de modo consecuente en virtud de la 
prevalencia de su jerarquía axiológica, ha pres-
cindido de él y ha optado por considerar que 
su verbum queda puesto al servicio de negar su 
caro, a partir de la referencia a los límites infran-
queables a lo que se refiere la norma fundante 
del sistema. Proclama que, en definitiva, queda 
expresada ad pompam et ostentationem, pues 
las circunstancias ponderables que se mencio-
nan se computan sólo de modo parcial o sim-
plemente dejan de sopesarse.

Con ello, la jurisprudencia ha dejado de 
asumir que esa referencia a los límites señala-
dos, unida a la mención de los criterios, debería 
haberse interpretado sin resquebrajar el prin-
cipio proclamado de la reparación plenaria, en 
el sentido de proyectar los límites sólo sobre 
el ámbito donde, en general, pueden y deben 
de modo razonable establecerse, que es el de 
la cuantificación de los perjuicios personales, 
precisamente por su carácter intrínsecamente 
convencional.

Pero no ha sido así y ha prosperado la tesis 
interpretativa de que el sistema está sometido 
a un principio de reparación parcial (restitutio 
in infectum), aunque no se reconozca de modo 
explícito. De esta forma, no se dice lo que se 
hace. Su efecto es que la compensatio in inte-
grum se ha transmutado en una integri reductio 
que es formula bastante divergente.

El sometimiento del sistema a un principio 
de reparación parcial o incompleta fue inequí-
vocamente afirmado por la STC 181/2000, de 
29 de junio (García Manzano) que, además de 
negar que el principio de la plenitud reparatoria 
tenga rango constitucional, sostuvo que el Le-
gislador puede acudir a una regulación excep-
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cional que prescinda de él, como principio legal, 
cuando hay razones económicas o sociales que 
lo justifiquen; y que así lo hizo al instaurar el sis-
tema atinente a la valoración de los daños cor-
porales causados en accidentes de circulación, 
imponiendo al respecto una disciplina singular 
(privilegium) que se reputa justificada.

De este modo, a la luz de la referida senten-
cia, queda afirmado que el Legislador optó por 
establecer un sistema acomodado a un princi-
pio de reparación sectaria con el que atender 
las exigencias de signo bancario de la economía 
aseguraticia, realizando una verdadera y singu-
lar inversión del significado fundamental de la 
institución del seguro de la responsabilidad civil 
que, para amparar la automovilística que tiene 
que socorrer, determina pro domo sua los lími-
tes cualitativos y cuantitativos de ella; límites no 
intrínsecos (el valor real o social del daño), sino 
extrínsecos y, por tanto, artificiales y artificiosos. 

Se limita, no el socorro aseguraticio, sino la 
responsabilidad que tiene que abrigarse. Como 
si la lluvia cayera en función de los paraguas. No 
en vano, los redactores del sistema fueron los 
que fueron, estándose ante un anormal (pero 
sólito y persistente) fenómeno de autorregula-
ción activada y conformada por el sector ase-
gurador.

Resulta paradójico que el seguro de respon-
sabilidad civil, que es de suyo la institución que 
permite la efectividad de la reparación comple-
ta, revuelva su sentido (cuando se comprueba 
que puede ser real) y se erija en el factor que la 
impide con firmeza.

Pero, guste o disguste, lo cierto es que el 
Tribunal Constitucional dictaminó con su aucto-
ritas extrínseca que el sistema legal valorativo 
constituye una excepción al principio de la re-
paración íntegra (singularidad nacional dentro 
del continente europeo), sin más salvedad que 
la correspondiente al lucro cesante causado por 
las lesiones temporales que sean laboralmente 
impeditivas, cuando se han producido en virtud 
de la culpa relevante del conductor responsa-
ble.

Puede sostenerse –y yo lo sostengo– que el 
Tribunal Constitucional realizó de modo instru-
mental una concreta interpretación de la legali-
dad ordinaria en que consiste el sistema; y que 
ésta respondía a una visión incultivada y asaz 
perlética, de modo que, sin aprovechar las po-
tencialidades que ofrecía su redacción, justificó 
su sometimiento a la parcialidad resarcitoria, 
pese a que ésta no se desprendía de modo in-

defectible del conjunto del texto y de la diversi-
dad axiológica de sus distintas normas.

Con su sentencia, el Tribunal expresó una 
doble y extravagante vocación de Tribunal Su-
premo y de Legislador, superada después con 
una postura abdicativa consistente en remitir 
cualquier problema valorativo al ámbito inter-
pretativo de la legalidad ordinaria y, por lo tan-
to, a la jurisdicción. Pero este juicio carece hoy 
de interés práctico, porque con él se entona lo 
que finalmente pudo ser y desgraciadamente 
no ha sido.

Lo relevante es que la sumisión del siste-
ma vigente a la reparación incompleta ha sido 
aceptada por la jurisprudencia de forma virtual, 
al aplicarlo sin criterios expansivos e incluso con 
criterios restrictivos; y no sólo de forma virtual, 
sino de forma explícita, a virtud de las decla-
raciones contenidas en las SSTS (Pleno de la 
Sala 1ª) de 25 de marzo de 2010 (Xiol Ríos), al 
ocuparse del tratamiento resarcitorio del lucro 
cesante causado por las lesiones permanentes 
con impedimento productivo; sentencias que 
inauguraron la doctrina de la parcialidad resar-
citoria tibiamente mejorable, sin que haya teni-
do, además, la repercusión práctica que, de pri-
meras, se estimó con mucho ruido.

Pero, en definitiva, pese al pregón del some-
timiento del sistema a la integridad resarcitoria, 
se ha impuesto su negación (el ‘sí’ transmuta-
do en ‘no’), pues, verdaderamente, tal como ha 
funcionado a lo largo de sus 20 años, realiza 
una reparación porcional que se justifica por la 
necesidad de proteger la economía del seguro 
de responsabilidad civil automovilística; tutela 
especial que no se considera necesaria en nin-
guno de los países de nuestro entorno, propi-
ciando su minimalismo resarcitorio la guerra de 
precios que ha cautivado en estos años a todo 
el sector. En este punto, también España es di-
ferente.

Principio de reparación parcial que, pese 
a constituir una excepción al mandato institu-
cional de la reparación completa, se ha asumi-
do como normal hasta el punto de utilizarse 
el sistema sin modulaciones y, por tanto, con 
puntillismo milimétrico, para valorar los daños 
corporales ajenos al tránsito motorizado, pese 
a que la disciplina común de la responsabilidad 
civil está sujeta al principio general, tal como ha 
sostenido y sigue sosteniendo, de forma tajan-
te, pero sólo verbal, la doctrina jurisprudencial; 
verbalidad desnuda que explica lo acontecido al 
respecto, con su falta de encarnadura. Por eso, 
le sucede al principio de la integridad reparato-
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ria lo que al nombre de la rosa: stat rosa pristina 
nomine, nomina nuda tenemus.

La reparación íntegra en la reforma propuesta: 
reiteración inequívoca del ‘sí’ pero ‘no’

Sentado ello, hay que referirse al principio 
de la reparación íntegra tal como lo ha diseña-
do el sistema propuesto por el Comité de Ex-
pertos; y hay que preguntarse: ¿Se mantiene la 
proclama del principio de reparación íntegra? 
¿Se homologa y sigue siendo tributaria de su 
efectiva negación? ¿Se está también ante una 
nuda proclama de signo doceañista? ¿Hay algu-
na diferencia entre la previsión de este principio 
en los dos sistemas?

Al igual que la regla general 1ª del apartado 
primero del sistema vigente, el primer precepto 
del sistema propuesto afirma (art. 11.1) que éste 
tiene por objeto valorar ‘todos‘ los perjuicios 
causados a las personas como consecuencia 
del daño corporal ocasionado por un hecho de 
la circulación.

Véase que se introduce el concepto clarifi-
cador de que se trata de los perjuicios que a las 
personas causan sus daños corporales, con lo 
que se mejora el texto vigente que, prescindien-
do de la terminología del anterior, alude sin más 
a los daños y perjuicios personales, sin tener 
en cuenta que éstos constituyen un concepto 
amplio que incluye los daños corporales y los 
extracorpóreos. La formulación propuesta pone 
de manifiesto que los daños corporales con-
templados constituyen una subespecie dentro 
de los daños personales, porque los bienes de la 
personalidad no se agotan naturalmente con la 
vida y con la integridad psicofísica.

Pero se mantiene, en definitiva, la referencia 
a ‘todos’ los perjuicios, con lo que, de primeras, 
habría de pensarse que la indemnización com-
prende cualesquiera perjuicios derivados de un 
daño corporal. Pero no es éste el sentido nor-
mativo de esta expresión holística. 

Al igual que ha sucedido con el texto vigen-
te, la interpretación resolutiva es que ese ‘todos’ 
es excluyente y no incluyente, para disponer 
que todos los perjuicios resarcibles son sólo los 
nominados en el sistema y que no lo son los que 
quedan extramuros de su previsión normativa.

Sentado ello, el artículo siguiente, el 11-2, se 
refiere a los principios fundamentales del sistema 
de valoración y explicita que lo son el de la re-
paración íntegra y el de la reparación vertebrada, 
para conseguir así la objetivación indemnizatoria.

Se puntualiza que el principio de la repara-
ción íntegra tiene por finalidad asegurar la total 
indemnidad de los daños y perjuicios padecidos 
y se mantiene la fórmula que el sistema vigente 
inserta en el inciso segundo de la regla general 
7ª de su apartado primero, consistente en afir-
mar que las indemnizaciones reguladas tienen 
en cuenta cualesquiera circunstancias persona-
les, familiares, sociales y económicas de la víc-
tima, incluidas las que afecten a la pérdida de 
ingresos y a la pérdida o disminución de la ca-
pacidad de obtener ganancias.

Tras esta afirmación, se señala que el prin-
cipio de la plenitud resarcitoria rige las secuen-
cias patrimoniales del daño corporal, pero tam-
bién las morales o extrapatrimoniales; y que, 
respecto de éstas, implica compensar, mediante 
cuantías socialmente suficientes y razonables 
que respeten la dignidad de las víctimas, todo 
perjuicio relevante de acuerdo con su intensi-
dad. Queda así claro que, para el texto propues-
to, la reparación completa se proyecta sobre la 
perjudicialidad patrimonial y también sobre la 
de signo personal.

Pero, aseverado que se trata de conseguir 
la objetivación de la valoración de los perjui-
cios, se estatuye de modo explícito que la mis-
ma comporta que las indemnizaciones han de 
ajustarse a las reglas y límites establecidos en 
el sistema, con el pleonasmo enfático de que no 
pueden reconocerse conceptos o importes dis-
tintos de los previstos en él.

Se atribuye así a la palabra objetivación un 
sentido que no es el que tendría que ser, como 
cabal materialización de los dos principios fun-
damentales, sino que se utiliza de modo explíci-
to para marcar la fraccionalidad resarcitoria del 
sistema establecido y poner coto de cortedad a 
la reparación completa.

Véase que el cabal sentido del concepto lo 
maneja la disposición adicional 5ª de la Ley re-
guladora de la jurisdicción social cuando afirma 
que el sistema que ordena componer ha de ser-
vir a la ‘compensación objetiva’ de los daños en 
tanto no se acrediten daños superiores.

Por tanto, el texto propuesto depone lo que 
pre-dispone; y dispone que no hay más repa-
ración íntegra que la prevista en el sistema, lo 
que implica que éste se ajusta a un principio de 
reparación parcial y no al proclamado de la re-
paración completa, en la medida en que haya 
perjuicios que, no previstos en él, no son por 
ello resarcibles, y también en la medida en que 
el valor de los perjuicios resarcidos sea superior 
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al de los límites establecidos, sin poderse com-
putar.

En consonancia con la interpretación adju-
dicada al sistema vigente, la fraccionalidad re-
sarcitoria es igualmente de esencia en el pro-
puesto para su reforma. De este modo, la par-
cialidad resarcitoria se sobrepone a una integri-
dad que, como mucho, queda convertida en un 
criterio tendencial que plasma una aspiración 
frustrada. Después de todo y en gran medida, el 
Baremo propuesto ordena al sector asegurador 
que pague lo que él ha considerado que puede 
y quiere pagar, convirtiendo la utopía en disto-
pía.

Integridad tornada en parcialidad en los dos 
baremos y su matiz diferencial: del disimulo a 
la sinceridad

El denominador común del sistema vigen-
te y del propuesto es que, coincidiendo en la 
prédica de la reparación completa y perfilando 
el segundo una definición sobre su extensión 
cualitativa, ambos la contrarían porque sujetan 
los créditos resarcitorios a un régimen de repa-
ración parcial que, según he resaltado ya, niega 
rango resarcible a cualquier perjuicio atípico e 
impide que opere el valor superior de cualquier 
perjuicio tipificado.

Pero, mientras el vigente se caracteriza por 
su disimulo expresivo mediante una afirmación 
puesta al servicio de su negación de acuerdo 
con la interpretación jurisprudencial (el ‘sí’ pero 
‘no’), el propuesto se caracteriza por su since-
ridad sonora, sin que haya atisbo alguno que 
permita desconocer que la reparación regula-
da está adscrita al principio fraccional. De este 
modo, se aprietan las clavijas para evitar la ten-
tación de convertir en realidad la integridad y 
que sea lo que pudo ser y no ha sido. 

Si se hubiera establecido que los límites in-
franqueables afectan sólo a la determinación in-
demnizatoria de los perjuicios personales y se 
hubiera extendido la cláusula de la ponderación 
de los perjuicios excepcionales a cualquiera de 
las tres manifestaciones del daño corporal, con 
referencia tanto a los personales como a los 
patrimoniales, se habría cumplido una relevan-
te aproximación al mandato desactivado de la 
reparación íntegra, en la medida en que esos lí-
mites se ajustaran a las exigencias sociales de 
proporción. 

Pero, dado que afectan también a los per-
juicios patrimoniales, es inequívoco el acomodo 
del sistema propuesto a un principio fraccio-

nal que se aparta de la proclamada integridad 
reparatoria. De nuevo, el ‘sí’, pero ‘no’, aunque 
ahora éste se establece con más claridad, sin 
ambigüedad y sin tapujos.

Claro que su sinceridad hubiera sido mayor 
si se hubiera introducido una regla del siguien-
te tenor: “Por considerarse preciso proporcionar 
una particular protección a la economía del se-
guro de la responsabilidad civil automovilística, 
el principio fundamental de la reparación com-
pleta es objeto de una excepcional y relevante 
modulación atemperadora que se proyecta so-
bre el resarcimiento de los perjuicios tanto per-
sonales como patrimoniales”.

Con esta regla, se habría destacado con la 
máxima rotundidad lo que con enorme claridad 
resulta del contenido del sistema propuesto: 
que la efectividad de la reparación plenaria que-
da desvirtuada y que, en definitiva, el sistema 
propuesto, al igual que el vigente, se atiene a 
técnicas de parcialidad resarcitoria que, alum-
brando la regulación entera, socavan una inte-
gridad brillante por su ausencia.

Hubiera quedado así cabalmente explicita-
do que se está ante una regulación excepcional 
(idiosincrática) que establece la fraccionalidad 
resarcitoria para cuantificar la responsabilidad 
civil automovilística por daños corporales, por 
entender el Legislador que debe protegerse 
al sector de las aseguradoras que explotan el 
seguro que la ampara, haciéndolo mediante la 
fijación de topes indemnizatorios (activados tu-
bularmente con un delirio baremista) y median-
te la exclusión de conceptos perjudiciales que 
tendrían que atenderse en otro caso.

Sentado lo anterior: ¿Qué decir, dentro del 
principio de la integridad reparatoria, de los 
subprincipios relativos a la actualización valoris-
ta y a la operatividad de la compensatio lucri 
cum damno?

La actualización valorista en la propuesta de 
reforma

El subprincipio valorista no aparece reco-
nocido de modo explícito en el Baremo vigen-
te (como tampoco en la disciplina común de la 
responsabilidad civil), pero una interpretación 
cabal de la regla general 10ª del apartado pri-
mero del sistema, vinculada a una constante 
(meritoria y trabajosa) jurisprudencia antece-
dente sobre la consideración de que los crédi-
tos resarcitorios son de valor (montada a partir 
del valor que menciona el art. 1106 CC), llevó 
originariamente a utilizar el sistema de acuerdo 
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con él, de tal manera que, fijadas las cuantías 
previstas en la fecha del siniestro, se actualiza-
ban a la fecha de la determinación indemniza-
toria por acuerdo extrajudicial o por sentencia.

Se trataba de una ortodoxa doctrina que 
funcionaba de modo írrito por desconocer la 
cofunción valorista que, desde 1985, cumplen 
los intereses moratorios ordinarios y, por tanto, 
también los especiales del asegurador que, con 
su tipo agravado, se imponían (desde la segun-
da mitad de 1989) de forma bastante mecánica 
cuando se aprobó el sistema (1995), con deven-
go desde la fecha del siniestro.

La actualización valorista en los términos 
indicados y el juego operativo de esos intereses 
moratorios especiales desde la fecha del sinies-
tro, dado que su tipo incorpora el del interés le-
gal del dinero y que éste, a su vez, se compone 
de una tasa de interés puro y una tasa de infla-
ción (resarcitoria la primera y actualizadora del 
crédito la segunda), producía el efecto sobre-
rrestaurador de que las indemnizaciones fueran 
objeto de una duplicación valorista que los ju-
ristas del sector asegurador no fueron capaces 
de impugnar adecuadamente por desconocer 
la estructura de aquel tipo y que, en definitiva, 
la jurisprudencia también desconoció.

Pero el subprincipio actualizador quedó 
subvertido por la jurisprudencia a partir de las 
sentencias del Pleno de la Sala 1ª del TS de 17 de 
abril de 2007 (Roca Trías) que congelaron las 
indemnizaciones a la fecha del siniestro en los 
casos de fallecimiento y a la fecha del alta en el 
caso de las lesiones, sin que, una vez alcanzada 
ella, se realizara sobre el principal su actualiza-
ción, cualquiera que fuera la fecha en que se re-
solviera el juicio resarcitorio.

En virtud del neonominalismo ligeramente 
atemperado de esa jurisprudencia, se han con-
gelado las indemnizaciones en los frecuentes 
supuestos, cada vez en número mayor, en que 
dejan de imponerse los intereses moratorios 
especiales al asegurador de la responsabilidad 
civil automovilística.

Congelación prolongada hasta el momento 
en que se inicia la mora procesal, cuya entrada 
implica, naturalmente, la actualización valorista 
del crédito judicialmente reconocido, con efec-
to ex nunc.

Pues bien, el texto propuesto para la refor-
ma del sistema se atiene al correcto criterio de la 
actualización valorista, pues, prescindiendo de la 
crionizante doctrina instaurada por la Sala 1ª del 
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TS, lo lleva a sus naturales consecuencias al dis-
poner que cesa la estricta actualización del prin-
cipal indemnizatorio desde el momento en que 
empiecen a devengarse intereses moratorios, 
sean ordinarios o especiales, para evitar precisa-
mente el efecto sobrerrestaurador de un valoris-
mo duplicado. Corolario de esta postura equidis-
tante es que el valorismo se proyecta sobre la 
reparación de cualesquiera perjuicios emergen-
tes y que se computa en el trance de deducir las 
cantidades previamente consignadas.

La operatividad de la compensatio lucri cum 
damno en la aplicación de la reforma propues-
ta, ante la previa percepción de las prestacio-
nes sociales

En lo que concierne a la incidencia de la 
compensatio lucri cum damno, con referencia 
en particular al resarcimiento del lucro cesan-
te, dado que el sistema vigente no lo resarce 
verdaderamente, ni de forma total ni de forma 
parcial, carecía de sentido aducir el efecto com-
pensatorio que, no obstante, se ha hecho valer 
en estos años de forma bastante correcta, aun-
que no de modo completo, desde las sentencias 
plenarias de la Sala 4ª del TS de 17 de julio de 
2007 (López García de la Serrana y Castro Fer-
nández) que conformaron la doctrina del des-
cuento condicionado a la homogeneidad de los 
conceptos perjudiciales atendidos, poniendo fin 
a la nefasta doctrina del descuento incondicio-
nado que había venido a restablecer de modo 
virtual la vieja doctrina de la inmunidad empre-
sarial.

De esa forma, cuando en el orden social se 
han solucionado pleitos de responsabilidad civil 
adicional frente al empresario, la computación 
de las prestaciones sociales se ha traducido, en 
términos generales, en desaplicar el factor de 
corrección por perjuicios económicos y en no 
reconocer cantidad alguna en concepto de lu-
cro cesante a través del factor corrector de la 
incapacidad permanente, para llegar a un mo-
mento ulterior en que el Pleno de la Sala 4ª ha 
captado en su sentencia de 23 de junio de 2014 
(Castro Fernández) que este factor sirve sólo 
para resarcir los perjuicios personales ligados 
a los impedimentos causados por las lesiones 
permanentes y entonces no deducir con cargo 
a dicho factor cantidad alguna, ni toda ella ni 
sólo parte de ella.

Pues bien, la aprobación del sistema pro-
puesto supondrá una revisión de la doctrina so-
cial atinente a la utilización de la compensatio 
lucri cum damno en el ámbito de la jurisdicción 
social, en supuestos en que se maneje de modo 
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facultativo para accidentes ajenos al tránsito 
motorizado.

Efectivamente, debe tenerse en cuenta que, 
en lo atingente al resarcimiento del lucro cesan-
te causado por las lesiones permanentes impe-
ditivas y por la muerte, el hecho de que las ta-
blas establecidas ponderen reductoramente la 
pensión que, se supone, percibe el perjudicado 
se ha de traducir en que (desaparecido además 
el factor de corrección por perjuicios económi-
cos) ya no haya norma alguna del sistema que, 
asociada al resarcimiento del lucro cesante, deje 
de aplicarse en esos pleitos de responsabilidad 
civil adicional, sin que haya lugar a tener en 
cuenta las prestaciones sociales con su efecto 
eliminador o reductor.

Por tanto, en el ámbito del orden social, la 
regla de la compensatio lucri cum damno tie-
ne que cesar respecto del resarcimiento de las 
ganancias frustradas, pues las nuevas tablas ya 
han efectuado la ponderación reductora de la 
prestación social que las restaura parcialmente.

Ello es así, lo reitero, porque las indemni-
zaciones tabulares están montadas sobre una 
previa eliminación del montante adjudicado a la 
prestación social, según prevé de modo explíci-
to el texto articulado como supuesto de com-
pensatio ex lege.

El principio de vertebración en los dos 
baremos: denominador común y diferencias

En lo que concierne al principio de verte-
bración, es importante resaltar la diferencia que 
ofrecen el Baremo vigente y el propuesto para 
su sustitución.

El vigente no lo proclama en absoluto, pero 
se atiene fundamentalmente a él, en virtud de la 
serie de conceptos perjudiciales que diferencia, 
aunque lo hace con elementales trampas y en-
gañifas. Predica así que las indemnizaciones bá-
sicas reparan un perjuicio patrimonial básico, lo 
que de suyo es contrario al principio cristalino, 
además de ser captablemente incierto.

Contiene la tripleta de una norma carente 
de la adecuada explicación como es la del fac-
tor corrector de perjuicios económicos, dando 
lugar a que se utilice para decir que resarce lu-
cros cesantes, con un cálculo indemizatorio que 
se establece (aunque la cesación de esos lucros 
brille por su ausencia) en función del importe de 
la indemnización básica, lo que supone también 
contravenir, formal y materialmente, el principio 
vertebral. 

En lo que refiere al factor corrector por la 
incapacidad permanente, la generalizada inter-
pretación de que sirve para resarcir al tiempo 
los perjuicios de lucro cesante y los perjuicios 
personales ligados a los efectos impeditivos de 
las lesiones permanentes supone, a su vez, aun-
que se trate de una interpretación defectuosa, 
una contravención de la médula vertebradora.

La falta de precisión conceptual, contraria a 
la transparencia de la técnica vertebrante, da lu-
gar también a que se interprete que, en el caso 
de la muerte, los factores de corrección del per-
judicado con acusada discapacidad y del per-
judicado por el fallecimiento de sus dos proge-
nitores, reparan al tiempo perjuicios personales 
y patrimoniales, brindando respuesta religada a 
su doble desamparo personal y material.

Nos encontramos así con que, aunque se 
monta de inicio, sin proclamarlo, sobre el prin-
cipio de vertebración, el sistema vigente no ar-
ticula sus consecuencias naturales, pues con-
tiene reglas marcadas por la mezcolanza de 
perjuicios personales y perjuicios patrimoniales, 
así como por la imprecisión de la consistencia 
de los perjuicios atendidos, sin que la jurispru-
dencia haya sido capaz de depurarlas. De este 
modo, el Baremo vigente supuso un tránsito de 
las indemnizaciones desvertebradas a las inver-
tebradas, sin conseguir que fueran vertebradas.

Pues bien, el sistema propuesto para su re-
forma supera esta situación, puesto que el art. 
11.2-4 hace explícita referencia a que, sentado 
que el principio de reparación vertebrada cons-
tituye un principio fundamental del sistema, dis-
pone que implica valorar por separado los per-
juicios patrimoniales y los no patrimoniales y, 
dentro de unos y otros, los diversos conceptos 
perjudiciales, cuya consistencia queda, además, 
estrictamente concretada.

La proclamación explícita de este principio 
se lleva a sus naturales consecuencias, pues, 
salvo el matiz de alguna singularísima excep-
ción, no hay regla que se establezca para resar-
cir de forma mezclada perjuicios patrimoniales 
y perjuicios personales, ni hay regla que valore 
unos perjuicios en función del valor de los de 
índole diversa, con lo que realmente se cumple 
el nivel primario de la individualización perjudi-
cial, para, a su vez, establecerse los sucesivos 
niveles que diferencian, desde luego en el ám-
bito de los perjuicios personales, los básicos, los 
particulares y los singulares; y, a su vez, dentro 
del ámbito patrimonial, los distintos perjuicios 
emergentes y los diversos perjuicios por ganan-
cias desvanecidas.
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La conclusión es que se proclama ahora de 
modo explícito el principio de la vertebración y, 
además, se realiza de modo consecuente, adju-
dicando valor demostrativo a las indemnizacio-
nes resultantes de la regulación propuesta, con 
la perfecta posibilidad de captar los perjuicios 
que no se resarcen o los que se resarcen de for-
ma defectuosa, casi siempre por defecto.

Es la primera vez que en el Derecho español 
de daños se reconoce el carecer institucional 
o fundamental del principio vertebrador; y, al 
tiempo, es la vez primera en que éste se mate-
rializa normativamente.

Creo que esa transparencia constituye la 
gran virtud de la regulación propuesta; y la re-
levante aportación de que se haya encarado en 
serio y sin trucos malabares se halla en el aisla-
miento del lucro cesante como concepto perju-
dicial y en su concreta disciplina que da lugar a 
que, a partir de su vigencia, haya en España un 
antes y un después, al pasarse del antes de la 
negativa virtual al ahora de la afirmación real.

Se supera así el régimen vigente que, según 
se ha interpretado, para no resarcir de forma 
cabal el lucro cesante causado por las lesiones 
permanentes, ha acudido de modo absurdo e 
inconsecuente a tres reglas tabulares distintas, 
la del factor de corrección por perjuicios econó-
micos (primera regla de la tabla IV), la del factor 
de la incapacidad permanente (tercera regla de 
la indicada tabla) y la del factor de las circuns-
tancias ponderables (penúltima regla de la su-
sodicha tabla), aunque sin computar el perjuicio 
patrimonial básico que supuestamente inclu-
ye la indemnización básica; técnica de normas 
desperdigadas puestas al servicio sibilino de no 
resarcirlo de modo cabal sin querer reconocer-
lo.

Algunas manifestaciones de la reparación 
vertebrada en la reforma propuesta

La reparación de los perjuicios personales 
básicos repara sólo estos perjuicios, sin que in-
cluya de modo filisteo y camelístico la presunta 
reparación de un perjuicio patrimonial básico 
que el Baremo vigente incluye contra rationem 
en las indemnizaciones básicas, sin efectuar la 
misma acotación referente a su sentido y con-
sistencia.

Desaparece el factor de corrección por per-
juicios económicos que sirve para resarcir per-
juicios económicos inexistentes y para dejar de 
resarcir perjuicios verdaderamente padecidos, 
sin que el texto incluya la más mínima referencia 

sobre su concreta consistencia, obligando a in-
terpretaciones muy diversas, desde la conside-
ración más plausible de que corresponden a un 
perjuicio patrimonial básico que es el emergen-
te que se sabe que se produce siempre en cual-
quier caso de lesiones o de muerte, sin que, en 
virtud de la estructura de la norma, sea sosteni-
ble la interpretación generalizada de que sirve 
para resarcir ganancias frustradas.

Pero no solo se esfuma el referido factor, 
sino que desaparecen, como tales, todos los 
factores de corrección de las ‘segundas’ tablas, 
cualquiera que sea su índole, al entenderse que 
éstas, circunscritas ahora a la perjudicialidad 
personal, no sirven para corregir unas indem-
nizaciones básicas, sino que, una vez valorados 
los perjuicios básicos, sirven para medir, dentro 
del segundo nivel de la individualización perju-
dicial, los perjuicios particulares que, según los 
casos y circunstancias, pueden presentarse o 
no, con el añadido previsor de los excepciona-
les.

Téngase en cuenta que el concepto de fac-
tor de corrección (rectius: factor de individua-
lización perjudicial) constituyó una aportación 
doctrinal debida a Luis Benítez de Lugo Reymundo 
(1965), plasmada años después en el Baremo de 
1995. Tal concepto constituyó, en su momento, 
un elemento de progreso frente a la técnica de 
las indemnizaciones globalizadas y, por tanto, 
invertebradas, pero, con el tiempo, se ha cap-
tado su efecto distorsionador en el tratamiento 
de la cuestión valorativa, puesto que no se trata 
pura y simplemente de hacer unos añadidos de 
corrección, sino de resarcir unos perjuicios que 
son particulares. 

Se elimina, no sólo el factor de corrección 
por la incapacidad permanente, sino el propio 
concepto que ha dado lugar a considerar que 
sirve para resarcir con mixtura perjuicios perso-
nales y perjuicios patrimoniales, traduciéndose 
ello en que se separan las normas reparadoras 
de los perjuicios personales de actividad causa-
dos por las lesiones permanentes (atendida su 
dimensión dinámica) y las restauradoras de los 
lucros cesantes causados por éstas, cuando tie-
nen un efecto de impedimento productivo.

Se homogeneiza conceptualmente el tra-
tamiento resarcitorio de los perjuicios perso-
nales de actividad ligados a las lesiones, tanto 
temporales como permanentes, consistentes en 
una pérdida de la calidad de vida, tratándose de 
perjuicios particulares que se distinguen de los 
básicos, con los que se atiende de forma acota-
da la dimensión estática y la dinámica del daño 
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corporal lesivo, ajustada la primera a la parifica-
ción y la segunda a la discriminación.

Profundizando en la vertebración y atendi-
do también el segundo nivel de la individualiza-
ción perjudicial, se tipifica el resarcimiento del 
perjuicio personal particular constituido por el 
sometimiento a cualquier intervención quirúrgi-
ca, como nueva manifestación de tratar lo des-
igual de modo desigual.

Partiendo de que, para valorar los perjuicios 
básicos causados por las lesiones permanen-
tes, hay que fijar de forma separada la canti-
dad correspondiente al perjuicio fisiológico y al 
perjuicio estético (criterio impuesto dentro del 
primer nivel de la vertebración perjudicial), se 
regula de modo correlativo el resarcimiento de 
los perjuicios particulares constituidos por los 
denominados daños morales complementarios, 
mediante la separación de los correspondientes 
al detrimento fisiológico y al menoscabo estéti-
co, concretándose, además, los parámetros de 
medición que brillan por su ausencia en la regu-
lación vigente.

Se rescata el concepto de perjuicio patri-
monial básico mediante una adecuada previ-
sión que concreta su consistencia, mediante el 
reconocimiento de una cantidad fija en el caso 
de la muerte, con posibilidad de sobrepasarla 
en virtud de la prueba practicada. Se evita así 
que dejen de resarcirse una serie de perjuicios 
que suelen producirse como consecuencia de 
la muerte, según la regularidad ordinaria de las 
cosas (id quod plerumque accidit); perjuicios 
que había que entender que la regulación vi-
gente prevé, de forma imprecisa y con criterios 
hipertróficos de cuantificación, a través del 
factor de corrección de los perjuicios econó-
micos, con el contrasentido de que su opera-
tividad se ligue, necesariamente, con su efecto 
despistante, a que la víctima haya alcanzado la 
edad laboral.

Atendiendo al tercer nivel de la individuali-
zación perjudicial, se prevé de forma específica 
el resarcimiento de los perjuicios singulares o 
excepcionales, aunque su resarcimiento se cir-
cunscribe a que sean personales y a que estén 
ligados a la muerte o a las lesiones permanen-
tes, estableciéndose un tope constituido por un 
porcentaje máximo que, proyectado sobre la 
suma asignada al perjuicio personal básico, res-
ponde a la voluntad de limitar cuantitativamen-
te el resarcimiento, sin que haya una razón jus-
tificativa de tal proceder, en lugar de remitirse a 
un elemental criterio de proporción, para evitar 
cualquier desmesura.
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A la vista de todo el articulado del sistema 
propuesto, se capta que su clave radica en que 
constituye un texto caracterizado por su lumino-
sidad y por su taquigrafía, es decir, que responde 
a una redacción efectuada con suma claridad, 
sin que se incurra en insinuaciones desorienta-
doras ni en disimulos crípticos que en el sistema 
vigente generan un semillero de dudas resueltas 
casi siempre en detrimento de las víctimas.

Sentado que el texto propuesto no escamo-
tea los defectos de resarcimiento en que incu-
rre, pues deja de acudir a subterfugios despis-
tantes y huye del manejo de conceptos impre-
cisos, la consecuencia es que pueden captarse 
sin discusión esos defectos y también las nor-
mas que, de modo inequívoco, están puestas al 
servicio de impedir una reparación total. Pero la 
determinación de estos defectos y la identifica-
ción de tales normas escapa al objetivo de las 
presentes reflexiones generales.

¿Quid sobre la aplicación del nuevo sistema 
para valorar los daños ajenos a la circulación 
rodada? 

No es éste el momento para recrearme en la 
crítica que merece el que se haya generalizado 
la pura y cruda aplicación del Baremo vigente 
de Tráfico para valorar los daños corporales aje-
nos al tránsito motorizado, pese a su carácter 
excepcional. Se estaría ante una conferencia 
distinta.

He dedicado a esta materia varios estudios 
consecutivos en los que he puesto en solfa la 
doctrina de la utilización facultativa del sis-
tema, la de su manejo orientativo con efecto 
virtual preceptivo y la de la autovinculación in 
toto. También he censurado la doctrina del des-
vío justificado porque la justificación es agible 
siempre y su factura ha brillado (casi) siempre 
por su ausencia en la práctica judicial.

Si tenemos en cuenta las razones acríticas 
–de nuevo la incuria y de nuevo la commoditas– 
que han llevado a aplicar el sistema fuera de su 
propio ámbito, con marginación del designio 
crucial de la reparación completa (a pesar de 
que exceptio confirmat regulam in casus non ex-
ceptis y de que odiosum non est ampliandum), 
se comprenderá que, de prosperar la regulación 
propuesta y de sustituir al actual Baremo, la ju-
risprudencia adoptará por inercia la postura de 
aplicar el nuevo a los daños corporales extracir-
culatorios.

Las injusticias que entonces se generarán 
serán menores que las que han venido come-
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tiéndose a lo largo de estos años, porque el sis-
tema propuesto es de mayor calidad justicial 
que la del sistema vigente.

Si los juicios resarcitorios funcionaran con 
razón y se creyera en la efectividad de la siem-
pre proclamada y siempre marginada repara-
ción completa, se tendría que revisar esa doctri-
na jurisprudencial y acudir al criterio del desvío 
justificado cuando se trate de valorar daños aje-
nos al tránsito motorizado; desvío que el nuevo 
sistema facilita gracias a su transparencia.

La construcción de nuevos módulos aplica-
tivos sería más fácil con la regulación propues-
ta, precisamente por la razonabilidad y lumino-
sidad de su estructura vertebrada y, por tanto, 
por permitir captar de forma inequívoca los ca-
sos en que la indemnización prevista en él es 
insuficiente o deficiente.

Sin necesidad de referirme a la hipovalora-
ción de los perjuicios personales que sigue sien-
do tributaria del afeitado de que fueron objeto 
en 1995, el adecuado resarcimiento del lucro ce-
sante causado por la muerte y por las lesiones 
permanentes impeditivas podría efectuarse fue-
ra del tránsito motorizado con la utilización de 
las normas contenidas en el sistema propuesto, 
pero sin utilizar con exactitud las tablas que se 
supone que constituyen su materialización.

Se utilizarían las reglas y se acudiría a cri-
terios actuariales adaptados al caso concreto 
para capitalizar el lucro cesante de acuerdo 
con la realidad de su importe y la realidad de 
su duración, con manejo reductor de las pensio-
nes efectivas, pero prescindiendo del descuen-
to por pensiones presumidas o estimadas; y se 
ponderaría la pérdida de expectativas laborales 
de promoción que (casi) nunca se toman en 
consideración.

El campo que se ofrece al operador jurídico 
es de una enorme envergadura. Piénsese que, 
en aras a la coherencia del ordenamiento jurí-
dico, carece de sentido que un trabajador por 
cuenta ajena sea resarcido de acuerdo con el 
régimen de la Seguridad Social por el lucro ce-
sante que legalmente se presume cuando pa-
dece unas lesiones permanentes no invalidan-
tes y que, en cambio, este lucro frustrado se 
desconozca de forma radical en la regulación 
propuesta; desconocimiento que igualmente se 
produce cuando se aplica la disciplina común 
de la responsabilidad civil.

Claro que el progreso se produce siempre 
con despacio; y el sistema propuesto tiene 

el mérito de que, por vez primera en nuestro 
Derecho, se ordena el aislamiento del resar-
cimiento del lucro cesante en los casos de 
muerte y lesiones laboralmente incapacitan-
tes, al objeto de resarcirlo, aunque las fórmu-
las resarcitorias sean manifiestamente mejo-
rables.

La Legislación social debería en este pun-
to servir de guía al jurista civil para captar que 
si de suyo las prestaciones de la Seguridad 
Social no están normalmente llamadas a re-
sarcir por completo el lucro cesante padecido 
por el trabajador que padece una lesión per-
manente o por los familiares dependientes del 
trabajador que fallece y que sirven sólo para 
paliarlo, sin computarse nunca el incremento 
que debería realizarse, en su caso, por razón 
de las expectativas laborales de progreso o 
promoción, la utilización de estos parámetros, 
llevados al ámbito civil, deberían servir de 
norte para ajustar el resarcimiento del detri-
mento considerado.

El aislamiento del lucro cesante que, como 
concepto perjudicial y resarcitorio, establece el 
sistema propuesto, con su adecuada vertebra-
ción plasmada en concreto en las tablas “ter-
ceras” en relación con la muerte y las lesiones 
permanentes, ha de servir de incentivo para 
que la academia analice y critique las fórmulas 
plasmadas y para que en un futuro próximo se 
rectifiquen sus defectos y se alcance su cabal 
resarcimiento; rectificación que se facilitaría si 
se confirma esa especie de deslegalización que, 
con su pro y con su contra (según que se im-
ponga la razón justicial o el efecto de la presión 
lobística), supone la autorización al Gobierno 
para introducir reformas en las plasmaciones 
tabulares.

Pero, entretanto, esas defectuosas fór-
mulas están llamadas a repercutir de modo 
positivo en la mecánica funcional de la dis-
ciplina común de la responsabilidad civil, al 
servir de norte para justificar que, fuera del 
ámbito circulatorio, se reconozca el resar-
cimiento del lucro cesante que, aunque con 
defectos, se reconoce ahora dentro de él, im-
pidiendo su vieja concepción de asimilación 
usuraria. 

Porque, lo reitero, lo malo es mejor que lo 
peor, aunque es menos bueno que lo bueno 
por venir; y este porvenir pertenece a la labo-
riosidad y a las críticas constructivas de los que 
habéis tenido la paciencia de escucharme. Es-
peremos que así sea y que mis hijos tengan la 
ocasión de verlo.
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Íñigo Coello de Portugal Martínez del Peral
Letrado Mayor del Consejo de Estado

El plazo de 
prescripción de la 

“acción directa” 
del tercero 

perjudicado frente 
a la aseguradora

Se llama ‘acción directa’ frente a la asegura-
dora al ejercicio procesal por parte del perjudi-
cado por un siniestro cubierto por un contrato 
de seguro de responsabilidad civil de su recla-
mación de indemnización de daños y perjuicios 
sin intervención del asegurado. Es claro que se 
trata de un tercero: el perjudicado no ha contra-
tado el seguro, sino que resulta beneficiado por 
el hecho de que hay dos responsables: quien ha 
causado el daño pero también su aseguradora. 
Al existir un contrato de seguro y por tanto dos 
responsables, el perjudicado, llamado ‘tercero’ 
porque es ajeno al seguro en su génesis, puede 
dirigirse contra el asegurado, contra la asegura-
dora o contra los dos. 

No es un derecho convencional: es un dere-
cho que surge directamente de la ley, por la que 
la aseguradora resulta particularmente gravada. 
Está en el artículo 76 de la Ley 50/1980, de 8 de 
octubre, del Contrato de Seguro: “El perjudica-
do o sus herederos tendrán acción directa con-
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Por el hecho claro de ser el seguro de res-
ponsabilidad civil un campo abonado para la 
indemnización en el caso de utilización de vehí-
culos automóviles, y por ser la frecuencia esta-
dística abrumadoramente mayor la de este tipo 
de accidentes donde se presenta la obligación 
de cumplir con la cobertura de la responsabili-
dad civil a que una aseguradora se ha compro-
metido, también la inmensa mayoría de la juris-
prudencia se produce en el ámbito de la culpa 
extracontractual o aquiliana del asegurado, que 
el perjudicado puede exigir directamente a la 
aseguradora en términos de verdadera subro-
gación por efecto de lo dispuesto en el artículo 
76 de la LCS. Es decir: la mayoría de los casos de 
operatividad del seguro de responsabilidad civil 
lo son por culpa aquiliana del asegurado. 

Es aquí donde surge el problema de cuál es 
el plazo de prescripción de la ‘acción directa’ del 
perjudicado frente a la aseguradora del asegu-
rado. Del beneficiario de una relación jurídica en 
cuya génesis no ha intervenido pero de la que 
resulta directamente beneficiado. El problema 
es que la relación jurídica creada por el contrato 
de seguro de responsabilidad civil de la que se 
beneficia para ver paliado el daño que ha sufri-
do normalmente es fruto de una culpa aquiliana 
pero puede no serlo. Y así se produce la confu-
sión en la interpretación de la jurisprudencia. Y a 
veces, de la propia jurisprudencia menor.

La ‘acción directa’ no puede crear a favor 
del beneficiario una cobertura mayor que la que 
tiene frente al asegurador el asegurado. Esto 
vale también en el régimen de la prescripción 
y de ahí que, en los casos de culpa aquiliana 
–por ejemplo, el de la citada Sentencia del Tribu-
nal Supremo de 19 de septiembre de 1998– el 
plazo de prescripción sea el de la culpa extra-
contractual: un año (artículo 1.968 del Código 
Civil). Y lo que confirma la Sentencia del Tribu-
nal Supremo de 27 de septiembre de 2007 en 
relación con la culpa extracontractual derivada 
de la inundación de una nave: “con relación a la 
cuestión relativa a la determinación del plazo de 
prescripción aplicable, en los supuestos, como 
el presente, en que se ejercita por el perjudica-
do la acción directa del artículo 76 de la LCS, 
sin que exista relación contractual directa entre 
el demandante y la compañía aseguradora, esta 
Sala se ha decantado por la tesis acogida en la 
sentencia recurrida y aplica el de un año del ar-
tículo 1.968.2º del Código Civil, en lugar del más 
amplio de dos años contemplado en el artículo 
23 de la LCS”. Y expresa por qué: “la razón para 
aplicar el general del artículo 1.968.2º del Código 
Civil se encuentra en que el derecho propio del 
perjudicado contra el asegurador en el seguro 

tra el asegurador para exigirle el cumplimiento 
de la obligación de indemnizar, sin perjuicio del 
derecho del asegurador a repetir contra el ase-
gurado, en el caso de que sea debido a conduc-
ta dolosa de éste, el daño o perjuicio causado a 
tercero”. El perjudicado es el beneficiario.

La expresión ‘acción directa’ no es afortuna-
da. Es más, es equívoca. Induce a engaño. En la 
práctica lo que quiere decir la ley, y lo que opera 
en la praxis, es que el perjudicado –el ‘tercero’ al 
seguro de responsabilidad civil– resulta benefi-
ciado por el legislador frente al asegurador en 
los mismos términos que el asegurado. 

Para entender la lógica de esta ‘acción di-
recta’ hay que atender a su génesis y a su fre-
cuencia estadística. Son la misma cuestión: la 
‘acción directa’ ha surgido donde estadística-
mente ha sido más frecuente la utilización de 
seguros de responsabilidad civil: en los acciden-
tes de automóvil. Lo señala, con pésima redac-
ción, la Sentencia del Tribunal Supremo de 19 de 
septiembre de 1998, que por primera vez seña-
la que el perjudicado se subroga en la posición 
del asegurado: “(…) la Sala que juzga no ignora 
en un sondeo hasta sociológico del precedente 
de citado art. 76 Ley de Seguro Privado, como 
otro argumento en pos de la tesis sostenida, el 
antiguo camino o calvario que tenían que so-
portar las víctimas o perjudicados por acciden-
tes de tráfico cuando el autor estaba asegurado 
de responsabilidad civil y las aseguradoras o no 
respondían en plenitud o dilataban su afecta-
ción, o, incluso, existían dificultades para cono-
cer la realidad del seguro; fruto de un clamor 
ante tanta inercia, fue, sin duda, la posterior in-
corporación del supuesto de hecho determinan-
te de la sanción contenida en este art. 76 Ley 
de Seguro Privado, al conceder al perjudicado 
o tercero esta denominada acción directa frente 
a la aseguradora, con lo que se le posibilita el 
pronto resarcimiento, en su caso, de sus perjui-
cios; a ello además coadyuva el deber del ase-
gurado de informar o manifestar la de la exis-
tencia del seguro de su último párrafo; mas, no 
se olvide, que eso y nada más supuso semejante 
conquista, en la idea, de que por esa privilegia-
da acción no venía el tercero a asumir con todos 
sus efectos o alcance, la posición del asegurado, 
en el tratamiento de esta normativa especial, 
sino que, se repite, su referencia o presencia a 
manera de subrogado habría de circunscribirse 
a los estrictos términos de aquella norma, sin 
por ello, ser posible cualquier otra extensión o 
asimilación en el régimen o prescripciones que 
esta legislación del seguro privado contempla 
o proyecta exclusivamente, en la relación: inter-
partes Asegurado-Aseguradora”. 



d

o

c

t

r

i

n

a

www.asociacionabogadosrcs.org

29

pre de un año, sino sólo cuando la culpa que se 
exige es extracontractual. La prescripción y en 
general los derechos del perjudicado se asimi-
lan frente a la aseguradora a los derechos del 
asegurado, también en materia de prescripción, 
y cuando la responsabilidad civil es contractual, 
la exigencia de responsabilidad se extiende en 
el tiempo frente a la aseguradora lo mismo que 
se extendería frente al asegurado, pues de otra 
manera la ‘acción directa’ sería un perjuicio y no 
un beneficio para el perjudicado. 

La extensísima a la par que brillante Senten-
cia de la Audiencia Provincial de Madrid, Sec-
ción 10ª, de 11 de marzo de 2008, rec. 466/2007. 
Pretendía el apelante que la acción directa no 
podía durar 15 años, sino sólo un año siempre y 
en todo caso, sosteniendo que la doctrina juris-
prudencial del Tribunal Supremo –la de las Sen-
tencias ya citadas– apela a la existencia de una 
relación entre perjudicado y asegurador cuan-
do éste ejercita la ‘acción directa’ de naturaleza 
extracontractual, por lo que el plazo de pres-
cripción es siempre de un año. Esta alegaciones 
llegan al culmen del error jurídico en la inter-
pretación de la jurisprudencia, porque entiende 
las Sentencias del Tribunal Supremo, no como 
quien ha señalado que la ‘acción directa’ pres-
cribe al año si el riesgo asegurado es el de una 
culpa extracontractual, sino como quien hubiera 
dicho que la relación entre perjudicado y asegu-
rador es extracontractual y por tanto la ‘acción 
directa’ siempre prescribe al año. Naturalmente, 
es la tesis de la aseguradora. La Sentencia de la 
Audiencia Provincial examina esta cuestión y la 
desmonta totalmente (el subrayado es nuestro): 

“CUADRAGÉSIMO PRIMERO.- La ju-
risprudencia consultada no parece haber 
examinado de modo concreto y preciso la 
cuestión de cuál sea el plazo de prescrip-
ción de la acción formulada frente al asegu-
rador de la responsabilidad civil del agente, 
ni hemos hallado un solo pronunciamiento 
en el que como «ratio decidendi» se efec-
túe una declaración explícita acerca de este 
particular. Pero de los razonamientos con-
tenidos en los pronunciamientos analizados 
se desprende, a nuestro juicio de modo in-
equívoco –y así se encuentra pacíficamente 
admitido por la dogmática–, que el plazo de 
prescripción para ejercer una ‘acción direc-
ta’ contra el asegurador, es el mismo que le 
corresponde al tercero contra el asegurado. 
Esta conclusión se deriva, cuando menos de 
las siguientes circunstancias: a) tratándose 
de un derecho propio del perjudicado, aje-
no al contrato de seguro, el plazo de pres-
cripción dependerá de la naturaleza de la 

de responsabilidad civil no está sometido al ré-
gimen del artículo 23 LCS, en la medida que no 
nace del contrato de seguro, suscrito entre ase-
gurado-tomador y asegurador, y respecto del 
cual, el perjudicado es un tercero, sino del hecho 
que ha generado la obligación de indemnizar a 
cargo del asegurado, es decir, de la responsabi-
lidad civil del asegurado frente a terceros. Y tra-
tándose de un derecho propio del perjudicado, 
ajeno al contrato de seguro, el plazo de pres-
cripción dependerá de la naturaleza de la acción 
de responsabilidad de que sea titular, que en el 
caso de autos, por fundarse en culpa extracon-
tractual, conlleva la aplicación del previsto en el 
artículo 1.968.2º del Código Civil”. 

Es muy importante esta afirmación del Tri-
bunal Supremo: el beneficiario del seguro, que 
en el caso del seguro de responsabilidad civil es 
además titular de una acción directa para exigir 
la indemnización a la aseguradora, en cuanto a 
la prescripción depende de la naturaleza de la 
acción de responsabilidad de que sea titular. La 
doctrina es clara: si la responsabilidad es extra-
contractual, el plazo de prescripción es el de la 
culpa aquiliana: un año. Pero si es contractual, 
será el que corresponda a la relación jurídica 
contractual de la que la aseguradora responda 
cubriendo la responsabilidad civil de su asegu-
rado.

La sensatez de esta doctrina es evidente 
porque, de no ser así, en los caso de responsa-
bilidad civil contractual se daría el caso absurdo 
de que el asegurado tiene un año para dirigirse 
contra la aseguradora y quince años para diri-
girse contra el asegurado, quedando así éste 
sin cobertura del seguro. Algo que ni es lo que 
quiere la ley ni es lo que querían las partes. 

A pesar de ser esto tan claro, como la fre-
cuencia estadística de la jurisprudencia es la re-
lativa a accidentes de circulación, en los que la 
culpa es aquiliana, viene cundiendo por el foro, 
y, lo que es peor, por la jurisprudencia menor, la 
(absurda) idea de que la prescripción de la ac-
ción directa es siempre de un año. La causa de 
que esta idea haya cundido es clara: las compa-
ñías de seguros tienen mucho que ganar si esta 
jurisprudencia se consolida. 

Pero el absurdo no puede consolidarse por-
que carece siempre de fuste argumental. La 
cuestión ha llegado ya a las Audiencias Provin-
ciales y éstas han resuelto muy correctamente 
la cuestión. Nos fijaremos en las Sentencias más 
brillantes, dejando así al alcance del público y 
de los demás profesionales del Derecho que la 
prescripción de la ‘acción directa’ no es siem-
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responsabilidad contraída por el asegura-
do o, dicho de otro modo, de la índole de 
la acción de responsabilidad de que el per-
judicado sea titular. El hecho de que en el 
caso resuelto por las STS, Sala Primera, de 
19 de septiembre de 1998 y las que a ella 
se remiten o la citan, se tratase de accio-
nes fundadas en culpa extracontractual, y, 
por ende, apareciara abonada la aplicación 
del plazo previsto en el artículo 1.968.2º del 
Código Civil no permite, a nuestro entender, 
generalizar el principio de que en todo caso, 
el plazo prescriptivo de la acción directa sea 
este último.

“b) de la ausencia de fijación de plazo 
en el art. 76 LCS, de modo que ha de adop-
tarse la solución más conveniente a los inte-
reses del tercero perjudicado, que es lo que 
expresa la STS, Sala Primera, núm. 1111/2000, 
de 30 de noviembre;

“c) esta es, además, la solución más 
conforme con el tratamiento restrictivo del 
instituto de la prescripción, en cuanto insti-
tuto no fundado en la Justicia intrínseca y 
configurado como limitación del ejercicio 
tardío de los derechos en beneficio de la 
seguridad jurídica (SSTS, Sala Primera, de 6 
de octubre de 1977, 10 de marzo de 1989 y 
núm. 405/2004, de 21 mayo).

“La circunstancia de –naturalmente– 
no exista una relación contractual entre el 
tercero y el asegurador del causante no 
convierte en extracontractual la responsa-
bilidad del asegurador frente a quien se for-
mula directamente la acción resarcitoria ni 
la somete a todo trance, sic et simpliciter, al 
plazo prescriptivo del art. 1.968 C.C.”.

Un poco más adelante, en una Sentencia me-
nos extensa, la misma Audiencia Provincial de 
Madrid, Sección 14ª, el 24 de marzo de 2010, rec. 
797/2009, señaló explícitamente la diferencia en-
tre la culpa contractual y la extracontractual: 

“SEXTO.- En relación con la prescrip-
ción en el seguro de responsabilidad civil 
debe distinguirse, por un lado, el plazo de 
prescripción de las acciones que derivan del 
contrato (y por lo tanto de la relación entre 
el asegurador y el asegurado) y por otro de 
las existentes entre el asegurado causante 
del daño (y en su caso su asegurador) y el 
tercero perjudicado.

“El plazo de prescripción de dos años 
establecido en el artículo 23 de la Ley del 

Contrato de Seguro para las acciones que 
deriven del contrato de seguro de daños, no 
es de aplicación al derecho del tercero per-
judicado contra el asegurador, porque tal 
derecho, aun cuando presupone la existen-
cia de un contrato de seguro válido entre el 
asegurador y el asegurado, nace del hecho 
de éste que genera su responsabilidad fren-
te al tercero perjudicado; a la acción directa 
del tercero perjudicado contra el asegura-
dor se aplica el régimen general de la pres-
cripción y dependerá de la naturaleza de la 
obligación de indemnización del asegurado; 
si la clase de responsabilidad asumida por 
el asegurado que esté cubierta por el ase-
gurador es la decenal del artículo 1.591 del 
Código civil, el plazo de prescripción será el 
de quince años del artículo 1.964 del Códi-
go civil, sin perjuicio del plazo de caducidad 
del derecho de los terceros perjudicados de 
diez años derivado del referido artículo 1.591 
del Código Civil respecto de la responsabi-
lidad de los arquitectos y arquitectos técni-
cos.

“Pero es que además, la obligación del 
asegurador de indemnizar al tercero perju-
dicado es solidaria con su asegurado y esa 
solidaridad es propia, por contrato y por ley, 
de modo que el plazo de prescripción se in-
terrumpe frente a ambos por la reclamación 
del tercero a cualquiera de los dos (asegu-
rado o asegurador)”.

1. El art. 76 LCS ha reconocido la exis-
tencia de un derecho propio –sustantivo y 
procesal– del perjudicado frente al asegu-
rador, con el propósito, de una parte, de 
un resarcimiento más rápido mediante el 
ejercicio de la acción directa contra el pro-
fesional del negocio asegurador y, de otra 
parte, de eludir la vía indirecta en virtud de 
la cual el perjudicado habría de reclamar al 
causante del daño y éste al asegurador, lo 
que provocaba una innecesaria litigiosidad. 
De esta forma, el tercero perjudicado tiene 
dos derechos frente a dos obligados: contra 
el asegurado-causante del daño y contra el 
asegurador.

La conexidad de ambos obligados re-
sulta de su condición de deudores solida-
rios, de una misma prestación que cumplen 
la misma función de resarcir al perjudicado 
(STS de 7 de mayo de 1993).

El cumplimiento de la obligación por 
cualquiera de los dos responsables solida-
rios extingue la obligación por efecto del 
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art. 1145.1 CC. Bien es cierto que el derecho 
del perjudicado contra el asegurador está 
limitado a la suma asegurada. Pese a ello, 
aún no siendo idéntico el contenido obliga-
cional de ambos deudores, no por ello deja 
de existir la solidaridad entre ellos, aunque, 
como señala el art. 1140 CC, los acreedores 
y deudores "no estén ligados del propio 
modo".

La referida sentencia de la Audiencia Pro-
vincial de Madrid no es una jurisprudencia aisla-
da. Lo que sí constituye es un auténtico lideraz-
go. La Audiencia Provincial de Sevilla, Sección 
6ª, en su Sentencia de 27 de noviembre de 2013, 
rec. 789/2013, relativa a la responsabilidad con-
tractual de un asesor fiscal, la cita expresamente 
y se basa en ella para decidir. La aseguradora 
de nuevo se acoge a la interpretación, que le re-
sulta tan conveniente para vaciar de contenido 
el derecho del perjudicado, de que la responsa-
bilidad civil contractual cubierta por un seguro, 
es extracontractual cuando quien reclama es el 
perjudicado directamente a la aseguradora:

“Sostiene WR Berkelys que la acción 
contra ella ejercitada no es contractual, sino 
extracontractual y que, en consecuencia, se 
encontraría prescrita.

“Evidentemente la acción ejercitada 
contra la aseguradora es la acción directa 
del artículo 76 de la Ley de Contrato de Se-
guro, dado que WR Berkley tenía suscrita 
con Sefisco póliza de responsabilidad civil, 
no es la de responsabilidad civil extracon-
tractual del art. 1.902, por mucho que en la 
demanda, pese a dejar claro que se ejercita 
una acción para exigir responsabilidad con-
tractual, se aluda también a dicho precepto. 

“Indica la Sección 10 de la Audiencia Pro-
vincial de Madrid en su sentencia de 11 de mar-
zo de 2008: "La jurisprudencia consultada no 
parece haber examinado de modo concreto 
y preciso la cuestión de cuál sea el plazo de 
prescripción de la acción formulada frente 
al asegurador de la responsabilidad civil del 
agente, ni hemos hallado un solo pronuncia-
miento en el que como «ratio decidendi» se 
efectúe una declaración explícita acerca de 
este particular. Pero de los razonamientos 
contenidos en los pronunciamientos analiza-
dos se desprende, a nuestro juicio de modo 
inequívoco –y así se encuentra pacíficamente 
admitido por la dogmática–, que el plazo de 
prescripción para ejercer una ‘acción direc-
ta’ contra el asegurador, es el mismo que le 
corresponde al tercero contra el asegurado. 

Esta conclusión se deriva, cuando menos de 
las siguientes circunstancias: 

“a) tratándose de un derecho propio del 
perjudicado, ajeno al contrato de seguro, el 
plazo de prescripción dependerá de la natu-
raleza de la responsabilidad contraída por el 
asegurado o, dicho de otro modo, de la ín-
dole de la acción de responsabilidad de que 
el perjudicado sea titular. El hecho de que 
en el caso resuelto por las STS, Sala Prime-
ra, de 19 de septiembre de 1998 y las que a 
ella se remiten o la citan, se tratase de ac-
ciones fundadas en culpa extracontractual, 
y, por ende, apreciara abonada la aplicación 
del plazo previsto en el artículo 1.968.2º del 
Código Civil no permite, a nuestro entender, 
generalizar el principio de que en todo caso, 
el plazo prescriptivo de la acción directa sea 
este último. 

“b) de la ausencia de fijación de plazo 
en el art. 76 LCS, de modo que ha de adop-
tarse la solución más conveniente a los inte-
reses del tercero perjudicado, que es lo que 
expresa la STS, Sala Primera, núm. 1111/2000, 
de 30 de noviembre (LA LEY 2054/2001) 
(RJ 2000/9170); 

“c) esta es, además, la solución más 
conforme con el tratamiento restrictivo del 
instituto de la prescripción, en cuanto insti-
tuto no fundado en la Justicia intrínseca y 
configurado como limitación del ejercicio 
tardío de los derechos en beneficio de la se-
guridad jurídica (SSTS, Sala Primera, de 6 de 
octubre de 1977 (RJ 1977/3715), 10 de marzo 
de 1989 (RJ 1989/2034) y núm. 405/2004, 
de 21 mayo (RJ 2004/2787). 

“La circunstancia de –naturalmente– 
no exista una relación contractual entre el 
tercero y el asegurador del causante no 
convierte en extracontractual la responsa-
bilidad del asegurador frente a quien se for-
mula directamente la acción resarcitoria ni 
la somete a todo trance, sic et simpliciter, al 
plazo prescriptivo del art. 1.968 C.C. 

“Esta Sala suscribe íntegramente los 
razonamientos contenidos en la sentencia 
transcrita, conforme a los cuales en nuestro 
caso, ejercitando la perjudicada una acción 
de responsabilidad contractual fundada en 
los artículos 1.101 y 1.104 del C.C. contra la 
entidad que le asesoraba fiscalmente, te-
niendo señalada dicha acción un plazo pres-
criptivo de quince años (art. 1.969 del C.C.), 
el mismo se extrapola a la acción directa 
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ejercitada con la compañía aseguradora de 
tal entidad que, en consecuencia no ha de 
reputarse prescrita”.

En el mismo sentido, la Sentencia de la Au-
diencia Provincial de Gerona, Sec. 1.ª, 33/2014, 
de 3 de febrero, recurso 609/2013: la razón para 
aplicar el general del artículo 1.968.2º del Código 
Civil se encuentra en que el derecho propio del 
perjudicado contra el asegurador en el seguro 
de responsabilidad civil no está sometido al ré-
gimen del artículo 23 LCS, en la medida que no 
nace del contrato de seguro, suscrito entre ase-
gurado-tomador y asegurador, y respecto del 
cual, el perjudicado es un tercero, sino del hecho 
que ha generado la obligación de indemnizar a 
cargo del asegurado, es decir, de la responsabi-
lidad civil del asegurado frente a terceros. Y tra-
tándose de un derecho propio del perjudicado, 
ajeno al contrato de seguro, el plazo de pres-
cripción dependerá de la naturaleza de la acción 
de responsabilidad de que sea titular, que en el 
caso de autos, por fundarse en culpa extracon-
tractual, conlleva la aplicación del previsto en el 
artículo 1.968.2º del Código Civil (SS Sentencia 
de fecha 19 de septiembre de 1998 y 27 de sep-
tiembre de 2007, entre otras) pero no en el caso 
de la culpa contractual. 

La Audiencia Provincial de Ciudad Real, 
Sección 1ª, en la Sentencia 167/2014, de 24 de ju-
nio, Recurso 40/2014, señala con mucho acierto 
que el origen del derecho del tercero frente al 
asegurador no es el de un contrato en favor de 
un tercero (lo cual evidentemente otorgaría a la 
acción ejercitada naturaleza contractual) sino 
que el asegurador, en virtud de la declaración 
de la ley, se hace responsable de la deuda, libe-
rando de ella al asegurado frente al perjudicado. 
Los derechos que tendría el perjudicado frente 
al asegurado y frente al asegurador en virtud de 
la acción directa, están íntimamente vinculados 
pero no son idénticos. Pero en todo caso, preci-
samente por tratarse de un derecho propio del 
perjudicado, el plazo de prescripción depende-
rá de la naturaleza de la responsabilidad con-
traída por el asegurado, es decir en función o 
índole de la acción de responsabilidad de que el 
perjudicado sea titular, de este modo siendo una 
relación contractual derivada de un contrato de 
arrendamiento de servicios hemos de estar a lo 
dispuesto en el art. 1.964 del Código Civil, esto 
es una reclamación personal, lo que implica que 
el plazo de prescripción sería de 15 años. Cri-
terio que es el más acorde a los intereses del 
tercero perjudicado, y conforme con el crite-
rio restrictivo del instituto de la prescripción. Y 
concluye: “el hecho de que no exista una rela-
ción contractual entre el tercero y el asegurador 

del causante no convierte en extracontractual la 
responsabilidad del asegurador frente a quien 
formula directamente la acción resarcitoria ni la 
somete al plazo prescriptivo del art. 1.968”.

La Audiencia Provincial de Barcelona, Sec-
ción 16ª, en su Sentencia 420/2014, de 17 de sep-
tiembre, Rec. 137/2013, lleva esta cuestión al pa-
roxismo doctrinal, porque la aplica incluso para 
el caso de la responsabilidad civil asegurada a 
un notario que había cometido un delito. Aplica 
el plazo de prescripción de 15 años a la acción 
directa del perjudicado contra la aseguradora 
de un notario condenado por un delito de es-
tafa. Naturalmente, el juez de primera instancia 
tuvo menos trabajo al dictar Sentencia apre-
ciando la prescripción de un año en los térmi-
nos que convenía a la aseguradora demandada, 
que había alegado que la acción directa siempre 
está sujeta al término de prescripción de un año 
por ser de naturaleza extracontractual para el 
perjudicado respecto de la aseguradora. Pero la 
Audiencia Provincial corrige –y cómo– al Juzga-
do de Primera Instancia:

“SEGUNDO.- Análisis de la defensa de 
prescripción apreciada por la sentencia de 
instancia
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del Tribunal Supremo de 2 de septiembre 
de 2003 (cfr. documento número uno de la 
demanda). 

“Ha de recordarse que el artículo 1.089 
del Código civil común establece que "las 
obligaciones nacen de la ley, de los contra-
tos y cuasi contratos, y de los actos y omi-
siones ilícitos o en que intervenga cualquier 
género de culpa o negligencia", y que el ar-
tículo 1.092 del mismo texto reconoce los 
actos delictuales como fuente autónoma de 
obligaciones al disponer que "las obligacio-
nes civiles que nazcan de los delitos o faltas 
se regirán por las disposiciones del Código 
Penal", en concreto por los arts. 109 a 126 
del Código Penal. 

“La acción ejercitada en la demanda se 
cobija en un seguro de responsabilidad ci-
vil profesional suscrito entre la compañía 
‘Allianz Seguros, S.A.’ y la junta de decanos 
de los colegios notariales de España (docu-
mento número cuatro de la contestación), 
es decir, el objeto de cobertura es precisa-
mente la responsabilidad civil derivada de 
la actuación profesional de los notarios. Tal 
responsabilidad puede tener distintos orí-
genes, como se ha expuesto, y entre ellos 
un acto delictivo, sea doloso o culposo. Y la 
trascendencia penal del acto originador de 
la responsabilidad civil es lo que determina 
y perfila la peculiaridad de la acción que se 
deduce, es decir, la acción de responsabili-
dad civil dimanante de delito.

“Para tal clase de acción el ordenamien-
to jurídico no prevé un plazo especial de 
prescripción: no está catalogada en ninguno 
de los supuestos particulares de prescrip-
ción de acciones enunciados en los artículos 
1.965, 1.966 y 1.967 del Código Civil, como 
tampoco en el artículo 1.968, cuyo párrafo 
segundo se refiere exclusivamente a la res-
ponsabilidad extracontractual en términos 
genéricos, sin hacer alusión a su eventual 
origen delictivo. Siendo ello así, debe conve-
nirse con la parte recurrente que el precep-
to aplicable en materia de prescripción a las 
acciones de responsabilidad civil derivada 
de delito no puede ser otro que el del artí-
culo 1.964, que estipula el plazo de 15 años 
para las acciones personales que no tengan 
señalado ninguno especial.

“La consecuencia parece obvia: aun 
cuando se considerase como plazo inicial 
del cómputo de la prescripción la fecha más 
desfavorable para el perjudicado, es decir, el 

“La sentencia de instancia, a modo de 
premisa de su pronunciamiento estimatorio 
de la defensa de prescripción alegada por 
la representación de ‘Allianz Seguros, S.A.’, 
parte de la consideración, como se despren-
de de la invocación del artículo 1.968.2 del 
Código civil común, de que la acción ejerci-
tada por el actor al amparo del artículo 76 
de la Ley del Contrato de Seguro trae razón 
de un supuesto de responsabilidad extra-
contractual, razón por la que aplica el plazo 
legal de un año de prescripción estipulado 
para las acciones de tal índole. 

“Siendo cierto que pudiera manejarse 
la posibilidad de que el hecho del que re-
sultó el perjuicio para el actor y los demás 
afectados se desenvolvió en el ámbito ex-
tracontractual –la documental obrante en 
las actuaciones no es suficiente para de-
terminar con nitidez si medió alguna clase 
de vínculo contractual entre el Notario y 
los suscriptores de las obligaciones hipo-
tecarias–, no lo es menos que concurre un 
matiz que incide esencialmente en la na-
turaleza de la acción, cual es que el hecho 
dañoso encarna un ilícito penal doloso, por 
haberlo así decretado en firme la sentencia 
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2 de septiembre de 2003, que fue cuando 
se dictó la sentencia firme que condenó pe-
nalmente al notario Don Pedro Enrique –lo 
que además parece lo más razonable pues-
to que desde entonces no concurría óbice 
alguno para que los afectados ejercitasen la 
acción civil contra la compañía asegurado-
ra, y es que que el procedimiento por error 
judicial tramitado con posterioridad y que 
culminó con la sentencia de 7 de enero de 
2009 en modo alguno podía modificar la 
condena penal impuesta al profesional no-
tario, ni consiguientemente su responsabili-
dad civil–, la acción de responsabilidad, sin 
computar los requerimientos extrajudiciales 
iniciados el año 2010, aún no habría prescri-
to el 9 de febrero de 2012, fecha de la inter-
posición de la demanda que dio lugar a las 
presentes actuaciones. 

“Aquella conclusión no sería distinta si 
se considera la aplicabilidad de la norma-
tiva autonómica catalana en materia de 
prescripción. La acción de responsabilidad 
ex delicto no encuentra incardinación en 
ninguna de las pretensiones que, según la 
Ley 29/2002, de 30 de diciembre, primera 
ley del Código civil de Cataluña, prescriben 
a los tres años (artículo 121.21) o al año (ar-
tículo 121.22), por lo que solo podría ser de 
observancia la prescripción decenal genéri-
ca a la que se refiere el párrafo 20 del mis-
mo precepto. Como tal plazo de 10 años es 
inferior al de 15 años que venía establecien-
do la normativa común, entraría en juego 
la disposición transitoria única del referido 
cuerpo legal, que establece que "si el plazo 
de prescripción establecido por la presente 
Ley es más corto que el que establecía la 
regulación anterior, se aplica el establecido 
por la presente Ley, el cual empieza a con-
tar desde el 1 de enero de 2004. Sin embar-
go, si el plazo establecido por la regulación 
anterior, aun siendo más largo, se agota an-
tes que el plazo establecido por la presente 
Ley, la prescripción se consuma cuando ha 
transcurrido el plazo establecido por la re-
gulación anterior". El plazo de 10 años, con-
secuentemente, se iniciaría el 1 de enero de 
2004, con lo que, en todo caso, la acción 
ejercitada por Don Pío también estaría viva 
en el año 2012 cuando se formuló la deman-
da. 

“Es pertinente, por tanto, dejar sin efec-
to la resolución impugnada en cuanto des-
estimaba la demanda por apreciar la pres-
cripción de la acción, y abordar el análisis de 
las demás cuestiones controvertidas”.

Está claro por tanto que la jurisprudencia 
es diáfana en cuanto a que el plazo de pres-
cripción de la ‘acción directa’ es, para el per-
judicado, el mismo al que tenga derecho el 
asegurado. En la mayoría de los casos la res-
ponsabilidad será aquiliana y por tanto en la 
mayoría de los casos la prescripción será de un 
año. Pero cuando la obligación de indemnizar 
trae causa de un título distinto –contractual o 
incluso derivada del delito– la cobertura al per-
judicado, y por tanto la acción directa, dura lo 
mismo que dura la acción del asegurado frente 
a la aseguradora. 

Quiero añadir una consideración final. 
Cuando los juristas, en la mayoría de los ca-
sos operando como abogados de asegurado-
ras y por tanto de manera parcial a favor de 
una potentior persona respecto del asegurado 
y mucho más respecto del perjudicado, afir-
man que la relación entre el perjudicado y la 
aseguradora es extracontractual y por tanto la 
prescripción de la acción –del derecho a recla-
mar a la aseguradora– es de un año, cometen 
un error jurídico de bulto que es tan grande 
que resulta extraño que haya cundido. En efec-
to, la relación que vincula al perjudicado con 
la aseguradora es extracontractual, pero no es 
de culpa extracontractual. Es extracontractual 
porque surge de la ley. No surge del artículo 
1.902 y siguientes. Surge del artículo 76 de la 
Ley del Contrato de Seguro. Por tanto es extra-
contractual, pero lo único que prescribe al año 
es la culpa extracontractual, si eso es lo que se 
reclama. Pero la relación jurídica extracontrac-
tual que existe entre el perjudicado y la asegu-
radora nunca puede prescribir al año, porque 
no es una relación de culpa. Es una relación 
que surge de la ley. Es por tanto absurdo in-
terpretar la jurisprudencia del Tribunal Supre-
mo afirmando que la acción directa prescribe 
siempre al año, porque lo que prescribe al año 
es la culpa extracontractual, no la relación ju-
rídica extracontractual que genera la LCS en 
beneficio del perjudicado frente a la asegura-
dora de la responsabilidad civil de quien causó 
el daño. Que nunca prescribe. 

Afirmo por tanto que, incluso en las Senten-
cias que acabo de citar, en las que parece que 
se da toda la razón al perjudicado, subyace un 
error jurídico, y es este: la acción directa nunca 
prescribe. Porque su fuente es la ley, y la ley no 
le señala ningún plazo de prescripción. Lo que 
prescribe es el derecho del asegurado a recla-
mar a su aseguradora, que –eso sí– es lo que 
directamente puede reclamar el perjudicado a 
la aseguradora. Esta es, me parece, la única doc-
trina correcta.
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Introducción

La no perfección de los individuos queda 
patente en múltiples aspectos del desarrollo de 
la sociedad. Como una parte más de la socie-
dad, la legislación española no está exenta de 
capítulos controvertidos o de incompleta y/o 
desfasada confección. Así, las leyes no pueden 
ser inmovilistas y deben evolucionar junto a la 
sociedad, de manera que queden cubiertos los 
problemas antiguos, actuales y futuros de los 
individuos. Este debate, ha dado lugar, desde 
los principios de la historia de la legislación a 
vivos debates sobre la necesidad de revisión y 
actualización de las leyes, así como de creación 
de nuevas leyes1,2. De esta manera, actualmente 
nos podemos encontrar con temas legales que 
no están totalmente regulados por la legislación 
o cuya interpretación no cubre las necesidades 
de los individuos. Este es el caso de la realidad 
social del tercero perjudicado no víctima directa 
en un siniestro de tráfico.

La realidad social del tercero perjudicado 
no víctima directa en un siniestro de tráfico es 
un tema de fehaciente relevancia en el ámbito 
de la responsabilidad civil extracontractual. Se 
trata de una problemática compleja, pues no se 
encuentra totalmente regulada. A consecuencia 
de ello, hay supuestos que no están claramente 
definidos en la legislación actual, que requieren 
atención por parte de los legisladores, como 
por ejemplo, los supuestos que a continuación 
se enuncian: 

a) Matrimonio en el que el marido resulta 
lesionado causándosele una disfunción eréctil 
y es indemnizado, ¿qué ocurre con el perjuicio 
para su mujer (la cual no recibe indemnización)?

b) Muerte de padrastro que crea la ausen-
cia de la figura paterna de la hija no biológica 
del finado, al que le unía un vínculo de especial 
afección. 

c) Muerte del ex marido obligado al pago 
de pensión compensatoria a su ex cónyuge, re-
clamación de ésta de las pensiones compensa-
torias vitalicias.

d) Siniestro en el que gestante de cinco se-
manas aborta por causa directa en accidente 
correspondiéndole indemnización–falta de re-

1 Tomás, F. (2001). Manual de historia del derecho español. 
Ed. Tecnos.

2 Gallo, A. G. (1964). Manual de historia del derecho español: 
Metodología histórico-jurídica. Antología de fuentes del de-
recho español (Vol. 2). Artes gráficas y ediciones.

gulación en expresa sobre la pérdida del futuro 
hijo al padre, que no es indemnizado.

e) El hijo menor que tienen que ser hospi-
talizado y que su madre atendió mientras su re-
cuperación hospitalaria, viendo alterada ésta su 
vida personal a consecuencia de los cuidados 
que tienen que procurarle y que no se ven re-
sarcidos al no contenerse disposición específica 
en el baremo actual (perjuicios morales y patri-
moniales).

f) Familiares de víctima directa en siniestro 
de tráfico en el hospital de parapléjicos de To-
ledo en periodo de adaptación psicológica, per-
juicios morales y resarcimiento de los gastos de 
estos terceros.

g) El empresario cuyos únicos dos trabaja-
dores resultan lesionados en siniestro de tráfi-
co y la necesidad que le surge de contratar dos 
nuevos trabajadores para evitar pérdidas en su 
actividad empresarial ¿tercero perjudicado o 
daño emergente?

La principal cuestión a resolver es la falta 
de reparación íntegra del menoscabo sufrido en 
la vida personal y familiar del tercero perjudi-
cado no víctima directa en un siniestro de trá-
fico. En concreto, el objetivo de este proyecto 
es la necesaria justificación de esos supuestos 
controvertidos que no están específicamente 
regulados en el vigente Sistema de valoración 
del daño corporal. Del mismo modo, se preten-
de dar cabida a la casuística de la que no se 
encuentra regulada dicha reparación integral 
del daño. El tema elegido para este trabajo es 
complejo en determinados aspectos, por lo que 
se pretende que el desarrollo sea de fácil com-
prensión. Con tal finalidad, se hace un recorrido 
a través de siete casos concretos que son desa-
rrollados de manera que puedan apreciarse las 
carencias del actual sistema de valoración y el 
proyecto que actualmente se está desarrollan-
do por la Comisión de expertos para la reforma 
del sistema de valoración de los daños y perjui-
cios causados a las personas en accidentes de 
circulación.

El resto del trabajo se estructura como si-
gue. En el Capítulo I se presentan conceptos, 
definiciones jurídicas y las relaciones entre las 
mismas. En el Capítulo II, se exponen siete casos 
concretos en los que en forma de crítica cons-
tructiva se puede denotar la carencia de regu-
lación en los que el tercero no victima directa 
en siniestro de tráfico no se encuentra ampa-
rado legislativamente en la situación actual es-
pañola. Además, se analiza en cada caso cómo 
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se verían afectadas las víctimas y los beneficia-
rios de indemnizaciones con la aplicación de la 
nueva propuesta de baremo que está siendo 
desarrollada por la Junta Consultiva de Seguros 
y Fondos de Pensiones, dependiente del Minis-
terio de Economía y Competitividad. Posterior-
mente, en el Capítulo III, se hace un análisis de 
derecho comparado desde la perspectiva de la 
Unión Europea de los actuales problemas de los 
sistemas de valoración del daño en diferentes 
estados miembros. Finalmente, se debaten con-
clusiones y reflexiones en el Capítulo IV.

Capítulo I - Definición del concepto de tercero 
no victima directa en siniestro de tráfico. 

Conceptos básicos y su problemática

I- Concepto de perjudicados

1.	 El concepto abierto de perjudicado indirec-
to en el siniestro de tráfico. 

Se entiende dentro del Real Decreto 8/2004 
de la LSRCVMSC, que la figura del perjudicado 
la tiene siempre la víctima de un siniestro de 
tráfico, salvo en los casos en los que existe un 
fallecimiento de este, pues los beneficiarios de 
las indemnizaciones correspondientes serían el 
cónyuge, descendientes o ascendientes herma-
nos menores, abuelos o personas dependientes 
del fallecido que se encuentran englobados en 
la Tabla I del Anexo del mencionado Real De-
creto.

Lo cierto es que existen sectores doctri-
nales que además vinculan a otras figuras que 
se encuentran muy ligadas a las víctimas y que 
deben ser merecedoras de reparación por los 
daños que sufren sus próximos o seres queri-
dos. Se hace referencia así a las parejas estables 
que no están casadas o simplemente a aquellas 
personas que tienen con la víctima una relación 
afectiva o de amistad análogas a los individuos 
que están incluidos en la tabla I y que expresa-
mente no se les hace mención en dicho aparta-
do. 

Estas corrientes del derecho postulan la ne-
cesidad de extender el concepto de perjudica-
do, entendiendo que la muerte en siniestro de 
tráfico sufre la pérdida de un ser afectivo afín, 
el cual le causa directamente un daño moral, sin 
la necesidad de que ese sujeto fallecido sea un 
familiar directo. 

No puede considerarse plenamente cierto 
que la muerte de un familiar próximo cause di-
rectamente una lesión afectiva o daño moral, si 
bien es cierto que en la mayoría de los casos 

este ‘apego afectivo’ existe, pero no necesaria-
mente puede decir que es irrefutable.

Es en este sentido, el concepto beneficia-
rio dentro de la LCS no se asemeja al del citado 
Real Decreto, pues dice que el beneficiario3 po-
drá ser cualquier persona que el tomador esta-
blezca, sin hacer un listado o crear exclusiones 
de quienes serán los que percibirán la presta-
ción del concepto seguro. 

Genuinamente, la facultad de señalar o re-
vocar beneficiarios es del tomador del segu-
ro. Por este motivo, no entendemos porque se 
dan límites a los beneficiarios de un siniestro de 
tráfico y se da exclusión a otros perjudicados 
que directamente pueden ser beneficiarios en 
el supuesto de que el tomador del seguro así lo 
estime.

Así, por analogía, podemos determinar que 
existe una gran laguna con respecto a las in-
demnizaciones que corresponden a terceros 
no víctimas directas en siniestro de tráfico en el 
que el resultado no es la muerte de la víctima en 
el siniestro, sino un gran lesionado o una larga 
incapacidad temporal que provoca en los fami-
liares o próximos en perjudicados directos sin 
intervenir en el siniestro, teniendo un perjuicio 
claro, pues tienen que abandonar su vida coti-
diana para amoldarla a la del lesionado que ne-
cesita obligatoriamente de su cuidar y estar, ya 
sea, como periodo de adaptación psicológica, 
o la simple atención de la madre hacia su hijo 
menor.

Actualmente, la Propuesta Normativa realiza-
da por el Grupo de Expertos para la Reforma del 
Sistema de Valoración de los Daños y Perjuicios 
causados a las personas en accidente de circu-
lación4 hace una ampliación de los conceptos de 
perjudicados, pero vuelve a cometer una taxativa 
expresión de los mismos excluyendo a los que por 
la realidad social puedan surgir. Así la Sección 1º, 
habla sobre el perjuicio personal básico y las dis-

3 Ley de Contrato de Seguros, artículo 84 “El tomador del se-
guro podrá designar beneficiario o modificar la designación 
anteriormente realizada, sin necesidad de consentimiento 
del asegurador. La designación del beneficiario podrá ha-
cerse en la póliza, en una posterior declaración escrita co-
municada al asegurador o en testamento. Si en el momento 
del fallecimiento del asegurado no hubiere beneficiario con-
cretamente designado, ni reglas para su determinación, el 
capital formará parte del patrimonio del tomador”.

4 Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones del 
Ministerio de Economía y Competitividad. Junta Consultiva 
de Seguros y Fondos de Pensiones –Pleno 12 de diciembre 
de 2014–. “Borrador elaborado por el grupo de trabajo del 
sistema para la valoración de los daños y perjuicios causa-
dos a las personas en accidentes de circulación”.
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posiciones relativas a la Tabla 1.A, donde se de-
talla las categorías de perjudicados, artículo 21-2 
y siguientes de la citada propuesta normativa, 
que desglosa por un lado las cinco categorías au-
tónomas de perjudicados: el cónyuge viudo, los 
ascendientes, los descendientes, los hermanos y 
los allegados. En el siguiente párrafo del citado 
artículo excluye al que estando en las categorías 
anteriores por las circunstancias que se den en el 
siniestro supongan la inexistencia del perjuicio a 
resarcir, claramente hace referencia a los delitos 
dolosos cometidos con vehículos a motor. En el 
último párrafo del citado artículo, se deja a la libre 
interpretación la condición de perjudicado dicien-
do: “Igualmente tienen la condición de perjudica-
do quien, de hechos y de forma continua, ejerce 
las funciones que por incumplimiento o inexisten-
cia no ejerce la persona perteneciente a una cate-
goría concreta o asume su posición”. Este último 
inciso, sí que amplía claramente la definición de 
perjudicado, pero no dice como deberá acreditar-
se dicha situación.

Como referencia al concepto de perjudica-
do y a su forma de legitimación a la hora de ha-
cer la reclamación, la Sentencia de 1 de abril de 
20095 deja bien claro que en la Doctrina pacífi-
ca “el derecho a la indemnización por causa de 
muerte no es un derecho sucesorio, sino ejerci-
table ‘ex iure propio’ al no poder sucederse en 
algo que no había ingresado en el patrimonio 
del ‘de cuius’, por lo que la legitimación no co-
rresponde a los herederos en cuanto teles, sino 
a los perjudicados por el fallecimiento pues sólo 
los vivo son capaces de adquirir derechos” ha-
ciendo referencia a las Sentencias de 20 de julio 
de 19996.

2.	 El resarcimiento del tercero perjudicado en 
la Jurisprudencia. Su contemplación en el 
mundo del daño emergente y el lucro ce-
sante.

Ya jurisprudencialmente existían Senten-
cias en las que se indemnizaba por la muerte 
de un cercano a terceros indirectos o colatera-
les, que sin ser sus herederos legales, bastando 
con demostrar que el fallecimiento les provocó 
un perjuicio moral y/o material. Así, en el Texto 
de la autora Roca, E. (2003)7 se hace referencia 
a las sentencias que así lo contemplaban y re-

5 Buscador el derecho, STS 246/2009 Sala de lo civil Sen-
tencia de 1 de abril de 2009 – Ponente: Ignacio Sierra Gil de 
la Cuesta Procedimiento: Casación – sobre la condición de 
perjudicado en siniestro de tráfico. 

6 Buscador el derecho, Referencia EDJ 1995/4371.

7 Roca Trias, E., Derecho de daños. 4ª Edición Editorial Tirant 
lo Blanch, año 2003

conocen el derecho a la indemnización en los 
siguientes supuestos: 

“… el viudo (SSTS 4 mayo 1983 y 23 diciem-
bre 1985); los padres, aunque no si no dependen 
económicamente del difunto (STS 2 julio 1979), 
los hermanos (STS 10 marzo 1983, Sala 2ª). En 
otras sentencias se ha admitido la indemniza-
ción a no parientes, como a la prometida en 
concurrencia con los padres (STS 12 marzo 1975, 
Sala 4ª); la compañera sentimental del difunto 
casado con otra persona (STS 19 mayo 1969, 
Sala 2ª); el asilo en que vivía acogido un anciano 
(STS 31 mayo 1972, Sala 2ª); una congregación 
religiosa por la muerte de uno de sus miembros 
(STS 12 junio 1970) y a la conviviente de hecho 
(STS 2 octubre 1994, Sala 2ª), incluso concu-
rriendo con la esposa y descendientes de la víc-
tima (STS 2ª de 5 julio 1999)”.

El único concepto cercano al habido tercero 
perjudicado indirecto en un siniestro de tráfico 
que sufre una lesión patrimonial o extra patri-
monial evaluable económicamente es el daño 
emergente8, que como dice Diez Picazo. L9, es 
la disminución de los valores patrimoniales que 
el perjudicado tenía en su haber. En definitiva, 
las pérdidas efectivamente sufridas que incluye 
también la previsión de efectos futuros de un 
daño presente así como los daños morales. No 
se puede presumir, y ha de ser consecuencia di-
recta del hecho dañoso (STS 3 octubre 1991). 

A raíz de esta definición y referencia, con-
cluimos que puede considerarse daño emer-
gente en la circulación de vehículos a motor, 
aquel coste conectado con el hecho dañoso o el 
gasto necesario para la reparación del perjuicio, 
tras haber padecido daño moral o patrimonial, y 
que tiene que ser asumido por el perjudicado o 
un tercero. 

Es necesario un concepto propio, ya que es 
un daño sobrevenido y colateral al siniestro, que 
no se encuentra contenido en las Tablas del Sis-
tema de Valoración, cayendo por tanto en pa-
labras de Fernández Arévalo, Ángela (2008), en 
un daño emergente extratabular atípico, pues 
no están contemplados en el Anexo actualizado 
cada año, y que en esencia son perjuicios asu-
midos por familiares, empresarios o simplemen-
te allegados próximos de la víctima en el sinies-
tro, que al estar ausente en la Normativa Legal, 
incumple el principio de total indemnidad del 
perjudicado y que se encuentra plasmado en la 

8 Véase Artículo 1.106 y 1.107 del Código Civil

9 Diez-Picazo, L., Derecho de daños. (1999). Ed. Civitas
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propia Ley de Responsabilidad Civil del Seguros 
de Circulación de Vehículos a Motor en su Crite-
rio Primero y en las líneas generales del propio 
Borrador del Sistema para la Valoración de los 
Daños y perjuicios causados a las personas en 
accidentes de circulación, sobre los Principios 
fundamentales del sistema de valoración10.

Como norma general, esta última aprecia-
ción se ha encajado en un mal llamado ‘lucro 
cesante’11 o ‘daño emergente’12, pero en esencia 
estos conceptos no están perfectamente en-
cuadrados, pues siendo estimables económica-
mente no se incluyen en las tablas del Sistema 
de Valoración como conceptos indemnizatorios 
cuantificable.

Con respecto al lucro cesante, y haciendo re-
ferencia a la Doctrina Pacífica del Tribunal Supre-
mo, y con su máximo exponente en la Sentencia 
de 25 de marzo de 201013, se incardina a dar sig-
nificado a este concepto de lucro cesante.

3.	 El beneficiario en la Ley de Contrato de Se-
guros y su aproximación al tercero no victi-
ma directa en siniestro de tráfico.

Por otro lado, y con la finalidad de conse-
guir un nuevo concepto de perjudicado no di-
recto en el siniestro, es necesario hacer referen-
cia a la figura del beneficiario el cual posee un 
significado que podemos extender a aquellas 
personas que, como dice la Real Academia de 
la Lengua, “Resulta favorecido en algo” y que en 
la figuración de la LCS además se contextualiza 

10 Véase: Martin Casals, Miquel. “Por una puesta al día del siste-
ma de valoración del daño corporal (“baremo”). InDret 4. y art. 
11-2 del Borrador realizado por la Comisión de Expertos para la 
Reforma del Sistema de Valoración de los Daños y Perjuicios 
causados a las personas en accidentes de circulación. 

11 El lucro cesante definido en el Código civil en su artículo 
1106 dice de este que comprende no solo el valor de la pér-
dida sufrida sino también el de la ganancia que haya dejado 
de obtener el acreedor. En palabras de D. Mariano Medina 
Crespo con respecto al lucro cesante derivado del daño cor-
poral, lo define como “la ganancia o ventaja económica que 
deja de conseguirse como consecuencia de un daño corpo-
ral, en otras palabras “una riqueza inconseguida”. Ante esta 
reflexión, se extrae que el lucro cesante lo sufre la misma 
víctima directa en el siniestro, no incluyendo a los perjudica-
dos próximos del siniestro.

12 De nuevo D. Mariano Medina Crespo crea un concepto com-
pleto de este daño emergente diciendo “que no solo es un 
empobrecimiento patrimonial sino que además es la pérdida 
o detrimento consiste en algo que sale del patrimonio, una 
riqueza perdida, algo que se va”.

13 STS 2034/2010 Sala de lo Civil - nº de Recurso: 1262/2004 
Nº de Resolución: 229/2010 Procedimiento: Casación Po-
nente: Juan Antonio Xiol Ríos – Sobre el lucro cesante deriva-
do de siniestros de circulación.

como “la persona a la quién beneficia el Contra-
to de Seguro”.

Su propio nombre así lo define, son aque-
llas personas que sin sufrir el daño directamen-
te resultan plenamente resarcibles por la Ley 
de Contrato de Seguros, y que por desgracia 
no están incluidas en el Sistema de Valoración 
del Daño corporal que actualmente se encuen-
tra en vigor, pues aunque a simple vista resulta 
un concepto muy laxo, este puede ser acotado 
para dar cabida a aquellas personas que no se 
encuentran en las Tablas del citado Baremo.

Esta detracción ya fue puesta de manifiesto 
por diversos juristas y catedráticos, por ejemplo, 
(Marín López, Juan José, 1997) en el que hacía re-
ferencia a la tasación legal de los perjudicados, la 
determinación de grupos excluyentes y la con-
currencia intragrupo de los beneficiarios, pues 
difícilmente un Sistema de valoración dividido 
en escuetas tablas y a su vez tan taxativa, puede 
dar cabida a todos los condicionales debatidos 
que surgen en un determinado caso concreto.

Sobre la valoración justa e integra del daño 
ocasionado por muerte, (Pantaleón Prieto, A. F., 
1989)14 es preciso descubrir quiénes son los ver-
daderos perjudicados, que no necesariamente 
serán los herederos y desglosar los conceptos 
indemnizatorios.

Si relacionamos el concepto de beneficiario 
de la LCS antes expuesto con el artículo 1.2 de la 
LRCSVM que dice:

“Los daños y perjuicios causados a las perso-
nas comprensivos del valor del pérdida sufrida y 
de la ganancia que hayan dejado de obtener, pre-
vistos, previsibles o que conocidamente se deri-
ven del hecho generador, incluyendo los daños 
morales, se cuantifican en todo caso, con arreglo 
a los criterios y dentro de los limites indemniza-
torios fijados en el anexo de la presente Ley”.

Llegamos a la reflexión de que la definición 
de perjudicado debe extraerse de efectivo daño 
moral y no de la relación parental que se tenga 
con la víctima, y es que la delimitación de la tabla 
I para el caso de muerte, contradice la singulari-
dad del artículo 1.2 cuando dice “en todo caso, 
con arreglo a los criterios y dentro de los limites 
indemnizatorios fijados” esos límites se refieren 
a las cuantías que van a corresponder, no a las 
personas a las que va a ser otorgada la indem-

14 Pantaleón Prieto, Ángel Fernando. “La indemnización por 
causa de lesiones o de muerte” Anuario de Derecho Civil, 
Abril – Junio 1989. 
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nización o las que se puedan ver afectadas. No 
porque exista un lazo parental debe nacer la 
obligación de indemnizar, pues como veremos 
más adelante, a ciertas relaciones no parentales 
o consanguíneas que causan un perjuicio y daño 
afectivo, que resulta seriamente difícil de valorar. 

Esta forma de identificar e interpretar a los 
perjudicados no ha tenido mucha aceptación en 
las corrientes Doctrinales, como así cita Alejan-
dra de Lama Aymá15: “La última tendencia doctrinal 
acepta la existencia de un baremo pero introdu-
ciendo determinadas correcciones para mejorar 
las deficiencias que ahora sufre (Medina Crespo, 
2007, p. 272 y Álvarez Camiña, 2000, p. 370)”.

En la reflexión de la autora, ésta dice: “En mi 
opinión, una de las tesis mejor construidas en la 
que no censura que la Ley considere a determi-
nadas personas como perjudicadas sino que lo 
haga con carácter ‘iuris et de iure’, Por ello, se 
ha propuesto la tesis de que el baremo estable-
ce una suerte de presunción ‘iuris tantum’, de 
que la especial relación de parentesco que une 
a determinadas personas con la víctima, es lógi-
co pensar que en la mayor parte de los casos se 
habrá producido un perjuicio moral por la pérdi-
da del ser querido”.

 A la conclusión que llega en su trabajo, y 
que particularmente comparto, es que al cam-
biar el principio iure et de iure al carácter iuris 
tantum, damos cabida al proceso probatorio, 
pudiendo ejercer la actividad prueba en contra-
rio, dejando abierto la contradicción sobre los 
perjudicados que constan en los presupuestos 
legales, es decir, cabe probar el daño de la per-
dida de ese amigo, novio, pariente lejano o no 
familiar vinculado a nuestra vida social, y que su 
ausencia o desagravio nos ha causado un ver-
dadero perjuicio. 

II.- Singularidades y vicisitudes del concepto 
de daño en los terceros indirectos 

1.	 La significación del valor del daño y su re-
presentación.

Es imprescindible hacer referencia al con-
cepto daño en el ámbito en la obra de Encarna-
ción Roca Trías16, lo define como:

15 De Lama Aymá, Alejandra. “La muerte de un familiar en ac-
cidente de tráfico: cuestiones controvertidas con ocasión de 
la STS de 1 de abril de 2009”. Indret: Revista para el Análisis 
del Derecho, 2010, no 2, p. 4.

16 Roca Trías, E., & Navarro Michel, M. Derecho de daños. Textos 
y materiales, 6. 4ª Edición Editorial Tirant lo Blanch, año 2003 - 
véase páginas 16, 17 y siguientes de la citada obra.
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“un perjuicio que puede derivar del incum-
plimiento del contrato, o de la lesión causada 
a través de acciones u omisiones que tengan 
como base una intención de dañar”. 

Este concepto puede ser extensible al ám-
bito de los siniestros de tráfico que en el desa-
rrollo de su actividad de riesgo pueden causar 
este tipo de menoscabos o perjuicios.

Del mismo modo el concepto de valor del 
daño, en palabras de Fernando Gómez Pomar17, lo 
define en síntesis como el daño patrimonial y el 
no patrimonial, y parece extraer el valor de ese 
daño, diciendo que:

“El daño patrimonial provoca una disminu-
ción que es compensable en dinero o con bie-
nes intercambiables por dinero. El daño no pa-
trimonial o moral, por el contrario implica una 
reducción del nivel de utilidad que ni el dinero, 
ni los bienes intercambiables por este, puedan 
llegar a compensar”. 

Este concepto es bastante técnico en cuanto 
que intenta excluir la ‘emocionalidad’ o ‘morali-
dad’ para convertirlo en ‘utilidad’, que puede gra-
duarse aumentando o disminuyendo el provecho 
que no se puede recuperar tras un accidente.

Lo cierto es que desde esta perspectiva 
quedaría incompleto, ya que sería necesario 
añadir la figura del resarcimiento moral por las 
sensaciones que se transmiten en el pesar de 
una situación adversa en un siniestro de circu-
lación, así, se completaría el significado sobre el 
valor del daño sufrido.

Según este Autor en su trabajo, y tras la 
traslación del concepto a figuras de representa-
ción gráfica, llega a la conclusión de que el daño 
no patrimonial o moral, a diferencia del daño 
patrimonial afecta no a la cantidad de dinero 
que se pierde o se dispone por el hecho dañoso, 
pues este no cambia, sino que lo que se ve dis-
minuido es la utilidad en sí, definiéndolo como 
una ‘UTILIDAD PURA’. 

Es evidente, que para el que sufre el daño, su 
cuantificación va a quedar subjetivada por el na-
cimiento de la imposibilidad que le sobreviene y 
que le impide en el caso de lesiones permanentes 
continuar con la vida que venía desarrollando, sino 
ir más allá, y trasladarlo a los terceros que tam-
bién sufren esta eventualidad sobrevenida que sin 
más remedio tienen que asumir, y que en materia 

17 Pomar Gómez, Fernando. Daño moral. Indret: Revista para el 
Análisis del Derecho, 2000, no 1, p.6.
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de Derecho de Daños tiene que ser compensada 
por los padecimientos del tercero en la degene-
rada utilidad que el pariente o próximo cercano 
sufre en el siniestro, y que puede valorarse como 
daños no patrimoniales indemnizables a terce-
ros, pues afirmamos las conclusiones del autor al 
que hago referencia, en cuanto a que “la finalidad 
de la indemnización por daños y perjuicios tiene 
como fin el compensar la pérdida de utilidad su-
frida por la víctima”, ampliando el concepto de 
víctima hasta los terceros colaterales e indirectos 
que del mismo modo sufren las repercusiones de 
un hecho derivado de la circulación. 

2.	 Nacimiento del daño y la asunción del ter-
cero.

La dificultad del origen del menoscabo que 
atenta al tercero perjudicado y la asunción de 
este es determinar, cuándo surge el reconoci-
miento del perjuicio en el tercero no directo pero 
vinculado al accidente de circulación, sufriendo 
sus consecuencias (las derivadas del accidente).

Antes de contestar esta pregunta, es perti-
nente identificar los estados que conllevan los 
perjudicados colaterales en accidente de circula-
ción, como: la angustia, inquietud, intranquilidad 
o ansiedad cuando una persona muy cercana, 
sea pariente o allegado, se encuentra en estado 
crítico tras un accidente de circulación, la pena 
y el sufrimiento emocional por empatía de un 
familiar próximo que sufre las consecuencias di-
rectas de un accidente con vehículos a motor, o 
incluso, la depresión y el estado de agobio por 
la dependencia que surge tras el siniestro, con 
respecto a los cuidados y el tratamiento de la 
víctima del accidente, que antes se valía por sí 
misma, y que ahora necesita de atención diaria 
que es prestada por estos familiares cercanos. 

Todos estos perjuicios que entendemos sur-
gen a los terceros próximos, y que en la vida 
diaria se reconocen, no están registrados por 
el Derecho de Daños ni por el sistema de valo-
ración, debido a lo resumido y taxativo del sis-
tema tabular, que incluye los daños morales en 
sus tablas valoradoras. 

Es comprensible lo dificultoso que puede 
ser determinar la existencia o la simulación de 
estos padecimientos espirituales o psíquicos, 
pero no por ello deben excluirse directamente 
de su resarcimiento, pues se atentaría con los 
criterios de reparación integra de los perjudica-
dos en siniestro de circulación, contradiciendo 
la finalidad máxima del resarcimiento de los da-
ños y perjuicios ocasionados en hechos vincula-
dos al tráfico a motor. 

Por ello, el perjuicio sí debe reconocerse 
desde el primer momento en el que el tercero, 
sea cual sea su cercanía a la víctima directa en 
accidente de tráfico, manifiesta su desequilibrio 
emocional, y en caso dubitativo en valor de las 
pruebas periciales psicológicas son las que de-
terminarían si el padecimiento en sí existe, sien-
do la premisa a destacar de ‘iuris tantum’. 

¿Cómo podemos identificar el derecho a re-
sarcir de un tercero colateral a la víctima directa 
del siniestro? En primer lugar, cuando la lesión 
de la víctima afecte al perjudica do y este no 
tenga la obligación de soportar sus repercusio-
nes, desde ahí nace el deber de indemnizar por 
parte del causante del hecho provocante del 
daño.

Los criterios que siguen el Código Penal en 
sus artículos, 109, 110 y 11318, sí hacen referencia 
al ejercicio de la acción civil para la reparación 
del daño y la indemnización de los daños y per-
juicios morales patrimoniales, así como la con-
templación a los familiares y a los terceros. Es 
curioso, que en el ámbito penal se incluya a los 
terceros sin más límite que el ejercer las accio-
nes para la reparación. 

Capítulo II: Criterios de identificación del 
daño. Supuestos controvertidos

En este capítulo, nos centramos en aquellos 
casos, en los que tras manifestarse el daño en 
accidente de circulación en una persona, este 
repercute a otras personas cercanas que de for-
ma indirecta o colateral se ven afectadas por 
ese daño sufrido por la víctima directamente 
vinculada al hecho de la circulación. 

Por nimio que sea un daño sufrido por un 
afectado en la circulación, este causa, paradóji-
camente, un perjuicio indirecto en otras perso-
nas que forman parte o son componentes de la 
vida social del afectado (no resulta extraño ima-
ginar el caso, en el que un compañero de traba-
jo se parta una pierna en un accidente de moto, 
y nos ofrezcamos para acompañarlo o llevarlo 
a su domicilio en coche durante los días en los 

18 Art. 109 CP 1. La ejecución de un hecho descrito por la Ley 
como delito o falta obliga a reparar, en los términos previs-
tos en las Leyes, los daños y perjuicios por él causados. 2. El 
perjudicado podrá optar, en todo caso, por exigir la respon-
sabilidad civil ante la Jurisdicción Civil. Art. 110 CP La respon-
sabilidad establecida en el artículo anterior comprende: 1.º La 
restitución. 2.º La reparación del daño. 3.º La indemnización 
de perjuicios materiales y morales. Art. 113 CP La indemniza-
ción de perjuicios materiales y morales comprenderá no sólo 
los que se hubieren causado al agraviado, sino también los 
que se hubieren irrogado a sus familiares o a terceros.
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que está impedido o acércalos a alguna revisión 
médica).

Los supuesto que se plantean a continua-
ción vienen a determinar aquellos casos en los 
que estos afectados indirectos o colaterales se 
encuentran relegados a una indemnización por 
no considerarlos incluidos en un sistema tabular 
un tanto obsoleto que no los regula.

Casuística I

En este primer supuesto de hecho, se quiere 
mostrar la concisa regulación vigente del terce-
ro no victima directa en un accidente de tráfico, 
queda descalificado, o, mejor dicho, no queda 
completamente incluido en el resarcimiento de 
daños y perjuicios. 

Descripción del supuesto controvertido: 

El Sr. Nieto de 29 años edad y casado con 
la Sra. Úrdales, sufre siniestro de tráfico con su 
motocicleta el 6 de enero de 2014 en el que in-
tervino el vehículo camión IVECO responsable 
único del siniestro. 

A consecuencia del accidente el Sr. Nieto 
sufre graves traumatismos, fracturas y amputa-
ción parcial del pene. En noviembre de 2014 es 
dado de alta médica con secuela no superior a 
75 puntos calificada como “Desestructuración 
del pene con estrechamiento del meato (inclu-
yendo la disfunción eréctil) y pérdida traumáti-
ca de los dos testículos”. 

El Sr. Nieto es debidamente indemnizado 
por los daños y perjuicios sufridos en el sinies-
tro de tráfico, no siendo catalogado como un 
gran lesionado, pero ¿qué ocurre en este caso 
con su esposa, la cual sufre un gravísimo per-
juicio sin estar directamente vinculada con el 
siniestro de tráfico? 

Se pasa a realizar una relación detallada de 
perjuicios de la Sra. Úrdales, entre los cuales, los 
más relevantes que se encuentran son: 

1.- Su marido, con tan solo 29 años, no po-
drá realizar las funciones de reproducción o fe-
cundación, haciendo inviable la procreación de 
hijos biológicos.

2.- Existencia de una disfunción eréctil que 
hace imposible mantener relaciones maritales. 

3.- El daño moral y psíquico, del peso que 
conllevan las anteriores carencias psicofísicas 
que el Sr. Nieto no podrá realizar, incluyendo 

desequilibrio anímico propio del lesionado y de 
su esposa.

Pues bien, en nuestro Sistema de Valoración 
del daño corporal no se encuentra recogido el 
menoscabo que sufre el cónyuge del lesiona-
do (siempre que no esté muerto), quedando 
inerme y desamparada legalmente, sin ningún 
tipo de reparación económica por la pérdida de 
aquellas actividades de la vida conyugal que no 
se van a poder desempeñar durante el tiempo 
que dure el matrimonio, sin incluir los perjuicios 
psicológicos y morales de las consecuencias 
que derivan de la propia lesión.

No cabe la posibilidad de incluirse esta per-
dida en un daño moral, sino en una perturba-
ción fisiológica propia, pues se le está privando 
directamente de actividades de la vida diaria. 

Desde el punto de vista de la autora, es-
tas perturbaciones creadas a una persona no 
siendo víctima directa en el siniestro tiene que 
tener su propio apartado dentro de la tabla III 
del Sistema de Valoración de los Daños y per-
juicios causados a las personas en accidente 
de circulación actual, debido que los propios 
criterios para la determinación de la indem-
nización, en concreto el criterio primero 1. del 
anexo por el que se deben valorar todo los da-
ños y perjuicio ocasionados en accidente de 
circulación. 

La problemática se encuentra en la escasa 
regulación del citado Baremo, pues la interpre-
tación que se le da es únicamente a la víctima, 
y al no hacer mención al resto de perjudicados 
terceros, directamente se excluye.

Esta ausencia de regulación con respecto 
aquellos supuestos en los que la víctima es tan 
cercana al perjudicado no directo en el siniestro 
de tráfico, que estos mismos sufren de igual for-
ma la misma pérdida que la víctima directa en 
el siniestro, al que se le crean las mismas conse-
cuencias lesionales, y no procurando una com-
pensación económica en concepto de repara-
ción al cónyuge no accidentado, sin existencia 
de resarcimiento de ninguna forma. 

La línea jurisprudencial sobre casos de si-
milares características, como la Sentencia de 
la Audiencia Provincial de Jaén de 13 junio de 
200019 - Pte. Dña. Lourdes Molina Romero indi-

19 Buscador el derecho, SAP de Jaén Nº 146/2000 de 13 junio 
de 2000 - Ponente. Dña. Lourdes Molina Romero, SECCION 
1º, Procedimiento: recurso de apelación 115/2000 – sobre la 
esposa que reclama indemnización por impotencia de su 
marido. referencia de búsqueda - EDJ 2000/39928
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ca con relación a la indemnización de perjuicios 
morales a familiares lo siguiente: 

“En este caso consideramos no concurren 
las circunstancias exigidas por el baremo para 
su concesión. Con independencia de que concu-
rrieran los supuesto exigidos legalmente, en nin-
gún momento de esta causa se ha personado 
la esposa para solicitar esta indemnización, ca-
reciendo de legitimación Santiago, para llevar a 
cabo la petición, pues aunque sus lesiones fue-
ron la causa de la solicitud, la perjudicada seria 
su esposa, a quien ha de presumirse capacidad 
para comparecer en juicio y reclamar lo que es-
time oportuno”.

Si realizamos una comparación del Sistema 
de Valoración Actual con el Borrador de la Co-
misión de Expertos, podemos comprobar como 
en el título II sobre las reglas para la valoración 
del daño corporal en la sección segunda del 
prejuicio personal particular y en el capítulo se-
gundo del citado Borrador sobre las indemniza-
ciones por secuelas, se determinan a los lesio-
nados las secuelas que padecen y en el caso de 
grandes lesionados, con carácter excepcional a 
los familiares, remitiéndose al concepto de su-
jetos perjudicados por muerte del apartado 11-
8.3, según el cual únicamente tendrán derecho 
a ser resarcidos por los gastos médicos y psico-
lógicos que les haya causado el accidente por el 
máximo de tiempo de 3 meses. 

Visto de otro modo, y ponderando la com-
paración entre el sistema actual y el futuro sis-
tema, es más ventajoso el segundo, pues al me-
nos lo traslada y hace mención aunque escaso.

Casuística II

Se presenta a continuación un supuesto en 
el que el fallecido en siniestro de tráfico está ca-
sado con una señora que aporta al matrimonio 
una hija cuyo padre biológico había fallecido 
previamente.

Se quiere plantear qué ocurre con esa hijas-
tra que sin ser hija adoptiva ni régimen análogo, 
fortuitamente se ha visto despojada de la figura 
paterna (padrastro) a la que se le vinculaba con 
una relación de afectividad muy próxima, convi-
viendo con él desde el enlace matrimonial con 
su madre biológica.

Así, D. Miguel en 1997 contrajo matrimonio 
con Remedios, que como circunstancias previas 
al enlace era viuda y tenía una hija de 9 años. La 
hija, que era fruto del otro matrimonio y cuyo 
padre biológico había fallecido, fue criada en el 

núcleo de este segundo matrimonio, sin ser hija 
biológica de D. Miguel.

Dentro del matrimonio de D. Miguel con Re-
medios no nacen más hijos.

D. Miguel con 64 años, sufre siniestro de 
tráfico el pasado día 14 de febrero de 2014 fa-
lleciendo el 15 de febrero de 2014, correspon-
diendo una indemnización a su esposa/viuda 
conforme a la Tabla I del Sistema de Valoración 
Actual de la Ley de Responsabilidad civil de la 
Circulación de Vehículos a Motor, por el subgru-
po Grupo I víctima con cónyuge hasta 65 años 
(115.035,21 euros). 

Pero, ¿qué ocurre con Desiré –hijastra de D. 
Miguel–, que ha perdido la única figura paterna, 
aun no siendo hija biológica de él, y a la que es-
taba estrechamente vinculada? 

Se podría dar una exegesis en sentido am-
plio de la regulación a la Tabla I del Baremo ob-
jeto de estudio, y llegar a la conclusión de que 
efectivamente en un concepto genérico del per-
judicado beneficiario, lo es también el hijastro/a 
mayor o menor de 25 años con o sin conviven-
cia de la víctima, pero lo cierto es que en la acla-
ración (1) sobre los Perjudicados/ beneficiarios 
de la indemnización de la Tabla I dice: 

“a) Cuando se trate de hijos se incluirán 
también los adoptivos”. 

De forma estricta, esta aclaración excluye 
directamente a los hijastros del derecho indem-
nizatorio, minusvalorando el vínculo que entre 
ellos pueda existir, y negando así unos derechos 
que le son propios, pues es de entender que el 
daño moral que sufren estos ‘próximos familia-
res’ son perfectamente indemnizables, y se le 
ve denegado derechos indemnizatorios lícitos y 
reconocibles, tal y como puede tratarse en los 
supuestos legales de un hijo adoptado.

Otra de las cuestiones que se plantean 
sería: ¿Se podría forzar el texto legal de Valo-
ración de daños por siniestro de circulación, 
para el caso de que la hijastra fuese reconocida 
como heredera en testamento? es decir, ¿sería 
tal designación de heredera suficiente para le-
gitimar activamente a la hijastra para reclamar 
como damnificada debido a la relación familiar 
que tenía con el fallecido? 

Partiendo de que en el sistema actual no tie-
ne cabida tasar la indemnización a una hijastra, 
sin embargo si nos centramos en los motivos por 
los que se indemniza a los descendientes sanguí-



d

o

c

t

r

i

n

a

www.asociacionabogadosrcs.org

45

neos o adoptivos, que no son otros más que los 
lazos de afectividad y el sentimiento de dolor que 
deja la pérdida de la figura parental, se debería 
tener en consideración a la figura del hijastro que 
emocionalmente es análoga al del hijo biológico o 
adoptado legalmente, de manera que si se acredi-
ta dicha afectividad por el hecho de que el propio 
finado instituye como heredera a la hijastra, se le 
debería dar a esta la legitimación activa para re-
clamar por la pérdida de su padrastro. 

El sistema que planteo de Sistema de Va-
loración y baremo basado en el principio ‘iuris 
tantum’, donde cabe el objeto probatorio, sería 
perfectamente reconocible este supuesto esgri-
mido en el párrafo anterior, pudiendo la hijastra 
ejercer el derecho a ser indemnizada aun no te-
niendo lazos sanguíneos ni estar dentro del sis-
tema de tablas que así constan en la actualidad.

En comparación a la propuesta del Sistema 
de Valoración desarrollado por la Comisión de 
expertos que se encuentra en curso parlamen-
tario a la espera de la enmienda y la aprobación 
por los cauces legislativos, se pretende solven-
tar esta ausencia de regulación, con lo que se 
podría llamar ‘un cajón de sastre’ con la figura 
de los allegados, que viene a expresar: 

“Son allegados aquellas personas que, sin 
tener la condición de perjudicados según las re-
glas anteriores hubieran convivido familiarmen-
te con la víctima durante un mínimo de cinco 
años inmediatamente anteriores al fallecimiento 
y fueran especialmente cercanas a ella en pa-
rentesco o afectividad”20.

Puede entenderse como una disposición más 
precisa, en tanto en cuanto, son para ‘familiares’, 
que entendemos compartan un vínculo sanguí-
neo, y que por alguna razón han sido excluidos de 
los grupos principales de indemnización. 

Del mismo modo, es infinitamente desventa-
joso para esta persona que se entiende vincula-
da a la víctima como un ‘próximo con relación 
afectiva’, pues en el sistema actuarial de tablas 
que se pretende en el futuro sistema de valora-
ción es limitado cuantitativamente a los ingresos 
de la víctima, pudiendo oscilar la indemnización 
del allegado desde los 146 euros a 293 euros en-
tre los parámetros anuales de ingresos netos del 
fallecido de 9.000 euros a 18.000 euros.

Aunque el baremo actual no lo regula como 
beneficiario de indemnización, lo cierto es que, 

20 Martin Casals, Miquel. “Por una puesta al día del sistema de 
valoración del daño corporal (“baremo”). InDret.

aun así y en la lógica común que guía en determi-
nadas ocasiones a los Jueces y Magistrados, es-
tos han resuelto casos en los que efectivamente 
la resolución de una demanda en la que se plan-
tea el otorgar a un hijastro indemnización por la 
muerte de su madrastra, han sido estimadas. 

Dejamos como referencia la Sentencia del 
Tribunal Supremo Sala de lo Penal, Sección 1ª 
de fecha 2 de febrero de 197321, Ponente: D. Al-
fredo García Tenorio y Sanmiguel22, que efectiva-
mente conceden a dos hijastros indemnización 
por la muerte de su madrastra sin ser herederos 
de dicha señora.

Sí considera el Alto Tribunal, que debe 
atender la indemnización a los perjuicios que 
el óbito produjera a herederos, parientes o ex-
traños, siendo estos declarados perjudicados, 
pues realmente convivían con la difunta y con 
el esposo de ella, padre de los perjudicados, y 
queda acreditado que estos venían explotando 
las fincas rústicas de cultivo, y que, por tanto, su 
ausencia crea una pérdida de índole económica.

Casuística III

Imaginemos por un momento que en el su-
puesto anterior, D. Miguel había tenido un an-
terior matrimonio con otra mujer, Dña. Carmen.

Tras el procedimiento de separación y di-
vorcio en 1995, a la ex esposa le ha sido estima-
do por el Tribunal un derecho de renta vitalicia 
del art. 97 y siguientes Código Civil –en pala-
bras de Turner Saelzer, S. (2004)23– se con-
creta como “aquella prestación satisfecha nor-
malmente en forma de renta periódica, que la 
Ley atribuye, al margen de toda culpabilidad, al 
cónyuge que con posterioridad a la sentencia 
de separación o divorcio se encuentre –debido 
a determinadas circunstancias, ya sean perso-
nales o configuradoras de la vida matrimonial– 
en una situación económica desfavorable en 
relación con la mantenida por el otro esposo y 
con la disfrutada durante el matrimonio y diri-
gida fundamentalmente a restablecer el equi-
librio entre las condiciones materiales de los 

21 Buscador el derecho, STS 2692/19730 Sala de lo Penal, 
Sección 1ª de fecha 2 de febrero de 1973, Ponente: D. Alfre-
do García Tenorio y Sanmiguel Procedimiento: Recurso de ca-
sación – sobre la correspondencia de indemnización a los hi-
jastros por fallecimiento de padrastro en siniestro de tráfico.

22 Jurisprudencia del Consejo General del Poder Judicial 
ROJ: STS 2692/1973 – ECLI:ES:TS:1973:2692

23 Turner Saelzer, S. (2004). Las prestaciones económicas 
entre cónyuges divorciados en la nueva ley de matrimonio 
civil. Revista de derecho (Valdivia), 16, 83-104.
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esposos, roto con la cesación de la vida con-
yugal–” por el que Judicialmente se decretaba 
una renta vitalicia 33.200 ptas. (equivalente a 
unos 200 euros actuales) por el grave perjuicio 
y desequilibrio económico que había sufrido la 
esposa tras la separación. 

No habiendo sido extinguido en el momen-
to en el que fallece D. Miguel, ya que Dña. Car-
men no había contraído matrimonio posterior-
mente, ni tenía relación sentimental o análoga 
de afectividad con otra persona tras el divor-
cio.

Pues bien, este supuesto sí está amparado 
en el Sistema de Valoración actual cuando de-
termina, con carácter general en el punto (3):

“Se equiparán a la ausencia de cónyuge la 
separación legal y el divorcio. No obstante, si el 
cónyuge separado o divorciado tiene derecho a 
la pensión regulada en el art. 97 del CC, le co-
rresponderá una indemnización igual al 50% de 
las fijadas para el cónyuge en el grupo I”24, sien-
do en este supuesto indemnizada Dña. Carmen 
por cuantía de 57.517,16 euros, no ajustándose a 
lo compensado económicamente como renta 
periódica estimada por el Juez, ya que supera 
con creces los posibles años de supervivencia 
de la ex esposa.

Por ello, debiera el futuro Sistema de Va-
loración regular esta materia específicamente, 
para proteger un posible enriquecimiento injus-
to del ex esposo/a, evitando en el contenido de 
su propuesta un límite temporal de 3 años, pues 
a sensu contrario, queda escaso o insuficiente. 

Es conveniente simplificarlo al plazo de su-
pervivencia del ex cónyuge o a la previsión de 
vida, siempre con el límite de que sus circuns-
tancia personales no deroguen ese derecho, 
manteniendo así su renta vitalicia en su justa 
medida, y evitar indemnizaciones superiores a 
las que por sí mismas corresponden.	

Casuística IV

Vamos a plantear el caso en el que la Dña. 
María de 28 años y casada con el señor D. Pedro 
tras varios años de intentos, queda en cinta de 
su primer hijo estando del quinto mes de emba-
razo, el cual se desarrollaba con normalidad y 
sin complicaciones. Inesperadamente sufre ac-
cidente de circulación, con traumatismo abdo-
minal provocado por el cinturón de seguridad, 
y pierde el feto. 

24 Disposición 2819 del BOE núm. 64 de 2014 - BOE.es

Pasado varios meses, es indemnizada con-
forme al sistema actual vigente de valoración del 
daño corporal por cuantía de 38.345,07. En este 
supuesto: ¿Qué ocurre con D. Pedro, progenitor 
del concebido no nacido? ¿Qué tipo de indemni-
zación recibe por la pérdida del feto? ¿Se puede 
decir, que él no es perjudicado de las consecuen-
cias derivas del accidente de circulación? ¿Se le 
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puede excluir de los daños y perjuicios morales 
de la Tabla II del Sistema de Valoración vigente? 
A continuación se detalla la respuesta a cada 
una de las preguntas planteadas. 

En contestación a la primera y segunda 
preguntas planteadas, efectivamente, en el sis-
tema de valoración actual no existe reparación 

del perjuicio sufrido por un padre por la pérdi-
da del feto, no hay cabida para este sujeto del 
concepto de reparación, ni existe como tal un 
factor corrector para el padre. Por consiguiente, 
el desagravio sufrido por progenitor paterno en 
el hecho de la circulación no está acogido por la 
regulación y no le corresponde indemnización 
alguna. Lo cual, crea un desajuste en la partida 
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de indemnización, pues de esta forma, se crea 
un agravio comparativo, ya que es la misma pér-
dida y crea un daño igual a la madre que al pa-
dre, y a uno de ellos no se le está reparando el 
daño causado. Por supuesto, que el progenitor 
de concebido no nacido es perjudicado directo 
en el siniestro, pues aún no están comprendido 
como víctima, sufre los resultados lesivos, y en-
tiendo debe ser indemnizado con toda lógica.

Por lo que respecta a la cuarta pregunta, no 
se puede excluir a esta tercera no víctima di-
recta en el siniestro de tráfico, pues sufre tanto 
como la víctima directa, y por ende, no se justi-
fica su exclusión, ya que no puede acceder a la 
reparación del daño, ni tan siquiera parcial.

No tiene explicación, por qué el legislador 
no da cabida a este tercero que tiene los mis-
mos daños que el lesionado directo, y que no 
se ve amparado por el Sistema de Valoración 
vigente. Podemos hacer referencia a sentencias 
en las que no existen pronunciamientos sobre 
el progenitor masculino, pues al no estar ampa-
rado en la Ley, directamente no compete a los 
Tribunales. 

Del mismo modo, ocurriría cuando no úni-
camente muere el feto, sino también los proge-
nitores, ¿quién debería recibir el resarcimiento 
de los daños morales de los hijos y de los nietos 
concebidos y no nacidos? 

No es cuestión controvertida de que la pér-
dida del ‘nasciturus’ debe ser indemnizable así 
se refleja en el TABLA I y IV del Sistema de Va-
loración, ahora bien, esta indemnización no se 
plantea como una indemnización principal sino 
como un factor corrector que recae sobre la ma-
dre como perjudicada, pues ese factor corrector 
se aplica sobre la indemnización principal, pero 
que ocurre cuando fallecen ambos progenito-
res ¿ya no existen más perjudicados? Hacemos 
referencia al caso planteado en la Sentencia de 
la Audiencia Provincial de Burgos de 6 de abril 
de 200425, que entendió que habiendo fallecido 
ambos progenitores, los abuelos tenían derecho 
a obtener la indemnización fijada por el hijo que 
esperaban los fallecidos, fundamentándolo en 
las siguientes razones: 

“1.- En efecto, el punto 4 del anexo determina 
quienes son los perjudicados en caso de falleci-

25 Buscador el derecho - SAP de Burgos nº 150/2004, de 
fecha 6 de abril de 2004 SECCION 1ª, Ponente: Carreras 
Maraña, Juan Miguel, procedimiento: recurso de apelación 
72/2004 – sobre la indemnización a los abuelos por muerte 
de su hija y el feto que gestaba en siniestro de circulación.
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miento, y los cifra en las personas citadas en la 
tabla I. En esa tabla se incluyen como es eviden-
te, los padres por el fallecimiento de sus hijos, y, 
también, se cita a los abuelos y dice: “abuelos 
sin padres”, distribuyendo la cuantía (llamada 6) 
“entre los abuelos paternos y víctimas”.

Esto supone dos cosas, que los denuncian-
tes podrían obtener una indemnización por el 
fallecimiento de su hija (y su yerno), pero tam-
bién como abuelos, pues la víctima (hija de los 
denunciantes) consecuencia del accidente no 
tenía cónyuge y tampoco tenía hijos, por lo tan-
to, el feto sería nieto de los denunciantes…

2.- En todo caso, y sin necesidad de acudir a 
esta interpretación sistemática, la interpretación 
teleológica lleva a concluir el carácter indemni-
zable del feto a favor de los ‘abuelos’.

La razón esencial es que el concepto de 
‘perjudicado’ es un concepto abierto, pese a la 
literalidad del punto 4 del Anexo, pues en caso 
contrario no podrían ser indemnizados familia-
res o personas convivientes con los fallecidos y 
no descritas en el baremo; y ello es claro que 
fallecidos los hijos y el feto esperado, los padres 
de aquellos son los beneficiarios de la indemni-
zación y en consecuencia a estos beneficiarán 
los correspondientes factores de corrección…

La indemnización por la pérdida del feto es 
un concepto indemnizable como factor correc-
tor por el incremento del daño moral sufrido por 
la pérdida ello supone, que la cuantía indemni-
zatoria no queda excluida por fallecer ambos 
progenitores en el siniestro, sino que se aplicará 
con el incremento correspondiente a la indem-
nización principal que correspondía al perjudi-
cado que en nuestro caso eran los padres de la 
hija fallecida y futuros abuelos, que como es evi-
dente han sufrido un daño moral derivado de la 
pérdida de su futuro nieto. El legislador podría 
haber considerado que el feto no fuera objeto 
de indemnización, pero habiendo admitido su 
carácter indemnizable y como factor de correc-
ción, es claro que ese factor corrector acrece-
rá la indemnización de quien resulte calificado 
como ‘perjudicado’ por el siniestro.

Es muy paradójico que los abuelos sí puedan 
beneficiarse del factor corrector con respecto a 
la pérdida del futuro nieto, porque la muerte de 
su hija hace que perciban la indemnización prin-
cipal y, por tanto, pueda aplicarse dicho factor 
corrector. A sensu contrario, si la madre no falle-
ce, el padre, que pierde a su ‘nasciturus’, no es in-
demnizado por dicha perdida al no recibir como 
víctima indemnización principal.
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 Sin embargo, unos abuelos pueden cobrar 
la indemnización por el futuro nieto perdido, 
cuando fallece el matrimonio, de tal manera que 
el padre únicamente será indemnizado por la 
pérdida del proyecto de hijo cuando muera su 
esposa, por la que recibirá indemnización prin-
cipal a la que podrá ser de aplicación el factor 
corrector correspondiente. 

No tiene demasiado sentido indemnizar 
a los abuelos, padres o hermanos únicamente 
cuando la madre gestora fallece, pues el daño 
existe en todos los supuestos, no únicamente 
cuando muere la madre. 

Como reflexión, el nuevo baremo tiene que 
contener un mínimo para evitar contradicciones 
ilógicas, como es el caso.

Casuística V

En este supuesto, se expone una situación 
que es más usual de lo que habitualmente se 
piensa. 

Se plantea el caso en el que un menor es 
atropellado por un vehículo a motor y sufre gra-
ves lesiones que necesitan de Cuidados Intensi-
vos Hospitalarios, su madre, temiendo por el es-
tado físico del menor permanece en el hospital 
en el que se encuentra hospitalizado, apartán-
dose de su vida laboral y familiar para atender 
las necesidades que le son propias a este menor 
en estado crítico. 

Tras varios días en cuidados intensivos es 
trasladado a planta en el que permanece duran-
te 3 meses, a fin que estabilice y recupere sus 
graves lesiones, en los que efectivamente la ma-
dre no se separa de él. 

Finalmente, el menor se estabiliza y es dado 
de alta, continuando con el seguimiento médico 
hasta la total estabilización de las lesiones. Hay 
que recalcar que la madre del menor ha estado 
atendiendo a su hijo durante todo este periodo 
de tiempo. 

Es claro que las ocupaciones de la progeni-
tora no han sido las habituales en su vida, pues 
al permanecer en constante vigilia por la salud 
de su hijo, ha tenido los agravios propios de la 
situación, como el estado de precariedad en su 
entorno familiar que también se ve afectado, y 
la penosidad o la angustia sufrida sobre el es-
tado de su hijo menor durante su hospitaliza-
ción, por no hablar del gasto económico que le 
ha podido acarrear su estancia en el hospital, 
como el detrimento del salario durante los días 

de cuidados hospitalarios, o incluso la pérdida 
del puesto de trabajo de alguno de los padres.

Innegablemente, existen perjuicios de muy 
grave alcance, catalogados como daños mo-
rales y patrimoniales de este tercero indirecto 
en el siniestro de tráfico y perjudicado, que no 
se ven contemplados ni regularizados para su 
resarcimiento, lo cual nuevamente se excluye a 
estos perjudicados próximos que sin duda su-
fren casi del mismo modo que los agraviados 
de forma directa en el accidente de tráfico, 
como así referencia el Tribunal Supremo en la 
Sentencia de fecha 31 de mayo de 2010 (como 
veremos en el siguiente supuesto).

En el mismo orden, otro supuesto similar 
sería el de los hijos que tienen que cuidar de su 
madre tras un siniestro de tráfico y ven alterada 
su vida personal a consecuencia de los cuida-
dos que tienen que procurarle y que no se ven 
resarcidos al no contenerse disposición especí-
fica en el baremo actual.

¿Cómo cuantificaríamos el daño moral de la 
madre en el supuesto anterior? Una alternativa 
seria aplicar un porcentaje moderado del valor 
equivalente al supuesto de defunción del menor, 
y de esa forma se resarciría el sufrimiento y an-
gustia de la madre durante los meses en los que 
se temía por la vida del lesionado, siempre que 
el estado crítico de salud hubiese sido conside-
rable (no basta con estar unas horas en la UCI).

Casuística VI

Al hilo del caso anterior, supongamos que 
efectivamente el menor ha quedado ‘parapléji-
co’ a consecuencia del atropello, y que es trasla-
dado hasta el Hospital de Parapléjicos de Tole-
do. Tras haber sido tratado y empleados todos 
los métodos posibles para su recuperación y 
curación, y no habiendo alcanzado avances del 
estado de paraplejia, el área Psicológica del ci-
tado hospital requiere de la presencia de los fa-
miliares más cercanos del menor para la terapia 
de adaptación familiar y psicológica de la nueva 
situación en la que se encuentra. 

Los padres y hermanos del menor, se tras-
ladan hasta Toledo donde permanecen 17 días 
para el tratamiento de adaptación requerido.

Nos encontramos con los familiares de un 
gran lesionado que en los primeros días del pe-
riodo de adaptación psicológica (en hospital dis-
tinto del que reside) provoca unos gastos que en 
sí mismos derivan del siniestro perteneciendo al 
detrimento del caudal patrimonial de los terce-
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ros próximos, en el que además interfiere un per-
juicio moral que es soportado por los familiares, 
que se adolecen del estado de angustia y pena 
en el que se encuentra su hijo/hermanos.

Ambos conceptos tienen un denominador 
común, y es que provienen del mismo hecho, 
todo deriva de las lesiones de la víctima del ac-
cidente de circulación y que pasan a ser perjui-
cios a terceros próximos y familiares en los que 
se repercuten y que, por tanto, deben ser resar-
cidos, pues sin este resarcimiento no se cum-
pliría el principio de reparación integra de los 
daños ocasionados por el siniestro de circula-
ción y desvirtuaría los criterios que determinan 
la condición de perjudicados y las indemniza-
ciones para las víctimas por los daños morales y 
psicofísicos que así aparecen en los criterios del 
Sistema para la valoración de los daños y perjui-
cios causados a las personas.

Por ello, deben entenderse ambos concep-
tos como uno único, enmarcándolo en el propio 
sistema de valoración, para que de ese modo se 
cumpla los objetivos para el que fue creado.

El Tribunal Supremo en la Sentencia de fe-
cha 31 de mayo de 201026 Ponente: José Antonio 
Seijas Quintana, desestima la petición de unos 
padres que solicitaban las cantidades dejadas 
de percibir durante el año que se dedicó al cui-
dado de su hijo lesionado en accidente de trafi-
co así como daños morales y daños y perjuicios 
de ambos progenitores.

El motivo de tal desestimación es que tal 
reclamación no tiene encaje en el sistema legal 
de baremación vinculante y de obligado cum-
plimiento, afirmando que el sistema de respon-
sabilidad civil por daños causados en la circula-
ción de vehículos a motor establece la indem-
nización de los daños personales conforme a 
unas reglas tasadas de daños. De ahí que no tie-
ne encaje la pretensión de una persona distinta 
al lesionado por accidente de circulación, ca-
reciendo de legitimación para instar y obtener 
la indemnización a que se considera acreedora 
en su condición de perjudicada al margen de su 

26 Buscador el derecho. STS de la Sala 1ª, Sentencia nº 
321/2010, fecha 31 de mayo de 2010 - Ponente: José Anto-
nio Seijas Quintana, procedimiento: recurso de casación de 
recurso 1221/2005 – sobre: aplicación de lucro cesante por 
pérdida de puesto de trabajo, resarcimiento por los daños 
morales a los progenitores, solicitud de incremento de la 
cantidad fijada la indemnización a favor de padres -a conse-
cuencia del accidente de circulación sufrido por el hijo que 
le ocasionaron lesiones y secuelas que le han comportado 
un grado de minusvalía del 65% calificada de incapacidad 
permanente absoluta y que le inhabilitan para la realización 
de cualquier ocupación o actividad.

hijo (el perjudicado directo) por la atención que 
debió procurarle.

Continúa diciendo la mencionada STS que “El 
sistema no contempla como perjudicados a per-
sonas cercanas a la víctima del accidente de cir-
culación, como ha señalado la sentencia de esta 
Sala de 20 de abril de 2004, citando la del Tribu-
nal Constitucional de 15/2004 de 23 de febrero 
de 2004, en atención a lo dispuesto en el punto 
4 del Anexo, fuera del supuesto de fallecimiento 
de la víctima, en el que sí puede ser considerada 
perjudicada lo que no sucede en este caso”.

Sin embargo, el actual sistema de valoración 
del daño, no existe una partida que contemple 
este daño emergente, pero por suerte, esta idea 
ha quedado contemplada en el Borrador elabo-
rado por la Comisión de expertos para la refor-
ma del sistema de valoraciones de27 los daños 
personales y perjuicios causados a las personas 
en accidente de circulación, concretamente en 
el artículos 11-8.3 donde los engloban como su-
jetos perjudicados, y artículo 21-18 sobre el daño 
emergente y el perjuicio patrimonial básico.

Artículo 11-8.3: “Excepcionalmente, los fa-
miliares de víctimas fallecidas mencionados en 
el artículo 21-2, así como los de grandes lesio-
nados, tienen derecho a ser resarcidos por los 
gastos de tratamiento médico y psicológico que 
reciban durante un máximo de seis meses por 
las alteraciones psíquicas que, en su caso, les 
haya causado el accidente”.

Artículo 21-18: 1. “Cada perjudicado recibe, 
sin necesidad de justificación, la cantidad de cua-
trocientos euros por los gastos razonables que 
cause el fallecimiento, como el desplazamiento, 
la manutención, el alojamiento y otros análogos”.

2. “Si el importe de dichos gastos excede 
del establecido en el apartado anterior, su resar-
cimiento requiere justificación”.

Casuística VII

El último caso que se propone, y por salir un 
poco de la línea que se ha venido comentando, 
trata la particular desnaturalización que puede 
sufrir una persona cercana, sin ser familiar en un 
supuesto de hechos derivados de accidentes de 
circulación.

27 Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones del 
Ministerio de Economía y Competitividad. Junta Consultiva 
de Seguros y Fondos de Pensiones - Pleno 12 de diciembre 
de 2014. “Borrador elaborado por el grupo de trabajo del sis-
tema para la valoración de los daños y perjuicios causados a 
las personas en accidentes de circulación”.
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Se plantea así el caso de un pequeño em-
presario de montaje de cristalería, que tiene 
contratados a dos trabajadores (los únicos de 
la empresa) que tienen accidente de circulación 
‘itinere’, cuando otro vehículo choca frontalmen-
te contra ellos. Estos dos trabajadores resultan 
lesionados, y ambos tienen que darse de baja 
por las lesiones que les ha acarreado el siniestro. 

El empresario durante el tiempo de baja de 
los trabajadores tiene que contratar a otros dos 
especialistas en montaje de cristalería para poder 
salir de la ausencia de sus dos trabajadores. Esa 
nueva contratación recae sobre el empresario, al 
cual se le crea un perjuicio económico y patrimo-
nial, pues si bien está abonando por un lado los 
seguros sociales de dos trabajadores en estado 
de baja laboral, más el desembolso económico 
de los otros dos trabajadores que han sido con-
tratados y que suplen a los que se encuentran en 
necesidad de recuperación tras el accidente.

Por norma general, este perjuicio patrimo-
nial sufrido por el empresario se enmarcaría en 
daño emergente del siniestro sobre un tercero 
indirecto. Este empresario, como característica 
propia del concepto de empleador28, corre el 
peligro de verse en la ausencia de los trabaja-
dores por accidente laboral, pero lo cierto es 
que más allá de ese simple razonamiento, cabe 
entender que ese compromiso no es propio del 
ámbito laboral, sino que hay un hecho causal 
colateral que él, como empresario, no puede 
prever y al que no se le puede responsabilizar 
de ese daño, y que por tanto no tiene el deber 
jurídico de soportar, ya que hay una responsa-
ble del daño causado al cual puede dirigirse y 
solicitar se revierta el perjuicio que está sopor-
tando indebidamente.

Pues bien, una de las posibles soluciones 
para la regularización de estos supuestos de-
batidos, es la creación de un tabla de califica-
ciones abstracta que sea capaz de dar cabida 
a estos supuestos como un resarcimiento del 
agraviado indirecto en siniestro de tráfico”. 

Se entiende que es muy complejo dar una 
forma taxativa a todos y cada uno de los casos 
que puedan contemplarse en un accidente de 
circulación, del que directamente no es víctima, 
pero lo cierto que aun no pudiendo catalogarse, 
este puede quedar regulado como un corrector 
ajustado de lo soportado, en el que se tendrá en 

28 Aclaración a la figura del empleador, el agente encarga-
do de la creación de varios puestos de trabajo que bajo su 
mando van a ser desarrollados, y como tal éste correrá con 
los riesgos derivados de la acción laboral, así como de los 
beneficios propios de la empresa.

cuenta el daño emergente cuantificado, lo deja-
do de percibir como lucro cesante y los ingre-
sos patrimoniales de la víctima indirecta. 

Capítulo III: Perspectiva europea de 
valoración del daño (estudio sobre los 
sistemas de valoración de los estados 

miembros más relevantes)

En este capítulo se pretende dar una pers-
pectiva de la valoración de las lesiones en dife-
rentes estados miembros de la unión europea. 
En primer lugar, se habla de la perspectiva Eu-
ropea de la valoración del daño, encuadrando 
el tema bajo estudio y comentando los organis-
mos europeos de armonización sobre legisla-
ción en materia de siniestralidad de tráfico. Tras 
ello, se pasa a analizar el derecho comparado 
entre algunos de los diferentes estados miem-
bros de la Unión Europea partiendo de las pro-
blemáticas actuales que se presentan en los 
sistemas de valoración del daño y la legislación 
española.

I.	 La perspectiva europea de la valoración del 
daño

Cada uno de los estados miembros de la 
Unión Europea establece un criterio diferente 
para la valoración o evaluación del daño que 
sufren las víctimas de accidentes con respon-
sabilidad social asociada. La mayoría de estos 
accidentes son consecuencia de siniestros de 
tráfico y, por tanto, en aras de armonizar los 
criterios de valoración y las leyes de tráfico, se 
creó en Europa el Instituto para la Ley Euro-
pea de Tráfico o IETL por sus siglas en inglés 
(Institute of European Traffic Law) en el año 
2003. 

La misión de armonización de leyes en ma-
teria indemnizatoria o de resarcimiento del 
daño causado en accidentes de tráfico, se tor-
na de gran complejidad, puesto que cada estado 
miembro aplica sus propios criterios, e incluso 
dentro de los propios estados surgen problemas 
con la aplicación de los sistemas de baremación 
de las lesiones producidas en accidentes de trá-
fico. Por ejemplo, ya desde los inicios de la apli-
cación del Sistema de Valoración vigente en Es-
paña surgieron dudas constitucionales, pues se 
presentaron cuestiones de inconstitucionalidad 
con respecto a los factores de corrección de la 
Tabla V por vulnerar los principios de los artícu-
los 9.3 de la CE sobre la garantía del principio de 
legalidad, la irretroactividad de las disposiciones 
sancionadoras no favorables o restrictivas de de-
rechos individuales, la seguridad jurídica, la res-
ponsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad 
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de los poderes públicos, que quedaron resultas 
por la STC nº 181/2000, de 26 de junio29. 

El IETL realiza recomendaciones a nivel Eu-
ropeo, aunque no son de obligado cumplimien-
to por los estados miembros de momento. Así, 
como resultado de este esfuerzo armonizador 
del organismo Europeo, existe la directiva Eu-
ropea de 25 de Octubre de 2012, que trata de 
fortalecer y armonizar los derechos de las víc-
timas en los estados miembros. Por otro lado, 
una de las recomendaciones más importantes 
que ha realizado el IETL relacionada con el ob-
jeto de estudio de este trabajo (Tercero no vícti-
ma directa en siniestro de tráfico) es aquella de 
Febrero de 2013 en la que literalmente se pedía 
“full compensation for the children of road tra-
ffic accident victims and generally speaking for 
all victims deemed to be vulnerable, such as el-
derly and disabled people”, es decir, compensa-
ción total para hijos, mayores y discapacitados 
a cargo de víctimas de accidentes de tráfico.

A pesar de la aparición del IETL, debido a 
su corta vida y la ardua tarea que supone armo-
nizar a todos los estados miembros de la Unión 
Europea, así como al carácter de recomenda-
ción no obligatoria de las directrices que marca 
dicho organismo, aún prevalece la legislación o 
norma que cada uno de los estados vienen apli-
cando de forma independiente. Por tanto, es in-
teresante realizar un pequeño estudio como co-
lofón a este trabajo de los problemas actuales 
a los que se enfrentan la legislación o falta de 
legislación en alguno de los estados miembros 
más relevantes de la Unión Europea. Concreta-
mente se va a utilizar como referencia las dife-
rentes perspectivas en los actuales problemas 
involucrados en indemnización por accidentes 
en estados miembros de la Unión Europea que 
se exponen en artículo ‘Houisse y otros (2013)’30.

II.	 Derecho comparado en estados miembros 
de la Unión Europea

En este epígrafe se va a realizar un estudio 
comparativo de la problemática actual que se 
presenta en los sistemas de valoración de las le-
siones producidas en accidentes de tráfico en di-

29 STC de Pleno nº 181/2000, de 26 de junio, publicado en el 
BOE 180/2000, Ponente: D. Pablo García Manzano - sobre 
las cuestiones de inconstitucionalidad planteadas del siste-
ma de valoración.

30 Jean-Marc Houisse, Hans-Ulrick Finck, Beate QuastIsa-
belle anré, José Marquez Ruiz, François Blanchet, Stefano 
Lassa, Pascal Cornet, Viviane Le Dantec-Fuhrmann, Stuart 
Max, Pauline Demarez. “Motor Third Party Liability: Analysis 
of Serious Bodily Injury compensation from a European 
perspective”Artículo SCOR Global P&C

ferentes estados miembros de la Unión Europea, 
siempre bajo el punto de vista del sistema de 
valoración español. Se parte de la problemática 
expuesta por ‘Houisse y otros (2013)’, donde se 
exponen a fecha de 2013 los principales debates 
abiertos sobre las indemnizaciones por lesiones 
en siniestros de tráfico en Alemania, Austria, Bél-
gica, Francia, Italia, Reino Unido y Suiza.

1. Alemania

En el caso de Alemania. Según se apunta en 
artículo a ‘Motor Third Party Liability: Analysis of 
Serious Bodily Injury compensation from a Euro-
pean perspective’, actualmente en la legislación 
alemana no se contempla derecho a indemniza-
ción por el dolor y sufrimiento causados a los seres 
queridos de las víctimas mortales en accidentes 
de tráfico, salvo casos excepcionales. No obstan-
te, el Ministerio de Justicia Bávaro inició en 2012 
un Proyecto de Ley diseñado con el objetivo de 
compensar a los esposos, compañeros sentimen-
tales, padres o hijos de víctimas que han fenecido 
en accidentes de tráfico. La puesta en marcha de 
este Proyecto de Ley se estima que incremente los 
costes por indemnizaciones en torno a 900 millo-
nes de euros en el país bávaro, el cual actualmen-
te está entre los países de la Unión Europea con 
mayores costes por indemnizaciones en acciden-
tes con responsabilidad civil asociada. Se espera 
que este incremento en el coste se traduzca en un 
posible incremento en las primas de seguros que 
soportan los consumidores finales.

Actualmente, el Proyecto de Ley iniciado en 
2012 por el Ministerio de Justicia Alemán se en-
cuentra suspendido, sin embargo, el debate con-
tinúa abierto, con especial ahínco en la extensión 
de la indemnización por daño y sufrimiento a los 
seres queridos de los graves lesionados.

Al contrario que en el sistema alemán, en el 
actual sistema de valoración del daño español, 
las indemnizaciones básicas por fallecimiento 
en accidente de tráfico incluyen siempre los da-
ños morales causados a los perjudicados y be-
neficiarios de la indemnización dividiéndolo por 
grupos, donde constan cónyuge, hermanos, as-
cendientes y descendientes (siendo los mismos 
grupos excluyentes). Además, en el borrador 
del nuevo sistema de valoración que se propone 
por la Junta Consultiva de Seguros y Fondos de 
Pensiones31, quiere incluirse además en estas ca-

31 Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones del 
Ministerio de Economía y Competitividad. Junta Consultiva 
de Seguros y Fondos de Pensiones - Pleno 12 de diciembre 
de 2014. “Borrador elaborado por el grupo de trabajo del sis-
tema para la valoración de los daños y perjuicios causados a 
las personas en accidentes de circulación.”
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tegorías a los allegados y a los que se considera 
que tienen la condición de perjudicados.

2. Francia

En este estado miembro se reconocen dos 
problemas recientes que han tenido un impac-
to creciente en el aumento de reclamaciones de 
lesionados en accidentes con responsabilidad 
civil asociada:

1.- Para accidentes posteriores al 1 de enero 
de 2012, la re-evaluación de las indemnizaciones 
anuales pagadas a continuación de un acciden-
te de tráfico ha sido transferida a las asegura-
doras, reemplazando al organismo público que 
se encargaba de tal tarea hasta la fecha.

2.- Siguiendo un decreto que data de 27 de 
diciembre de 2011, actualizado el 29 de enero 
de 2013, un nuevo baremo de capitalización ha 
sido oficialmente implementado para determi-
nar qué cuantía deben los organismos sociales 
para servicios futuros. Este baremo consiste en 
una tabla dividida por sexos para 2000-2012 y 
un ratio fijo para 2013 del 2.97%.

Al contrario que en el país vecino, en Es-
paña no se contemplan actualmente rentas vi-
talicias de los conceptos indemnizatorios, sino 
que existe un pago único de indemnización. 
Aun así, el artículo 11-13 del borrador del nuevo 
baremo, sí habla concretamente de la posibili-
dad de convenir entre las partes o por parte del 
juez la sustitución total o parcial de la cuantía 
indemnizatoria por una renta vitalicia a favor del 
perjudicado. Sin embargo, hasta donde cono-
ce la autora de este trabajo, no se contempla 
la posibilidad de re-evaluar las indemnizaciones 
anualmente, sólo de realizar la actualización de 
índice de precios al consumo correspondiente.

3. Italia

En el país transalpino, se ha instaurado 
progresivamente una jurisprudencia basada en 
pruebas en ausencia de un código legal que re-
gule la valoración de la indemnización por daño 
a las víctimas en accidentes de tráfico. No obs-
tante, tras varias sentencias dictadas por el Tri-
bunal Supremo italiano, el resto de jurisdiccio-
nes han comenzado a seguir la jurisprudencia 
dictada por la corte de Milán en este aspecto. 

Es importante recalcar, que la implantación 
de una ley armonizadora en el país está todavía 
pendiente de desarrollo e implantación en Italia. 
A pesar de ello, existe cierta regulación como, 
por ejemplo, el establecimiento de una garan-
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tía mínima de cobertura por responsabilidad de 
terceros que asciende a 5 millones de euros por 
siniestro, para lesiones de víctimas y 1 millón de 
euros para daños materiales. Estos márgenes 
fueron adoptados según la 5ª Directiva Europea 
del Automóvil, con lo que se pone de manifiesto 
la falta de regulación, suplida en este caso con 
la adopción de normativa común europea.

Por otro lado, la indemnización por daños 
no materiales a las víctimas de siniestros de trá-
fico cuyo grado de discapacidad está por deba-
jo del 9% se determina por una ley que estable-
ce la cuantía anual que corresponde indemni-
zar según el grado de discapacidad. El sistema 
está bastante bien regulado, ya que, teniendo 
en cuenta la limitada flexibilidad que se ofrece 
a los jueces, se dan muy ligeras variaciones en 
las cuantías indemnizatorias finales. En cambio, 
para víctimas con un grado de discapacidad 
superior al 9%, la compensación por daños no 
materiales está siempre determinada por el cri-
terio de los jueces, no existiendo una regulación 
unánime de criterios.

Comparando la problemática italiana con 
España, se hace notar que actualmente y con 
la inclusión del nuevo baremo, la situación es-
pañola está taxativamente regulada, no dejan-
do a la libre interpretación de los juzgadores 
las cuantías indemnizatorias en cada caso, in-
dependientemente del grado de discapacidad 
que las lesiones provocadas por el siniestro en 
cuestión hayan producido en la víctima.

4. Bélgica

Exponemos la problemática de Bélgica. En 
este estado miembro, existe una tabla indicati-
va que de forma similar al baremo español in-
tenta dar una guía para la valoración del daño 
en víctimas de accidentes de tráfico. Esta tabla 
apareció en 1994 en su primera versión, como 
el resultado de un compromiso entre los jueces 
y las aseguradoras, y en ausencia de iniciativa 
parlamentaria alguna que regulara dicho bare-
mo.

El baremo belga de valoración se actuali-
za de forma regular, de hecho, la sexta versión 
de este baremo fue publicada a finales de 2012. 
Esta actualización fue creada por una comisión 
sólo compuesta de jueces, como una herra-
mienta no vinculante, para guiar a los juzgado-
res en la evaluación de los daños sufridos por 
víctimas de accidentes de tráfico. En concreto, 
esta comisión creó un nuevo informe de exper-
tos diseñado para obtener una información más 
específica en la descripción de las lesiones, de 
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forma que se facilite una indemnización más 
adecuada según el tipo de lesión.

La implementación del nuevo baremo belga 
(en su sexta versión) ha provocado una reduc-
ción en los costes por indemnización de aque-
llas víctimas cuyo grado de discapacidad es-
tuviera por debajo del 6%, pero un incremento 
en los costes de indemnización de los grandes 
lesionados. Principalmente se debe este incre-
mento al cambio en los descuentos. De forma 
similar, el incremento en el número de apela-
ciones a la agencia para la gente discapacita-
da (VAPH–Vlaams Agentschap voor Personen 
mete en Handicap) para el reembolso de las 
tarifas por cuidados hospitalarios ha jugado un 
papel importante en la subida de costes por in-
demnización a víctimas de accidentes de tráfi-
co.

A diferencia del sistema belga, el baremo 
español de valoración del daño se actualiza 
anualmente por la Dirección General de Segu-
ros y de Fondos de Pensiones, por la que se pu-
blican las cuantías de las indemnizaciones por 
muerte, lesiones permanentes e incapacidad 
temporal que resultan de aplicar durante el año 
de publicación y que se encuentran actualiza-
das por el índice de precios al consumo, deven-
gado el año de publicación, intentando adaptar 
de esta manera las indemnizaciones a la reali-
dad económica.

De igual manera que las actualizaciones del 
baremo belga, las actualizaciones del baremo 
español, en concreto el borrador propuesto del 
nuevo baremo, pretende una mejor distribución 
de las indemnizaciones, vertebrando las parti-
das de reparación íntegra del daño de manera 
que se valoren por separado los daños patri-
moniales y no patrimoniales, y su adecuación 
pormenorizada mediante bases técnicas actua-
riales que se prevé establecerá el Ministerio de 
Economía y Competitividad. Además, se deta-
llan mediante tablas indemnizatorias de forma 
exhaustiva cada una de las cuantías que se re-
quiere en cada tipo de lesión.

5. Austria

En Austria, así como en Suiza y Alemania, 
la rehabilitación social y profesional de las vícti-
mas de accidentes de tráfico es una parte inte-
grada en la indemnización por los daños sufri-
dos en el accidente en cuestión. Esta rehabilita-
ción socio-profesional tiene lugar de diferentes 
maneras: adaptando las herramientas de traba-
jo utilizadas por la víctima para que pueda se-
guir con su desempeño profesional (por ejem-

plo, adaptación del vehículo a la conducción 
de un discapacitado, adaptar accesibilidad de 
oficia, etc.), o bien, ofreciendo a la víctima en-
trenamiento especializado que lo habilite para 
realizar su desempeño cotidiano y/o laboral de 
forma acorde a su discapacidad, entre otras. 
La obligación de desarrollar esta rehabilitación 
socio-profesional normalmente recae sobre los 
organismos de seguridad social de los mencio-
nados países. 

En el caso concreto de Austria, esta obliga-
ción de ofrecer rehabilitación a las víctimas de 
accidentes de tráfico recae sobre el organismo 
de Seguridad Social austriaco desde 1956. La 
víctima debe contactar con el organismo res-
ponsable del seguro obligatorio de accidentes, 
con el de seguro de pensiones o con la Oficina 
Federal de Seguro del Bienestar para recibir di-
cho servicio de rehabilitación socio-profesional. 
En Austria, a pesar del actual desfavorable cli-
ma económico, el estado está continuando con 
los programas de rehabilitación socio-profesio-
nal, posibilitando de esta forma la reintegración 
satisfactoria de las víctimas de accidentes de 
tráfico en el tejido social y profesional del país, 
con el menor impacto posible.

Por el contrario, en la actualidad legislativa 
de España, no existe la obligación de instar a las 
compañías aseguradoras a ofrecer los servicios 
de rehabilitación y adaptación socio-profesio-
nal. Sin embargo, en el nuevo sistema de valo-
ración propuesto por la comisión de expertos 
dependiente de la Junta Consultiva de Seguros 
y Fondos de Pensiones, se disponen los gastos 
previsibles de asistencia sanitaria futura para los 
casos en los que se derivan secuelas permanen-
tes que necesitarán o que precisarán de forma 
vitalicia prestaciones sanitarias tanto en el ám-
bito hospitalario como ambulatorio. Del mismo 
modo, existen ayudas técnicas o de apoyo para 
la autonomía personal del perjudicado, adecua-
ción de la vivienda y costes de movilidad. Ade-
más, se incluyen gastos de rehabilitación y pró-
tesis y ortesis que fueran necesarias por parte 
del lesionado a lo largo de su vida.

6. Holanda

Pasamos a analizar la actualidad en el mar-
co del sistema de Valoración de Holanda. En di-
cho país, la cobertura por responsabilidad sobre 
terceros en accidentes de tráfico está fijada a la 
cuantía mínima establecida por la 5ª Directiva 
Europea del Automóvil, es decir, 5.6 millones de 
euros por lesiones (tras la actualización acorde 
al índice de precios al consumo del país de apli-
cación).
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La ley que regula la indemnización por le-
siones en accidentes con responsabilidad civil 
asociada no ha cambiado recientemente en Ho-
landa, por tanto, las cuantías indemnizatorias se 
mantienen relativamente estables en los últimos 
años. Las partes implicadas en un siniestro, o en 
el campo de aplicación de una indemnización 
obligada por la responsabilidad asociada al mis-
mo, quedan encuadradas en un marco donde 
priman las buenas conductas en términos de 
gestión de las reclamaciones, haciendo valer el 
principio de rapidez de gestión y favorecimien-
to de las sentencias amistosas.

Cabe comentar, por último con respecto a 
Holanda, que siendo un estado en el que la Se-
guridad Social cubre la mayor parte de las re-
clamaciones por lesionados sin actuar contra el 
tercero responsable de las lesiones, el proyecto 
de ley desarrollado para reducir los servicios su-
ministrados, va a abordar la regulación de gas-
tos médicos excepcionales derivados de cober-
turas por siniestros y va a aumentar la probabi-
lidad de que la aseguradora del tercero culpable 
del siniestro asuma los costes de la indemniza-
ción de la víctima.

Actualmente en España, existe la acción di-
recta por el artículo 76 de la Ley de Contrato de 
Seguro por la que las compañías aseguradoras 
se pueden dirigir unas contra otras hacia la res-
ponsable. Del mismo modo, el sistema sanitario 
español revierte las facturas dimanantes de los 
cuidados recibidos por las víctimas en sinies-
tros de tráfico a las compañías aseguradoras 
responsables del siniestro. Asimismo, cabe co-
mentar, que en España la actualización de los 
baremos se realiza anualmente y, salvo casos 
excepcionales, la cuantía de las indemnizacio-
nes permanece estable con el tiempo al igual 
que en Holanda.

7. Reino Unido

Tratamos la problemática actual en el Rei-
no Unido. En el estado anglosajón, se torna de 
especial importancia, tanto para aseguradoras 
como para asegurados, el cómo las indemniza-
ciones a los graves lesionados son pagadas, con 
especial ahínco en el tema temporal en cuanto 
a la tradición financiera que prevalece en dicho 
estado.

En 2003, las aseguradoras preferían realizar 
liquidaciones en un único pago de las indemni-
zaciones a víctimas de accidentes con respon-
sabilidad civil asociada una vez definida la cuan-
tía de dicha indemnización, pero la ley permitía 
a los jueces imponer un sistema de pago del ca-

pital indemnizatorio basado en anualidades (lo 
que se bautizó como Ordenes de Pago Periódi-
cas). Sin embargo, este método de liquidación 
fue desarrollado principalmente después de la 
apelación de la sentencia en el caso ‘Thompsto-
ne vs. Tameside’, dictada en 2008, y se usa un 
método de aplicación de intereses distinto al 
establecido en la ley de 2003. El factor correc-
tor, que fue fijada al 2.5% desde el año 2001, fue 
severamente criticada por las asociaciones de 
víctimas. Estas asociaciones consideraron que, 
dada la crisis financiera, el factor corrector apli-
cado era demasiado alto para garantizar el prin-
cipio de reparación íntegra del daño por el cual 
se indemnizaba. En dicho contexto, el Ministe-
rio de Justicia anglosajón decidió consultar el 
mercado, particularmente en el método de fijar 
la tasa de capitalización y su aplicación, y en la 
conveniencia o no de seguir el método de anua-
lidades en la liquidación de las indemnizaciones.

Como ya se ha comentado anteriormente, 
el nuevo baremo que se propone para España, 
va a permitir la posibilidad de pagar las indem-
nizaciones de acuerdo a una renta vitalicia. Sin 
embargo, en la actualidad, dicha práctica care-
ce de asiduidad en el sistema indemnizatorio 
que prevalece en el país.

8. Suiza

Por último, se va a analizar el caso concreto 
de Suiza. Como ya se ha comentado anterior-
mente, Suiza comparte filosofía de rehabilita-
ción socio-profesional con los estados de Aus-
tria y Alemania. En concreto, la idea de pérdi-
da de capacidad en las labores domésticas y/o 
cotidianas son objeto de un importante debate, 
como se apunta en ‘Houisse y otros (2013)’ esta 
idea fue el centro del debate establecido duran-
te el ‘Bodily Injury Compensation Forum’ (Foro 
sobre Indemnizaciones por Lesiones Corpora-
les) organizado en enero de 2013.

La evaluación de los daños implica determi-
nar la capacidad que pierde la víctima de desa-
rrollar las tareas domésticas o habituales debi-
do a las lesiones y comparado al estado anterior 
a sufrir las lesiones. En el caso de Suiza, esta 
evaluación se realiza a través de las encuestas 
de población activa.

Las pérdidas de capacidad en tareas coti-
dianas representan el 20% del total de las in-
demnizaciones a los graves lesionados en Suiza. 
Muy frecuentemente, la asistencia personal se 
añade a la indemnización por este tipo de daño. 
Hay que recalcar que a mayor cuantía por asis-
tencia personal, menor cuantía indemnizatoria 
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por pérdida de capacidad de realización de ta-
reas domésticas o diarias (incluso cancelación 
de la misma), ya que las actividades domésticas 
son realizadas por una tercera parte en favor de 
la víctima.

En España, se puede asemejar a la figura de 
los grandes inválidos que aparece en el baremo. 
Se trata de personas que necesitan la ayuda de 
terceros para realizar las actividades habituales 
de la víctima. Sin embargo, la indemnización no 
se cancela sino que se ve aumentada en una 
cuantía determinada que se contempla en las 
tabla cuarta del baremo a dicho efecto.

Capítulo IV: Consideraciones finales y 
reflexiones tras el estudio

En este trabajo se ha realizado una nueva 
definición del concepto de perjudicado en los 
siniestros de tráfico. Dicha definición a dife-
rencia de las dadas por otros autores tiene en 
cuenta figuras que no existen de forma taxativa, 
abriendo las fronteras posibles para el resarci-
miento de los perjudicados lejanos o próximos 
no familiares. Se han comparado, de igual modo, 
los conceptos de daño emergente y lucro ce-
sante cuando estos recaen sobre perjudicados 
indirectos. Así mismo, se han expuesto una serie 
de casos prácticos en los que jurisprudencial-
mente sí se ha hecho esta interpretación am-
plia del perjudicado colateral o tercero indirecto 
que favorece la aplicación del principio de re-
sarcimiento íntegro de los daños a los perjudi-
cados. Para ello se ha comparado el encuadre 
en el marco legislativo actual y se ha analizado 
la aplicación de la propuesta de nuevo baremo 
por parte de la Comisión de expertos. Finalmen-
te, se ha estudiado de forma comparativa la 
perspectiva europea de valoración del daño, a 
fin de comparar la problemática de algunos es-
tados miembros con la problemática española.

A la vista está que es necesario una reforma 
del sistema de valoración legal en España con 
respecto a la valoración de los daños devenidos 
de los siniestros de circulación de vehículos a 
motor, bajo el principio de total indemnidad de 
los perjudicados. 

Matizar que este concepto de perjudicado 
tiene que modificarse, pues no solo los que tie-
nen el derecho a heredar son perjudicados de 
un siniestro, sino que hay que extender el con-
cepto al verdadero daño sufrido del hecho de 
la circulación, convirtiendo la base de este con-
cepto en una presunción ‘iuris tantum’, en cuan-
to que debe darse cabida a la prueba directa, 
con la finalidad de que sea esta la que deter-

mine si existe o no el daño indemnizable por el 
responsable del siniestro al que realmente sufre 
un daño, siendo indistinto que este forme o no 
parte de la familia parental vinculada. Con este 
inicio de la intensificación del concepto de per-
judicado, abrimos la primera puerta de la refor-
ma, en la que queda latente el principal criterio 
de la indemnización, que no es otro que la repa-
ración íntegra de los daños y perjuicios causa-
dos en el ámbito de la circulación. 

No se pretende hacer ponderación de una 
libre cuantificación de los daños y perjuicios 
que pueden ser reclamados por todo el mundo 
sin distinción, sino dar una justa respuesta a los 
supuestos, tales como los que han sido plantea-
dos en el Capítulo II, en los que el daño, tan-
to moral como patrimonial existe claramente, y 
que no se ve resarcido en el Sistema tabular que 
en la actualidad rige el Baremo de valoración 
del daño. 

La finalidad de facilitar el resarcimiento no 
es otro que dar los efectos constitucionales que 
nos amparan, como son la Seguridad Jurídica, 
unificando los criterios para la obtención de una 
Tutela Judicial efectiva, en la que todos los ciu-
dadanos perjudicados puedan tener la posibili-
dad de acudir a la vía judicial, con una prueba 
directa de su menoscabo, y que pueda reparase 
su daño indirecto, ya que, al fin y al cabo, ese 
daño existe y puede probarse, y el único legiti-
mado activamente para desarrollar dicho pro-
cedimiento tiene que ser el propio perjudicado 
indirecto (sin la necesidad de que la víctima 
principal en el hecho de la circulación tenga que 
prestar representación).

Tras el análisis del resto de Normativa legal 
en Europa con respeto al sistema de valoración, 
no podemos decir que exista un sistema de va-
loración tipo o ejemplar perfecto que seguir, de 
ahí la necesidad de seguir experimentando mo-
dificaciones con la realidad social, y haciendo 
conjeturas hasta encontrar un sistema cercano 
al resarcimiento de los daños y perjuicios en 
su totalidad. Igualmente, queda patente la difi-
cultad de armonizar el sistema europeo para el 
resarcimiento del daño debido a las diferentes 
directrices que se aplican en cada estado y a 
los propios problemas internos que los mismos 
pueden encontrar en la aplicación de nuevos 
sistemas de valoración del daño.
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jurisprudencia

Fundamentos de Derecho

PRIMERO.- Cuestión jurídica planteada.

La cuestión planteada ante esta Sala me-
diante los presentes recursos consiste en si el 
retraso en la entrega de una vivienda comprada 
bajo el régimen de garantías de la Ley 57/1968, 
de 27 de julio, sobre percibo de cantidades anti-
cipadas en la construcción y venta de viviendas 
(en adelante Ley 57/1968), justifica la resolución 
del contrato a instancia del comprador o, por el 
contrario, es solamente un cumplimiento tardío 
del vendedor que no autorizaría la resolución 
del contrato por el comprador.

El leve retraso en la entrega de la vivienda justifica la 
resolución del contrato de compraventa y devolución 

de las cantidades entregadas a cuenta, siempre y 
cuando el comprador no haya sido requerido para 

otorgar la escritura pública de forma previa a instar a 
la resolución

Tribunal
Supremo

RESPONSABILIDAD
CIVIL

Sentencia del Tribunal Supremo (Sala 1ª),
de 20 de enero de 2015.

Ponente: Excmo. Sr. D. Francisco Marín Castán
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SEGUNDO.- Antecedentes relevantes para la 
decisión de los recursos.

1.- El contrato litigioso.

A) El 22 de septiembre de 2007 la compa-
ñía "Urbanizadora Inmobiliaria S.A." (en adelan-
te la vendedora), de un lado, y D. Pablo Jesús y 
Dª Penélope (en adelante los compradores), de 
otro, firmaron un documento haciendo constar 
que los compradores entregaban a la vendedo-
ra la cantidad de 3.210 euros "con carácter de 
reserva" (IVA incluido) para la compra de una 
vivienda, con trastero y dos plazas de garaje 
como anejos, en el conjunto residencial "Los 
Jardines de la Estación" que se iba a construir 
en el término municipal de Valdemoro (Madrid). 
El precio total de la vivienda con sus anejos se 
fijaba en 304.500 euros, más el IVA correspon-
diente, que se pagaría del siguiente modo: los 
3.210 euros entregados en ese acto; 25.953 eu-
ros (IVA incluido) al firmarse el contrato privado 
de compraventa; 36.000 euros (IVA incluido) 
"en mensualidades hasta la entrega de la vivien-
da: 6 de septiembre de 2009"; y 260.652 eu-
ros (IVA incluido) "a la entrega de la vivienda 
y firma de escritura pública mediante abono o 
subrogación hipotecaria".

B) El 26 de septiembre de 2007 las mismas 
partes firmaron el contrato privado de compra-
venta de la referida vivienda con sus anejos.

a) En su estipulación cuarta se acordaba 
que la sociedad vendedora "deberá entregar al 
comprador la finca objeto de esta compraventa 
en una fecha no posterior al mes de septiembre 
de 2009, siempre que este último estuviere al 
corriente en sus obligaciones de pago". No obs-
tante, en el párrafo segundo de la misma esti-
pulación el comprador se obligaba "a conceder 
un mes más en el plazo de entrega a la fecha 
indicada en el párrafo anterior a la Sociedad 
vendedora cuando hubieren concurrido circuns-
tancias que, a juicio de la Dirección Facultativa, 
impidan expedir, dentro del plazo mencionado 
en el párrafo precedente, el Certificado Final de 
Obra. Para la obtención de la prórroga bastará 
el informe de la Dirección Facultativa, visado por 
su colegio oficial, que se unirá a una comunica-
ción fehaciente o por carta certificada con acu-
se de recibo, dirigida por la Sociedad vendedora 
al comprador". El párrafo tercero de esta misma 
estipulación disponía que, una vez expedido cer-
tificado de fin de obra y otorgada el acta de fina-
lización de la obra, la vendedora comunicaría por 
escrito a los compradores que tenían la finca a 
su disposición, y los compradores deberían con-
currir al otorgamiento de la escritura pública de 

compraventa en el plazo de treinta días. Para el 
caso de que los compradores dejasen transcu-
rrir dicho plazo "sin hacerse cargo de las llaves y 
sin alegar justa causa impeditiva, que además, en 
ningún caso entrañará perjuicio económico para 
la Sociedad vendedora, se entenderá que renun-
cia a todo derecho sobre las fincas, dejando a 
favor de la Sociedad vendedora en concepto de 
daños y perjuicios, la tercera parte de las canti-
dades entregadas hasta la fecha".

b) La estipulación octava, denominada 
"Cláusula resolutoria", tenía el siguiente conteni-
do: "La presente compraventa queda sometida 
a la condición resolutoria expresa y explícita a 
que se refiere el artículo 11 de la Ley Hipotecaria, 
para el supuesto de que el adquirente no pa-
gase a su vencimiento cualquiera de las canti-
dades pendientes de abono. En consecuencia, 
la falta de pago de uno solo de los plazos del 
precio aplazado a que se refiere la estipulación 
segunda, implicará la resolución de la compra-
venta conforme al artículo 1504 del Código Ci-
vil, de manera que la parte vendedora recupe-
rará la vivienda transmitida libre de posteriores 
cargas y gravámenes, y además retendrá como 
propia una tercera parte de la cantidad global 
que debiera haber cobrado en el momento del 
ejercicio de ese derecho de resolución, la cual 
se imputará por partes iguales a indemnización 
y sanción civil por incumplimiento.

Las partes de mutuo acuerdo establecen 
que los intereses de demora, en caso de impa-
go, quedarán fijados en un 10% de interés sim-
ple a partir de la fecha en que dicho incumpli-
miento se produzca".

c) La estipulación décima, denominada 
"Garantía", sujetaba las cantidades entregadas 
por los compradores a cuenta del precio al ré-
gimen de la Ley 57/1968, de 27 de julio, y de la 
disposición adicional primera de la Ley 38/1999, 
de 5 de noviembre; identificaba la cuenta espe-
cial en la que dichas cantidades habrían de in-
gresarse, abierta en La Caixa; obligaba a la ven-
dedora a devolvérselas a los compradores, con 
el interés correspondiente según la legislación 
aplicable, "en el caso de que la construcción del 
edificio no se terminase en el plazo convenido o 
no se obtuviera la Licencia de Primera Ocupa-
ción correspondiente"; y en fin, garantizaba el 
cumplimiento de esta obligación mediante una 
póliza, con expresión de su número identifica-
dor, formalizada en una determinada oficina de 
"La Caixa", añadiendo que "[e]xpirado el plazo, 
el compradorpodrá optar entre la rescisión del 
contrato con devolución de las cantidades en-
tregadas a cuenta, incrementadas con el por-
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centaje que corresponda según Ley, o conceder 
al vendedor prórroga que se hará constar en 
una cláusula adicional a este contrato, especifi-
cando el nuevo periodo con la fecha de entrega 
de la vivienda".

d) El contrato incorporaba unas "Condicio-
nes de pago" sustancialmente coincidentes con 
las del documento de reserva, aunque especi-
ficando ahora el calendario de los pagos men-
suales que habrían de completar la cantidad de 
36.000 euros: veinticuatro, en total, de 1.500 
euros cada uno, comenzando el 5 de octubre de 
2007 y terminando el 5 de septiembre de 2009.

2.- Hechos anteriores al inicio del litigio .

A) Las obras para la edificación del conjun-
to residencial comenzaron el 16 de julio de 2007, 
pero el 12 de noviembre siguiente se detectaron 
problemas en el suelo que determinaron su pa-
ralización hasta el 29 de enero de 2008.

B) El 15 de septiembre de 2008 la vendedo-
ra remitió una carta a los compradores comu-
nicándoles que iba a reducir los precios de las 
viviendas y que había elaborado un programa 
de incremento en el ritmo de los trabajos para 
"minimizar el periodo de tiempo" empleado en 
la cimentación especial con mejora del terreno 
por circunstancias que no había sido posible 
prever en el estudio geotécnico ni, por tanto, en 
el proyecto.

C) El 29 de septiembre de 2008 se celebró 
una reunión entre los compradores y la vende-
dora en la que esta les propuso firmar un con-
trato reduciendo el precio de la compraventa 
a 288.000 euros (IVA excluido) y ampliando 
el plazo de entrega de la vivienda hasta "una 
fecha no posterior a Diciembre de 2008". Los 
compradores no aceptaron esta propuesta pero 
sí el documento que les entregó la vendedora, 
un aval solidario fechado el 30 de septiembre 
de 2008, constituido por La Caixa garantizando 
un importe máximo de 52.144,25 euros (lo pa-
gado a cuenta hasta esa fecha por los compra-
dores) y con una validez "máxima" hasta el 30 
de septiembre de 2009.

D) El 22 de octubre de 2009 los comprado-
res, que habían cumplido con todos los pagos 
a cuenta, comunicaron por burofax a la vende-
dora que, no habiéndose terminado ni entrega-
do la vivienda en el plazo convenido, le notifi-
caban su decisión de rescindir el contrato y la 
requerían para que les devolviera la cantidad de 
61.632 euros anticipada hasta la fecha, más los 
intereses correspondientes.

E) Recibido el burofax por la vendedora el 28 
de octubre de 2009, esta contestó a los compra-
dores el 11 de noviembre siguiente negando estar 
incursa en causa de incumplimiento del contrato, 
por las circunstancias ya comunicadas en su día 
y cuya concurrencia respecto del plazo habían 
aceptado los demás clientes de la promoción.

F) Mediante carta de 12 de noviembre de 
2009 los compradores requirieron a La Caixa 
para que esta, como avalista, les pagara la can-
tidad anticipada de 65.163 euros más los inte-
reses que legalmente les correspondieran y, se-
gún el propio aval, el 6% anual. La Caixa recibió 
la carta el 16 de noviembre y respondió a su vez 
por carta de 3 de diciembre comunicando que 
no podía atender el requerimiento de pago por 
haber expirado la garantía a todos los efectos el 
30 de septiembre de 2009.

G) Mediante carta de fecha 18 de diciem-
bre de 2009, entregada a los compradores el 
siguiente día 21, la vendedora les comunicó la 
terminación del conjunto residencial, la próxima 
obtención de la licencia de primera ocupación y 
la posibilidad de otorgar la escritura pública en 
enero de 2010.

H) La licencia de primera ocupación de la vi-
vienda se obtuvo el mismo 18 de enero de 2010.

I) El día 20 de ese mismo mes de enero de 
2010 la vendedora remitió a los compradores 
una carta convocándolos para otorgar la es-
critura pública de compraventa el 8 de febrero 
siguiente, pero los compradores no compare-
cieron en la notaría y la vendedora requirió en-
tonces al notario para que les notificara la reso-
lución del contrato.

3. - Demanda, contestaciones a la demanda 
y reconvención.

A) Los compradores presentaron su de-
manda el 26 de enero de 2010 dirigiéndola 
contra la vendedora y, como avalista, contra La 
Caixa. Lo pedido fue que se declarase resuelto 
el contrato por incumplimiento de la vendedora 
y que, en consecuencia, se la condenara a pa-
gar a los demandantes 65.163 euros como can-
tidad total anticipada a cuenta del precio, de la 
que La Caixa respondería solidariamente hasta 
52.144,25 euros por ser el importe máximo ga-
rantizado según el aval, en cualquier caso con 
más los intereses en el porcentaje que legal-
mente correspondiera.

B) La vendedora demandada contestó a 
la demanda pidiendo su desestimación por no 
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constituir incumplimiento contractual el retraso 
de solamente un mes y medio en la terminación 
de la vivienda.

Además, formuló reconvención pidiendo se 
declarase ajustada a derecho la resolución del 
contrato a su instancia y la condena solidaria 
de los compradores a pagarle 16.037 euros, en 
aplicación de la cláusula penal del contrato, por 
su incumplimiento al no haber comparecido al 
otorgamiento de escritura pública y pago del 
resto pendiente del precio.

C) La Caixa contestó a la demanda pidien-
do su absolución de la misma con base, funda-
mentalmente, en la caducidad de las acciones 
que los compradores pudieran tener contra ella 
por haber expirado el aval el 30 de septiembre 
de 2009.

4.- Sentencia de primera instancia, recurso 
de apelación y sentencia de segunda instancia.

A) La sentencia de primera instancia des-
estimó totalmente la demanda de los compra-
dores y estimó en parte la reconvención de la 
vendedora, declarando resuelto el contrato por 
incumplimiento de aquellos y el derecho de la 
vendedora a detraer la cantidad de 4.000 euros 
de la suma de 65.163 euros que, como anticipa-
da por los compradores, debería devolverles a 
consecuencia de la resolución del contrato. En 
cuanto a las costas, no se las impuso especial-
mente a ninguna de las partes.

Fundamentos de este fallo fueron, en esen-
cia, los siguientes: a) No se había practicado 
ninguna prueba sobre el carácter esencial del 
plazo de entrega de la vivienda, y tampoco ha-
bía sido excesivo el retraso en su terminación y 
en la obtención de la licencia de primera ocupa-
ción, por lo que la vendedora no había incurrido 
en un incumplimiento de tal grado que justifi-
cara la resolución del contrato con base en el 
art. 1124 CC a instancia de los compradores; b) 
aunque la incomparecencia de los compradores 
al otorgamiento de escritura pública estaría jus-
tificada por la resolución contractual que ellos 
mismos habían llevado a efecto previamente, no 
había controversia sobre la procedencia de re-
solver el contrato con restitución recíproca de 
prestaciones; c) para la restitución de las can-
tidades anticipadas por los compradores debía 
aplicarse la cláusula penal del contrato, aunque 
como el incumplimiento de aquellos no había 
sido total, procedía moderar dicha cláusula fi-
jando en 4.000 euros la cantidad que podía 
retener la vendedora; d) finalmente, aunque no 
procedía apreciar la caducidad del aval alegada 
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por La Caixa, porque la fecha máxima de vali-
dez consignada en el mismo era incompatible 
con la naturaleza y finalidad del propio aval, sí 
procedía la absolución de esta codemandada 
por no haberse apreciado incumplimiento con-
tractual de la vendedora avalada.

B) La sentencia de primera instancia fue 
recurrida en apelación por los compradores y 
por la vendedora. Los compradores, en esencia, 
después de considerar incongruente la senten-
cia apelada por desestimar su demanda y al mis-
mo tiempo obligar a la vendedora a devolverles 
casi todas las cantidades anticipadas, reiteraron 
el planteamiento de su demanda insistiendo, de 
un lado, en el incumplimiento por la vendedora 
de lo libremente estipulado por ambas partes 
en el contrato y, de otro, en la procedencia de 
condenar a La Caixa hasta el importe de la can-
tidad máxima avalada.

La vendedora, por su parte, impugnó la mo-
deración de la cláusula penal y la no imposición 
a los compradores de las costas causadas por 
su demanda inicial.

C) La sentencia de segunda instancia, esti-
mando la apelación de fondo de los comprado-
res y desestimando la de la vendedora, estimó 
la demanda inicial y desestimó la reconvención. 
En consecuencia, declaró resuelto el contrato 
por incumplimiento de la vendedora, condenó 
a esta a pagar a los compradores la cantidad de 
65.163 euros, de la que La Caixa respondería so-
lidariamente hasta 52.144,25 euros, y condenó 
a la vendedora a pagar a los compradores un 
interés del seis por ciento anual de la cantidad 
de 65.163 euros.

Fundamentos de este fallo son, en síntesis, 
los siguientes: a) La sentencia apelada no adole-
cía de incongruencia porque la devolución de las 
cantidades anticipadas era una consecuencia del 
efecto resolutorio, que al derivar del incumpli-
miento contractual de los compradores justifica-
ba la aplicación de la cláusula penal; b) en cuanto 
al fondo del asunto, la vendedora no había cum-
plido los requisitos que, según la estipulación 
cuarta del contrato, habrían obligado a los com-
pradores a "conceder un mes más en el plazo de 
entrega", pues no hubo comunicación fehaciente 
ni por carta certificada dirigida a aquellos acom-
pañando un informe de la dirección facultativa 
visado por su colegio oficial; c) en consecuencia, 
subsistió "la obligación de entrega, como máxi-
mo, en septiembre de 2009", y como el certifica-
do final de obra no se expidió hasta noviembre 
de 2009 y la licencia de primera ocupación no se 
obtuvo hasta el 18 de diciembre del mismo año, la 
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vendedora "incumplió su obligación de entregar 
la vivienda en fecha no posterior a septiembre 
de 2009"; d) al existir un pacto expreso sobre la 
entrega, "resulta innecesario indagar si el retraso 
en la entrega frustra o no las expectativas de los 
compradores", pues llegada la fecha de entrega 
sin haberse llevado esta a cabo, era aplicable la 
estipulación décima del contrato, que facultaba 
a los compradores, conforme a la Ley 57/68, a 
optar entre rescindir el contrato o conceder una 
prórroga a la vendedora; e) el principal de la con-
dena de la vendedora debía incrementarse con 
un interés del seis por ciento anual conforme al 
art. 3 de la Ley 57/68; f) procedía condenar soli-
dariamente a La Caixa, hasta el importe máximo 
de su aval (52.144,25 euros), porque había existi-
do incumplimiento contractual de la vendedora 
avalada y porque la caducidad alegada por La 
Caixa en su contestación a la demanda resultaba 
contraria a la norma imperativa del art. 4 de la 
Ley 57/68, según la cual solo puede cancelarse el 
aval una vez expedida cédula de habitabilidad y 
acreditada la entrega de la vivienda, por lo que la 
fecha máxima de validez del aval consignada en 
el documento correspondiente "es por completo 
ineficaz en cuanto contraria a la ley", habiéndose 
"contratado un aval que imposibilita absoluta-
mente su eficacia porque caduca antes de que 
pueda hacerse efectivo".

5.- Recursos contra la sentencia de segunda 
instancia.

La sentencia de segunda instancia fue im-
pugnada únicamente por la vendedora, deman-
dada-reconviniente, mediante recurso extraor-
dinario por infracción procesal y recurso de ca-
sación por interés casacional.

El recurso por infracción procesal se com-
pone de un solo motivo que, en esencia, impug-
na la sentencia por no ajustarse "a las reglas de 
la lógica y de la razón", citándose como infringi-
do el art. 218.2 LEC.

El recurso de casación por interés casacio-
nal, amparado en el art. 477 LEC, apdo. 2-3º y 
apdo. 3, se articula en dos motivos: el primero 
por oposición de la sentencia recurrida a la doc-
trina jurisprudencial del Tribunal Supremo y el 
segundo por existencia de sentencias contradic-
torias de las Audiencias Provinciales. El motivo 
primero, a su vez, se estructura en dos aparta-
dos: el primero se funda en infracción del art. 3 
de la Ley 57/68 en relación con la doctrina ju-
risprudencial que lo interpreta, representada por 
la sentencia de esta Sala de 9 de junio de 1986, 
y el segundo en infracción del art. 1124 CC, por 
falta de aplicación, en relación con la doctrina ju-

risprudencial representada por las sentencias de 
esta Sala de 9 de junio de 1986, 16 de noviembre 
de 2012 y 12 de julio de 2011. En el motivo segun-
do se alega la existencia de criterios divergentes 
de la Audiencia Provincial de Murcia y de la Au-
diencia Provincial de Madrid en orden a la inter-
pretación del art. 3 de la Ley 57/68.

Lo pedido en el escrito de interposición 
conjunta de ambos recursos es que, si se estima 
el recurso por infracción procesal, "se repongan 
las actuaciones al estado y momento en el que 
hubiere incurrido en la infracción o vulneración 
conforme indica el artículo 476 LEC", y, si se es-
tima el de casación, "se anule y case la senten-
cia de la Audiencia Provincial de Madrid y reto-
mando los argumentos de la sentencia dictada 
en primera instancia, se declare que el retraso 
leve en la entrega de la vivienda por parte de 
URBINSA no ha supuesto incumplimiento del 
Contrato de fecha 26 de septiembre de 2007 y 
estableciendo la plena juridicidad y corrección 
de la conducta de URBINSA al usar la facultad 
resolutoria recogida en la cláusula octava del 
contrato de 26 de septiembre de 2007, resol-
viendo el contrato de compraventa de vivienda 
que le vinculaba con los compradores, por no 
haberse frustrado el fin del negocio jurídico al 
entregar la promotora la vivienda en un breve 
plazo posterior al acordado entre las partes, im-
poniendo en virtud del texto del contrato referi-
do a los compradores la pena convenida expre-
samente por las partes y, por tanto, se les con-
denen a pagar la cantidad de 16.037 euros más 
los interés legales y se declare por el Tribunal 
expresamente, con rotundidad y claridad, que la 
interpretación del artículo 3 de la Ley 57/1968, 
aun cuando sea transcrita literalmente por las 
partes del contrato, no establece la resolución 
automática del contrato por la entrega fuera del 
plazo acordado, si ello no frustra el fin del nego-
cio jurídico por ser el retraso leve o razonable, 
unificando así la doctrina de las Audiencias Pro-
vinciales de conformidad con la jurisprudencia 
reiterada que interpreta el artículo 3 de la Ley 
57/1968 y el artículo 1124 CC".

6.- Oposición a los recursos.

De las dos partes recurridas, que son, de un 
lado, los demandantes-reconvenidos y, de otro, 
la codemandada avalista La Caixa, solamente la 
primera ha presentado escrito de oposición a 
los recursos, pidiendo se declare su inadmisión 
o, subsidiariamente, su desestimación.

TERCERO.- Decisión sobre la admisibilidad de 
los recursos. Carácter inadmisible del recurso 
extraordinario por infracción procesal.
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1.- Supeditación de la admisibilidad del re-
curso por infracción procesal a la del recurso de 
casación por interés casacional.

Según el párrafo segundo de la regla 5ª de 
la disposición final 16ª LEC, «[c]uando el recur-
so por infracción procesal se hubiese formulado 
fundando exclusivamente su procedencia en el 
número 3º del apartado segundo del artículo 
477, la Sala resolverá si procede la admisión o 
inadmisión del recurso de casación, y si acor-
dase la inadmisión, se inadmitirá, sin más trá-
mite, el recurso por infracción procesal. Solo en 
el caso de que el recurso de casación resultase 
admisible, se procederá a resolver sobre la ad-
misión del recurso extraordinario por infracción 
procesal».

Por tanto, interesada en el escrito de oposi-
ción a los recursos la declaración de inadmisibi-
lidad del recurso de casación por interés casa-
cional, lo primero que debe decidirse es si efec-
tivamente este es inadmisible, pues en tal caso 
también lo sería, «sin más trámites», el recurso 
por infracción procesal.

2.- Admisibilidad del recurso de casación.

El recurso de casación se ha formulado, 
como ya se ha indicado en el apartado 5 del 
fundamento jurídico segundo, fundando su pro-
cedencia en el número 3º del apartado segun-
do del art. 477 LEC, así como en su apartado 
tercero, alegando la parte recurrente tanto la 
oposición de la sentencia recurrida a la doctri-
na jurisprudencial del Tribunal Supremo como 
la existencia de jurisprudencia contradictoria de 
las Audiencias Provinciales.

En el escrito de oposición a los recursos se 
alega que el de casación es inadmisible tanto por 
ausencia de oposición a la doctrina jurispruden-
cial como por inexistencia de jurisprudencia con-
tradictoria de las Audiencias Provinciales, ya que 
ni en el caso de la sentencia de esta Sala de 9 de 
junio de 1986 ni en los de las sentencias de la Au-
diencia Provincial de Murcia citadas en el recurso 
como contrarias a que el retraso en la entrega de 
la vivienda justifique la resolución del contrato 
había una cláusula contractual que, como la del 
contrato litigioso, permitiera al comprador resol-
ver el contrato por retraso en la entrega.

Pues bien, ninguna de esas dos causas 
de inadmisión, ciertamente previstas en el art. 
483.2-3º LEC, es sin embargo aplicable al recur-
so de casación examinado, porque su interés 
casacional va más allá de lo pactado en el con-
trato litigioso acerca del plazo de entrega de 

la vivienda ya que su motivo primero se centra 
muy especialmente, dados los términos del de-
bate y del propio recurso, en si procede o no re-
iterar el criterio de la sentencia de esta Sala de 
9 de junio 1986 interpretando la Ley 57/68, por 
más que, ciertamente, existan diferencias entre 
el contrato aquí litigioso y el de aquel otro caso, 
como por otra parte es normal y habitual en el 
ámbito de los contratos, en tanto que el motivo 
segundo también plantea el mismo problema 
de interpretación de la Ley 57/68 aunque desde 
la perspectiva de la jurisprudencia contradicto-
ria de las Audiencias Provinciales.

En suma, los fundamentos del recurso de 
casación, unidos a las peticiones del escrito por 
el que se interpone, transcritas en el apartado 5 
del fundamento de derecho tercero de la pre-
sente sentencia, revelan que el interés casacio-
nal del recurso de casación examinado consiste 
en que esta Sala decida si la Ley 57/1968 intro-
duce o no alguna especialidad en la relevancia 
del retraso en la entrega de la vivienda respecto 
del régimen general del art. 1124 CC sobre re-
solución de los contratos por incumplimiento y 
respecto del régimen del propio CC sobre las 
obligaciones del vendedor en el contrato de 
compraventa.

3.- Inadmisibilidad del recurso extraordina-
rio por infracción procesal debida a causas in-
trínsecas.

La admisibilidad del recurso de casación 
por interés casacional no determina por sí sola 
la del recurso por infracción procesal, pues este 
debe superar también las causas de inadmisión 
específicas previstas en el art. 473.2 LEC.

El recurso por infracción procesal aquí exa-
minado se compone de un solo motivo, formu-
lado al amparo del art. 469.1-2º LEC y fundado 
en indebida aplicación del art. 218.2 de la misma 
ley; en concreto, por no ajustarse la sentencia 
recurrida "en modo alguno a las reglas de la ló-
gica y de la razón", según resulta de la página 
44 del escrito de interposición de los recursos, 
que es la única que en verdad permite adver-
tir la relación de lo alegado en el motivo con la 
norma procesal reguladora de la sentencia que 
se cita como infringida.

En el escrito de oposición se alega que ese 
único motivo del recurso es inadmisible por pre-
tender una revisión de la interpretación contrac-
tual, ajena al ámbito del recurso por infracción 
procesal; por pretender una revisión de la valo-
ración de la prueba llevada a cabo por el tribunal 
de segunda instancia, planteándola por un cau-
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ce inadecuado; por carecer manifiestamente de 
fundamento esa pretensión de nueva valoración 
de la prueba en cualquier caso, es decir, aunque 
se entendiera planteada por el cauce adecuado; 
y en fin, por falta de agotamiento de los medios 
existentes para la denuncia o subsanación de la 
infracción procesal alegada.

Pues bien, tiene razón la parte recurrida al 
proponer la inadmisión del único motivo del re-
curso, porque su amparo formal en el art. 469.1-
2º LEC y la norma citada como infringida, la del 
art. 218.2 de la misma ley, no se corresponden 
en absoluto con el contenido del motivo, cen-
trado materialmente en rebatir la interpretación 
del contrato litigioso por el tribunal sentencia-
dor, en especial la de su cláusula décima que, 
puesta en relacióncon otras, como la octava y la 
cuarta, conducirían, según la parte recurrente, a 
negar el carácter esencial del plazo de entrega 
de la vivienda.

Buena prueba de la falta de relación del 
amparo y fundamento formal del motivo con 
su contenido material es la cita, a lo largo de su 
desarrollo argumental, de todos los artículos del 
CC sobre interpretación de los contratos, del art. 
3 de la Ley 57/68, del art. 1124 CC o, en fin, del 
art. 1291 también del CC, este último para sos-
tener que la "rescisión" prevista en el art. 3 de 
la Ley 57/68 exigiría "una acción fraudulenta del 
promotor". Lo que en realidad plantea el motivo 
es que el tribunal sentenciador ha considerado 
claras unas cláusulas que en verdad no lo eran 
y que, por esta razón, ha reputado esencial un 
plazo que en el contrato no aparecía literalmen-
te como tal, aplicando indebidamente en conse-
cuencia el art. 1124 CC mediante una equipara-
ción incorrecta entre la resolución de los contra-
tos por incumplimiento y la "rescisión" específi-
camente prevista en el art. 3 de la Ley 57/68.

Esa misma falta de relación se demuestra 
por lo pedido en el escrito de interposición para 
el caso de ser estimado el recurso por infrac-
ción procesal, pues se interesa una reposición 
de las actuaciones pero sin indicar ni a qué mo-
mento procesal ni con qué finalidad, lo que solo 
puede obedecer a que la propia parte recurren-
te es consciente de estar presentando como in-
fracción procesal lo que no lo es y de que, si 
tuviera razón en lo alegado, la consecuencia 
procedente nunca podría ser una reposición de 
las actuaciones, sino la casación de la sentencia 
recurrida.

En definitiva, lo que en el motivo se presen-
ta como un desajuste de la sentencia a las re-
glas de la lógica y la razón no es más que la dis-



j

u

r

i

s

p

r

u

d

e

n

c

i

a

www.asociacionabogadosrcs.org

69

conformidad de la parte recurrente con la mo-
tivación de la sentencia recurrida acerca de las 
obligaciones contractuales de las partes contra-
tantes según las estipulaciones del contrato liti-
gioso y acerca de las consecuencias del incum-
plimiento del plazo de entrega pactado según 
los arts. 1124 CC y 3 de la Ley 57/68, materias 
del todo ajenas al ámbito del recurso extraordi-
nario por infracción procesal ya que, de un lado, 
la sentencia no atribuye al contrato litigioso un 
contenido diferente del que tenía y, de otro, su 
motivación expresa la razón causal del fallo de 
una manera totalmente comprensible, siendo 
reiterada la doctrina de esta Sala que rechaza 
presentar como un defecto de motivación de 
la sentencia recurrida la disconformidad del re-
currente con tal motivación (SSTS 30-4-2010 
en rec. 667/2006, 18-6-2012 en rec. 1415/2009, 
17-10-2012 en rec. 457/2010, 17-4-2013 en rec. 
1826/2010 y 11-6-2013 en rec. 435/2011 entre 
otras muchas).

En consecuencia, el recurso por infracción 
procesal incurre en la causa de inadmisión de 
carencia manifiesta de fundamento prevista 
en el art. 473.2-2º LEC, que en el presente acto 
procesal debe ser apreciada como razón para 
desestimarlo.

CUARTO.- Motivos y planteamiento del recurso 
de casación por interés casacional.

Como se ha indicado anteriormente, el re-
curso se articula en dos motivos, estructurán-
dose a su vez el primero en dos apartados.

1.- Motivo primero: oposición de la senten-
cia recurrida a la doctrina jurisprudencial del 
Tribunal Supremo.

Apartado 1º: Se funda en infracción de lo 
dispuesto en el art. 3 de la Ley 57/68 en relación 
con la doctrina jurisprudencial representada por 
la sentencia de esta Sala de 9 de junio de 1986.

Según su desarrollo argumental, la cita-
da sentencia de 1986 considera como supues-
tos de dicho artículo 3 el de "la total o práctica 
inexistencia de la vivienda", siendo inaplicable 
cuando la vivienda solamente esté falta de de-
talles al vencer el plazo de entrega y la cédula 
de habitabilidad se obtenga poco después.

Se invoca también la doctrina representa-
da por las sentencias de esta Sala de 16 de no-
viembre de 2012 y 12 de julio de 2011 acerca de 
la frustración de las legítimas expectativas del 
comprador como requisito para que este pueda 
resolver el contrato.
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Sobre la Ley 57/68 se alega que su finalidad 
es impedir el fraude en la compraventa de vi-
viendas futuras, no situaciones de simple retra-
so como la derivada del contrato litigioso.

Apartado 2º: Se funda en infracción de lo 
dispuesto en el art. 1124 CC, por falta de aplica-
ción, en relación con la doctrina jurisprudencial 
representada por las sentencias de esta Sala de 
9 de junio de 1986, 16 de noviembre de 2012 y 12 
de julio de 2011.

En su desarrollo argumental se reproduce 
gran parte del contenido de la citada sentencia 
de 1986 y se discute que, según las estipulacio-
nes del contrato litigioso, el plazo de entrega 
de la vivienda tuviera carácter esencial, pues de 
ser así no se habría previsto la posibilidad de su 
prórroga.

Se admite que hubo "un retraso de algo más 
de dos meses en la entrega de la obra", pero no 
por esto desapareció la causa del contrato, cuya 
cláusula octava, además, contenía una cláusula 
resolutoria expresa y explícita para el caso de 
que el comprador dejara de pagar uno solo de 
los plazos, facultando al vendedor para retener 
una tercera parte de la cantidad global que de-
biera haber cobrado en el momento de ejercer 
su derecho de resolución.

Por último, tras invocarse la doctrina juris-
prudencial tradicional de que el mero retraso no 
es suficiente para la resolución, con cita de nu-
merosas sentencias de esta Sala, y advertir que 
la sentencia impugnada, siguiendo la tendencia 
de otras sentencias de la Audiencia Provincial 
de Madrid, "revoca este criterio jurisprudencial", 
se concluye que "resulta indispensable un nue-
vo y definitivo pronunciamiento del Tribunal Su-
premo clarificador de este asunto".

2.- Motivo segundo: existencia de jurispru-
dencia contradictoria de las Audiencias Provin-
ciales.

Se funda este motivo en la necesidad de 
que el Tribunal Supremo unifique la interpreta-
ción de "la confrontación existente entre el ar-
tículo 3 de la Ley 57/1968 y el artículo 1124 del 
Código Civil por existir jurisprudencia contra-
dictoria de las Audiencias Provinciales".

Como criterios de decisión contrapuestos 
se citan, de un lado, el de la sentencia recurri-
da, coincidente con el de las sentencias de 24 
de septiembre de 2010 de la Sección 13ª de la 
propia Audiencia Provincial de Madrid y 16 de 
marzo de 2012 de la Sección 14ª de la misma 

Audiencia Provincial y, de otro, el de las senten-
cias de 5 de marzo y 30 de abril de 2012 de la 
Sección 5ª de la Audiencia Provincial de Murcia, 
según las cuales el carácter esencial del plazo 
de entrega de la vivienda no se deriva del art. 3 
de la Ley 57/68.

3.- Conclusiones de ambos motivos.

La parte recurrente considera "necesario 
que el Tribunal Supremo se pronuncie expresa-
mente para estos supuestos de entrega de vi-
vienda con leve retraso, sin frustración del fin 
del negocio", en los que "no cabe que el com-
prador en un claro abuso de derecho pueda re-
solver el negocio jurídico que le vinculaba con el 
promotor inmobiliario".

QUINTO.- Procedencia de resolver conjunta-
mente los dos motivos del recurso.

Como resulta del planteamiento de ambos 
motivos y de lo interesado por la propia parte 
recurrente, la única cuestión jurídica sometida 
a la consideración y decisión de esta Sala es si 
en los contratos de compraventa de vivienda de 
futura construcción, o ya en construcción, regi-
dos por la Ley 57/68, el retraso en la entrega 
de la vivienda por el vendedor faculta o no al 
comprador para resolver el contrato por incum-
plimiento del vendedor.

Esta única cuestión jurídica planteada justifi-
ca que los dos motivos del recurso se resuelvan 
conjuntamente y, al propio tiempo, exige deter-
minar si la «rescisión» a que se refiere el art. 3 de 
la Ley 57/68 se aproxima a la resolución contrac-
tual por incumplimiento regulada en el art. 1124 
CC o por el contrario, como propone la parte re-
currente invocando la finalidad de dicha ley de 
impedir el fraude en la compraventa de viviendas 
futuras, es un derecho del comprador solo para 
el caso de que la vivienda no llegue a construirse.

Se trata de determinar, en suma, si el art. 3 
de la Ley 57/68 contiene un régimen especial 
para las compraventas de vivienda compren-
didas dentro de su ámbito de regulación que 
permite al comprador resolver el contrato por 
retraso en la entrega de la vivienda aun cuando 
este retraso no sea especialmente intenso o re-
levante.

SEXTO.- Interpretación del artículo 3 de la Ley 
57/1968. Desestimación de los motivos del re-
curso.

1.- Texto de la norma que procede interpre-
tar.
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El párrafo primero del art. 3 de la Ley 57/68 
dispone lo siguiente: «Expirado el plazo de ini-
ciación de las obras o de entrega de la vivien-
da sin que una u otra hubiesen tenido lugar, el 
cesionario podrá optar entre la rescisión del 
contrato con la devolución de las cantidades 
entregadas a cuenta, incrementadas con el 6 
por 100 de interés anual, o conceder al cedente 
prórroga, que se hará constar en una cláusula 
adicional del contrato otorgado, especificando 
el nuevo periodo con la fecha de terminación de 
la construcción y entrega de la vivienda».

2.- Interpretación de la Ley 57/68 por la   
sentencia de esta Sala de 9 de junio de 1986 .

La sentencia de 9 de junio de 1986 se cita 
por la parte recurrente en los dos apartados del 
motivo fundado en interés casacional por opo-
sición de la sentencia recurrida a la doctrina ju-
risprudencial del Tribunal Supremo.

Aun cuando la cita no venga acompaña-
da de la cita de otras sentencias que reiteren 
el mismo criterio interpretativo en relación con 
la Ley 57/68, puesto que las de 16 de noviem-
bre de 2012 (rec. 779/2010) y 12 de julio de 2011 
(rec. 1838/2007), también citadas en el motivo, 
se refieren al art. 1124 CC, es preciso hacer cos-
tar la motivación de la sentencia de 1986 para 
decidir si ahora se reitera su criterio de decisión 
o, por el contrario, se rectifica.

Dicha sentencia se pronuncia en primer lu-
gar sobre la mora del vendedor en relación con 
el art. 1124 CC, declarando que dentro del mes 
siguiente a la fecha pactada para la entrega de 
la vivienda solo faltaba en ese caso la coloca-
ción de la cisterna de gas propano en la zona 
ajardinada y razonando que no cabía apreciar 
incumplimiento del vendedor porque, liquidado 
un primer retraso en la entrega mediante una 
novación modificativa, el retraso subsiguiente 
no acarreaba «la inutilidad de la prestación». 
A esto se añade, de un lado, que la ampliación 
del plazo no lo constituía en plazo esencial 
cuya «corta inobservancia» autorizara su jue-
go como cláusula resolutoria expresa; de otro, 
que la mora «no conlleva necesariamente otras 
consecuencias jurídicas propias que las de los 
artículos 1096 y párrafo tercero del 1182, 1108 
y 1501 del Código Civil»; y por último, que las 
anteriores consideraciones, «puestas en el con-
texto de una dilatada doctrina jurisprudencial 
interpretando el artículo 1124 en el sentido de 
exigir, fuera del caso obstativo, una voluntad del 
incumplidor deliberada y obstinadamente re-
belde a la efectividad de las prestaciones que 
le incumben frente a la cabal observancia por la 

otra parte que solicita la resolución de las obli-
gaciones correspectivas y, en suma, favorable 
a la conservación del contrato», justificaban la 
desestimación del recurso del comprador fun-
dado en infracción «de diversos artículos presi-
didos por el 1124».

La misma sentencia de 9 de junio de 1986 
se pronuncia, en segundo lugar, sobre la infrac-
ción del art. 3 de la Ley 57/68 alegada por el 
comprador en el motivo segundo de su recurso 
de casación con base en que el promotor-ven-
dedor no había asegurado la devolución de las 
cantidades anticipadas ni las había percibido a 
través de una cuenta especial. La sentencia des-
estima el motivo a partir de una consideración 
general de la Ley 57/68 como «predominante-
mente administrativa», determinante de que tal 
conducta del promotor, «de ser comprobada 
podrá atraer la imposición de las sanciones que 
para los ilícitos administrativos en la materia 
previene el artículo 6 de la ley invocada».

A lo anterior se añaden los siguientes razo-
namientos:

«La inaplicabilidad del párrafo primero 
del artículo tercero se patentiza ante todo en 
la inexistencia del supuesto que contempla ya 
que, atendiendo a la situación existente a finales 
del mes de mayo de mil novecientos ochenta 
y uno no puede afirmarse que se alcanzase el 
tal supuesto del precepto de no entrega de la 
vivienda, que, en el caso, construida en su to-
talidad, se hallaba falta de los detalles conside-
rados y evaluados. El supuesto de la Ley es el 
de la total o práctica inexistencia de la vivienda, 
originadora, cuando se han adelantado canti-
dades para la construcción omisa, de los per-
juicios irreparables que se acude a evitar con 
un ordenamiento principalmente cautelar que 
poco tiene que ver con el caso en que –díga-
se otra vez– la vivienda estaba falta de detalles 
al vencimiento del plazo de la entrega y en el 
cual la Cédula de Habitabilidad se obtuvo poco 
después. A parte lo cual, el tracto del contra-
to señalaba como momento más indicado para 
la utilización de la opción resolutoria específica 
de este artículo tercero aquél en que, muy por 
el contrario, el comprador demandante y recu-
rrente dejó ociosa esa facultad para adicionar el 
contrato originado de mil novecientos setenta 
y siete con las cláusulas novatorias de mil no-
vecientos ochenta en que obtenía ventajas en 
cuanto a los materiales a emplear, enseres de la 
vivienda y destacadamente una plaza de garaje. 
Parece que el artículo no autoriza sino una op-
ción que ya fue consumida en mil novecientos 
ochenta y que no pudo por lo mismo reiterarse 
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en mil novecientos ochenta y uno, por todo lo 
cual, descartándose el régimen específico de la 
Ley de mil novecientos sesenta y ocho, no que-
da a favor del comprador sino "los demás de-
rechos que puedan corresponder al cesionario 
con arreglo a la legislación vigente", o sea a la 
común contenida fundamentalmente en el Có-
digo Civil y en los diversos artículos de dicho 
Cuerpo Legal que ya se han barajado».

3.- Rectificación del criterio de la sentencia 
de 9 de junio de 1986. Doctrina interpretativa 
del artículo 3 de la Ley 57/68.

Esta Sala, reunida en pleno, considera que 
no procede reiterar la interpretación del art. 3 
de la Ley 57/68 contenida en su sentencia de 9 
de junio de 1986.

Las razones son las siguientes:

1ª) La jurisprudencia más reciente de esta 
Sala ha avanzado en la línea de interpretar la 
Ley 57/68 como pionera, varios años antes de 
que en 1978 la Constitución proclamara como 
principios rectores de la política social y eco-
nómica el derecho a disfrutar de una vivienda 
digna y adecuada (art. 47) y la defensa de los 
consumidores y usuarios (art. 51), en la protec-
ción de los compradores de viviendas para uso 
residencial, incluso de temporada.

2ª) Esta línea jurisprudencial se ha traduci-
do en atenerse al rigor con el que la propia Ley 
57/68 configura las obligaciones del vendedor 
y de su asegurador o avalista, superando una 
concepción predominantemente administrativa 
de su contenido para dotarla de plenos efectos 
civiles.

Así, en primer lugar, sobre el carácter ac-
cesorio o, por el contrario, esencial de la obli-
gación del promotor-vendedor de garantizar la 
devolución de las cantidades anticipadas por 
los compradores (arts. 1 y 2 de la Ley 57/68) es 
doctrina jurisprudencial reiterada que se trata 
de una obligación esencial mientras la vivien-
da no esté terminada y en disposición de ser 
entregada, de manera que su incumplimiento 
facultará al comprador para resolver el contra-
to e impedirá al vendedor resolverlo si el com-
prador no atiende los pagos parciales a cuen-
ta del precio (SSTS de 25 de octubre de 2011, 
rec. 588/2008, 10 de diciembre de 2012, rec. 
1044/2010, 11 de abril de 2013, rec.1637/2010, y 7 
de mayo de 2014, rec. 828/2012).

En segundo lugar, se ha rechazado que el 
seguro de caución de las cantidades anticipa-

das por los cooperativistas de viviendas com-
prenda únicamente un denominado "Tramo I", 
de compra de los terrenos para la edificación, 
declarándose por el contrario que asegurar el 
buen fin de la cooperativa es garantizar la ter-
minación y entrega de las viviendas y, por tan-
to, la devolución a los cooperativistas, en otro 
caso, de las cantidades anticipadas (STS de 13 
de septiembre de 2013, rec. 281/2013).

En tercer lugar, acerca del importe cubierto 
por el seguro, se ha declarado que comprende 
todas las cantidades entregadas a cuenta del 
precio, es decir, aunque la póliza de seguro es-
tablezca una cantidad máxima inferior, porque 
en otro caso se infringirían el art. 2 de la Ley 
57/68 y el art. 68 de la Ley de Contrato de Se-
guro (STS de 3 de julio de 2013, rec. 254/2011).

En cuarto lugar, se ha interpretado el art. 1 
de la Ley 57/68 en el sentido de que permite al 
comprador dirigirse simultáneamente contra el 
vendedor y su aseguradora para exigirles soli-
dariamente la devolución de las cantidades an-
ticipadas y, también, dirigirse contra el avalista 
o el asegurador sin tener que demandar al pro-
motor por incumplimiento (SSTS de 3 de julio 
de 2013, rec. 254/2011, y 7 de mayo de 2014, rec. 
828/2012).

En quinto lugar, se ha declarado la res-
ponsabilidad solidaria de los administradores 
de una sociedad promotora, frente a los com-
pradores, por el daño consistente en no haber 
podido estos recuperar las cantidades antici-
padas por no haberse constituido la garantía 
correspondiente (STS de 23 de mayo de 2014, 
rec. 1423/2012).

En sexto lugar, aun rechazándose que el 
comprador pueda oponer en general la falta 
de inicio de la construcción al banco descon-
tante de las letras de cambio aceptadas por el 
comprador para los pagos parciales a cuenta 
del precio de la vivienda, se ha declarado que 
el comprador sí puede reclamar al banco avalis-
ta o asegurador la suma total representada por 
dichas letras, incluso en el caso de que hubie-
ra acordado con el mismo conformarse con un 
importe inferior y reclamar el resto al promotor, 
pues tal acuerdo sería nulo de pleno derecho 
por contravenir el carácter irrenunciable de los 
derechos que la Ley 57/68 otorga a los compra-
dores (STS de 25 de noviembre de 2014, rec. 
1176/2013).

3ª) Pues bien, avanzando en la misma línea 
procede declarar ahora que el incumplimiento 
por el vendedor del plazo estipulado para la 
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terminación y entrega de la vivienda justifica, 
conforme al art. 3 de la Ley 57/68, la resolución 
del contrato a instancia del comprador, siempre 
que, como resulta de la sentencia del pleno de 
esta Sala de 5 de mayo de 2014 (rec. 328/2012), 
el derecho a resolver se ejercite por el compra-
dor antes de ser requerido por el vendedor para 
el otorgamiento de escritura pública por estar 
la vivienda ya terminada y en disposición de ser 
entregada aun después de la fecha estipulada 
para su entrega.

Lo anterior significa que el art. 3 de la Ley 
57/68 introduce, en los contratos comprendidos 
dentro de su ámbito de aplicación, una especia-
lidad consistente en que el retraso en la entrega, 
aunque no sea especialmente intenso o relevan-
te, constituye un incumplimiento del vendedor 
que justifica la resolución del contrato por el 
comprador. Esta especialidad, a su vez, deter-
mina que en el ámbito especial regulado por la 
Ley 57/68 no sea aplicable la doctrina jurispru-
dencial que, interpretando la norma de ámbito 
general del art. 1124 CC, considera que el retraso 
de una parte contratante en el cumplimiento de 
sus obligaciones no constituye, por regla gene-
ral, un incumplimiento de tal grado que justifi-
que la resolución del contrato a instancia de la 
otra parte contratante.

Son razones para equiparar la «rescisión» 
contemplada en el art. 3 de la Ley 57/68 a la 
resolución contractual por incumplimiento del 
vendedor las siguientes:

a) El carácter irrenunciable, conforme al art. 
7 de dicha ley, del derecho que su art. 3 recono-
ce al comprador, consistente en optar entre la 
«rescisión» del contrato, con devolución de las 
cantidades entregadas a cuenta, o la concesión 
de una prórroga al vendedor.

b) El rigor con que el propio art. 3 confi-
gura ese derecho y las correlativas obligaciones 
del vendedor, pues si el comprador opta por la 
prórroga, esta deberá hacerse constar en una 
cláusula adicional del contrato «especificando 
el nuevo periodo con la fecha de terminación de 
la construcción y entrega de la vivienda».

c) El específico equilibrio contractual que el 
art. 3 de la Ley 57/68 introduce en los contra-
tos sujetos a su régimen, compensando el de-
recho del vendedor a resolver el contrato por 
un solo impago del comprador (art. 1504 CC y 
estipulación octava del contrato litigioso) con 
el derecho del vendedor a resolver el contrato 
por el retraso en la terminación y entrega de la 
vivienda.

d) El desequilibrio contractual que en per-
juicio del comprador supondría una interpreta-
ción diferente, pues en casos como el presente 
incluso se aplicaría en su contra, tal y como se 
pretende en el recurso, una cláusula penal pese 
a haber quedado probado y no haberse discuti-
do que el vendedor incumplió efectivamente el 
plazo de entrega estipulado.

e) El riesgo, nunca descartable y en los úl-
timos años nada improbable, de insolvencia del 
promotor-vendedor, que puede agravarse pre-
cisamente por el transcurso del tiempo, redu-
ciendo entonces las expectativas del compra-
dor como acreedor en un eventual concurso del 
promotor.

f) Los diversos obstáculos, molestias e in-
convenientes que el transcurso del tiempo a 
partir de la fecha de entrega puede provocar 
al comprador que pretenda dirigirse contra el 
avalista o el asegurador, como sucedió en el 
presente caso cuando La Caixa opuso a los 
compradores que el aval había expirado el 30 
de septiembre de 2009, por más que tal opo-
sición careciera de fundamento alguno frente a 
lo que dispone el art. 4 de la Ley 57/68 prolon-
gando imperativamente las garantías a favor 
del comprador hasta la expedición de la cédula 
de habitabilidad y la efectiva entrega de la vi-
vienda.

SÉPTIMO.- La doctrina que se sienta en la pre-
sente sentencia no excluye que la «rescisión» o 
resolución del contrato pueda denegarse, con-
forme a los principios generales, por mala fe o 
abuso de derecho del comprador.

Sin embargo esas excepciones no son apli-
cables en el presente caso, como pretende la 
parte recurrente al invocar el abuso de derecho 
en las conclusiones de su recurso, porque los 
compradores ejercitaron su derecho a resolver 
el contrato de forma plenamente coherente con 
su conducta contractual previa, esto es, des-
pués de haberse negado a las modificaciones 
del contrato, entre ellas la ampliación del plazo 
de entrega, propuestas por la vendedora hoy 
recurrente en septiembre de 2008, un año an-
tes de la fecha pactada para la entrega. Y fren-
te a esa conducta contractual plenamente co-
herente de los compradores, dicha vendedora 
hoy recurrente no se ajustó a lo dispuesto en la 
cláusula cuarta del contrato litigioso para poder 
obligar a los compradores a conceder "un mes 
más en el plazo de entrega".

OCTAVO.- Desestimados los recursos procede, 
conforme al art. 398.1 en relación con el 394.1, 
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ambos de la LEC, imponer las costas a la parte 
recurrente y, conforme a la disposición adicional 
15ª. 9 LOPJ, acordar la pérdida de los depósitos 
constituidos.

Por lo expuesto, en nombre del Rey y por la 
autoridad conferida por el pueblo español.

FALLAMOS

1º.- DESESTIMAR EL RECURSO EXTRAOR-
DINARIO POR INFRACCIÓN PROCESAL Y EL 
RECURSO DE CASACIÓN POR INTERÉS CA-

SACIONAL interpuestos por la demandante-re-
conviniente "URBANIZADORA INMOBILIARIA 
S.A." contra la sentencia dictada el 30 de no-
viembre de 2012 por la Sección 9ª de la Audien-
cia Provincial de Madrid en el recurso de apela-
ción nº 15/2012.

2º.- E imponer las costas a la parte recu-
rrente, que perderá los depósitos constituidos.

Líbrese al mencionado tribunal la certifica-
ción correspondiente, con devolución de los au-
tos y rollo de Sala.
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Comentario
Por Ignacio Valenzuela Cano

Abogado

L
a principal aportación de esta sentencia va a residir en la interpretación que deba darse a la 
Ley 57/1968 y al artículo 1124 del Código Civil en una materia tan específica como las accio-
nes que se planteen por los compradores de viviendas que han entregado cantidades a las 
empresas promotoras antes de iniciarse la construcción o durante ella, con la prevención o 

garantía de que las mismas se apliquen de forma real y efectiva a la construcción, en el supuesto de 
que se incurra por la promotora en un incumplimiento contractual derivado de la falta de entrega de 
la vivienda en el plazo estipulado en el contrato.

Antes de entrar de lleno en el análisis de la sentencia, conviene recordar que dicha Ley 57/1968 
regula las garantías y especialmente la obligación de devolver las cantidades anticipadas por los 
compradores en caso de que la construcción no se inicie o termine en los plazos convenidos que se 
determinen en el contrato. Es importante tener presente ese matiz, porque el incumplimiento por 
parte del promotor puede venir a consecuencia de la falta de terminación de la obra o, simplemente, 
por el retraso en su terminación y entrega, habiendo superado el plazo convenido en el contrato 
firmado con el comprador. Es evidente la aplicación de las consecuencias de dicha Ley cuando la 
obra no se ha terminado, cualquiera que sea el motivo o causa (algo que ha acontecido de forma 
muy frecuente en estos últimos años a consecuencia de la crisis que dejó sin recursos a cientos de 
promotores que se vieron imposibilitados para poder terminar las obras); en este caso, el efecto 
también se extiende de forma casi incuestionable a la entidad bancaria o a la compañía aseguradora 
que garantizó con aval o con un seguro de caución la devolución de las cantidades entregadas a 
cuenta por el comprador (sin perjuicio de los hechos acaecidos en cada situación particular que pu-
diesen ser una excepción a esta regla general). El problema surge cuando la obra sí se ha finalizado, 
incluso con la obtención de la licencia de primera ocupación, pero no en el plazo convenido con el 
comprador; en estos casos es donde han existido sentencias contradictorias de las Audiencias Pro-
vinciales que motivaron el recurso que ha finalizado con esta sentencia.

En este caso en particular, la entidad promotora y la entidad bancaria que avalaba la devolución 
de las cantidades entregadas por los compradores, resultaron condenadas por la Sección 9ª de la 
Audiencia Provincial de Madrid a la devolución de las mismas, previa declaración de resolución del 
contrato de compraventa por incumplimiento de la entidad promotora. Dicho incumplimiento tuvo 
su origen en el retraso en la terminación de la vivienda y obtención de la licencia de primera ocu-
pación, por haberse superado el plazo estipulado en el contrato. Con carácter previo, el Juzgado 
de 1ª Instancia nº 53 de Madrid había desestimado la demanda, entre otros argumentos, porque no 
constaba que el plazo de entrega de la vivienda hubiese tenido carácter esencial, ni hubo un retraso 
excesivo en la terminación de la vivienda, por lo que la vendedora no incurrió en un incumplimiento 
grave que justificara la resolución del contrato al amparo del artículo 1124 del Código Civil. El Juzga-
do había seguido una doctrina jurisprudencial ampliamente aceptada en diversas resoluciones del 
Tribunal Supremo y Audiencias Provinciales que defendían esos mismos argumentos por atribuir 
un carácter excepcional a la resolución de los contratos, frente al principio de conservación de los 
mismos que habría de prevalecer si el incumplimiento no revestía la suficiente gravedad. Posterior-
mente, el recurso de apelación interpuesto por los compradores fue resuelto por la Sección 9ª de la 
Audiencia Provincial de Madrid de forma favorable a los mismos, aplicando la otra doctrina jurispru-
dencial, contradictoria con la anterior, más rigurosa en la aplicación exhaustiva de los pactos con-
tractuales, haciendo ver que la entidad promotora incumplió el plazo, recogido en el contrato como 
un pacto expreso sobre la entrega y sobre el que no es necesario indagar si el retraso frustra o no las 
expectativas de los compradores, con la consecuencia de aplicar de forma rigurosa los efectos de la 
Ley 57/1968, con especial relevancia para entidades y compañías que aseguran la devolución de la 
cantidad anticipada por el comprador.

El recurso de casación que interpuso la entidad promotora, sobre la base de esa jurisprudencia 
contradictoria, pretendía que se declarase que el retraso leve en la entrega de la vivienda no supone 
un incumplimiento del contrato ni una frustración del fin del negocio jurídico. Finalmente, el Tribunal 
Supremo ha resuelto rectificando el criterio que había seguido en su sentencia de 9 de junio de 1986 
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con relación a la interpretación del artículo 3 de la Ley 57/1968, cuyo texto indica que “Expirado el 
plazo de iniciación de las obras o de entrega de la vivienda sin que una u otra hubiesen tenido lugar, 
el cesionario podrá optar entre la rescisión del contrato con la devolución de las cantidades entrega-
das a cuenta, incrementadas con el 6 por 100 de interés anual, o conceder al cedente prórroga, que 
se hará constar en una cláusula adicional del contrato otorgado, especificando el nuevo período con 
la fecha de terminación de la construcción y entrega de la vivienda”. La sentencia hace especial refe-
rencia a los principios rectores de la política social y económica y a la protección de los compradores 
de viviendas para uso residencial, incluso de temporada, haciendo una interpretación más rigorista 
de la Ley 57/1968 en muchos aspectos que benefician claramente al comprador: carácter esencial de 
la obligación del promotor de garantizar la devolución de las cantidades anticipadas (cuyo incum-
plimiento es causa suficiente de resolución del contrato a instancia del comprador), aplicación de la 
norma a todas las cantidades entregadas a cuenta del precio y no sólo al máximo o límite fijado en 
la póliza de seguro, innecesariedad de instar previamente la resolución del contrato para poder tener 
acción contra la promotora y la aseguradora, etc. La sentencia avanza en esa misma línea y declara 
finalmente que el incumplimiento del plazo por parte del vendedor para la terminación y entrega de la 
vivienda es causa para la resolución del contrato a instancia del comprador, siempre que éste ejercite 
ese derecho antes de ser requerido por el vendedor para el otorgamiento de la escritura pública por 
estar la vivienda terminada y en disposición de ser entregada aun después de la fecha estipulada para 
su entrega. De este modo, resulta de aplicación el artículo 3 de la Ley 57/1968 aunque el retraso no 
haya sido especialmente intenso o relevante. Del mismo modo, esta interpretación tendrá un ámbito y 
aplicación especial sobre la norma general del artículo 1124 del Código Civil, que apela a la necesidad 
de un incumplimiento grave o de tal grado que justifique la resolución del contrato.

Por otro lado, la Sentencia tiene una especial repercusión para las entidades bancarias y las 
compañías aseguradoras con las que se avaló o contrató el seguro de caución, en la medida en 
que un mero retraso del promotor obligaría a aquéllas a tener que responder frente al comprador, 
aunque las cantidades que se entregaron a cuenta en su día hubiesen sido realmente empleadas en 
la terminación de la obra. Hasta la fecha, uno de los principales argumentos de las aseguradoras en 
este sentido se basaba en la necesidad de atender al espíritu y finalidad de la Ley 57/1968, de cuya 
exposición de motivos se desprende que sus normas preventivas tratan de garantizar la aplicación 
real y efectiva de los medios económicos anticipados por los adquirentes y futuros usuarios a la 
construcción de su vivienda, así como su devolución en el supuesto de que ésta no se lleve a efecto. 
En los hechos analizados por la Sentencia que se viene comentando es evidente que las cantidades 
anticipadas por los actores en la compra de la vivienda habían sido aplicadas a la construcción. 
Por ello, cuando el artículo 2 de la Ley 57/1968 establece la obligación de devolver las cantidades 
percibidas hace referencia al supuesto de no iniciarse la construcción o que ésta no se termine en 
los plazos convenidos, de modo que la Jurisprudencia que se venía alegando indicaba en muchos 
casos que la Ley 57/1968 no trataba de poner remedio a un mero retraso en la entrega de la vi-
vienda, sino que se aplicaba al supuesto de que la construcción no se inicie o no llegue a buen fin, 
circunstancias que son las que realmente causan un perjuicio irreparable, que no ocurre cuando se 
produce un simple retraso que podría permitir otro tipo de reclamación, pero no la resolución del 
contrato. El Tribunal Supremo aplica ahora otras razones más protectoras para el comprador como 
el carácter irrenunciable de su derecho, el equilibrio contractual, el riesgo de insolvencia que en los 
últimos años han afectado a los promotores o los obstáculos y molestias para el comprador una vez 
que ha transcurrido el plazo. 

No cabe duda que esta sentencia va a tener una gran repercusión en el futuro, no sólo por la 
forma en la que se resolverán las reclamaciones pendientes o las que se inicien a continuación, sino 
también por el efecto que pueda producir a las entidades bancarias y aseguradoras y la posición que 
desde este momento vayan a adoptar cuando algún promotor les solicite contratar un seguro de cau-
ción con esos efectos, posiblemente convirtiendo la promoción inmobiliaria y estos seguros en una 
actividad de mucho riesgo para las compañías que condicionen e impidan aún más asegurarla.

Comentario



Fundamentos de Derecho

PRIMERO.- Don Jon formuló demanda de jui-
cio ordinario contra Línea Directa Aseguradora 
SA, en su condición de aseguradora por seguro 
obligatorio del vehículo matrícula....WWW, en 
reclamación de indemnización por fallecimien-
to de su hija Alba, de poco más de una año de 
edad, en accidente de circulación ocurrido en 
fecha 15 de septiembre de 2009, siendo la con-
ductora responsable del accidente la esposa del 
demandante –y madre de la fallecida– doña Me-
lisa, la que, al realizar una maniobra evasiva para 
evitar atropellar a un animal que irrumpió en la 
calzada, ocasionó el accidente. La reclamación 
se formuló por la cantidad total de 147.922,08 
euros, de la que correspondía 96.101,05 euros en 

Responsabilidad civil por hecho de la circulación. 
Se reduce la indemnización correspondiente a los 

padres cuando uno de ellos resulta ser el responsable 
del accidente en el que resultó fallecida su hija

Sentencia del Tribunal Supremo (Sala 3ª),
de 5 de febrero de 2015.

Ponente: Excmo. Sr. D. Antonio Salas Carceller

Tribunal
Supremo

RESPONSABILIDAD
CIVIL
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concepto de indemnización básica por falleci-
miento (Tabla I, Grupo IV), 48.050,53 euros por 
factor de corrección del 50% al tratarse de hijo 
único, más 3.770,50 euros en concepto de gas-
tos de entierro y funeral.

La demandada se opuso al pago de dicha 
cantidad y, seguido el proceso por sus trámites, 
el Juzgado de Primera Instancia nº 6 de Logro-
ño dictó sentencia de fecha 5 de noviembre de 
2010 por la que estimó íntegramente la deman-
da condenando a la demandada al pago de la 
cantidad reclamada más el interés del 20%, sin 
especial pronunciamiento sobre costas.

La aseguradora recurrió en apelación y la 
Audiencia Provincial de la Rioja dictó sentencia 
de fecha 10 de octubre de 2012 por la que esti-
mó parcialmente el recurso reduciendo la can-
tidad objeto de condena a la mitad de la recla-
mada, o sea a la de 73.961,04 euros, confirman-
do el resto de pronunciamientos, sin imposición 
sobre costas.

Contra dicha sentencia recurre en casación 
el demandante don Jon.

SEGUNDO.- La cuestión jurídica que se plantea 
en el presente caso, que ha dado lugar a una 
distinta solución en las instancias, es la de inter-
pretar el sistema de valoración del daño en ac-
cidentes de tráfico incluido en el Anexo del Real 
Decreto Legislativo 8/2004, de 29 octubre, en 
concreto en cuanto a la Tabla I (Indemnización 
básica por muerte incluidos daños morales), 
Grupo IV (Víctima sin cónyuge ni hijos, y con 
ascendientes), en el sentido de si en supuestos 
como el presente en que viven ambos padres, 
pero uno de ellos es el causante del accidente, 
la indemnización correspondiente al otro ha de 
ser por el importe íntegro previsto para los pa-
dres (según sean o no convivientes con la vícti-
ma) o ha de ser reducida en un 50%.

La sentencia impugnada, frente a la funda-
mentación de la dictada en primera instancia, 
que concedió la indemnización íntegra al padre 
no responsable del accidente, viene a decir que 
«la Sentencia del Tribunal Supremo nº 281/2009, 
de 27 de abril, que se cita en la instancia se re-
fiere al supuesto de premoriencia de uno de los 
progenitores, que no es el caso que nos ocupa, 
en que sobreviven ambos progenitores a la hija 
fallecida en accidente de circulación produci-
do por errónea maniobra de la conductora del 
vehículo, según el atestado obrante al folio 27, 
conductora que es la madre de la niña desgra-
ciadamente fallecida, por lo que no procede la 
atribución al padre solicitante del total de la in-

demnización prevista para los padres, sino que 
le corresponde el 50%».

TERCERO.- El primer motivo del recurso se 
formula por infracción del Real Decreto Legis-
lativo 8/2004, de 29 octubre, en cuanto a su 
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La vulneración de la doctrina jurispruden-
cial de esta Sala como fundamento del interés 
casacional exige la cita de sentencias que se 
refieran a un supuesto de hecho similar al plan-
teado en el recurso, lo que no ocurre en el caso 
presente ya que las sentencias que se invocan 
se refieren a una situación fáctica distinta a la 
ahora contemplada.

Así la sentencia núm. 281/2009, de 27 abril 
(Rec. 749/2003), contempla un caso en que 
efectivamente se concede a la madre el 100% 
de la indemnización procedente por falleci-
miento de hijo (sin cónyuge ni hijos), pero en un 
supuesto en que resulta ser aquélla la única pro-
genitora que vivía en el momento del acciden-
te, al haber fallecido el padre con anterioridad. 
Esta es la razón por la que se concede la indem-
nización íntegra a la progenitora sobreviviente, 
sin que la referencia en dicha sentencia (funda-
mento de derecho tercero) a las situaciones de 
"premoriencia, exclusión o no-concurrencia de 
uno de los progenitores" no implica la equipa-
ración de cada una de dichas situaciones y se 
cita a los solos efectos de poner de manifiesto 
la falta de previsión legal respecto de tales si-
tuaciones.

Por su parte, la sentencia núm. 1193/2006, 
de 24 noviembre (Rec.5326/1999) se limita a 
decir que –en casos como el presente– corres-
ponde la «cantidad para ambos padres conjun-
tamente al no establecerse como se hace en 
otros grupos que la cantidad fijada sea para 
cada uno de los padres (Grupo I), aclaración 
que igualmente se hace respecto a los abuelos 
cuando no existen padres en el propio Grupo 
IV....», razonamiento que se realiza para poner 
de manifiesto que la cantidad fijada no es para 
cada uno de los progenitores sino para ambos, 
por lo que tampoco contempla un caso similar 
al ahora enjuiciado.

En consecuencia, la sentencia recurrida no 
vulnera doctrina alguna contenida en las sen-
tencias que se citan en relación con la norma 
de que se trata, por lo que el motivo ha de ser 
rechazado.

CUARTO.- El segundo motivo se formula como 
subsidiario del anterior en tanto que, denun-
ciando las mismas infracciones legales, alega 
ahora como fundamento del interés casacional 
la contradicción entre sentencias de Audiencias 
Provinciales sobre la cuestión controvertida.

Se aportan en el mismo sentido de la tesis 
sostenida por la parte recurrente las sentencias 
de la Audiencia Provincial de Murcia (Sección 1ª) 

Anexo, Tabla I, Grupo IV, apartado "padres", en 
relación con el artículo 1 de la misma Ley y la 
jurisprudencia de esta Sala con cita concreta 
de las sentencias núms. 281/2009, de 27 abril 
(Rec. 749/2003) y 1193/2006, de 24 noviembre 
(Rec.5326/1999).
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núm. 123/2004, de 26 de abril (Rec. 18/2004) 
y de la Audiencia Provincial de Navarra (Sec-
ción 2ª) núm. 145/2002, de 14 octubre (Rec. 
24/2002), éstas sí referidas a supuestos sustan-
cialmente iguales al presente, las que contrasta 
con las de la Audiencia Provincial de Vallado-
lid (Sección 3ª) núm. 341/2001, de 6 noviembre 
(Rec. 251/2001) y de la Audiencia Provincial de 
Barcelona (Sección 10ª) núm. 833/2010, de 18 
octubre (Rec. 749/2003), que sostienen que 
la indemnización correspondiente a los padres 
en estos casos, pese a estar prevista en general 
para ellos, ha de entenderse distribuida por mi-
tad entre los mismos.

Procede, en consecuencia, que esta Sala 
determine cuál es la interpretación que con-
sidera correcta a efectos de unificación de 
doctrina, concurriendo numerosas razones 
que conducen a estimar acertada la solución 
adoptada por la sentencia recurrida en cuanto 
considera que, viviendo ambos progenitores y 
siendo uno de ellos el responsable del acciden-
te, corresponde al otro percibir únicamente el 
50% de la indemnización asignada a los "pa-
dres" en el Grupo IV de la Tabla I del Sistema de 
Valoración y no la cantidad íntegra prevista, tal 
como se prevé en el proyecto de reforma apro-
bado por una Comisión de Expertos y puesto a 
disposición de la Dirección General de Seguros 
el pasado mes de mayo de 2014 que, en todos 
los casos de fallecimiento de hijos, distingue la 
cantidad asignada a cada uno de los progeni-
tores.

La misma interpretación ha de mantener-
se en la actualidad para el caso de que vivan 
ambos padres y por tanto sean acreedores en 
igual medida de dicha indemnización en con-
cepto de perjudicados por el fallecimiento de 
su hijo. Cuando el sistema fija una cantidad 
global para "padres" por fallecimiento de un 
hijo ha de entenderse que la misma es para 
ambos y no está prevista en su integridad para 
cada uno de ellos, como sí se contempla espe-
cialmente en otros supuestos de la Tabla I. En 
tal caso –que es el presente– viviendo ambos 
progenitores sólo se podrá reclamar la canti-
dad total interviniendo ambos conjuntamente 
como demandantes, de modo que si lo hace 
uno solo podrá reclamar únicamente la mitad 
de dicha cantidad, como especialmente apare-
ce previsto para el caso de que existiera con-
vivencia del hijo con uno de ellos y no con el 
otro, supuesto en que cada padre percibirá la 
mitad de la cantidad correspondiente según su 
situación. Esta es la interpretación más lógica 
de la norma ya que, aunque la indemnización 
de los "padres" se haya contemplado en este 

caso cuantitativamente de modo conjunto, es 
lógico que ha de corresponder a cada uno de 
ellos en un 50%, lo que aparece especialmen-
te claro en los supuestos en que no existiera 
matrimonio entre los mismos o hubiera sido 
disuelto por divorcio. Siendo ello así, carece 
de sentido que el 50% correspondiente al pa-
dre o madre no demandante acrezca a favor 
del que formula la demanda que, en tal caso, 
sería acreedor de una cantidad mayor por el 
mero hecho de que el otro progenitor fuera el 
causante del accidente –por cuya actuación 
responde precisamente la entidad asegurado-
ra– siendo compensado económicamente en 
mayor medida que en el caso de que el respon-
sable del accidente hubiera sido un tercero.

QUINTO.- Procede por ello la desestimación del 
recurso confirmando la solución adoptada por 
la sentencia recurrida, con imposición de costas 
del mismo a la parte recurrente (artículos 394.1 
y 398.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil) y pér-
dida del depósito constituido (Disposición Adi-
cional 15ª de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Por lo expuesto, en nombre del Rey y por la 
autoridad conferida por el pueblo español.

FALLAMOS

Que DEBEMOS DECLARAR Y DECLARA-
MOSno haber lugar al recurso de casación in-
terpuesto por la representación procesal de 
don Jon, contra la sentencia dictada por la 
Audiencia Provincial de La Rioja (Sección 1ª) 
en Rollo de Apelación nº 124/2011, dimanan-
te de autos de juicio ordinario nº 656/10 del 
Juzgado de Primera Instancia nº 6 de Logroño, 
seguidos a instancia del hoy recurrente contra 
Línea Directa Aseguradora SA, la que confir-
mamos y condenamos a dicho recurrente al 
pago de las costas causadas por su recurso 
con pérdida del depósito constituido para su 
interposición.

Así por esta nuestra sentencia, que se inser-
tará en la COLECCIÓN LEGISLATIVA pasándo-
se al efecto las copias necesarias, lo pronuncia-
mos, mandamos y firmamos. Francisco Marín 
Castán; José Antonio Seijas Quintana; Antonio 
Salas Carceller; Eduardo Baena Ruiz; Xavier 
O'Callaghan Muñoz. Firmado y Rubricado. PU-
BLICACIÓN. Leída y publicada fue la anterior 
sentencia por el EXCMO. SR. D. Antonio Salas 
Carceller, Ponente que ha sido en el trámite de 
los presentes autos, estando celebrando Au-
diencia Pública la Sala Primera del Tribunal Su-
premo, en el día de hoy; de lo que como Secre-
tario de la misma, certifico.
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Comentario
Por Mariano Medina Crespo

Abogado y Doctor en Derecho

L
a sentencia de refe-
rencia aborda con tino 
la aplicación de las re-
glas del grupo IV de la 

tabla I del Baremo de Tráfico 
a un concreto supuesto: el re-
sarcimiento que corresponde 
a un progenitor de la víctima 
fallecida cuando, no dejando 
ésta cónyuge ni hijos, el cau-
sante del siniestro es el otro 
progenitor. Sobre la base cier-
ta de que éste no tiene dere-
cho a resarcimiento alguno, 
puesto que es el responsable 
del daño y, por tanto, quien 
tiene que resarcirlo (a través 
de su asegurador obligatorio), 
se concluye que el otro perju-
dicado tiene que ser resarcido 
con la mitad de la suma pre-
vista para los dos progenito-
res en la regla que sea aplicable, según que medie o no convivencia con el hijo fallecido. 
Téngase en cuenta que las reglas del [innominado primer subgrupo] del grupo IV han sido 
objeto de interpretaciones doctrinales y jurisprudenciales diversas.

De supervivir los dos progenitores, se ha entendido: A) que se les ha de reconocer la 
cantidad prevista en cualquiera de las dos reglas, según que hubiera o faltara la conviven-
cia con el fallecido, lo que implica una mancomunidad activa que se traduce en adjudicar a 
cada uno la mitad, constituyendo dos créditos resarcitorios distintos; y, de concurrir la con-
vivencia de la víctima con uno y la falta de convivencia con el otro, se adjudica al progenitor 
del primer caso la mitad de la suma prevista en la primera regla y al otro la mitad de la suma 
prevista en la segunda, según impone la regla aclaratoria (5); B) que se ha de reconocer a 
cada uno el total de la suma prevista en la regla que sea aplicable. Esta segunda interpreta-
ción debe entenderse que es un producto de la nec–legentia de las reglas aplicables, aun-
que podría justificarse mediante una interpretación correctora que, en consonancia parcial 
con la estructura de la asignación resarcitoria contemplada para cada padre en las reglas 
correlativas de los grupos I, II y III, se lea como que donde dice “padres” quiere decir “a 
cada padre”, aunque opera en su contra la desproporción cuantitativa que supone dentro 
de la lógica interna de la regulación tabular, con lo que al contraargumento literal se une el 
sustancial.

En el caso de supervivencia de un solo progenitor, se ha entendido: A) que se le ha de 
reconocer la cantidad total prevista en la regla que sea aplicable, según que mediara o no 
convivencia con el fallecido (STS, Sala 1ª, de 27 de abril de 2009, Pte. Excmo. Sr. Xiol Ríos; 
B) que se le ha de reconocer la mitad de la cantidad prevista en la regla que sea aplicable, 
partiendo de la mancomunidad activa de la suma reconocida para los dos progenitores; 
C) que la cantidad señalada de acuerdo con el criterio precedente se ha de mejorar en 
atención al perjuicio padecido en soledad con una cantidad que se traduzca en que la 
suma básica reconocida se sitúe entre la inicialmente asignada y la que se reconocería 
en junto a los dos progenitores, superior, pues a la primera e inferior a la segunda. Esta 
interpretación halla su fundamento sustancial en el plus de perjuicio que supone no com-
partir el dolor con el progenitor previamente fallecido y su fundamento normativo se halla 

La segunda interpretación debe entenderse 
que es un producto de la nec–legentia de las 
reglas aplicables, aunque podría justificarse 
mediante una interpretación correctora que, 

en consonancia parcial con la estructura 
de la asignación resarcitoria contemplada 

para cada padre en las reglas correlativas de 
los grupos I, II y III, se lea como que donde 
dice “padres” quiere decir “a cada padre”, 

aunque opera en su contra la desproporción 
cuantitativa que supone dentro de la lógica 

interna de la regulación tabular, con lo que al 
contraargumento literal se une el sustancial
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en una integración de las reglas aplicables con la estructura que ofrecen las reglas de los 
otros grupos cuando se diferencia, dentro de una categoría homogénea de perjudicados, 
la existencia de uno solo o de más de uno, al captarse que la determinación cuantitativa 
establecida nace de reconocer aquel plus cuando el perjuicio se padece en soledad. Solu-
ción que la STS antes mencionada acepta de lege ferenda, pero no de sententia ferenda 
en virtud del ius latum.

Esta tercera solución parte de que hay un progenitor sobreviviente, porque el otro haya 
fallecido previamente o porque se esté ante una familia monoparental. Pero se modula cuan-
do el progenitor es el único perjudicado con crédito resarcitorio, porque el otro no es perju-
dicado (situación de abandono familiar) o, siéndolo, carece de crédito resarcitorio por ser el 
responsable de la muerte de su hijo. En el primer caso, se ha de reconocer a aquel progenitor 
el plus perjudicial de la soledad porque ésta se produce aunque el otro progenitor superviva; 
pero, en el segundo, la normal relación de los progenitores entre sí y con el hijo determina 
que ese plus perjudicial no exista, por lo que el perjudicado no responsable tiene que recibir 
sólo la mitad de la suma prevista en la regla pertinente. Ello determina que la solución adop-
tada por la sentencia referenciada sea estrictamente correcta.

La sentencia apostillada menciona la solución prevista en el texto elaborado por el Comi-
té de Expertos para la reforma del Baremo (mayo de 2014), lo que acredita que el magistra-
do ponente está muy al día en esta materia. Convertido dicho texto en Proyecto de Ley (10 
de abril de 2015), véase que los arts. 64.1 (con la tabla 1.A, categoría 2) y 71 (con la tabla 1.B, 
perjuicio 3), corrigen los defectos de la regulación vigente. Por lo pronto, el perjuicio básico 
de los padres se cuantifica en una cantidad igualitaria, con separación de cada uno, con in-
dependencia de que concurran o no con otros perjudicados, al llevarse a sus últimas conse-
cuencias la doctrina sustancial del perjuicio propio y capital, con diferenciación cuantitativa 
según que el hijo fallecido tuviera hasta 30 años o más de 30 años. A su vez, el resarcimiento 
del perjuicio básico se completa, en su caso, con el resarcimiento del perjuicio particular con-
sistente en que se esté ante el perjudicado único de su categoría, de modo que, habiendo un 
solo progenitor, se incrementa el importe del perjuicio básico en un 25%. Por otra parte, si el 
fallecido tuviera más de 30 años y conviviera con su progenitor o con sus dos progenitores, 
se reconoce a cada progenitor perjudicado el importe de 30.000 euros. Teniendo en cuenta 
que el importe del perjuicio básico para un progenitor cuyo hijo fallecido tuviera hasta 30 
años, se cifra en 70.000 euros y que el perjuicio básico para un progenitor si el hijo tenía 
más de 30 años se cifra en 40.000 euros, el resultado es que se reconoce al progenitor de la 
víctima que, teniendo más de 30 años, convivía con él, la misma cantidad que se reconoce al 
progenitor de un hijo de hasta 30 años. Queda así claro que la nueva regulación es cualitativa 
y cuantitativamente de muy superior calidad a la regulación vigente y que elimina las dudas 
interpretativas que ésta ha suscitado desde su implantación hace dos décadas.

Comentario

Esta tercera solución parte de que hay un progenitor sobreviviente, 
porque el otro haya fallecido previamente o porque se esté ante una 

familia monoparental. Pero se modula cuando el progenitor es el único 
perjudicado con crédito resarcitorio, porque el otro no es perjudicado 

(situación de abandono familiar) o, siéndolo, carece de crédito 
resarcitorio por ser el responsable de la muerte de su hijo
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Fundamentos de Derecho

PRIMERO.- Son hechos no controvertidos:

1. A las 11:40 horas del 25 de julio de 2002 
D. Jose Daniel, cuando estaba trabajando en la 
construcción de una vivienda unifamiliar, encon-
trándose en la parte derecha de la primera plan-
ta, componiéndose la construcción de garaje, 
planta baja, planta primera y cubierta en fase de 
cerramientos, se precipitó desde una altura de 6 
metros desde el borde del perímetro del forjado 
al suelo, produciéndose su muerte.

2. La Inspección de Trabajo emitió un in-
forme en el que se indicaba que el operario se 

Caída de trabajador durante la construcción de una 
vivienda con resultado de muerte. Se demanda 

al constructor, que resulta condenado en la 
instancia y a las aseguradoras del arquitecto y del 

arquitecto técnico, que son consideradas igualmente 
responsables por la Sala al estimarse un grave 

incumplimiento de los profesionales, al permitir la 
omisión de las medidas de seguridad, en virtud de lo 

dispuesto en el artículo 14 del Real Decreto 1627/1997 
de 24 de octubre

Sentencia del Tribunal Supremo (Sala 1ª),
de 17 de febrero de 2015.

Ponente: Excmo. Sr. D. Francisco Javier Arroyo Fiestas

Tribunal
Supremo

RESPONSABILIDAD
CIVIL
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encontraba trabajando en la planta primera de 
una casa unifamiliar y al borde del perímetro del 
forjado sin ningún tipo de protección; la caída 
a distinto nivel fue de aproximadamente seis 
metros, y se impuso una propuesta de sanción 
de 400.000 euros y se levantó Acta de infrac-
ción interesando un recargo del 50% de todas 
las prestaciones económicas que se satisfagan 
como consecuencia del accidente de trabajo a 
CONSTRUCCIONES MANUEL GÓMEZ MARTÍN, 
por la infracción del art. 187 de la Ordenanza de 
Trabajo de la Construcción aprobada por Orden 
de 28 de agosto de 1970 en relación con el Ane-
xo IV Parte C.3 a) y b) del R.D. 1627/1997 de 24 
de octubre sobre disposiciones mínimas de se-
guridad y salud en las obras de construcción.

3. El accidentado era trabajador de CONS-
TRUCCIONES MANUEL GÓMEZ MARTÍN con-
tratista principal de la obra encargada por D. 
Claudio.

4. El arquitecto director de la obra D. Ga-
briel y el aparejador D. Justo tenían concerta-
dos seguros de responsabilidad civil profesional 
con las entidades Asemas y Musaat, respectiva-
mente.

5. Incoadas las correspondientes diligencias 
penales por un presunto delito contra los dere-
chos de los trabajadores se dictó sentencia ab-
solviendo a D. Casimiro, D. Justo, y a D. Claudio.

6. La Sección 7ª de la AP confirmó la sen-
tencia basándose en cuestiones procesales al 
entender que no podía entrar a valorar la cul-
pabilidad de los acusados sin haber sido oídos 
y sin recibir con inmediación las pruebas de las 
que se hace depender el delito que se les im-
puta.

7. Por su parte el Juzgado Penal n° 2 de 
Granollers consideró, en síntesis, que, no ha-
biéndose infringido las normas sobre preven-
ción de riesgos laborales ni que de la conducta 
de los acusados, constructor y arquitecto téc-
nico se haya derivado una situación de peligro 
para la vida e integridad física de los trabajado-
res ya que ese día D. Casimiro había encargado 
a D. José Daniel que limpiase el interior de la 
planta. Por ello la caída de D. José Daniel y su 
consiguiente fallecimiento habida cuenta la for-
ma en que se produjo –que no cayó desde su 
zona de trabajo– y cayó desde un punto donde 
se encontraba por causas que se desconocen, 
no pueden imputarse a los acusados, siendo 
imprevisible para el constructor –quien ordenó 
que limpiara el interior de la planta– que el fi-
nado fuese a la zona de los palés se colocase 

en medio –donde se halló la pala– y cayera al 
vacío. Por ello no puede imputarse penalmente 
a la conducta de los acusados la caída y consi-
guiente fallecimiento de D. José Daniel, lo que 
conlleva a absolver a los acusados del delito de 
homicidio imprudente por el que se les acusa.

En el Fundamento de derecho tercero de 
la sentencia de la Audiencia Provincial se hizo 
constar:

Entrando en el fondo de los hechos y su en-
juiciamiento, encontramos una prueba sólida, 
esencialmente reflejada en el informe de la Ins-
pección de Trabajo y también en parte por la in-
vestigación de la patrulla de Mossos d'Esquadra 
actuante tras el luctuoso suceso, quienes ade-
más precintan el espacio conservándolo en 
igual estado hasta que la autoridad laboral rea-
liza su tarea, en cuya virtud se demuestra que la 
seguridad en la obra estaba sometida a condi-
ciones muy precarias. Cierto es que algún testi-
go refiere que existían cascos protectores que 
el fallecido de ordinario despreciaba o no usaba, 
así como disponían de arneses, pero lo cierto y 
relevante es que en la fecha del accidente no 
existían vallas protectoras y la Sra. Inspectora 
no pudo acceder al interior de la dependencia 
por el riesgo que suponía hacerlo por el sistema 
de escalera y andamios para subir.

El dato objetivo que comportan estas ma-
nifestaciones, revelan que el riesgo de daño era 
previsible y, pese a ello, no se aseguró el perí-
metro de la terraza a pretexto de facilitar el de-
pósito a esa altura del espacio, para almacenar 
temporalmente 'palets' de ladrillo con destino al 
cerramiento de paredes. Si en algún momento 
se instalaron lo que denominan 'sargentos con 
tablas' no eran más que meros 'quitamiedos' 
que fueron retirados al admitir la carga que en 
el lugar reposaba.

SEGUNDO.- En la sentencia del Juzgado de Pri-
mera Instancia se desestimó la demanda inter-
puesta contra el constructor y contra las asegu-
radoras del arquitecto y del arquitecto técnico, 
al no poder determinar la causa del accidente, 
pues que se quitaran puntualmente las barandi-
llas utilizadas para poder introducir material de 
obra, no podía conllevar la declaración de au-
sencia de medidas de seguridad.

Por la Audiencia Provincial se estimó par-
cialmente el recurso de apelación, condenan-
do al constructor y desestimando la demanda 
contra las aseguradoras, al entender que no se 
protegió el perímetro de la terraza so pretex-
to de facilitar el depósito de materiales, siendo 
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Se alega por la recurrente que debe de-
clararse la responsabilidad del arquitecto y 
del arquitecto técnico, condenando a sus ase-
guradoras, de acuerdo con el art. 1902 del C. 
Civil y jurisprudencia que lo desarrolla, entre 
otras, sentencia de 20 de mayo de 2008, ci-
tada en base a que se recurre por interés ca-
sacional.

La sentencia de 20 de mayo de 1998, recur-
so 1394/2001, declaró:

Ciertamente, es doctrina de esta Sala que 
al arquitecto autor del proyecto no le alcanza el 
deber de velar por el cumplimiento de las con-
cretas medidas de seguridad durante la ejecu-
ción de la obra (SSTS 22 de noviembre de 1971, 

precaria la seguridad de la obra. Pese a ello no 
condenó a las aseguradoras de los profesiona-
les, pues entendía que "su obligación no es más 
que denunciarlo al constructor". Se añade en la 
sentencia de apelación que no se ha probado 
que "en el libro de obras no se hicieran cons-
tar las prevenciones a adoptar en esta materia, 
pues ello sólo resultaría demandable en caso de 
que el proyecto reclamara de algún tipo inusual 
o especial de maniobra".

TERCERO.- Motivo primero. Al amparo de lo 
previsto en el art. 477.2.3º, en relación con el 
477.3, LEC 2000 por interés casacional: Infrac-
ción del artículo 1902 del Código Civil.

Se estima el motivo.
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27 de noviembre de 1993, 1 de febrero de 2001, 
rec. 73/1996, 22 de enero de 2003, 27 de mayo 
de 2003, 16 de junio de 2003, rec. 3173/1993, 25 
de noviembre de 2004, 16 de marzo de 2005, 
rec. 4001/1998).

Sin embargo, esta Sala tiene reiteradamen-
te declarado que corresponde a los arquitectos, 
entre otras funciones, la superior dirección de 
la obra, de tal suerte que incurren en responsa-
bilidad cuando se aprecia en su conducta una 
negligencia en el deber de vigilancia inherente 
a las funciones de dirección sin la cual no po-
dría explicarse el incumplimiento grave o gene-
ralizado de las medidas de seguridad o cuan-
do, habiendo asumido funciones concretas de 
coordinación o vigilancia en la adopción de las 
medidas de seguridad, incurren en negligencia 
al ejercerlas.

La sentencia de 16 de octubre de 2009, re-
curso 1409/2005, declaró:

Por la que se refiere a la jurisprudencia de 
esta Sala, es cierto que la representada por las 
sentencias citadas en el motivo exime en gene-
ral al arquitecto superior de velar por el cumpli-
miento de las medidas de seguridad en el traba-
jo o de las normas sobre prevención de riesgos 
laborales. Pero no lo es menos que excluir de sus 
deberes profesionales esa vigilancia no equivale 
a exonerarle de responsabilidad cuando, como 
en el caso enjuiciado, el arquitecto, además de 
autor del proyecto, sea director de la obra y el 
incumplimiento en ésta de las más elementales 
medidas de seguridad resulte tan patente que 
necesariamente hubiera tenido que advertirlo 
en sus visitas periódicas a la obra y, en conse-
cuencia, dar las órdenes oportunas para evitarlo 
en lo sucesivo.

A la vista de la mencionada doctrina y po-
niéndola en relación con los hechos analizados 
es forzoso hacer constar que la ausencia de la 
valla protectora no solo afectaba al lateral des-
de el que se cayó el trabajador, sino que el pe-
rímetro de los tres niveles estaba totalmente 
desprotegido.

Es decir, no estamos ante una momentánea 
retirada de las vallas de protección sino ante 
la ausencia de las mismas en todo el períme-
tro (Inspección de Trabajo), por lo que como se 
declara en la sentencia recurrida "el riesgo de 
daño era previsible". El empresario demandado, 
como consta en el acta de la Inspección de Tra-
bajo "no conocía la Ley de Prevención de Ries-
gos... ni había realizado el Plan de Seguridad de 
la obra".

En la misma sentencia recurrida se declara 
que para la seguridad laboral "hay algo muy ele-
mental y, no es otra cosa que la defensa de las 
aberturas, blindando cualquier contingencia o 
amenaza de precipitación de operario que dis-
curre por zona elevada respecto al suelo".

En el presente caso el arquitecto, ostentaba 
la dirección de la obra y el arquitecto técnico, 
por razón de su función, la dirección de la eje-
cución de la obra, sin que velaran por la exis-
tencia de una medida de seguridad tan básica 
como el vallado para impedir la caída de los tra-
bajadores.

El art. 14 del Real Decreto 1627/1997 de 24 
de octubre, por el que se establecen las dispo-
siciones mínimas de seguridad y de salud en las 
obras de construcción, establece:

Artículo 14. Paralización de los trabajos.

1. Sin perjuicio de lo previsto en los aparta-
dos 2 y 3 del artículo 21 y en el artículo 44 de la 
Ley de Prevención de Riesgos Laborales, cuan-
do el coordinador en materia de seguridad y sa-
lud durante la ejecución de la obra o cualquier 
otra persona integrada en la dirección faculta-
tiva observase incumplimiento de las medidas 
de seguridad y salud, advertirá al contratista de 
ello, dejando constancia de tal incumplimiento 
en el libro de incidencias, cuando éste exista de 
acuerdo con lo dispuesto en el apartado 1 del 
artículo 13, y quedando facultado para, en cir-
cunstancias de riesgo grave e inminente para la 
seguridad y la salud de los trabajadores, dispo-
ner la paralización de los tajos o, en su caso, de 
la totalidad de la obra.

2. En el supuesto previsto en el apartado 
anterior, la persona que hubiera ordenado la pa-
ralización deberá dar cuenta a los efectos opor-
tunos a la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social correspondiente, a los contratistas y, en 
su caso, a los subcontratistas afectados por la 
paralización, así como a los representantes de 
los trabajadores de éstos.

3. Asimismo, lo dispuesto en este artículo 
se entiende sin perjuicio de la normativa sobre 
contratos de las Administraciones públicas rela-
tiva al cumplimiento de plazos y suspensión de 
obras.

En concreto los profesionales, de acuerdo 
con el art. 14 del Real Decreto 1627/1997 de 24 
de octubre, estaban obligados a la paralización 
de los trabajos ante la inexistencia de medidas 
de seguridad con existencia de riesgo grave e 
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inminente, como ocurría en este caso y estaban 
igualmente comprometidos por la norma a dar 
cuenta a la Inspección de Trabajo, nada de lo 
cual hicieron ninguno de los dos.

Resulta contradictorio, en la sentencia recu-
rrida, la condena del constructor por ausencia 
de las más elementales medidas de seguridad 
y que se exonere a los profesionales en un caso 
de grave incumplimiento de dichas medidas 
(art. 1902 del C. Civil).

En conclusión, procede la condena de las 
aseguradoras del arquitecto y del arquitecto 
técnico, ante la manifiesta y grave omisión, por 
parte de los profesionales, de las medidas de 
seguridad adecuadas, cuya ausencia determinó 
el fallecimiento del trabajador.

Por lo expuesto, asumiendo la instancia, 
procede la condena de ambas aseguradoras 
(art. 73 LCS), hasta el límite de la cobertura 
de sendas pólizas, que en la de MUSAAT es de 
91.000 euros, incluida en esa suma todos los 
gastos y la defensa jurídica, como expresamen-
te consta en las condiciones particulares.

La condena a las aseguradoras es de 
120.000 euros, que deberán abonar a la actora 
por el fallecimiento de su hijo, mas 5.315,96 eu-
ros por gastos de entierro, hasta el límite de la 
cobertura de sendas pólizas, de la que respon-
derán solidariamente con D. Casimiro, ya con-
denado, al no ser posible la individualización de 
responsabilidades, por cuanto todos ellos coad-
yuvaron a la producción del accidente median-
te la omisión de medidas de seguridad o de la 
vigilancia de su cumplimiento y de la relación 
de hechos de la sentencia recurrida no se infie-
re que sea posible una clara diferenciación del 
grado de contribución causal de las respectivas 
conductas (Sentencia de 20 de mayo de 2008, 
antes citada).

CUARTO.- Motivo segundo, numerado como 
tercero en el recurso. Al amparo de lo previsto 
en el art. 477.2.3º, en relación con el 477.3, LEC 
2000 por interés casacional: Vulneración del 
art. 20.4 de la Ley del Contrato del Seguro.

Se estima el motivo.

Se solicita la imposición de los intereses 
marcados en el art. 20 de la LCS.

Consta que las aseguradoras no han con-
signado cantidad alguna en el presente pro-
cedimiento, ni tampoco en el previo proceso 
penal.

Esta Sala viene declarando que:

Según el artículo 20.8 de la LCS, el recargo 
de los intereses por mora del asegurador tiene 
lugar cuando no se produce el pago de la in-
demnización por causa no justificada o imputa-
ble a la aseguradora. En su interpretación, tan-
to en su primitiva redacción, como en el texto 
vigente dado por la Ley 30/1995, de 8 de no-
viembre, esta Sala ha declarado en reiteradas 
ocasiones que la indemnización establecida en 
el artículo 20 de la Ley de Contrato de Segu-
ro tiene desde su génesis un marcado carácter 
sancionador y una finalidad claramente pre-
ventiva, en la medida en que sirve de acicate y 
estímulo para el cumplimiento de la obligación 
principal que pesa sobre el asegurador, cual es 
la del oportuno pago de la correspondiente in-
demnización capaz de proporcionar la restitu-
ción íntegra del derecho o interés legítimo del 
perjudicado. La mora de la aseguradora única-
mente desaparece cuando de las circunstancias 
concurrentes en el siniestro o del texto de la pó-
liza surge una incertidumbre sobre la cobertura 
del seguro que hace precisa la intervención del 
órgano jurisdiccional ante la discrepancia exis-
tente entre las partes al respecto, en tanto dicha 
incertidumbre no resulta despejada por la reso-
lución judicial, nada de lo cual se da en el caso 
(SSTS 13 de junio de 2007; 26 de mayo y 20 de 
septiembre 2011). STS, Civil sección 1 del 25 de 
enero del 2012, recurso: 455/2008.

Sobre la incertidumbre también ha declara-
do la Sala que no la integra la mera discrepancia 
en las cuantías reclamadas. STS 17 de mayo de 
2012, rec. 1427/2009.

A la vista de la referida doctrina hemos de 
concluir que procede imponer el pago de los in-
tereses del art. 20 de la LCS a ambas asegura-
doras, dado la ausencia de consignación, pese a 
la manifiesta negligencia de sus asegurados, en 
un caso de incumplimiento grave de medidas 
de seguridad.

No justifica la conducta de las asegurado-
ras, la absolución en vía penal, dada la diferente 
naturaleza de la acción ejercitada, ni la desesti-
mación de la demanda en dos instancias, pues 
ello obedece a una exitosa defensa jurídica de 
sus posiciones, ante el Juzgado y la Audiencia, 
que queda en entredicho ante la contradicción 
con constante doctrina jurisprudencial, antes 
mencionada.

QUINTO.- Estimado el recurso de casación, no 
procede imposición de costas (art. 398 LEC). 
Estimada parcialmente la demanda y el recurso 
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de apelación no procede expresa imposición de 
costas.

En ambas instancias se solicitó una conde-
na, en cuantía, superior a la ahora sostenida en 
casación (arts. 394 Y 398 LEC).

Procédase a la devolución del depósito para 
recurrir.

Por lo expuesto, en nombre del Rey y por la 
autoridad conferida por el pueblo español.

FALLAMOS

1. ESTIMAR EL RECURSO DE CASACIÓN in-
terpuesto por D.ª Cándida, representada por la 
Procuradora D.ª Sara Leonis Parra, contra sen-
tencia de 28 de septiembre de 2012 de la Sec-
ción Primera de la Audiencia Provincial de Bar-
celona.

2. Casar la sentencia recurrida en el senti-
do de condenar a las aseguradoras MUSAAT y 
ASEMAS al pago a la actora de 120.000.- euros, 
más 5.315,96.- euros por gastos de entierro, has-
ta el límite de la cobertura de sendas pólizas, 
sumas de las que responderán solidariamente 
con D. Casimiro, ya condenado. Igualmente res-
ponderán, solidariamente, las aseguradoras del 
interés marcado en el art. 20 de la LCS, desde la 
fecha del siniestro.

3. Se ratifica como doctrina jurisprudencial 
la emanada de la sentencia de 16 de octubre de 
2009, recurso 1409/2005.

4. No procede imposición en las costas del 
recurso de casación al recurrente.

5. No procede expresa imposición de costas 
en las instancias (1ª y 2ª).

6. Procédase a la devolución del depósito 
para recurrir.

Líbrese al mencionado tribunal la certifica-
ción correspondiente, con devolución de los au-
tos y del rollo de Sala.

Así por esta nuestra sentencia, que se in-
sertará en la COLECCIÓN LEGISLATIVA pasán-
dose al efecto las copias necesarias, lo pronun-
ciamos, mandamos y firmamos Francisco Marín 
Castán, José Antonio Seijas Quintana, Antonio 
Salas Carceller, Francisco Javier Arroyo Fiestas, 
Eduardo Baena Ruiz, Xavier O'Callaghan Mu-
ñoz. Firmado y rubricado. PUBLICACIÓN.- Leí-
da y publicada fue la anterior sentencia por el 
EXCMO. SR. D. Francisco Javier Arroyo Fiestas, 
Ponente que ha sido en el trámite de los pre-
sentes autos, estando celebrando Audiencia 
Pública la Sala Primera del Tribunal Supremo, en 
el día de hoy; de lo que como Secretario de la 
misma, certifico.
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L
a sentencia que co-
mentamos de la Sala 
Primera del Tribunal 
Supremo de fecha 17 

de febrero de 2015, tiene tres 
importantes connotaciones 
dignas de resaltar:

1) Quizás sea de las últimas 
sentencias que podamos anali-
zar de la Sala de lo Civil, sobre el 
estudio de una reclamación in-
demnizatoria por un accidente 
laboral por causa de muerte. Es 
tan simple como reconocer, que después de las viejas polémicas, sobre que Sala era la competente 
para resolver sobre los asuntos derivados de la relación laboral nuestro Alto Tribunal decidió defi-
nitivamente que era la Sala de lo Social. Pero estas últimas ocasiones vamos a aprovecharlas ade-
cuadamente, ya que el principio de culpabilidad es una tendencia más rigurosa en esta Sala Civil.

2) En el presente 
caso, la cuestión era 
bastante clara, pues 
la Audiencia Provin-
cial ya decía que el 
riesgo de caída desde 
6 metros de altura era 
previsible, y pese a 
ello, no se aseguró el 
perímetro de la terra-
za, siendo precaria la 
seguridad de la obra.

Se condena al Ar-
quitecto Superior y al 
Técnico con una serie 
de citas jurispruden-
ciales que constan en 
el texto de la senten-
cia, y que vienen a re-
saltar, que se condena 
su conducta por la fal-
ta del deber de vigi-
lancia inherente a las 
funciones de dirección 
sin la cual no podría 
explicarse el incumpli-
miento grave o generalizado de las medidas de seguridad. Pues, además de autor del proyecto, 
el arquitecto que sea director de la obra, estará encargado en las más elementales medidas de 
seguridad que resulten tan patente, que debería haberlas advertido en sus visitas periódicas a la 
obra, y en consecuencia, dar las órdenes oportunas para evitar esos riesgos evidentes.

Y así la sentencia de la Audiencia Provincial, recogía, que para la seguridad laboral, hay 
algo muy elemental, y no es otra cosa, que la defensa de las aberturas, blindando cualquier 

Comentario
Por Andrés Cid Luque 

Abogado

En el presente caso, la cuestión era bastante 
clara, pues la Audiencia Provincial ya decía que 

el riesgo de caída desde 6 metros de altura 
era previsible, y pese a ello, no se aseguró 

el perímetro de la terraza, siendo precaria la 
seguridad de la obra
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contingencia o amenaza de 
precipitación de un operario 
que discurre por zona elevada 
respecto al suelo. Y como en 
el presente caso el arquitecto 
ostentaba la dirección de la 
obra y el arquitecto técnico, 
por razón de su función, de la 
dirección de la ejecución de la 
obra, sin que hubieran velado 
por la existencia de unas me-
didas tan básicas debían ser 
condenados.

Por ende, igualmente pro-
cede la condena de sus ase-

guradoras ante la manifiesta y grave omisión de sus asegurados.

3) Y finalmente, el otro punto interesante de esta sentencia es la rigurosidad en la aplica-
ción del artículo 20 de la Ley del Contrato de Seguro referentes a las Cías. Aseguradoras. Así 
mantiene el Tribunal Supremo, que desde su génesis, este recargo, tiene un marcado carácter 
sancionador y una finalidad claramente preventiva, para que sirva de acicate y estimulo para 
el cumplimiento de la obligación principal del asegurador.

La mora únicamente desaparece cuando de las circunstancias concurrentes en el sinies-
tro o del texto de la Póliza surge una incertidumbre sobre la cobertura del seguro que hace 
preciso la intervención del órgano jurisdiccional, pero nada de ello se da en el caso. Pues la 
incertidumbre no la integra la mera discrepancia en las cuantías reclamadas.

Y no justifica la conducta de las aseguradoras, la absolución de la vía penal, dada la 
diferente naturaleza de la ejecución ejercitada, ni la desestimación de la demanda en dos 
instancias, pues ello obedece a una exitosa defensa jurídica de sus posiciones, que queda en 
entredicho con la constante jurisprudencia citada en esta sentencia.

En resumen una interesante resolución judicial en orden al criterio radical, en lo concer-
niente a la labor de los técnicos, que responden de los elementales y básicos sistemas de 
seguridad, y de la imposición del recargo del artículo 20 a los Aseguradores.

Comentario

Se condena al Arquitecto Superior y al Técnico 
con una serie de citas jurisprudenciales que 
constan en el texto de la sentencia, y que 

vienen a resaltar, que se condena su conducta 
por la falta del deber de vigilancia inherente 

a las funciones de dirección sin la cual no 
podría explicarse el incumplimiento grave o 
generalizado de las medidas de seguridad

La mora únicamente desaparece cuando de las circunstancias concurrentes 
en el siniestro o del texto de la Póliza surge una incertidumbre sobre 
la cobertura del seguro que hace preciso la intervención del órgano 

jurisdiccional, pero nada de ello se da en el caso. Pues la incertidumbre no la 
integra la mera discrepancia en las cuantías reclamadas
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Fundamentos de Derecho

PRIMERO.- Los antecedentes del caso están 
descritos en la sentencia objeto de recurso de 
casación. Son los siguientes: Doña Serafina im-
puta al ginecólogo demandado, D. Ezequiel, 
haber incurrido en negligencia en el tratamien-
to de que fue objeto, durante su estancia en el 
Hospital General de Catalunya, con ocasión del 
parto por cesárea que tuvo lugar el 22 de abril 
de 2005.

Tras dicha intervención quirúrgica, la seño-
ra Serafina sufrió una infección que fue diag-
nosticada como endometritis y tratada con 
antibióticos. Como el médico demandado con-

Tribunal
Supremo

RESPONSABILIDAD
CIVIL

Negligencia médica. Se concede una indemnización 
por importe de 160.553,13 euros en base al Sistema 

Legal Valorativo de accidentes de tráfico, al concurrir 
en la actuación médica un error por no haber puesto a 
disposición de la paciente los medios de que disponía

Sentencia del Tribunal Supremo (Sala 1ª),
de 18 de febrero de 2015.

Ponente: Excmo. Sr. D. José Antonio Seijas Quintana
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sideró que la evolución era buena le dio el alta 
para el día 29 de abril por la mañana. Pero el 
mismo día, por la tarde, estando ya la paciente 
fuera del hospital, empeoró, por lo que, previa 
consulta con el señor Ezequiel, volvió a ingre-
sar en el mismo hospital.

Al día siguiente, 30 de abril de 2005, fue 
remitida al Hospital de Sabadell, a fin de que se 
le practicasen pruebas complementarias que 
no podían realizarse en el General de Cataluña 
porque dicho día 30 era sábado. En el centro 
de Sabadell se realizaron pruebas de diagnós-
tico por la imagen, tras de lo cual los médicos 
consideraron oportuno intervenir a la paciente, 
lo que así hicieron, practicándosele histerecto-
mía subtotal. A resultas de dicha intervención 
abdominal la paciente quedó con determina-
das secuelas (bridas con ocasionales suboclu-
siones intestinales y al menos una oclusión), lo 
que motivó una nueva intervención quirúrgica 
a mediados de noviembre de 2006.

Lo que se imputa al facultativo es no ha-
berse percatado antes de la existencia de la 
infección abdominal que hizo precisa la inter-
vención del día 30, y que debido a esa inadver-
tencia fue preciso intervenir con unos resulta-
dos que no se habrían producido de haberse 
detectado antes el cuadro infeccioso; inadver-
tencia que fue motivada por no haber ordena-
do el médico la realización de pruebas comple-
mentarias de diagnóstico por la imagen, tipo 
ecografía o scanner.

En el recurso de apelación se habla de que 
no se realizó tampoco análisis de sangre, aun-
que el debate ha girado fundamentalmente 
sobre si habría estado indicado realizar alguna 
ecografía o TAC.

El Juzgado desestimó íntegramente la de-
manda, teniendo en cuenta "toda la prueba 
analizada y valorada", de la que deduce que 
"no existió negligencia en la actuación del de-
mandado, puesto que cuando firmó el alta de 
la paciente, ésta se encontraba en buenas con-
diciones, sin fiebre y sin dolor sin que sea nece-
saria en esos momentos practicar prueba com-
plementaria alguna puesto que no había signos 
evidentes de ninguna complicación médica tal 
y como además manifestó el perito Sr. Juan 
Pedro. El propio perito del actor reconoce que 
la endometritis estuvo bien diagnosticada".

Recurrida la sentencia en apelación, la Au-
diencia Provincial desestimó el recurso, salvo el 
pronunciamiento sobre costas en la instancia 
y en apelación, que no las impuso. Considera 
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que la evolución de la temperatura corporal no 
hacía temer una mala evolución de la infección 
que se diagnosticó y que se comenzó a tratar 
el día 25 de abril. Al día siguiente la tempera-
tura bajó y ya no hubo más fiebre en los días 
siguientes hasta el alta del día 29. Tampoco los 
resultados de los análisis indicaban mal curso 
del proceso. No siempre que se produce una 
infección, dice, es obligado realizar ecografías, 
scanner o pruebas semejantes.

"Se hace difícil, a posteriori, afirmar que 
los signos existentes debían revelar que algo 
no iba como se esperaba. Temperatura y resul-
tado de análisis son datos objetivos. El estado 
general de la enferma, el dolor que sentía, la 
intensidad, la situación del mismo, son cosas 
que es muy difícil valorar a posteriori, porque 
se prestan a distintas interpretaciones incluso 
en el momento de realizar las exploraciones de 
la enferma. Por no hablar de las percepciones 
del médico al realizar, por ejemplo, los tactos 
vaginales, tan importantes en procesos como 
éste. Precisamente por eso es más difícil afir-
mar la negligencia a partir de datos que sólo el 
médico percibió en aquellos momentos, e in-
terpretó. Salvo que se hubiese tratado de una 
situación notoria, cuya descripción, además, 
para ser percibida a posteriori como notoria, 
no dejaría de suscitar problemas".

Se observa "que persistía dolor en epigas-
trio, del que en alguna anotación se dice que 
no cedía con almax. Pero el estado general era 
bueno. Visto lo que ocurrió después puede 
afirmarse que hubiera sido útil practicar prue-
bas complementarias. Pero repetimos que no 
es de eso de lo que se trata. El problema es 
si no hacerlas, dados estos signos más "inter-
pretables", debe considerarse constitutivo de 
negligencia. La respuesta negativa se impone 
a nuestro juicio, como se imponía partiendo de 
los datos más objetivos según se ha dicho an-
tes. Ha de insistirse en que es difícil afirmar la 
negligencia en función del dolor y del estado 
general, que nosotros no podemos sino perci-
bir por las referencias literarias que hay en la 
historia clínica. Referencias que, como deci-
mos, y particularmente por lo que concierne a 
las hojas de enfermería, sólo revelan la existen-
cia de dolor en parte superior de abdomen, en 
torno al estómago, o en la boca del estómago 
como se dice en alguna anotación, a cierta dis-
tancia de la zona genital en que luego se apre-
ció la necrosis. Molestias que, no acompañadas 
de otros signos objetivos, no tenían por qué 
revelar la necesidad de pruebas adicionales o 
complementarias. El médico no concluyó su 
actuación el día 28, dado que indicó la necesi-
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dad de que la señora Serafina siguiera toman-
do distinta medicación, incluido un antibiótico, 
todo lo cual dejó prescrito el propio día 28".

En definitiva, la sentencia no apreció negli-
gencia en la falta de diagnóstico de la infec-
ción que estaba progresando en el abdomen 
de la demandante y, en especial, en la falta de 
exploraciones complementarias antes del día 
30 de abril de 2005, cuando el único signo de 
anormalidad era la existencia de epigastralgias, 
que se constató durante los días anteriores al 
29 de abril y, en particular, a primera hora de 
la madrugada de dicho día. "El que existiese 
un dolor cuya etiología no fue precisada sino 
más bien sólo supuesta por el facultativo (se 
atribuyó al efecto de la medicación) no nos 
permite afirmar la negligencia. El médico orde-
nó seguir con la administración de tratamien-
to antibiótico y pudo razonablemente esperar 
que la situación de dolor localizado en zona 
superior de abdomen se resolviese, dado que 
no existían otros signos objetivos de alarma. El 
foco de dolor estaba situado en parte superior 
de abdomen, cuando la intervención médica 
inicial había sido en abdomen inferior, lo que 
razonablemente podía disminuir la sensación 
de urgencia o de peligro. El estado general de 
la paciente era algo que el demandado podía 
valorar por percepción directa. Sobre ello es 
muy difícil pronunciarse a posteriori, cuando 
los datos objetivos con que contamos (la tem-
peratura corporal y el resultado de los análisis 
practicados los días 25 y 26 e incluso el 29 por 
la noche) no indicaban peligro alguno".

Todo ello lo tiene, además, en cuenta la 
sentencia para no hacer especial declaración 
en cuanto a las costas, aunque reconozca que 
"no deja de ser cierto que el demandado po-
dría haber ordenado pruebas adicionales".

La sentencia cuenta con un voto particular 
de uno de los magistrados.

Doña Serafina formuló recurso de casación 
con un único motivo: infracción de los artículos 
1902 y 1903 del Código Civil y oposición a la 
doctrina de esta Sala expresada en las senten-
cias de 10 de diciembre de 2010; 23 de sep-
tiembre de 2004; 15 de febrero 2006 y 30 de 
marzo de 2012.

SEGUNDO.- El error que se denuncia en el mo-
tivo supone que la sentencia ha quebrantado 
el artículo 1902 CC como efecto de una equi-
vocada calificación y aplicación jurídica de las 
circunstancias exigibles para el reconocimiento 
de la responsabilidad civil.

El recurso se estima.

En una medicina de medios y no de resul-
tados –STS 10 de diciembre 2010–, la toma de 
decisiones clínicas está generalmente basada 
en el diagnóstico que se establece a través de 
una serie de pruebas encaminadas a demos-
trar o rechazar una sospecha o hipótesis de 
partida, pruebas que serán de mayor utilidad 
cuanto más precozmente puedan identificar 
o descartar la presencia de una alteración, sin 
que ninguna presente una seguridad plena.

Implica por tanto un doble orden de cosas:

En primer lugar, es obligación del médico 
realizar todas las pruebas diagnósticas nece-
sarias, atendido el estado de la ciencia médica 
en ese momento, de tal forma que, realizadas 
las comprobaciones que el caso requiera, sólo 
el diagnóstico que presente un error de notoria 
gravedad o unas conclusiones absolutamente 
erróneas, puede servir de base para declarar 
su responsabilidad, al igual que en el supues-
to de que no se hubieran practicado todas las 
comprobaciones o exámenes exigidos o exigi-
bles. En segundo, que no se pueda cuestionar 
el diagnostico inicial por la evolución posterior 
dada la dificultad que entraña acertar con el 
correcto, a pesar de haber puesto para su con-
secución todos los medios disponibles, pues en 
todo paciente existe un margen de error inde-
pendientemente de las pruebas que se le rea-
licen (SSTS 15 de febrero 2006; 19 de octubre 
2007; 3 de marzo y 10 de diciembre de 2010).

Pues bien, doña Serafina fue diagnostica-
da inicialmente de endrometitis. El día 24 se le 
manifestaron episodios de fuertes dolores ab-
dominales, con fiebre alta. Los signos indicati-
vos de la infección aparecieron el 25 de abril. 
El día 29 es dada de alta, bajo la indicación del 
facultativo de que los dolores desaparecerían 
con el tiempo y una vez en casa. Ocurrió que 
a las pocas horas de haber sido dada de alta 
regresó al hospital con fiebre elevada y, siendo 
fin de semana, no se le pudo practicar un TAC, 
trasladándola el día 30 a otro hospital, ante la 
persistencia de la sintomatología. Resultado de 
la prueba fue la intervención de urgencia (pre-
sencia de abundante líquido libre en la cavidad 
abdominal en el proceso de peritonitis, que ha 
condicionado la presencia de un mayor núme-
ro de bridas intestinales).

Sin citarla, la sentencia refiere la doctrina 
sobre imputación objetiva que esta Sala ha 
aplicado en supuestos similares para negar que 
en el momento en que el diagnóstico se realiza 
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fue posible prever la evolución de la paciente, 
lo que no ocurre en este caso. La sucesión de 
hechos ocurridos en un periodo corto de tiem-
po ponen en evidencia la existencia de un error 
de diagnóstico inicial producido por no haber 
puesto a disposición de la paciente los medios 
adecuados para obtenerlo. La asistencia médi-
ca continuada del facultativo entre los días 22 
y el 29 de abril de 2005 resulta manifiestamen-
te incompleta, ya que no realizó a la paciente 
ninguna exploración complementaria, como 
una ecografía, un TAC o un scanner abdomi-
nal, a fin de descartar las complicaciones que 
parecía presentar, como el dolor abdominal, 
respecto del cual –pese a los tratamientos que 
habían sido instaurados a base de antibióticos 
para una endometris– los síntomas no remitían.

Si los síntomas de dolor abdominal persis-
tían en el momento en que la paciente fue dada 
de alta y esta se dispuso "sin que el demanda-
do supiese con certeza a que obedecía tal do-
lor", se debió trabajar también sobre esta hipó-
tesis adoptando las medidas correspondientes, 
lo que no se hizo. No estamos ante un error 
de diagnóstico disculpable o de apreciación, 
sino ante un diagnóstico equivocado por no 
haber puesto a disposición de la paciente los 
medios de que disponía para lograrlo. Una sim-
ple prueba ecográfica, efectuada tardíamente, 
hubiera evidenciado el curso progresivo de la 
infección en el abdomen, y hubiera evitado las 
consecuencias resultantes. No estamos ante un 
supuesto de medicina defensiva por la aplica-
ción indiscriminada de pruebas para estable-
cer diagnóstico. Estamos ante una actuación 
médica carente de los conocimientos necesa-
rios para hacer posible un diagnóstico correcto 
mediante la exploración y la práctica de prue-
bas complementarias que hubieran prevenido, 
evitado o aminorado el daño a partir de una 
previa sintomatología evidente y reiterada.

El daño fundamenta la responsabilidad y 
éste se produjo como consecuencia de la negli-
gencia médica. El criterio de imputación resul-
ta del artículo 1902 CC y exige del paciente la 
demostración de la relación o vínculo de cau-
salidad entre el daño y el equivocado diagnós-
tico, así como la culpa en el sentido de que ha 
quedar plenamente acreditado que el acto mé-
dico o quirúrgico fue realizado con infracción o 
no-sujeción a las técnicas médicas o científicas 
exigibles para el mismo (STS 24 de noviembre 
de 2005; 10 de junio 2008), ya que a la relación 
causal material o física ha de sumarse el repro-
che culpabilístico, sin lo cual no hay respon-
sabilidad sanitaria, como sucede en este caso 
por un error de diagnóstico que desembocó 

en el resultado dañoso generador de respon-
sabilidad, puesto que produjo un tratamiento 
equivocado y gravemente perjudicial para la 
paciente, y que se identifica a partir de la va-
loración de las circunstancias que se tuvieron 
en cuenta en el momento en que los hechos 
tuvieron lugar y no después, al haberla dado 
de alta sin haber confirmado o descartado una 
posible infección, cuando la sintomatología así 
lo exigía, sin que ello suponga una regresión a 
partir del desgraciado curso posterior seguido 
por la paciente, que volvió unas horas después 
al centro médico en el que quedó ingresada 
hasta su traslado a otro al día siguiente para la 
realización de un TAC a resultas del cual se le 
practicó una intervención de urgencia.

TERCERO.- A la vista de lo expuesto procede 
admitir el recurso en tanto la cuestión resuelta 
en la sentencia se aleja de los criterios interpre-
tativos fijados de forma reiterada por esta Sala 
y permite sustentar la responsabilidad en que 
la recurrente funda su demanda. Asumiendo la 
instancia, procede cuantificar el daño median-
te la aplicación del Baremo o sistema legal de 
valoración del daño corporal incorporado al 
Anexo de la Ley 30/95 de 8 de noviembre, de 
Ordenación y Supervisión de los Seguros Pri-
vados, de aplicación orientativo a otros secto-
res distintos de la circulación, conforme doc-
trina reiterada de esta Sala (afirmada en SSTS 
de 9 de diciembre de 2008; 11 de septiembre 
2009, entre otras), teniendo además en cuen-
ta que, a partir de las SSTS de 17 de abril de 
2007, del Pleno de esta Sala (rec 429/2007 y 
rec 430/2007), constituye igualmente jurispru-
dencia reiterada, recogida en las más recientes 
de 9 de julio de 2008, 10 de julio de 2008, 18 
de junio de 2009 y 9 de marzo y 5 de mayo de 
2010, que los daños sufridos quedan fijados de 
acuerdo con el régimen legal vigente en el mo-
mento de la producción del hecho que ocasio-
na ese daño, sin perjuicio de que su valoración 
económica se haga, a efectos de concretar la 
indemnización correspondiente, con arreglo a 
los importes que rigen para el año en que se 
produzca el alta definitiva o estabilización de 
las lesiones sufridas por el perjudicado.

Pues bien, en su demanda la actora cuanti-
ficó el daño en la suma de 160.553,13 euros con 
base en un informe médico pericial emitido por 
especialista en valoración del daño corporal 
que se expresaba al respecto en los términos 
siguientes:

(i) Como lesiones permanentes o secuelas, 
de carácter fisiológico, apreciaba «necrosis de 
útero que determinaron histerectomía de crisis 
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suboclusivas por bridas que determinaron dolor 
cólico persistente», que valoraba en 40 puntos, 
por pérdida de útero antes de la menopausia, 
y «trastorno depresivo reactivo a patología or-
gánica», que valoraba, como síndrome psicoló-
gico, en 10 puntos. Aplicando la fórmula legal 
para las secuelas concurrentes vigente tras la 
reforma de 2003 fijaba la puntuación total por 
ambas secuelas fisiológicas en 46 puntos.

(ii) Junto al daño fisiológico apreciaba un 
perjuicio estético ligero por «cicatriz de lapa-
rotomía quirúrgica», que valoraba en 5 puntos.

(iii) Atendiendo al valor del punto en el año 
del alta (2005) y a la edad de la víctima, fijaba 
la indemnización por ambos conceptos en la 
suma de 75.376,37 euros; 71.873,62 euros por 
secuelas fisiológicas y psicológicas y 3.502,75 
euros por las estéticas.

(iv) Finalmente incrementaba dicha in-
demnización básica en un 10% (7.537,64 euros) 
mediante el factor corrector de aumento y en 
77.639,12 euros aplicando el factor corrector de 
incapacidad permanente total para trabajo habi-
tual.

En su contestación, el facultativo deman-
dado alegó subsidiariamente pluspetición y 
adujo que habiéndose optado por aplicar el 
«baremo» del automóvil, corresponde al perju-
dicado acreditar la existencia de cada uno de 
los perjuicios sufridos y su relación de causa-
lidad con el acto médico, cuestionándose que 
se haya optado en todos los casos por el grado 
máximo de la orquilla.

Esta Sala considera adecuada la indemni-
zación reclamada por las razones siguientes:

En primer lugar, ambas partes están con-
formes en que la misma se calcule con arre-
glo al baremo o sistema legal de valoración del 
daño que rige para los accidentes de tráfico.

En segundo lugar, en relación con las se-
cuelas fisiológicas y psíquicas, la sentencia de-
claró probado, en correspondencia con la prin-
cipal secuela concretada en la demanda, que 
a la paciente se le practicó una histerectomía 
subtotal, quedándole como secuelas bridas 
con ocasionales suboclusiones intestinales, por 
una de las cuales fue intervenida nuevamente 
en noviembre de 2006. En cuanto al trastor-
no depresivo ulterior, además de constar una 
sintomatología ansioso-depresiva reactiva re-
lacionada con los problemas del parto, por la 
que tuvo que someterse a asistencia médico-
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psiquiátrica, ha de entenderse, en buena ló-
gica, que se trata de un daño permanente de 
carácter psicológico inherente a la naturaleza 
y gravedad del daño fisiológico sufrido (extir-
pación del útero en mujer joven, en edad fér-
til). Y siendo cierto que para la valoración en 
puntos de dichas secuelas se parte en ambos 
casos de la puntuación máxima de la escala, no 
puede obviarse que tal petición se sustenta en 
un informe pericial fundado en la documenta-
ción médica obrante en autos, que no ha sido 
desvirtuado mediante prueba en contrario.

En tercer lugar, según el texto legal, el 
perjuicio estético consiste en cualquier modi-
ficación peyorativa que afecte a la imagen de 
la persona. Constituye una dimensión diversa 
del perjuicio fisiológico que le sirve de sustra-
to y por ende, encierra un concepto perjudi-
cial distinto. De ahí que en su Tabla VI, dentro 
del apartado reservado a las «reglas de aplica-
ción», se aluda a la fijación separada de la pun-
tuación que corresponda a uno y otro siempre 
que el menoscabo permanente para la salud 
(secuela) suponga, a su vez, la existencia de un 
perjuicio estético (por todas, STS de 23 de no-
viembre de 2011, rec. nº 1631/2008).

En el presente caso, es también un hecho 
no discutido y, además consta acreditado en 
autos, que la demandante quedó con una ci-
catriz resultante de la laparotomía de urgencia 
que se le practicó, lo que comporta, por sí mis-
mo, una modificación peyorativa de su aspecto 
físico, y, por tanto, de la imagen que proyecta 
hacia a los demás, que constituye un quebran-
to susceptible de reparación económica me-
diante su valoración como perjuicio estético. 
En este sentido, se estima razonable calificarlo 
de leve, acogiendo la postura expresada por la 
parte actora con fundamento en la pericial de 
parte.

En cuarto lugar, para concretar su entidad 
y calcular la indemnización correspondiente 
resulta de aplicación el régimen establecido 
tras la reforma introducida por la Ley 34/2003, 
de 4 de noviembre, de modificación y adapta-
ción a la normativa comunitaria de la legisla-
ción de seguros privados, de la que se ha dicho 
reiteradamente (SSTS de 23 de noviembre de 
2011, rec. nº 1631/2008; 30 de marzo de 2012, 
rec. nº. 1050/2009 y 30 de abril de 2012, rec. 
nº 652/2008) que no cabe aplicar de manera 
retroactiva (lo que no es el caso, puesto que 
estaba en vigor cuando ocurrió el siniestro) y 
que ha de interpretarse en el sentido de pun-
tuar y valorar separadamente las secuelas es-
téticas respecto de las fisiológicas, aun cuando 
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tificando que el porcentaje de aumento se fije 
en la suma máxima prevista dentro de la escala 
(77.639,12 euros) por tratarse de una persona 
joven, cuyas secuelas, físicas y psicológicas, 
le privan de aptitud para seguir desempeñan-
do con plena normalidad lo que hasta el parto 
eran sus actividades y ocupaciones habituales.

CUARTO.- Al demandado se le condena al 
pago de las costas de la 1ª instancia y no se 
hace especial declaración de las causadas por 
el recurso de apelación. No se imponen las 
costas del recurso de casación; todo ello según 
los artículos 394 y 398 de la Ley de Enjuicia-
miento Civil.

Por lo expuesto, en nombre del Rey y por 
la autoridad conferida por el pueblo español.

FALLAMOS

1º Se estima el recurso de casación formu-
lado por la representación procesal de doña 
Serafina contra la Sentencia de la Audiencia 
Provincial de Barcelona -Sección 16ª-, de 8 de 
octubre de 2012.

2º Se casa y anula la sentencia recurrida.

3º Se estima la demanda formulada por 
doña Serafina contra don Ezequiel a quien 
condenamos al pago de 160.553,13 euros más 
los intereses legales desde el momento de la 
interpelación judicial, con expresa imposición 
de las costas causadas en la 1ª instancia al de-
mandado y sin hacer especial declaración de 
las del recurso de apelación.

4º No se hace pronunciamiento especial de 
las costas del recurso de casación.

Líbrese a la mencionada Audiencia la cer-
tificación correspondiente, con devolución de 
los autos y rollo de apelación remitidos.

Así por esta nuestra sentencia, que se in-
sertará en la COLECCIÓN LEGISLATIVA pa-
sándose al efecto las copias necesarias, lo pro-
nunciamos, mandamos y firmamos Francisco 
Marín Castán. José Antonio Seijas Quintana. 
Antonio Salas Carceller. Eduardo Baena Ruiz 
Xavier O'Callaghan Muñoz. Firmado y Rubri-
cado. PUBLICACIÓN.- Leída y publicada fue la 
anterior sentencia por el EXCMO. SR. D. José 
Antonio Seijas Quintana, Ponente que ha sido 
en el trámite de los presentes autos, estando 
celebrando Audiencia Pública la Sala Primera 
del Tribunal Supremo, en el día de hoy; de lo 
que como Secretario de la misma, certifico.

luego se sumen las cantidades así obtenidas 
(en el sistema vigente hasta esta reforma lo 
procedente era sumar aritméticamente ambas 
puntuaciones antes de su valoración, sin apli-
car respecto de las secuelas estéticas la fór-
mula de Balthazar). Este procedimiento se ha 
respetado en el informe pericial y por ende, en 
la demanda.

Finalmente, en cuanto a los factores co-
rrectores de la indemnización básica por lesio-
nes permanentes, también resulta correcta la 
reclamación por estos conceptos.

- De una parte, y en cuanto al factor correc-
tor por perjuicios económicos, porque constan-
te jurisprudencia viene declarando (SSTS de 30 
de abril de 2012, rec. nº 1703/2009 y 6 de junio 
de 2014, rec. nº 847/2012) que cuando de secue-
las se trata (Tabla IV) el Sistema impone aplicar 
el factor de corrección por perjuicios económi-
cos a toda víctima en edad laboral, aunque no 
se prueben ingresos (la víctima tenía 27 años en 
el momento de sufrir el daño y trabajaba como 
dependienta de perfumería), y que la falta de 
prueba sobre estos no provoca que no se con-
ceda dicho factor corrector sino únicamente su 
aplicación en su tramo inferior, es decir, hasta 
un 10%, como se pide en la demanda.

- De otra parte, y en cuanto a la incapaci-
dad permanente total, porque según constan-
te doctrina (STS de 21 de enero de 2013, rec. 
nº 1614/2009 y las que en ella se citan), la Ta-
bla IV del Anexo LRCSVM contempla diversos 
factores de corrección de las indemnizaciones 
básicas por lesiones permanentes, entre estos, 
el de las lesiones permanentes que constituyan 
una incapacidad para la ocupación o actividad 
habitual de la víctima, con un incremento de 
menor a mayor cuantía, según la limiten en 
parte o totalmente o lleguen a privar al afecta-
do de cualquier ocupación o actividad al mar-
gen de la habitual. Cuando se trata del factor 
corrector de incapacidad permanente total, 
su aplicación depende de la concurrencia del 
supuesto de hecho, consistente en la realidad 
de unas secuelas de carácter permanente que 
además incidan en la capacidad de la víctima 
de manera tal que la priven totalmente de la 
realización de las tareas propias de su ocupa-
ción o actividad habitual, entendiendo por tal 
no solo las propias de la actividad laboral sino 
también las relacionadas con sus vida cotidia-
na. En este caso, se reclama correctamente 
por una incapacidad permanente total para la 
profesión habitual que resulta suficientemente 
acreditada en virtud de la resolución dictada 
por el INSS con fecha 30 de julio de 2007, jus-
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N
os encontramos 
aquí ante un su-
puesto de negligen-
cia médica donde 

la Sala Primera del Tribunal 
Supremo hace una interpre-
tación totalmente contraria 
a la seguida por los órganos 
que resolvieron previamente 
en Primera y Segunda Ins-
tancia. Así, el núcleo central 
del debate jurídico se centra 
en determinar si existió o no 
error de diagnóstico en la ac-
tuación del facultativo que le 
asiste a la lesionada durante 
su estancia hospitalaria, donde tras el parto realizado por cesárea sufre una endometritis 
tratada con antibióticos. 

Los motivos decisivos a tener en cuenta se centran en el hecho de que la paciente 
fuera asistida por el médico demandado desde el 22 de abril de 2005 hasta el 29 de abril 
por la mañana en la que le da el alta, aunque seguía con dolor acentuado, destacándose la 
circunstancia de que ese mismo día 29 por la tarde vuelve a ingresar la paciente por sufrir 
grave dolor y aumento de la fiebre, debiéndosele realizar una histerectomía subtotal y su-
friendo graves secuelas. En este sentido las resoluciones de primera y segunda instancia 
consideran para resolver desestimando la demanda formulada, que los síntomas que pa-
decía la paciente al momento de su alta médica el día 29 de abril por la mañana no podían 
hacer ver que la misma sufriera complicaciones que requieran la necesidad de realizarle 
pruebas de imagen complementarias, las cuales si se le realizan finalmente cuando vuelve 
a ser ingresada por la tarde de ese mismo día al empeorar. Y ello poniendo el punto de 
atención en el dato de que los hechos acaecidos con posterioridad a su alta, es decir su 
empeoramiento, no son los que deben tenerse en cuenta para determinar la negligencia 
o no del demandado por falta de empleo de los medios necesarios para realizar un diag-
nóstico correcto. 

Frente a dicha argumentación, la Sala Primera estima que concurre el motivo de ca-
sación invocado en cuanto vulneración del artículo 1902 del CC y la Jurisprudencia que lo 

Comentario
Por Mª del Carmen Ruiz-Matas Roldán 

Abogada

El núcleo central del debate jurídico se centra en 
determinar si existió o no error de diagnóstico 
en la actuación del facultativo que le asiste a 
la lesionada durante su estancia hospitalaria, 

donde tras el parto realizado por cesárea sufre 
una endometritis tratada con antibióticos

Las resoluciones de primera y segunda instancia consideran para resolver 
desestimando la demanda formulada, que los síntomas que padecía la 

paciente al momento de su alta médica el día 29 de abril por la mañana no 
podían hacer ver que la misma sufriera complicaciones que requieran la 

necesidad de realizarle pruebas de imagen complementarias, las cuales si 
se le realizan finalmente cuando vuelve a ser ingresada por la tarde de ese 

mismo día al empeorar
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desarrolla, por cuanto no son los hechos posteriores a la actuación médica del facultativo 
demandado los que determinan la existencia de su responsabilidad por negligencia, si no 
que son los hechos constatados al momento del alta de la paciente. Así, valorando el hecho 
de que la misma acusaba dolor insistente al momento del alta y que el propio demandado 
manifestó que no estaba seguro de a qué motivo obedecía tal dolor, éste debió emplear 
todos los medios a su alcance para conocer el motivo del mismo realizando para ello las 
pruebas de imagen destinadas a realizar un correcto diagnóstico, siendo tal falta precisa-
mente el motivo que fundamenta su negligencia.

Comentario

Valorando el hecho de que la misma acusaba dolor insistente al momento 
del alta y que el propio demandado manifestó que no estaba seguro de a 
qué motivo obedecía tal dolor, éste debió emplear todos los medios a su 

alcance para conocer el motivo del mismo realizando para ello las pruebas 
de imagen destinadas a realizar un correcto diagnóstico, siendo tal falta 

precisamente el motivo que fundamenta su negligencia
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Tribunal
Supremo

RESPONSABILIDAD
CIVIL

Fundamentos de Derecho

Resumen de Antecedentes.

PRIMERO.- Son hechos relevantes para la deci-
sión del recurso los siguientes:

1. La representación de doña Enriqueta for-
muló demanda de reclamación de indemniza-
ción derivada de un siniestro de circulación de 
vehículo a motor contra la Cía Aseguradora Ma-
pfre, dictando sentencia el Juzgado Mixto nú-
mero 3 de Sanlucar de Barrameda el 20 de di-
ciembre de 2011 desestimatoria de la demanda 
por acoger la excepción de prescripción, pre-
viamente opuesta por la compañía aseguradora 
demandada.

Se entiende interrumpida la prescripción con el 
traslado a la aseguradora del escrito presentado por el 

reclamante solicitando el desglose de documentos y 
manifestando la intención de preservar la acción

Sentencia del Tribunal Supremo (Sala 1ª),
de 24 de febrero de 2015.

Ponente: Excmo. Sr. D. Eduardo Baena Ruiz
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octubre de 1994)", y el hecho de que el escrito 
dijera que valía a los efectos de que Mapfre tu-
viera conocimiento de su voluntad conservativa 
antes de presentar la demanda no quiere decir 
que produjera la presentación el efecto desea-
do por cuanto no implicaba otra actividad para 
el Juzgado más que el libramiento de unos tes-
timonios en una causa ya concluida, por lo que 

2. Contra la citada sentencia interpuso re-
curso de apelación la representación de la par-
te actora, correspondiendo su conocimiento a 
la Sección Quinta de la Audiencia Provincial de 
Cádiz quien dictó sentencia el 30 de diciembre 
de 2012 desestimando el recurso, si bien resi-
denciando la prescripción en unas circunstan-
cias de hecho diferentes a las del Juzgado de 
instancia.

3. Los datos fácticos que sirven al Tribunal 
para estimar la prescripción son los que siguen:

i) En fecha 10 de septiembre de 2008 se 
dictó resolución por la Sección Primera del Tri-
bunal Constitucional en cuya virtud se declaró 
inadmitir a trámite el recurso de amparo inter-
puesto por la demandante contra el Auto de la 
Sección Segunda de la Audiencia Provincial de 
Cádiz que declara la improcedencia del Auto de 
Cuantía Máxima y, por tanto, es en esa fecha, 
10 de septiembre de 2008, cuando comienza 
a contarse nuevamente el cómputo de la pres-
cripción.

ii) La demanda de la presente litis la inter-
puso la representación de la actora contra la 
aseguradora demandada el día 29 de julio de 
2010, sin mediar, según ésta, acto interruptivo 
alguno entre aquella y esta fecha.

iii) Por el contrario, la actora apelante seña-
la que con fecha 30 de julio de 2009 presentó 
escrito solicitando se expidiera testimonio de la 
causa con entrega a dicha parte para incorpo-
rarlo a la presente demanda en el que se decía 
"sirva además el presente escrito para hacerle 
saber a Mapfre nuestra intención de reclamar, 
interrumpiendo la prescripción de la acción".

iv) Dicho procedimiento estaba concluido y 
lo único que se acordó en él fue la expedición 
de los citados textimonios.

v) No consta que Mapfre tuviera conoci-
miento de dicha pretensión, lo que se podía 
haber logrado por otros medios como antaño 
hiciera cuando remitió el burofax a que se ha 
hecho mención en trámites previos.

4. Con tales antecedentes el Tribunal niega 
la existencia de la interrupción de la prescrip-
ción porque (STS 12 de noviembre de 2007) 
es preciso "que dicha voluntad conservativa 
del concreto derecho llegue a conocimiento 
del deudor, ya que es doctrina reiterada que la 
eficacia del acto interruptivo exige «no sólo la 
actuación del acreedor sino que llegue a cono-
cimiento del deudor su realización» (STS 13 de 
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tara debidamente su recepción. Cabe concluir 
que no tuvo efecto interruptivo la petición de 
testimonio deducida el 30 de julio de 2009.

6. Consta como documento aportado con 
la demanda de éste pleito, fechado el 28 de 
julio de 2009 pero presentado el día siguiente 
en los autos de ejecución de títulos judiciales 
240/2005, un escrito dirigido al Juzgado en los 
siguientes términos:

«LUIS LÓPEZ IBÁÑEZ, Procurador de los 
Tribunales y de Enriqueta, como tengo acredi-
tado en AUTOS DE EJECUCIÓN DE TÍTULOS 
JUDICIALES 240/2005 seguido en el Juzgado, 
comparezco y como mejor proceda en derecho 
DIGO:

PRIMERO.- Que en fecha 10 de septiembre de 
2008 se dictó Resolución por la Sección Pri-
mera del Tribunal Constitucional en Recurso 
2.290/2007 en cuya virtud se declaró inadmi-
tir a trámite el recurso de amparo interpuesto 
por nuestra parte contra el Auto de la Sección 
2 de la Audiencia Provincial de Cádiz recaído en 
recurso de apelación 294/06 contra el dictado 
por este Juzgado en la presente causa.

Citada resolución del TC fue notificada a mi 
parte el 19 de septiembre de 2008. Se acompa-
ña copia de dicha resolución con este escrito

SEGUNDO.- Que siendo intención de mi parte 
instar DEMANDA EN PROCEDIMIENTO ORDI-
NARIO contra la compañía de Seguros MAPFRE 
en reclamación de la cantidad de 193.809,22 
Euros con razón a los mismos hechos que moti-
varon esta ejecución de títulos judiciales, es por 
lo que venimos a interesar se expida testimonio 
de esta causa con entrega a mi parte a fin de 
incorporarlo a nuestra demanda.

TERCERO.- Sirva además el presente escrito 
para hacerle saber a MAPFRE nuestra intención 
de reclamar, interrumpiendo la prescripción de 
la acción.

Por lo expuesto,

SUPLICO AL JUZGADO tenga por presentado 
este escrito, se sirva admitirlo, tener por efec-
tuadas las manifestaciones que anteceden y 
acuerde expedir testimonio de la presente cau-
sa con entrega a mi parte para adjuntarlo como 
documento en la demanda que por vía decla-
rativa ordinario tenemos propósito de presen-
tar contra Seguros MAPFRE en reclamación de 
193.809,22 Euros más los intereses del artículo 
20 de la Ley de Contrato de Seguro con razón a 

no se acordó que se notificara expresamente a 
Mapfre.

5. A causa de ello no consta que tuviera 
Mapfre conocimiento de la voluntad de la de-
mandante de preservar su derecho, y bien pudo 
utilizar otros medios recepticios a fin de hacer 
llegar a la demandada su intención y que cons-
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los mismos hechos que dieron lugar a esta cau-
sa, sirviendo el presente escrito para poner en 
conocimiento de MAPFRE nuestra voluntad de 
reclamar. Interrumpiendo la prescripción de la 
acción».

7. Del citado escrito se le dio traslado de co-
pia al Procurador de la aseguradora en los autos 
de ejecución de títulos judiciales y no se prove-
yó por el Juzgado sobre la segunda petición en 
él contenida de puesta en conocimiento a Ma-
pfre.

8. Contra meritada sentencia se interpuso 
por la representación de la parte actora recurso 
extraordinario por infracción procesal que se ar-
ticula en cuatro motivos:

En el primero se denuncia la vulneración 
del artículo 216 LEC, que la recurrente sitúa en 
la falta de alegación del desconocimiento por 
parte de Mapfre del escrito dirigido por la per-
judicada en la contestación a la demanda cuan-
do consta realizado el traslado previo al procu-
rador. En el segundo, al amparo del ordinal 32 
del artículo 469.1 LEC, se denuncia la vulnera-
ción de los artículos 149.1 152.2, 1 153, 154, 166.2 y 
26.2.3 LEC y 1 del mismo texto legal, al no consi-
derar el traslado previo al procurador como me-
dio válido para interrumpir la prescripción. En 
el motivo tercero, al amparo del mismo ordinal 
que el anterior, denuncia la vulneración de los 
artículos 317.1 318 y 319 LEC, en orden a la falta 
de valoración en el testimonio expedido de las 
actuaciones de ejecución de ese traslado pre-
vio. La mismas infracciones denunciadas en los 
motivos anteriores se reiteran en el último moti-
vo refundidas en la infracción del artículo 24 CE.

También se interpuso recurso de casación 
que se articula en un motivo único en el que al 
amparo del ordinal 3º del artículo 477.2 LEC, se 
denuncia que la sentencia se opone a la doctri-
na jurisprudencial de las Audiencias Provincia-
les y de la Sala Primera del Tribunal Supremo, 
vulnerando los artículos 1968.2 y 1973 del Códi-
go Civil relativos a la prescripción de la acción 
y su interrupción, así como el carácter restricti-
vo con que ha de examinarse el instituto de la 
prescripción. En su desarrollo, dejando al mar-
gen las sentencias de la Audiencias Provinciales, 
se citan distintas sentencias de esta Sala sobre 
el tratamiento restrictivo de la prescripción y 
una sentencia de 20 de mayo de 2009 que vino 
a establecer que la petición del testimonio ínte-
gro del juicio de faltas al objeto de poder proce-
der a su presentación en procedimiento ordina-
rio constituye un indicio de no haber procedido 
al abandono de sus derechos.

Recurso extraordinario por infracción pro-
cesal.

SEGUNDO.- Conforme permite autorizada doc-
trina de la Sala vamos a ofrecer respuesta de 
una manera conjunta a todos los motivos arti-
culados, ya que, exteriorizada la voluntad con-
servativa del derecho por parte de su titular, 
identificado el derecho y la persona frente a la 
que se pretende hacerlo valer, todo se reduce 
a determinar si el medio utilizado ha sido apto 
para que la meritada voluntad conservativa del 
concreto derecho llegue a conocimiento del 
deudor.

2. A juicio del Tribunal de instancia el medio 
utilizado no era apto a tal fin, pues a pesar del 
contenido del escrito presentado en el Juzgado, 
y que se ha transcrito en el resumen de antece-
dentes, no quiere decir que produjera su pre-
sentación el efecto deseado por cuanto no im-
plicaba para el Juzgado más actividad que la de 
librar unos testimonios en una causa ya conclui-
da y, de ahí, que no se notificara expresamente 
a Mapfre. Con tales circunstancias la asegura-
dora no tendría conocimiento de la voluntad de 
la demandante de preservar su derecho.

3. Tal argumentación incurre en errores pa-
tentes: i) Uno de ellos es que el procedimiento 
estaba concluido y, por ende, cualquier escrito 
que se presentase y proveyese no tenía que ser 
notificado a Mapfre. Efectivamente, en la juris-
dicción ordinaria el procedimiento se encontra-
ba concluido, pero ello no empece a que si se 
presenta algún escrito relacionado con él, in-
teresando que se le dé conocimiento a la con-
traparte, se desprecie el escrito en cuestión. En 
todo caso si el Juzgado entendía que dicho es-
crito no era medio hábil para comunicar la acto-
ra a la aseguradora su voluntad de interrumpir 
la prescripción, al menos debía proveer en tal 
sentido para que, como afirma la sentencia re-
currida, hubiese utilizado otros medios a tal fin. 
Téngase en cuenta, además, que la conclusión 
definitiva del procedimiento pendía del recurso 
de amparo interpuesto ante el Tribunal Consti-
tucional, ya que si se entendiese por éste que-
brantado un derecho fundamental podría verse 
afectado el procedimiento en cuestión. Es por 
ello que esa consideración primera del Tribunal 
de instancia debería ser más un reproche a la 
falta de respuesta del Juzgado que a la parte 
recurrente que realizó dos peticiones y sólo re-
cibió respuesta de una.

ii) El otro error, y este es esencial porque 
conduce a negar que la aseguradora llegase a 
tener conocimiento de la voluntad conservativa 



j

u

r

i

s

p

r

u

d

e

n

c

i

a

www.asociacionabogadosrcs.org

105

por la actora de su concreto derecho, es obviar 
que del escrito en cuestión se le hizo entrega 
de copia al Procurador de Mapfre en ese liti-
gio, siendo claro y diáfano el párrafo en que se 
afirmaba "sirva además el presente escrito para 
hacerle saber a Mapfre nuestra intención de re-
clamar, interrumpiendo la prescripción de la ac-
ción".

4. La Sala, en su labor unificadora de cri-
terios judiciales, ha precisado, entre otros pro-
nunciamientos sobre la materia, en (STS de 16 
de noviembre de 1998, Rc. 1075/1994), que la 
interrupción de la prescripción extintiva por la 
vía de la reclamación extrajudicial, supone una 
singularidad en nuestro derecho en relación al 
derecho comparado. Es más, nuestro Código 
Civil, en el mencionado artículo 1973, no exige 
fórmula instrumental alguna para la reclama-
ción extrajudicial como medio para interrumpir 
la prescripción, por lo que cualquiera de ellos, 
puede servir para tal fin; es por lo que siguien-
do una importante corriente doctrinal, se pue-
de afirmar que esta cuestión puede plantear 
un problema de prueba –de la existencia de la 
reclamación y de su fecha– pero no un proble-
ma de forma. Y en este sentido se explicita la 
sentencia de esta Sala de 6 de diciembre de 
1968.

En resumen, que dicha forma de interrum-
pir la prescripción, es un acto unilateral para el 
que puede estar legitimado, no sólo el titular del 
derecho, sino también todas aquellas personas 
a quienes se ha facultado para actuar en este 
sentido, y podrá hacerse por un representante o 
apoderado, incluso sin poder especial de repre-
sentación para ello, y, sin duda, puede hacerlo 
un mandatario verbal, como es un abogado o 
un procurador.

Si, partiendo de referida doctrina, la Sala 
permite que el acreedor puede remitir comu-
nicaciones interruptivas de la prescripción a 
través de mandatario, ha de colegirse que ta-
les comunicaciones pueden enviarse también 
a quien sea apoderado del deudor destinatario 
de aquellas, como lo es la figura de su Procura-
dor en el pleito concreto en que se pretende su 
efecto interruptivo.

De ahí que el recurso extraordinario de in-
fracción procesal deba estimarse y entender 
que Mapfre tuvo conocimiento a través de su 
Procurador de la voluntad conservativa de su 
derecho por parte de la actora, cumpliéndose 
ese tercer requisito de la sentencia de 12 de no-
viembre de 2007 que el Tribunal de instancia 
echaba en falta y tenía por no acreditado.

Recurso de Casación.

TERCERO.- Corolario de la estimación del re-
curso extraordinario por infracción procesal es 
la estimación del recurso de casación, pues se 
ha exteriorizado a través de un medio hábil y 
de forma adecuada la voluntad conservativa 
del derecho pretendido por parte de la actora; 
en su exteriorización ha identificado claramen-
te el derecho que pretende conservar así como 
la persona jurídica frente a la que pretende 
hacerlo valer; y finalmente, y ello constituye el 
objeto del recurso, se ha acreditado que esa 
voluntad sobre la conservación del derecho ha 
llegado a conocimiento del deudor, con lo que 
ha quedado interrumpida la prescripción antes 
del año que prevé el artículo 1968.2 del Código 
Civil.

Consecuencia de lo expuesto es que la 
prescripción quedó interrumpida el 30 de julio 
de 2009 y la demanda se interpuso el 29 de ju-
lio de 2010, esto es, un día antes del transcurso 
del año, con lo que decae la excepción de pres-
cripción articulada por la parte demandada.

CUARTO.- Teniendo en cuenta que la conse-
cuencia de la desestimación de la prescripción 
de la acción es dar respuesta al resto de las 
cuestiones excepcionadas y no resueltas, como 
son la cosa juzgada y la pluspetición, y consi-
derándose relevante a tal fin el estudio porme-
norizado del iter procesal, que ha sido comple-
jo, así como los informes y otras pruebas sobre 
lesiones y secuelas, no procede que esta Sala 
ofrezca respuesta a ellas por ser tarea propia de 
la instancia.

Recientemente recordaba la Sala en sen-
tencia de 17 de diciembre de 2014, Rc. 2592 
que la norma no impone en todo caso la asun-
ción de la instancia, resolviendo que se case la 
sentencia para que la Audiencia Provincial dic-
te otra nueva decidiendo sobre las pretensio-
nes formuladas en supuestos en los que la sen-
tencia impugnada apreció la prescripción o la 
caducidad de la acción (Sentencia 29 de abril 
de 2009, Rc. 325/2006 –Pleno de la Sala– y 7 
de octubre de 2009, Rc. 1207/2005). En la más 
reciente de 30 de noviembre de 2011, sentencia 
899/2011 se recoge que la estimación del re-
curso y consiguiente casación de la sentencia 
impugnada no determina en este caso que la 
Sala resuelva sobre el fondo de la reclamación 
planteada en la demanda, ni la sentencia de 
primera instancia ni la de apelación valoraron 
la prueba sobre el fondo de la cuestión litigio-
sa, y, lógicamente, tampoco la han enjuiciado 
en derecho. Falta por tanto, y de un modo ab-
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soluto, el juicio de hecho y de derecho sobre 
la materia objeto del proceso. De ahí que, no 
siendo en absoluto la casación un nuevo juicio 
que, como la apelación, permita una cognición 
plena sobre todas las cuestiones de fondo de 
hecho y de derecho sometidas a debate, y no 
habiendo sido estas enjuiciadas, en puridad, 
por ninguna instancia, el pronunciamiento de 
esta Sala deba limitarse, como autoriza el ar-
tículo 487.2 LEC, a casar la sentencia recurrida 
para que el tribunal de apelación, como órgano 
de derecho objeto del proceso, las resuelva en 
sentencia que no podrá ya apreciar la caduci-
dad de la acción ejercitada en la demanda, so-
lución ya adoptada por la Sentencia del Pleno 
de los magistrados de esta Sala de 29 de abril 
de 2009 (Rc. 325/2006) y en Sentencia de 7 
de octubre de 2009 (Rc. 1207/2005) en sen-
dos casos de apreciación de caducidad y de 
prescripción de la acción por el tribunal de se-
gunda instancia. En todo caso, tanto la apela-
ción como el eventual recurso de casación que 
se interponga contra la nueva sentencia de la 
Audiencia Provincial, serán de tramitación pre-
ferente.

QUINTO.- Costas y depósito.

Conforme al artículo 398 de la Ley de Enjui-
ciamiento Civil procede no hacer imposición de 
las costas de los recursos de infracción proce-
sal y de casación, con devolución del depósito 
constituido de conformidad con la disposición 
adicional 15ª, apartado 9, de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, introducida por la Ley Orgánica 
1/2009, de 3 de noviembre, complementaria de 
la Ley de Reforma de la Legislación Procesal 
para la implantación de la Nueva Oficina Judi-
cial.

Por lo expuesto, en nombre del Rey y por la 
autoridad conferida por el pueblo español.

FALLAMOS

1. Estimar el recurso extraordinario de in-
fracción procesal y el de casación interpuesto 
por la representación procesal de doña Enri-
queta, contra la sentencia de 30 de diciembre 
de 2012, dictada por la Sección Quinta de la au-
diencia Provincial de Cádiz, en el rollo de ape-
lación 410/2012, dimanante del juicio ordinario 
733/2010 del Juzgado de Primera Instancia nú-
mero 3 de Sanlúcar de Barrameda.

2. Remitir las actuaciones al Tribunal de ins-
tancia, cuya sentencia se casa, a fin de que dicte 
la que en legalidad corresponda, sin que ya sea 
apreciable la excepción de prescripción y dán-
dole tramitación preferente.

3. No procede hacer imposición de las costas 
de los recursos de infracción procesal y de casa-
ción, devolviendo a la parte recurrente el depósito 
constituido para la interposición de los mismos.

Así por esta nuestra sentencia, que se in-
sertará en la COLECCIÓN LEGISLATIVA pasán-
dose al efecto las copias necesarias, lo pronun-
ciamos, mandamos y firmamos. Firmado y Ru-
bricado. Francisco Marín Castán. José Antonio 
Seijas Quintana. Antonio Salas Carceller. Eduar-
do Baena Ruiz. PUBLICACIÓN. Leída y publica-
da fue la anterior sentencia por el EXCMO. SR. 
D. Eduardo Baena Ruiz, Ponente que ha sido en 
el trámite de los presentes autos, estando ce-
lebrando Audiencia Pública la Sala Primera del 
Tribunal Supremo, en el día de hoy; de lo que 
como Secretario de la misma, certifico.
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Comentario
Por Sara Dorado Martrat

Abogada

E
n la presente Sentencia nos encontramos ante un supuesto de interpretación del 
artículo 1.973 del Código Civil, ya que si bien en él se prevé la interrupción de la 
prescripción por reclamación extrajudicial del acreedor, en el mismo no se fija 
un medio para tal fin, generándose un problema de prueba, lo que da lugar a 

tanta controversia en los Juzgados y Tribunales. En el caso de autos argumenta la parte 
recurrente que dentro del plazo de un año fijado en el artículo 1.968 del Código Civil para 
interrumpir la prescripción de la acción, se procedió a solicitar libramiento de testimonios 
dentro del procedimiento judicial ya concluido, haciendo mención a la intención de inte-
rrumpir prescripción frente a la aseguradora demandada, interpretando que dicho hecho 
supone una voluntad expresa de mantener viva la acción de reclamar con independencia 
de que el procedimiento estuviera finalizado y de que la interrupción se realizara por apo-
derado o mandatario verbal. 

Resulta llamativo que tanto, la Sentencia de primera instancia así como la de segunda 
instancia desestimaron la demanda formulada al acoger la excepción procesal de pres-
cripción. El Juzgado “a quo” se limita a estimarla en los términos fijados por la asegura-
dora contraria. Respecto los fundamentos esgrimidos por la Audiencia Provincial, igual-
mente la estima al entender expresamente que el hecho de haberse presentado un escrito 
solicitando que se expidiera testimonio de la causa con expresa mención de la intención 
de interrumpir prescripción, no es acto suficiente por cuanto se aferraba al argumento de 
que la voluntad conservativa del derecho debe llegar a conocimiento del deudor, por lo 
que no es suficiente el hecho de que haya intención, sino de que éste la reciba.

Sin embargo, Nuestro Alto Tribunal, en un intento de resolver la polémica a los efec-
tos y alcance de mostrar la voluntad de interrumpir la prescripción, no acoge este criterio 
y procede a estimar el Recurso de Casación formulado por la representación procesal de 
la perjudicada, fijando una línea argumental y doctrinal de gran relevancia.

La fundamentación de la Sentencia es el siguiente: parte, como viene haciendo hasta 
ahora Nuestro Alto Tribunal, del carácter restrictivo con el que debe analizarse la figura 
de la prescripción. Por lo que llega a la conclusión de que el hecho de solicitar al juzgado 
testimonio de los autos de juicio de faltas para proceder a interponer demanda civil, es un 
indicio evidente de conservar y no abandonar sus derechos.

El argumento que acoge la Sala para desestimar el recurso es el ya recogido en Sen-
tencias anteriores, recientes y de especial relevancia por las consecuencias tan drásticas 
a las que da lugar la prescripción. Es por ello que en la presente Sentencia se establece 
que exteriorizada la voluntad conservativa del derecho por parte de su titular, identifica-
do el derecho y la persona frente a la que se pretender hacerlo valer, todo se reduce a 

concretar el medio utilizado, de forma 
que éste sea apto para que la voluntad 
llegue a conocimiento del deudor, he-
cho que debería de haber ocurrido si el 
procurador hubiera dado traslado a su 
representado del escrito presentado 
por el reclamante.

De esta forma, siguiendo el crite-
rio planteado, podemos afirmar que el 
acto de interrumpir prescripción es un 
acto unilateral para el que pueda estar 
legitimado, siendo este no sólo el titu-
lar del derecho sino también sus apo-

Nuestro Alto Tribunal parte del carácter 
restrictivo con el que debe analizarse 
la figura de la prescripción. Por lo que 
llega a la conclusión de que el hecho 

de solicitar al juzgado testimonio de los 
autos de juicio de faltas para proceder a 
interponer demanda civil, es un indicio 
evidente de conservar y no abandonar 

sus derechos
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derados o mandatarios verbales. De igual forma, se entendería interrumpida si es recibida 
dicha comunicación por apoderados del deudor.

Podemos considerar de gran importancia esta Sentencia, dado que con este criterio 
la Sala establece una mayor seguridad jurídica para el ejercicio de la acción. De forma 
que la esencia para que ésta siga viva no es otra que la propia intención de conservar la 
acción, que se trate de una intención activa y que de la misma pueda tener conocimiento 
el deudor, con independencia de que finalmente, por motivos ajenos al perjudicado no 
sea posible.

En definitiva, lo que realmente es importante es el “animus conservandi” con indepen-
dencia de la recepción, en sí misma. Ello, siempre y cuando se haya procedido a realizar 
reclamación al deudor por cualquiera de los medios existentes para poder mostrar la 
intención de mantener viva acción, resultando indiferente la recepción cuando la falta de 
conocimiento de esa reclamación por parte del deudor, no es imputable al perjudicado.

En el caso de autos resultaba evidente la ausencia de dejadez o abandono de la ac-
ción por parte del perjudicado, dado que el motivo por el cual procedió a solicitar tes-
timonio de los autos no fue otro que para proceder a iniciar la reclamación en vía civil, 
petición que sí se realizó en el plazo legalmente establecido.

Comentario



perlas cultivadas

Si resulta infrecuente, la correcta imposición de costas de la 
defensa absuelta a la acusación particular –sentencia 20 de 
octubre de 2014, Sección 2ª, Audiencia Provincial de Grana-
da– más aún, lo es su confirmación ,en casación, Auto de 5 de 
marzo de 2015, de la Sala Segunda del Tribunal Supremo.

“… la aplicación última al 
proceso penal del principio de 
la causalidad, como destaca 
la doctrina procesal. El efecto 
de este principio es el resarci-
miento que causó el perjuicio, 
del gasto procesal hecho por 
el perjudicado en defensa de 
sus intereses.

El TC ha recordado en 
resoluciones como el Auto 
171/1986, Sentencia 84/1991 y 
Sentencia n° 48/1994, de 16-
2- 1994 que la imposición de 
costas es "...un efecto deriva-
do del ejercicio temerario o de 
mala fe de las acciones judicia-
les o de la desestimación total 

por José María Hernández-Carrillo Fuentes
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¿Puede ser considerada vehículo de motor, la moto acuática, 
a los efectos de la aplicación de la normativa del Seguro de 
responsabilidad civil de vehículos a motor? Sobre esta cues-
tión se pronuncia la sentencia dictada por la Sección 4ª de la 
Audiencia Provincial de Granada nº 287/2007, de 29 de junio.

“SEGUNDO.- … El art. 4 
de la Ley de Uso y Circula-
ción de Vehículos de Motor, 
según la redacción dada por 
el RD legislativo 8/04, de 29 
de octubre, establece que el 
seguro de suscripción obli-
gatoria previsto en esta Ley 
garantiza la cobertura de la 
responsabilidad civil en vehí-
culos terrestres automóviles 
con estacionamiento habitual 
en España..." precepto que lo 
que hace es recoger la defini-
ción de vehículo recogida en 
la Directiva Comunitaria de 
24-4-72, cuando decía que se 
entenderá por vehículo todo 
vehículo automóvil destinado 
a circular por el suelo, accio-
nado mediante fuerza mecá-
nica y que no utiliza la vía fé-
rrea, así como los remolques, 
incluso no enganchados.

Carácter de objeto que 
debe circular por la superficie 
terrestre que repite, el Regla-
mento sobre responsabilidad 
civil y seguro de la circulación 
de vehículos de motor (art. 2). 
De lo expuesto, resulta que no 
puede ser considerado como 
vehículo de motor, la moto 
acuática, a los efectos de la 
aplicación de la normativa del 
seguro de responsabilidad ci-
vil de vehículos de motor. Por 

de éstas". Por lo que su justi-
ficación radica en "... prevenir 
los resultados distorsionado-
res del entero sistema judicial 
que se derivarían de una exce-
siva litigiosidad  y en restituir 
a la parte contraria los gastos 
que, en menoscabo de la sa-
tisfacción de sus pretensiones, 
le ocasione la defensa de sus 
derechos e intereses legítimos 
frente a quienes promuevan 
acciones o recursos merece-
dores de la imposición de cos-
tas". “… los conceptos de te-
meridad y mala fe…”

No obstante lo cual debe 
entenderse que tales circuns-

tancias han concurrido cuan-
do carezca de consistencia la 
pretensión acusatoria en tal 
medida que no puede dejar de 
deducirse que quien la formuló 
no podía dejar de conocer lo 
infundado y carente de toda 
consistencia de tal pretensión 
y, por ende, la injusticia de la 
misma, por lo que en tal caso 
debe pechar con los gastos y 
perjuicios económicos ocasio-
nados a los acusados con tal 
injustificada actuación, some-
tiéndoles no sólo a la incerti-
dumbre y angustia de ser acu-
sado en un proceso penal, sino 
también a unos gastos innece-
sarios.

C) En el presente caso el 
Tribunal de instancia justifica la 
imposición de costas a la acu-
sación particular en el Funda-
mento Séptimo de la Sentencia, 
por entender que ha actuado 
con temeridad en la acción pe-
nal ejercida respecto del acusa-
do J M O L, porque éste como 
director de la oficina bancaria 
se limitó a ofrecer y articular 
ciertos productos bancarios de 
crédito a petición de la mercan-
til "C."; máxime cuando la carga 
inculpatoria dirigida contra el 
mismo se erigió sobre una mera 
elucubración argumental caren-
te de todo soporte probatorio 
de una mínima consistencia”.
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el contrario, su regulación le-
gal se encuentra contenida en 
la Ley 27/92, de 4 de noviem-
bre, y en el RD 670/99 de 16 
de abril, por el que se aprue-
ba el Reglamento del Seguro 
de Responsabilidad Civil de 
suscripción obligatoria para 
embarcaciones deportivas o 
de recreo, que, dicho sea de 
paso, recoge el esquema de 
responsabilidad civil subjeti-
va clásico en el derecho es-
pañol basado en el art. 1902 
del Cc y que en su art. 2 cita 
como embarcaciones de re-
creo o deportivas a las motos 
náuticas. De lo expuesto se 
infiere la falta de legitimación 
pasiva del Consorcio de Com-
pensación de Seguros y ello 

por cuanto la Ley 21/90, de 
19 de Diciembre, reguladora 
del estatuto legal del citado 
organismo, vigente a la fecha 
del siniestro, definía al mismo 
como organismo inspirado en 
el principio de compensación, 
y que tiene por objeto cubrir, 
en los términos fijados en el 
presente Estatuto legal, los 
riesgos extraordinarios sobre 
las personas y los bienes, los 
riesgos nucleares, los riesgos 
agrícolas y pecuarios, y fores-
tales, los riesgos de respon-
sabilidad civil de los conduc-
tores de vehículos de motor, 
los riesgos del seguro obliga-
torio de viajeros y el riesgo 
de responsabilidad civil del 
cazador.

No se incluyen, pues, los 
riesgos derivados de la na-
vegación, que tienen su co-
bertura específica en el RD 
670/99 de 16 de abril. Inclu-
so, la alegación de la apelante 
respecto del recargo no priva 
de eficacia al argumento ex-
puesto, pues el art. 7 del RD 
legislativo 7/04, de 29 de oc-
tubre, prevé el recargo para 
los ramos de accidentes, ve-
hículos terrestres, ferroviarios, 
incendio, etc (no se cita a las 
embarcaciones), pero que -en 
todo caso- solo operaría para 
el cumplimiento por el Con-
sorcio de sus funciones en 
acontecimientos extraordina-
rios, lo que, obviamente, no es 
el caso.”

Extraemos algunas pinceladas sobre responsabilidad civil de la sentencia nº 116/2015, de tres de 
marzo, de la Sala 1ª del Tribunal Supremo, en un supuesto de atropello por carretilla elevadora.

Planteado el recurso por in-
terés casacional por oposición a 
la jurisprudencia de la Sala, –y no 
por posible contradicción con la 
de las Audiencias Provinciales– 
desestima el motivo atinente in-
debida inaplicación del “Factor 
de corrección del 10% la Tabla IV 
sobre secuelas reconocidas a la 
víctima que se encuentre en edad 
laboral cuando ocurrió el acciden-
te, y es que el lesionado se hallaba 
jubilado, y cobrando pensión. 

Curiosamente habiéndose 
estimado en primera en primera 
instancia y apelación la prescrip-
ción por existencia de solidaridad 
impropia de uno de los posibles 
responsables, y no interrupción 
frente a él sino transcurrido más 
de un año desde el suceso, al de-
terminar no prescrito respecto de 
su aseguradora –por existencia 
de una operación quirúrgica que 
lleva el dies a quo a la consolida-
ción de secuelas–, alcanza –ahora 
sí– la vigencia de la acción a am-
bos, y se les condena.
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La sentencia nº 112/14, de 3 marzo, de la Sala 1ª del Tribunal Su-
premo resulta esclarecedora en su diferenciación de las pres-
cripciones penal y civil, y los efectos de aquella sobre esta, 
relativo a unos hechos de noviembre de 2007, con denuncia 
penal el 15 de abril de 2008, archivo por el Juzgado de Ins-
trucción el 25 de abril de 2088, y telegrama recibido el 16 de 
abril de 2009.

“El motivo ha de ser des-
estimado ya que la norma que 
se invoca -el artículo 132.2 del 
Código Penal - no resulta de 
aplicación respecto de la pres-
cripción de las acciones civiles 
derivadas de culpa extracon-
tractual, que se fundamentan 

en lo dispuesto por el artículo 
1902 del Código Civil, sino que 
se refiere a la prescripción de 
las infracciones penales, por lo 
que no puede quedar fijado el 
interés casacional en la aplica-
ción de dicho precepto de ca-
rácter penal.

Por el contrario hay que en-
tender, con la sentencia recurri-
da, que la denuncia en vía penal 
-con sus posibles efectos en el 
orden civil- supone una forma 
de ejercicio de la acción civil 
ante los tribunales e interrumpe 
la prescripción de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 
1973 del Código Civil , al tiempo 
que el artículo 114 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal impide 
que, promovido juicio criminal 
en averiguación de un delito o 
falta, pueda seguirse pleito so-
bre el mismo hecho; lo que lle-
va a la plena aceptación de las 
consideraciones que a estos 
efectos ha hecho la Audiencia.”

“La responsabilidad de las 
personas que intervienen en el 
proceso constructivo por vicios 
y defectos de la construcción 
–STS 17 de mayo 2007– es, en 
principio, y como regla general, 
individualizada, personal y pri-
vativa, en armonía con la culpa 
propia de cada uno de ellos en 
el cumplimiento de la respecti-
va función específica que de-
sarrollan en el edificio, o lo que 
es igual, determinada en fun-
ción de la distinta actividad de 
cada uno de los agentes en el 
resultado final de la obra, des-
de el momento en que existen 
reglamentariamente impuestas 
las atribuciones y cometidos 
de los técnicos que intervienen 
en el mismo. Cada uno asume 
el cumplimiento de sus funcio-
nes y, en determinadas ocasio-
nes, las ajenas, y solo cuando 
aquella no puede ser concre-
tada individualmente proce-
de la condena solidaria, por su 
carácter de sanción y de ven-
taja para el perjudicado por la 
posibilidad de dirigirse contra 
el deudor más solvente entre 

Aun cuando tendamos a creer que la responsabilidad solidaria impropia o ‘in solidum’, en el entor-
no constructivo es clara son necesarias sentencias como la nº 741/2014, de 16 de enero de 2015 de 
la Sala 1ª del Tribunal Supremo.

los responsables del daño, tal y 
como estableció reiterada juris-
prudencia (SSTS 22 de marzo 
de 1997; 21 de mayo de 1999; 16 
de diciembre 2000; 17 de julio 
2006).

En definitiva, se podrá sos-
tener que la solidaridad ya no 
puede calificarse en estos casos 
de impropia puesto que con la 
Ley de Ordenación de la Edifica-
ción no tiene su origen en la sen-
tencia, como decía la jurispru-
dencia, sino en la Ley. Lo que no 
es cuestionable es que se trata 
de una responsabilidad solidaria, 
no de una obligación solidaria en 
los términos del artículo 1137 del 
Código Civil ("cuando la obliga-
ción expresamente lo determine, 
constituyéndose con el carácter 
de solidaria"), con la repercusión 
consiguiente en orden a la inte-
rrupción de la prescripción que 
se mantiene en la forma que ya 
venía establecida por esta Sala 
en la sentencia de 14 de mar-
zo de 2003, con la precisión de 
que con la LOE esta doctrina se 
matiza en aquellos supuestos 

en los que establece una obliga-
ción solidaria inicial, como es el 
caso del promotor frente a los 
propietarios y los terceros ad-
quirentes de los edificios o parte 
de los mismos, en el caso de que 
sean objeto de división, pues-
to que dirigida la acción contra 
cualquiera de los agentes de la 
edificación, se interrumpe el pla-
zo de prescripción respecto del 
mismo, pero no a la inversa, o de 
aquellos otros en los que la ac-
ción se dirige contra el director 
de la obra o el proyectista con-
tratado conjuntamente, respec-
to del otro director o proyectista, 
en los que también se interrum-
pe, pero no respecto del resto de 
los agentes, salvo del promotor 
que responde solidariamente 
con todos ellos "en todo caso" 
(artículo 17.3.) aún cuando es-
tén perfectamente delimitadas 
las responsabilidades y la causa 
de los daños sea imputable a 
otro de los agentes del proceso 
constructivo (SSTS 24 de mayo 
y 29 de noviembre de 2007 ; 13 
de Marzo de 2008 ; 19 de julio de 
2010 ; 11 de abril de 2012 )”.
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“1. El art. 76 LCS ha recono-
cido la existencia de un derecho 
propio-sustantivo y procesal- 
del perjudicado frente al asegu-
rador, con el propósito, de una 
parte, de un resarcimiento más 
rápido mediante el ejercicio de 
la acción directa contra el pro-
fesional del negocio asegurador 
y, de otra parte, de eludir la vía 
indirecta en virtud de la cual el 
perjudicado habría de reclamar 
al causante del daño y éste al 
asegurador, lo que provocaba 
una innecesaria litigiosidad. De 
esta forma, el tercero perjudica-
do tiene dos derechos frente a 
dos obligados contra el asegu-
rado-causante del daño y con-
tra el asegurador.

La conexidad de ambos 
obligados resulta de su condi-
ción de deudores solidarios, de 
una misma prestación que cum-
plen la misma función de resar-
cir al perjudicado (STS de 7 de 
mayo de 1993).

D.P. formuló demanda contra una aseguradora en 2012 por un accidente ocurrido en agosto 
de 2006 en las instalaciones de su asegurada E. Antes del juicio la aseguradora presentó es-
crito acompañando un documento en el que se recogía un acuerdo transaccional definitivo de 
8/11/2006 entre la actora y la asegurada, en base a ello, fue desestimada la demanda, y recurrida 
la sentencia se revocó y condenó a la aseguradora, finalmente la sentencia nº 87/2015 de 4 de 
marzo de la Sala 1ª del Tribunal Supremo fija con acierto el contexto del Art. 76 de la LEC.

El cumplimiento de la obli-
gación por cualquiera de los 
dos responsables solidarios ex-
tingue la obligación por efecto 
del art. 1145.1 CC. Bien es cierto 
que el derecho del perjudicado 
contra el asegurador está limi-
tado a la suma asegurada. Pese 
a ello, aún no siendo idéntico el 
contenido obligacional de am-
bos deudores, no por ello deja 
de existir la solidaridad entre 
ellos, aunque, como señala el 
art. 1140 CC, los acreedores y 
deudores "no estén ligados del 
propio modo".

2. En el caso enjuiciado, el 
documento suscrito entre el 
tercero-perjudicado y el asegu-
rado-causante del daño de 8 de 
noviembre de 2006, no ofrece 
la menor duda de su carácter 
satisfactivo de todos los daños 
y perjuicios que le ocasionó el 
siniestro acaecido el 18 de agos-
to de 2006, habiendo otorgado 
el actor a favor del asegurado, 

saldo y finiquito de toda posi-
ble indemnización que pudiera 
resultar del siniestro, como de 
forma clara y terminante resulta 
del exponendo II del documen-
to, y de la estipulación cuarta 
del mismo, según se ha dejado 
reproducido en el Fundamento 
de Derecho primero 1 anterior. 
Y, por muy confidencial que las 
partes hayan querido otorgar al 
referido documento, (“Las par-
tes mantendrán la más estricta 
confidencialidad sobre los tér-
minos del presente contrato”), el 
acto jurídico que del mismo de-
riva no deja de acreditar el com-
pleto pago efectuado por uno 
de los obligados solidarios, –el 
asegurado-causante del daño–, 
es decir, la extinción del crédito, 
y permite al coobligado solida-
rio, la compañía aseguradora, 
invocar las excepciones que se 
deriven de la naturaleza de la 
obligación, conforme prevé el 
art. 1148 CC y la jurisprudencia 
invocada por el recurrente”.

Sobre el pago de uno de los deudores solidarios y su derecho de repetición, la Sala 1ª del Tribu-
nal Supremo, en sentencia nº 129/15 de 6 de marzo ,expresa.

“Esta Sala viene mantenien-
do (por todas, STS de 16 de ju-
lio de 2001, RC núm. 1736/1996, 
con cita de las SSTS de 12 de 
julio de 1995 y 4 de enero de 
1999, reproducida en la de 5 
de mayo 2010) que satisfecha 
la condena impuesta por solo 
uno o varios de todos los con-
denados solidariamente en un 
proceso anterior, el artículo 1145 
CC permite que aquel o aque-
llos que cumplieron con el total 

de la deuda puedan acudir a 
otro posterior en ejercicio de la 
acción de reembolso o regreso 
para debatir la distribución del 
contenido de la obligación en-
tre todos los intervinientes en 
el proceso constructivo, desa-
pareciendo entonces la solida-
ridad que rige en las relaciones 
externas, frente al perjudicado 
acreedor, para pasar a regir en 
las internas (entre deudores so-
lidarios) la mancomunidad”.

“Sin modificar esta base 
fáctica es posible obtener con-
clusiones jurídicas distintas de 
las de la sentencia; sentencia 
que confunde la relación de 
todos los condenados con la 
víctima y la de los deudores so-
lidarios entre si. Lo que la sen-
tencia está aplicando, aun sin 
citar los artículos que dan co-
bertura jurídica a su afirmación, 
no es la responsabilidad civil 
directa del artículo 1902, por 
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“El actual art. 396 regula 
expresamente la contingen-
cia examinada, previniendo 
en su apartado primero que: 
"Si el proceso terminara por 
desistimiento del actor, que 
no haya de ser consenti-
do por el demandado, aquél 
será condenado a todas las 
costas"; para establecer en 
el apdo. 2 que: "Si el desisti-
miento que pusiere fin al pro-
ceso fuere consentido por el 
demandado o demandados, 
no se condenará en costas a 
ninguno de los litigantes". A 
su vez, y aunque no se con-
temple expresamente en la 
norma, debe entenderse que 
en los casos en que el desis-
timiento requiera el consen-
timiento del demandado, si 
éste no manifiesta su aquies-
cencia también se impondrán 
las costas al actor.”

“No se trata ya de acudir 
a las diligencias preliminares 
que la ley arbitra entre otros 
casos para el que se cuestio-
na, sino simplemente con-
tactar antes de demandar 
con la aseguradora, ante la 
posibilidad incluso de llegar 
a un acuerdo que evitara el 
proceso, de manera que ca-
bria preguntar a la parte que 
hubiera ocurrido de ser fa-
vorable la demandada a una 
solución amistosa de la re-

posibles defectos asistenciales 
directamente imputables a la 
aseguradora sanitaria (el único 
reproche es el de un incumpli-
miento meramente contractual 
frente a su asegurada falleci-
da), sino la responsabilidad del 
artículo 1903, por culpa "in vi-

gilando" o "in eligendo", puesto 
que no es ella quien origina el 
daño, sino los facultativos de su 
cuadro médico, y ello le autori-
za a ejercitar frente a los mis-
mos el derecho de repetición 
del artículo 1904 pues tanto la 
responsabilidad civil derivada 

de su elección, como la que 
resulta del contrato de seguro, 
sería aplicable frente al asegu-
rado perjudicado, pero no en su 
relación con los médicos dado 
que ninguna conducta puede 
reprochársele causalmente vin-
culada al daño.

En orden a la imposición de costas tras el desistimiento por 
la actora respecto de una aseguradora codemandada que no 
llega a formular contestación, la concreta el Auto nº 48/2015 
de 18 de marzo, de la Sección 5ª de la Audiencia Provincial de 
Granada.

clamación o entrare en con-
versaciones sobre la cuantía 
de la misma reclamación, ex-
tremos que quedaron veda-

dos ante la presentación de 
la demanda.

No cabe sino culpar a su 
negligente actuar la situación 
a que se vio abocado de de-
sistir, pues había obligado a la 
contraria a una actuación pro-
cesal, mínima en este caso al 
no llegar a presentar contes-
tación, con los consiguientes 
gastos y molestias que debe 
afrontar quien los provocó”.
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“Pues bien, como se va a 
razonar, entendemos que en 
este caso no puede conde-
narse a la demandada puesto 
que, efectivamente, no pue-
de afirmarse sino como meras 
conjeturas que el jabalí proce-
diera de los terrenos del Coto 
de Caza, de los que es titular el 
demandado. Así, partiendo del 
conjunto de la prueba obran-
te en autos y la practicada en 
el acto del juicio, ha quedado 
acreditado que en el Coto el 
aprovechamiento principal es 
la caza menor y solo de forma 
secundaria es la caza mayor, 
que el día del accidente no se 
había realizado ninguna bati-
da, que colindante a este Coto 
hay otros. Así resulta de la con-
testación realizada por la Con-
sejería de Agricultura Pesca y 
Medio Ambiente; que los terre-
nos del Coto que lindan con la 
autovía están vallados a excep-
ción de los carriles de acceso 
y de aceleración a la autovía y 
que en el coto hay un terreno 
acotado con zona de reserva y 
una zona de seguridad porque 
son zonas contempladas en el 
Plan Técnico. Que entre los ki-
lómetros 103 hasta el 117 ha ha-
bido otros accidentes similares 
y que cuando un jabalí entra en 
la autovía se desorienta y no 
puede conocerse por donde ha 
accedido lo afirma el Guardia 
Civil que presta declaración en 
juicio. Que en la zona de reser-
va es zona de cultivo y allí no 
están cómodos porque está 
despejada y nunca se han vis-
to huellas, siendo en la zona del 
río hacia arriba donde se ocul-
tan por la espesura y por el rio, 
y en el pantano donde si hay 
huellas, es su hábitat perfecto; 

Mucho se ha escrito respecto de la responsabilidad dimanante de accidente de tráfico de tráfico 
derivada de irrupción en la calzada de, por ejemplo, un jabalí; de hecho, la reciente sentencia nº 
50/2015, de 10 de Abril del Juzgado de Primera Instancia nº 17 de Granada, cita la sentencia de 
la Sala 1ª del Tribunal Supremo de 22 de mayo de 2014, para, discrepando de ella, exonerar a los 
titulares del aprovechamiento cinegético respecto de un accidente acaecido el 7/1/2012 –con 
ilustradores detalles sobre la idiosincrasia del marrano-.

así lo a afirma el Representan-
te cinegético del Coto, don M J 
M, los testigos que intervienen, 
uno cazador y otro vecino de la 
zona, manifiestan que un jaba-
lí puede recorrer hasta 60-70 
Km. en una noche y que por la 
cola del pantano hay muchos: 
que si entran en la autovía has-
ta que encuentran una salida 
pueden recorrer varios kilóme-
tros y si van a trote la distan-
cia puede ser mayor. El Perito 
que es biólogo tras ratificar su 
informe explica que en el lugar 
del accidente concurren otros 
cotos y corrobora que el hábi-
tat perfecto para los marranos 
es la cola del pantano que está 
aproximadamente a un kiló-
metro del lugar donde ocurrió 
el accidente y esa distancia la 
recorre el jabalí en media hora.

En definitiva, aunque es 
posible que el jabalí accedie-
ra a la autovía desde terrenos 
del coto, también es posible 
que fuera de cualquiera de las 
otras zonas que se han indi-
cado, pero para que pueda 
imputarse la responsabilidad 
a la demandada se tendría 
que haber quedada probado 
su procedencia y, al no ser 
así, ninguna acción puede 
ser imputable a la parte de-
mandada y por ende ninguna 
obligación de indemnizar a 
la parte actora por los daños 
causados; no procediendo 
por tanto condenar a la de-
mandada al pago de cantidad 
alguna. Todo lo cual conduce, 
como ya se ha adelantado, 
a la desestimación de la de-
manda”.
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Sin duda la prescripción se halla en continua revisión, véase la 
sentencia de la Sala 1ª del Tribunal Supremo nº 6/2015 de  13 
de enero, sobre un accidente vial de 26/12/2008, tras el cual 
se producen varias denuncias, incoándose Juicio de Faltas, 
una perjudicada reclama el 28/10/2009 a una aseguradora 
implicada, intenta personarse en aquel procedimiento y le es 
denegado el 29/1/10, por haber prescrito su acción penal. For-
muló demanda frente a la aludida aseguradora del causante 
de sus lesiones y daños, y en primera y segunda instancias se 
decide prescrita su acción civil.

“2. El día inicial para el ejer-
cicio de la acción es, como de-
claró esta Sala en su sentencia 
de 12 de diciembre de 2011 , 
que a su vez cita las de 27 de 
febrero de 2004 y 24 de mayo 
de 2010, «aquel en que puede 
ejercitarse, según el principio 
actio nondum nata non praes-
cribitur [la acción que todavía 
no ha nacido no puede pres-
cribir] (SSTS de 27 de febre-
ro de 2004 y 24 de mayo de 
2010, RC n.° 644/2006). Este 
principio exige, para que la 
prescripción comience a correr 
en su contra, que la parte que 
propone el ejercicio de la ac-
ción disponga de los elemen-
tos fácticos y jurídicos idóneos 
para fundar una situación de 
aptitud plena para litigar».

3. Como resulta de los artí-
culos 111 y 114 de la LECrim, en 
relación con el 1969 CC, la tra-
mitación de un proceso penal 
sobre los mismos hechos re-
trasa el inicio del cómputo del 
plazo de prescripción extintiva 
de la acción civil, al constituir 
un impedimento u obstácu-
lo legal a su ejercicio (SSTS 
de 5 de julio de 2007, RC n.° 
2167/2000; 3 de mayo de 2007, 
RC n.° 3667/2000; 6 de marzo 
de 2008 RC n.° 5474/2000, 
19 de octubre de 2009, RC n.° 
1129/2005 y 24 de mayo de 
2010, RC n.° 644/2006). De ahí 
que constituya también cons-
tante doctrina de esta Sala 
que, en los procedimientos ci-
viles seguidos en ejercicio de 
la acción de responsabilidad 

extracontractual, una vez con-
cluido el correspondiente pro-
ceso penal previo, el plazo de 
prescripción de las acciones, 
cuando las partes están per-
sonadas en el procedimiento, 
empezará a contarse desde el 
día en que pudieron ejercitar-
se, a tenor de lo establecido en 
el artículo 1969 CC, precepto 
que, puesto en relación con los 
artículos 111 y 114 de la LECrim 
y 24.1 CE, lleva a situar ese día 
en el momento en que la sen-
tencia penal recaída o el auto 
de sobreseimiento o archivo, 
notificados correctamente, 
han adquirido firmeza, puesto 
que en ese instante se conoce 
el punto final de la paraliza-
ción operada por la tramita-
ción de la vía penal preferente, 
y la correlativa posibilidad de 
actuar en vía civil, con arre-

glo al mencionado artículo 114 
LECrim (entre otras, SSTS de 
9 de febrero de 2007, RC n.° 
595/2001; 3 de mayo de 2007, 
RC n.° 3667/2000; 1 de octu-
bre de 2009, RC n.° 1176/2005, 
24 de mayo de 2010, RC n.° 
644/2006).

Por tanto, seguido un plei-
to penal por los mismos he-
chos, este subsiste, como im-
pedimento u obstáculo legal 
para el ejercicio de la acción ci-
vil en el orden correspondien-
te, hasta que no alcance firme-
za la sentencia absolutoria o 
resolución de sobreseimiento 
libre o provisional y, por tanto, 
de archivo, una vez notificada 
al perjudicado, esté o no per-
sonado en las actuaciones”.

“3. Es irrelevante que doña 
Ruth fuera parte o no en el jui-
cio de faltas. Lo relevante es 
que este juicio se hallaba en 
tramitación cuando la mencio-
nada señora Ruth presentó su 
demanda.

4. En consecuencia, cuan-
do doña Ruth formuló su de-
manda a fin de ser indemni-
zada, el juicio penal no había 
concluido, por lo que no había 
comenzado el plazo para el 
ejercicio de la acción civil”.
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“PRIMERO.- Acaecido el 
accidente de tráfico que ge-
nera el presente procedimien-
to en la localidad de Colomiers 
(Francia), teniendo la parte 
perjudicada su residencia es 
España, resulta de aplicación 
lo dispuesto a tales efectos 
en el Real Decreto Legislati-
vo 8/2004, de 29 de octubre, 
por el que se aprueba el Tex-
to Refundido de la Ley sobre 
responsabilidad civil y seguro 
en la circulación de vehículos 
a motor. En concreto el artícu-
lo 20.1 de la mentada norma 
señala que "Las disposicio-
nes de este titulo resultarán 
de aplicación a los siniestros 
causados por vehículos que 
tengan su estacionamiento 
habitual y estén asegurados 
en un Estado miembro del 
Espacio Económico Europeo 
siempre que: ....b) el lugar en 
que ocurra el siniestro sea un 
Estado miembro del Espacio 
Económico Europeo distinto 
a España y el perjudicado ten-

¿De qué partido judicial sería la competencia para conocer de una demanda ejercitando de 
forma acumulada la acción directa del perjudicado –y la de su compañía aseguradora en re-
petición– por los daños en su camión sufrido en accidente de tráfico acaecido el 8/04/2013 
en una localidad francesa? ¿Palma de Mallorca, domicilio Social de la aseguradora demanda-
da, o Madrid, donde tiene oficina abierta al público, y ha tramitado el expediente el departa-
mento de siniestros de extranjeros? –Auto de la Sala1ª del Tribunal Supremo de 28 de enero 
de 2015-.

ga su residencia en España". 
Asimismo el artículo 23.1 de la 
misma norma señala que "el 
perjudicado con residencia en 
España, en los supuestos pre-
vistos en el artículo 20.1, po-
drán dirigirse directamente a 
la entidad aseguradora del ve-
hículo causante del accidente 
o a representante en España 
para la tramitación y liquida-
ción de siniestros por esta de-
signado".

SEGUNDO.- A la vista de 
lo expuesto resulta clara la 
competencia de los Tribuna-
les españoles para conocer 
del presente procedimiento 
y de conformidad con el dic-
tamen del Ministerio Fiscal la 
competencia debe declararse 
a favor del Juzgado de Pri-
mera Instancia n°  de Palma 
de Mallorca, lugar donde la 
demandada tiene su domici-
lio social. El art. 51.1 de la LEC 
establece que "salvo que la 
Ley disponga otra cosa, las 

personas jurídicas serán de-
mandadas en el lugar de su 
domicilio. También podrán 
ser demandadas en el lugar 
donde la situación o relación 
jurídica a que se refiera el liti-
gio haya nacido o deba surtir 
efectos, siempre que en dicho 
lugar tengan establecimiento 
abierto al público o represen-
tante autorizado para actuar 
en nombre de la entidad"… 
Tratándose de una relación 
jurídica surgida como conse-
cuencia de un accidente de 
tráfico ocurrido en la locali-
dad francesa de Colomiers 
y teniendo el demandante el 
domicilio en Cuenca, ninguna 
vinculación, salvo la existencia 
de delegación abierta, existe 
con la localidad de Madrid, 
por lo que ha de aplicarse el 
fuero del domicilio social de 
la demandada, es decir, Palma 
de Mallorca, en lugar del fue-
ro alternativo al no concurrir 
las condiciones exigidas por 
la Ley para su aplicación”.

Concreta, la aplicación de la doctrina sobre “reciproca coli-
sión entre dos vehículos de moto sin prueba de la contribu-
ción causal de cada uno de ellos”, establecida en la sentencia 
plenaria del Tribunal Supremo de 10 de septiembre de 2012 –y 
4 de febrero de 2013–, la sentencia de la propia Sala 1ª, de 28 
de Enero de 2015.

“... se deben aplicar a los 
supuestos de colisión de vehí-
culos los criterios propios de 
la responsabilidad por riesgo 
lo que implica la presunción 
de imputabilidad de los daños 
a todos los conductores par-

tícipes en el accidente. Esta 
presunción solo puede desvir-
tuarse probando la concurren-
cia de alguna de las causas de 
exoneración legalmente pre-
vistas, a saber, la culpa exclu-
siva de la víctima o la fuerza 

mayor ajena a la conducción. 
En consecuencia, para excluir 
la responsabilidad del Sr. I, no 
basta con que no haya queda-
do probada la trascendencia 
de su conducta en la causa-
ción del accidente, siendo pre-
ciso que el demandado pruebe 
la concurrencia de esas causas 
de exoneración legalmente 
previstas, supuesto no concu-
rrente en el presente caso.”

“2º Fijamos como doctrina 
jurisprudencial la siguiente: "en 
el caso de que el perjudicado 
por un accidente de tráfico 
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ocurrido en Cataluña ejercite 
acción directa contra la asegu-
radora del vehículo conducido 
por el responsable del acci-
dente o, en su caso, contra el 
Consorcio de Compensación 
de Seguros, de acuerdo con 

lo dispuesto por la Ley sobre 
Responsabilidad Civil y Seguro 
en la Circulación de Vehículos 
de Motor, el plazo de prescrip-
ción de dicha acción es el de 
un año previsto en el artículo 
7.1 de dicha Ley y no el de de 

tres años a que se refiere el 
artículo 121-21 del Código Civil 
de Cataluña para las reclama-
ciones derivadas de culpa ex-
tracontractual." Sentencia nº 
23/2015, de 4 de febrero, de la 
Sala 1ª del Tribunal Supremo

Hace no demasiado tiempo era frecuente la broma que alu-
día a la culpa exclusiva de la víctima como “virtual”, en cuan-
to carente de plasmación real en las resoluciones diarias de 
los Tribunales, y no es así, sirva de muestra la sentencia nº 
34/2015, de 6 de febrero de la Sala 1ª del Tribunal Supremo, 
que pondera la importancia que “ha de darse al control de la 
situación que puede corresponderle en cada caso”, toda vez 
que … “La competencia de la víctima” es uno de los criterios a 
tener en cuenta a la hora de valorar la imputabilidad objetiva 
del resultado lesivo al agente”.

“Entre las sentencias que 
niegan la imputación objetiva 
por apreciar que era la vícti-
ma la que tenía el control de 
la situación se encuentran la 
núm. 969/2003, de 24 oc-
tubre; 650/2005 de 6 sep-
tiembre; 619/2006 de 7 ju-

nio; 720/2008 de 23 julio; y 
49/2010 de 23 febrero. Este es 
el caso, ya que la demandante, 
conocedora de que se trataba 
de una plataforma elevada y 
sin barandillas que, además, 
no estaba destinada a su utili-
zación por el público, accedió 

a ella voluntariamente; siendo 
así que desde ese momento, y 
por el propio riesgo que asu-
mía, debió de adoptar la dili-
gencia necesaria para evitar 
caer desde la misma, lo que se 
produjo por una circunstancia 
ajena a los organizadores e 
instaladores de la plataforma 
que sólo a ella resultaba impu-
table.

Como ya se adelantó, la 
afirmación de que fue la propia 
culpa de la víctima la que dio 
lugar al accidente hace innece-
saria cualquier consideración 
sobre el problema –que inicial-
mente se plantea en el moti-
vo– acerca de la inversión de la 
carga de la prueba o la aplica-
ción de la teoría del riesgo.”
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“SEGUNDO.- La úni-
ca cuestión jurídica que se 
plantea por las partes en el 
presente caso se refiere a la 
causalidad del accidente y a 
la culpabilidad en su produc-
ción. Sobre ello ha de preci-
sarse que la atribución de la 
carga de la prueba a la par-
te demandante que hace la 
sentencia impugnada no se 

Aun cuando el Art. 1.1 de la ley sobre RCCVM pueda parecer muy claro, a veces es necesario un 
pronunciamiento que restablezca el orden “alterado” tal como la sentencia 48/2015 de 19 de 
febrero de la Sala 1ª del Tribunal Supremo.

acomoda a lo dispuesto por 
el artículo 1.1. de la Ley sobre 
Responsabilidad Civil y Segu-
ro en la Circulación de Vehí-
culos a Motor por cuanto no 
cabe olvidar que el deman-
dante es el menor lesionado, 
que lógicamente no tuvo nin-
guna intervención causal en 
la producción del accidente, 
aun cuando comparezca en 

el proceso representado por 
su madre que a su vez era la 
conductora del vehículo en 
que viajaba, extremo sobre 
el que no se ha planteado 
discusión. Por ello no puede 
atribuirse al mismo la carga 
probatoria más allá del hecho 
de ser ocupante del vehículo 
accidentado asegurado por la 
demandada”.

Es muy util la sentencia nº 428/2014, de 20 de mayo, de la 
Sala 2ª del Tribunal Supremo, tanto su propio texto (hasta que 
momento procesal, cuando la validez de un medio probato-
rio dependa de la legitimidad de la obtención de fuentes de 
prueba en otro procedimiento, puede el interesado impugnar 
la legitimidad de aquel medio de prueba), como el voto par-
ticular que formula el Ilustrísimo Sr. Del Moral García, quien 
considera que venían obligados a pronunciarse no solo so-
bre la procedencia de acceder a la petición de suspensión del 
Fiscal, sino también sobre la potencialidad de las cuestiones 
señaladas por la Audiencia para privar de eficacia a la prueba 
de las escuchas y las derivadas, al par que plantea la posibili-
dad de acordar una nulidad parcial, es decir, salvar la validez 
de prueba ya desarrollada, y que la posibilidad de impugnar 
las escuchas en casos como el aquí contemplado debía que-
dar clausurada con los escritos de conclusiones precisamente 
para evitar las suspensiones.

“CUARTO.- Desde el pun-
to de vista procedimental esta 
Sala viene considerando que 
esa impugnación –específica y 
no puramente retórica– exigi-
ble como carga, ha de hacerse 
en los momentos habilitados a 
tal fin. Por supuesto que cabe 
durante toda la fase de ins-
trucción; también, indudable-
mente, en el escrito de califica-
ción. En los procedimientos en 
que existe la previsión de una 
audiencia preliminar es factible 
aflorarla al inicio del juicio oral 
(procedimiento abreviado: art. 
786.2 LECrim). Sobrepasado 
ese instante se cancela la po-

sibilidad de esa alegación, lo 
que tiene toda lógica. Cerrada 
ya la fase probatoria, la acusa-
ción se vería imposibilitada de 
acreditar la legitimidad de la 
prueba tardíamente combati-
da. Sería ya extemporánea una 
impugnación que apareciese 
en el informe del juicio oral o 
en el recurso contra la senten-
cia…

La solución jurisprudencial 
a los problemas planteados 
debe ser unitaria, para garanti-
zar la unidad del ordenamiento 
penal y procesal penal, la se-
guridad jurídica y el derecho 

de todos los ciudadanos a la 
igualdad en la aplicación de la 
ley. Para ello se reunió el Ple-
no de esta Sala el 26 de mayo 
2009, celebrado, como pre-
vé el art 264 de la LOPJ, para 
unificación de criterios entre 
todos los Magistrados que in-
tegran las diversas secciones 
funcionales en que se reúne 
esta Sala a los efectos de la 
resolución de los diferentes re-
cursos.

Dicho criterio contiene los 
acuerdos siguientes: "En los 
procesos incoados a raíz de la 
deducción de testimonios de 
una causa principal, la simple 
alegación de que el acto ju-
risdiccional limitativo del de-
recho al secreto de las comu-
nicaciones es nulo, porque no 
hay constancia legítima de las 
resoluciones antecedentes, no 
debe implicar sin más la nuli-
dad". En consecuencia, la sim-
ple alegación por cualquier 
recurrente de la falta de docu-
mentos referidos a la legitimi-
dad de las escuchas telefóni-
cas adoptadas en un proceso 
penal precedente, no obliga, 
de forma necesaria, al acogi-
miento de esa impugnación.

Sigue expresando el refe-
rido acuerdo que "... en tales 
casos, cuando la validez de un 
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medio probatorio dependa de 
la legitimidad de la obtención 
de fuentes de prueba en otro 
procedimiento, si el interesa-
do impugna en la instancia la 
legitimidad de aquel medio de 
prueba, la parte que lo propu-
so deberá justificar de forma 
contradictoria la legitimidad 
cuestionada. Pero, si, conocido 
el origen de un medio de prue-
ba propuesto en un procedi-
miento, no se promueve dicho 
debate, no podrá suscitarse en 
ulteriores instancias la cues-
tión de la falta de constancia 
en ese procedimiento de las 
circunstancias concurrentes 
en otro relativas al modo de 
obtención de las fuentes de 
aquella prueba...".

… Pero cuando, como 
consta expresamente en el 
caso actual, la parte acusada 
ha cuestionado expresamen-
te al comienzo del juicio oral, 
como cuestión previa, la vali-
dez de las escuchas telefóni-
cas, invocando precisamente 
como causa de nulidad la fal-
ta de fundamentación de las 
resoluciones judiciales al no 
constar en la causa los oficios 
policiales a los que se remiten, 
es claro que dicho cuestiona-
miento, expresado en tiempo 
hábil, impone a la acusación la 
carga de aportar la documen-
tación pertinente al proceso, 
para acreditar que la injerencia 
en el derecho fundamental de 
los acusados se ha producido 
motivadamente.

Si se conviene, como hace 
la doctrina de esta Sala, que el 
inicio del juicio oral en el pro-
cedimiento abreviado es trá-
mite apto para hacer tal ale-
gación, será preciso reconocer 
a la contra-parte la capacidad 
de aportar o recabar esos tes-
timonios. Si no es razonable-
mente posible esa aportación 
en el momento o a lo largo del 
juicio oral, será necesario ac-
ceder a la suspensión o, en su 
caso, a la "interrupción" de las 

sesiones del juicio oral. Pero no 
puede escamotearse a la acu-
sación la oportunidad real y no 
puramente teórica de rebatir 
documentalmente tal alega-
ción sobre una, hipotética que 
no demostrada, irregularidad.

No accediendo la Sala a la 
razonada y razonable petición 
del Ministerio Fiscal lo insta-
laba en una posición de inde-
fensión; le negaba la capaci-
dad para rebatir la hipotética 
ilegitimidad de las escuchas 
blandida en ese último ins-
tante hábil. Ni le era exigible 
que presumiese o adivinase a 
partir de las impugnaciones 
genéricas que esas defensas 
luego, desviándose de lo que 
cabalmente proclamaban sus 
escritos, iban a quejarse por la 
no aportación de los testimo-
nios de las otras causas para 
fundar ahí la nulidad (inicial-
mente solo referida a causas 

inmanentes); ni, por tanto, que 
reclamase esa prueba docu-
mental (amplios testimonios) 
que legítimamente podía ha-
ber sido rechazada por la Au-
diencia con el argumento de 
que no habían sido impugna-
das. Esa es la situación obje-
tiva real: es indiferente que la 
suspensión acordada anterior-
mente se hubiese prolongado 
durante un año o durante una 
semana. Eso no cambia los tér-
minos en que están planteadas 
las cosas; tan solo despierta 
lógicas reticencias a una nue-
va suspensión. Pero si procede 
esa suspensión no queda más 
remedio que acordarla, sin 
perjuicio de las repercusiones 
sustantivas que pueda com-
portar (atenuante de dilacio-
nes indebidas, siempre que se 
considere que los retrasos no 
son reprochables a la defensa). 
En este caso por lo expuesto 
procedía la suspensión”.



entrevista a...

por Mª Carmen Ruiz-Matas Roldán

Pablo Muelas García

Licenciado en Derecho y en Ciencias económicas y empresariales por la Universidad 
Pontificia de Comillas. Inspector de Seguros del Estado desde 2001. Subdirector 
General de Seguros y Regulación desde 2012.

En primer lugar quisiera preguntarle si conoce 
la actividad desarrollada por la Asociación Es-
pañola de Abogados Especializados en Res-
ponsabilidad Civil y Seguro 

Conozco el trabajo que Mariano Medina, 
presidente de la Asociación, ha desarrollado en 
el seno del Grupo de expertos para la reforma 
del Baremo. Su amplio y profundo conocimien-
to de la materia objeto de debate ha contribui-
do a añadir valor al resultado del consenso.

Desde su cargo actual podría decirnos ¿qué vi-
sión tiene de la situación actual del sector ase-
gurador? ¿considera que el asegurado, como 
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parte más débil en el contrato de seguro, está 
protegido por la normativa actual?

A) Ante una pregunta tan amplia, citaré solo 
3 aspectos que caracterizan la actualidad: 1) La 
necesidad de que el seguro de autos recupere, 
en términos de precios, una situación de estabi-
lidad; 2) El reto que supone, para las entidades 
que ofrecen garantías a largo plazo, comerciali-
zar nuevos productos en un entorno de tipos de 
interés casi planos; 3) La adaptación del sector 
al nuevo marco regulatorio de Solvencia II.

B) La normativa reguladora del contrato de 
seguro es, por su propia naturaleza, tuitiva de 
los derechos de los asegurados. Ese es, además, 
el espíritu con que se interpreta, aplica y super-
visa. La regulación de la solvencia de las enti-
dades, de modo indirecto, igualmente coadyuva 
al cumplimiento de los compromisos asumidos 
por las entidades con los tomadores y los ase-
gurados. Por lo anterior, la respuesta a la pre-
gunta sería positiva.

¿Considera que la capacidad y tiempo de res-
puesta de las Aseguradoras frente a los sinies-
tros declarados por los perjudicados es correc-
ta? 

La Ley de contrato de seguro contiene un 
régimen penalizador de doble escalón que pre-
tende disuadir a las entidades de cualquier re-
traso injustificado. No obstante, si la respuesta 
no es satisfactoria para el asegurado o tomador, 
existe un procedimiento de reclamación, prime-
ro ante el Servicio de Atención al Cliente de la 
entidad, y después ante el Servicio de Recla-
maciones de la Dirección General de Seguros y 
Fondos de Pensiones, donde se pueden hacer 
valer los derechos considerados lesionados.

En cuanto a la reforma del llamado Baremo para 
la valoración de daños personales derivados de 
accidentes de tráfico, ¿cree que se ha consegui-
do el objetivo buscado por todos los agentes 
que intervienen en el sector? 

El texto de reforma del Baremo, actual-
mente en el Congreso, es fruto de un consen-
so histórico entre todos los participantes (y sus 
colectivos representados a través de ellos) inte-
grantes del Grupo de expertos para la reforma 
del Baremo. Por tanto, puede decirse que este 
proyecto ha logrado alcanzar los objetivos míni-
mos de todos los colectivos con interés directo 
en el baremo.

Cree que la citada reforma del Baremo dará res-
puesta a los distintos problemas de aplicación 
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que presenta el Baremo actual, sobre todo en 
el tratamiento que en la misma se le da al re-
sarcimiento de los daños patrimoniales y lucro 
cesante?

Soy optimista ante esta inquietud. La in-
demnización del lucro cesante es, precisamen-

te, una de las grandes novedades de la reforma. 
Otra de ellas es la creación de un Comité de se-
guimiento, encargado de valorar la calidad de la 
implantación del nuevo Baremo. Si su aplicación 
práctica no llegara a alcanzar las expectativas 
planteadas, sería el competente para valorarlo y 
proponer mejoras. 



noticias y actividades

El Proyecto de Ley presentado 
para la reforma del sistema de va-
loración de daños y perjuicios cau-
sados a las personas en accidentes 
de tráfico ha optado por modificar 
el Texto Refundido de la Ley sobre 
Responsabilidad Civil y Seguro en 
la Circulación de Vehículos a Motor, 
aprobado por Real Decreto Legisla-
tivo 8/2004, de 29 de octubre (SP/
LEG/2821). Dicho Proyecto consta 
de una Exposición de Motivos, un ar-
tículo único con siete apartados, dos 
disposiciones adicionales, una dispo-
sición transitoria, una disposición de-
rogatoria y tres disposiciones finales. 

Además, se opta por la numera-
ción tradicional frente a la presen-
tada por el Grupo de trabajo que 
prefirió una numeración del articu-
lado que puede calificarse como 
‘decimal’ o ‘indicaria’, que en Espa-
ña ya se usó en el Código Civil de 
Cataluña hace mas de 10 años  que, 
con alguna variación menor, tam-

bién la emplea el reciente Antepro-
yecto de Ley del Código Mercantil. 

Se introduce un nuevo Título IV, 
que consta de 112 artíclos, agrupados 
en dos capítulos. El primero se refie-
re a disposiciones generales y defini-
ciones y el segundo incluye las reglas 
para la valoración del daño corporal y 
en sus tres secciones se ocupa de las 
indemnizaciones por causa de muerte, 
por secuelas y por lesiones tempora-
les, que se plasman, respectivamente, 
en nuevas tablas que vienen a sustituir 
el antiguo Anexo del RDLeg. 8/2004. 

Con el apoyo de la editorial Se-
pín se ha realizado un cuadro com-
parado entre el Proyecto de Ley 
con la actual redacción del RDLeg. 
8/2004, de 29 de octubre. El texto 
de la norma futura se encuentra en 
la columna derecha, destacándose 
en negrita las modificaciones de 
cada artículo frente al texto que se 
modificaría, que se ha subrayado.

➝Proyecto de Ley para la reforma del sistema de valoracion de daños y perjuicios
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1 El contenido del título IV, sistema para la valoración de datos y perjuicios cusados a las personas en accidentes de circula-
ción, puede consultarse en nuestra web (www.asociacionabogadosrcs.org).

2 El contenido de las nuevas Tablas del sistema para la valoración de datos y perjuicios cusados a las personas en accidentes 
de circulación, puede igualmente consultarse en nuestra web.
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